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PRESENTACIÓN 


E l presente trabajo se realiza como memoria del Coloquio 
Internacional de Derecho Agrario celebrado del 25 al 27 de 


marzo de 1996, el cual fue organizado por el Tribunal Superior 
Agrario, el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la 
Universidad Nacional Autónoma de México y la Unión Mundial 
de Agraristas Universitarios. ' 


Formalmente inaugurado por el Lic. Germán Fernández 
Aguirre, Consejero Jurídico de la Presidencia de la República, en 
representación del C. Presidente de la República, Dr. Ernesto 
Zedillo Ponce de León, contó con la participación de 
distinguidas personalidades nacionales e internacionales como 
el Dr. Alfredo Massart, Dr. Gonzalo M. Armienta Calderón, Dr. 
Ricardo Zeledón Zeledón, Dr. Pietro Orlando Romano, Lic. 
Rodolfo Veloz Bañuelos, Dr. Sergio García Ramírez, Lic. Enrique 
Ularte Chacón, Lic. Beatriz Paredes Rangel, Lic.· Guillermo 1. 
Ortiz Mayagoitia, Lic. Arely Madrid Tovilla, Lic. 'Joaquín 
Dávalos Paz, Dr. Alberto BaIlarín Marcial, Lic. Ricardo García 
Villalobos, Lic. Luis Angel López Escutia, Sen. Jaime Fernández 
Armendariz, .Dra. Paola Ercoli, Lic. Luis Hernández Palacios y 
Dr. Guillermo Vázquez Alfaro. 


Esta memoria se editará en dos tomos en la Revista de los 
Tribunales Agrarios. 







INAUGURAOÓN DEL COLOQUIO INfERNAOONAL DE
 
DERECHO AGRARIO"
 


LIc. LUIS O. PORTE PETrr MORENO 


MAGISfRADO PRFsIDENTE 


TRIBUNAL SUPERIOR AGRARIO 


E l estado de derecho mexicano, desde los albores de su vida 
independiente, recorre su destino, siguiendo las directrices 


jurídicas que el pueblo señaló y que ahora se plasman en la 
Constitución, ella, es la síntesis de nuestro devenir histórico, 
político, jurídico y social. Su contenido, expresa con claridad lo 
que nuestro país ha sido, sus luchas, para ser lo que hoyes, y 
lo que desea ser en el futuro inmediato, como nación digna 
y soberana. 


\ 


Por otra parte, la Constitución no puede ser un conjunto de 
normas estáticas, inmutables e inmodificables. Por el contrario, es un 
ordenamiento vivo que se actualiza de acuerdo con la realidad y con 
las aspiraciones y determinaciones del pueblo mexicano, sin 
modificar sus decisiones políticas y sociales fundamentales. 


Bajo estas bases se ha construido un estado de derecho que da 
seguridad a nuestras libertades y permite dirimir los conflictos, 
preservando así la paz social. Sus normas, al conciliar los 


* Palabras en la inauguración del Coloquio celebrado del 25 al 27 de marzo de 
1996, en la Ciudad de México, Distrito Federal. 
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intereses individuales con el interés general, han permitido el 
desarrollo de una sociedad plural y participativa. 


En el campo; la norma fundamental ha orientado la atención a 
los reclamos de justicia, redistribución y defensa de la tierra que 
confo:rmaron la,memoria y la experiencia campesina, hoy, abre 
opciones e instancias de pacífica gestión, como son los Tribunales 
Agrarios, que se conducen bajo el espíritu del moderno 'Derecho 
Social Agrario. 


Por éstas, entre otras razones, nos hemos reunido hoy aquí. 
Todos con un gran interés por el campo. 


Siempre es grato el cobijo de un recinto académico, por la 
trascendencia histórica, por la repercusión social, económica y 
cultural que toda casa de estudios reporta al pueblo que la 
instituye. Vivimos una época de transformaciones, 
consolidaciones y definiciones donde el hombre, el campo, el 
derecho y la justicia social se convierten en factores 
determinantes del desarrollo integral de la nación. 


La aplicación de la norma, su debido cumplimiento y el 
ejercicio pleno de los derechos que contenga, requieren de 
información para su debida comprensión. Por ello, con el 
propósito de fortalecer nuestra legislación y difundir 
ampliamente el nuevo derecho agrario, diversas instituciones 
académicas y de servicio .público hemos realizado foros 
nacionales y ahora convocamos a esta reunión, donde concurren 
expertos nacionales y extranjeros para enriquecer con sus 
conocimientos, experiencias y planteamientos, los conceptos y 
principios que deben mejorar el sistema de vida de los hombres 


1, 


del campo y,por ende de todos los mexicanos. 


Recientemente el Presidente de la República, Dr. Ernesto 
Zedillo, señaló: 
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11 •••Con frecL.encia los campesinos no tienen conocimiento 
suficiente de la ley y mucho menos el conocimiento de las 
instituciones a las que pueden acudir para obtener justicia. 


Por otra parte, dar acceso a los campesinos a la información' 
sobre el desenvolvimiento de sus asuntos es, a la vez un acto de 
democracia y de justicia. 


Con estas acciones y con los foros nacionales de justicia agraria 
se están dando pasos importantes para crear en efecto, una nueva 
cultura agraria en nuestro país. 


Esta nueva cultura agraria debe basarse en la seguridad 
jurídica y en el conocimiento de las nuevas oportunidades para el 
desarrollo rural, es decir, para la producción y para la generación 
de bienestar para población de nuestro campo" 


Con estas directrices, más adelante habremos de llevar las' 
experienCias y conclusiones de esta reunión a foros regionales y 
así con la participación de ustedes, tendrá efectos 
multiplicadores. 


Los esfuerzos del gobierno' han sido claros y definidos; 
estamos cerrando una etapa histórica que cumplió su cometido, 
ahora iniciamos otra para lograr mayor bienestar en el campo, 
con un desarrollo pleno e integral para todos. 


Las acciones .de gobierno sustentadas en un nuevo marco 
normativo agrario, van encaminadas a dar seguridad y 
certidumbre jurídicas en el campo. Así, se abren nuevas 
y amplias opciones para los campesinos de participar con 
plenitud, libertad y apoyos específicos en los programas 
sectoriales que el gobierno diseñó para este sexenio. 







10 INAUGURAQON 


]~l tema del campo es vital para el desarrollo equilibrado de la 
nación; en consecuencia, los centros de enseñanza deben reforzar 
sus/, planes de estudio para que los hombres del campo desde 
temprana edad, aprendan a conocer el medio, aprovechar 
optimamente sus recursos y enriquecerlo. En consecuencia es 
necesario promover una nueva cultura hacia el campo mexicano, 
sin olvidar nuestras raíces, tradiciones, historia, anhelos y metas, 
para responder a los nuevos retos de nuestro crecimiento, 
brindando mayores oportunidades y apoyando las actividades 
productivas, sin descuidar el equilibrio y la riqueza ecológica de 
la nación. 


Esta es una tarea que, consideramos, debe ser compartida por 
las universidades, institutos tecnológicos y por la sociedad 
mexicana;~se es el fin que nos reúne ahora. 


Los centros de estudio son punto de partida para capacitar a 
quienes habrán de resolver los problemas; observar las nuevas 
realidades y crear otras que el progreso demanda. Tenemos que 
vincular a los técnicos y a los profesionales con los productores 
agrícolas, ganaderos y forestales, para transformar positivamente 
al campo mexicano. ' 


Necesitamos de las instituciones de educación superior, planes 
de estudios y programas encaminados a fortalecer la estructura 
humana de apoyo profesional para el desarrollo pleno y 
definitivo del México rural. 


Hoy más que nunca, es necesario formar especialistas con 
vocación de servicio y conciencia social en cuestiones del campo 
relacionados con todas las disciplinas científicas, para que su 
preparación técnica y humanística, sea garantía de una actividad 
social útil y fructífera para el país. 
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Nuestro crecimiento demográfico y económico demanda 
elevar los niveles de calidad y mayor producción de alimentos; 
por un lado, requerimos autosuficiencia alimentaria y por otro, 
capacidad de exportación para crecer con independencia y 
autonomía soberana. 


Por décadas uno de los impulsores del desarrollo ha sido el 
petróleo, que tiene su fin, tiene su término. No así el campo, que 
puede ser inagotable. 


Un pueblo que cuida su campo, tiene garantizado su futuro. 
En la historia, muchos se pierden por hambre. El hombre no 
puede prescindir de la libertad, de la salud, de una alime-ntación 
básica y cotidiana; del agua y el aire que proporciona un buen 
equilibrio ecológico; de la educación, del derecho y la justicia. 
Estos son elementos fundamentales que favorecen el bienestar y 
el desarrollo. 


México tiene el imperativo de garantizar su permanencia y 
viabilidad como nación frente a los retos del mundo actual y lo 
hace como siempre, sin ap~arse de su proyecto histórico, 
actualizando sus instituciones con una profunda reforma del 
Estado. En ello, el campo y sus hombres son y serán como 
siempre el pilar fundamental. 











r
 


UN NUEVO CONCEPTO DE JURISDICCIÓN Y
 
COMPETENCIA AGRARIA
 


DR. GONZÁLO M. ARMlENTA CALDERÓN 


MAGISfRADO NUMERARIO DEL 


TRIBUNAL SUPERIOR AGRARIo. 


U no de los conceptos más discutidos en el¡ ámbito de la 
doctrina procesal, es el de jurisdicción. Su perfecta 


delimitación permite deslindarlo de otra categoría institucional 
del proceso, como viene a serlo la noción de competencia. 


Pasando por alto las distintas definiciones que nos aportan los 
más connotados cultores de la ciencia ~el derecho procesal, como 
son: Chiovenda, Carnelutti, Piero Cal~drei, Alfr~do Rocco, J. 
Ramiro Podetti y Eduardo J. Couture, "recogen<os la noción 
elaborada por el eminente procesalista ita4áno Hugo Alsina, 
quien la determina como la potestad conferida por el Estado a 
determinados órganos para resolver, mediante sentencia, las 
cuestiones litigiosas que les sean sometidas y hacer cumplir sus 
propias resoluciones. Y ya en el terreno de la organización 
política de su país (Argentina) refiere que existen dos órdenes de 
jurisdicción: aquéllá que comprende todo el territorio de la 
República, llamada por ello Federal, y otra de carácter local, 
emanada del poder estatal de cada provincia y limitada al 
territorio de la misma. 1 


1 Tratado_ Teórico Práctico de Derecho Procesal Civil y Comercial, Tomo 1, 1941, Ediar 
Editores, pp. 540 y 543. 
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El.hecho de que en nuestro país existan también dos órdenes 
de jurisdicción, derivados de su estructura política federal, nos ha 
inclinado a seguir, en este respecto, los pasos de este ameritado 
procesalista. 


. La jurisdicción, concebida de esta manera, constituye un poder 
público que conjuntamente con los poderes legislativo y ejecutivo 
conforman l~ trilogía estructural y funcional de un· Estado 
democrático ,de derecho..Así lo contempla el Artículo 49 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 


Expuesto lo anterior, cabe referir que el concepto de poder 
político se conforma con dos elementos, que son: el mando y la 
obediencia. En el orden jurisdiccional ambos se derivan de 
la coercibilidad de las normas jurídicas, cuyo cumplimiento e 
interpretación vinculatoria en casos de controversia o litigio, ha 
encomendado el Constituyente, en el orden federal, al Poder 
Judicial de la Federación, y en el orden local al Poder Judicial de 
cada Entidad Federativa, cuya función (la función jurisdiccional) 
se concreta en mandatos de cumplimiento obligatorio. Cabe 
aquÍ' referir que en el ámbito nacional, el poder político de los 
órganos judiciales de la Federación se impone a los otros dos 
poderes, pues aquél, por mandato de nuestra norma suprema, 
tiene atribuida la defensa jurídica de la preceptiva constitucional 
y la salvaguarda y restauración de los derechos fundamentales 
del hombre, tanto individuales como sociqles, cuando son. 
vulnerados por los órganos de cualesquiera de los tres poderes 


_del Estado. Es así, el juicio de amparo, - proceso constitucional 
por excelencia-, el máximo exponente del poder político del 
Estado. 


Este poder político tiene en México dos vertientes: la que 
corresponde a la estructura orgánica del tradicionalmente I 


llamado Poder Judicial de la Federación, contemplada por el 
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Artículo 94 de nuestra Carta Magna, en cuanto dispone que: "Se 
deposita el ejercicio del Podl ~r Judicial de la Federación en una 
Suprema Corte de Justicia, en Tribunales Colegiados y Unitarios 
de Circuito, en Juzgados de Distrito y en un Consejo de la 
Judicatura Federal; y la otra vertiente, a la que se integran 
aquellos otros tribunales que sin estar contemplados por el 
precepto constitucional precitado, prevé la propia Carta 
Fundamental de la República, a saber: los Tribunales Militares 
(Artículo 13); el Jurado Popular (Artículo 20, fracción VI); los 
Tribunales Agrarios (Artículo 27, fracción XIX); el Tribunal 
Federal Electoral (Artículo 41, párrafos décimo a décimo 
segundo); el Tribunal Fiscal de la Federación (Artículo 73, 
fracción XXIX-H); y el Tribunal Federal de Conciliación y 
Arbitraje (Artículo 123, incifo B), fracción XII). Este segundo 
criterio responde al principio de división de poderes consagrado 
por el artículo 49 de nuestra norma primaria, al disponer que IIEI 


_	 Supremo Poder de la Federación se divide, para su ejercicio, en 
Legislativo, ~jecutivo y JudiciaL.II. 


Por otra parte, la potestad jurisdiccional atribuida a los 
Tribunales se concretiza en el ejercicio de una función (la función 
jurisdiccional), a la cual podemos definir como la actividad que 
éstos realizan para solucionar los litigios y tutelar el orden 
jurídico. Esta actividad es, según expresión de Adolfo Alvarado 
Belloso, la que cumple siempre la autoridad con motivo de un 
proceso (y no de un procedimiento), sustituyendo intelectiva (acto 
de sentencia) y volitivamente (acto de ejecutar lo sentenciado) la 
actividad de los particulares.2 


Cuando Juan Montero Aroca, dilecto procesalista español, nos 
habla del Poder Judicial, afirma que dentro de esta noción, en su 
concepción política, están comprendidos todos los órganos del 


2 Illtroduccióll al Estlldio del Derecho Procesal. Primera Parte, Rubinzal-Culzoni, 
Editores. Argentina, 1989, p. 140. 
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Estado, que dotados de potestad jurisd lcciona! contempla la Ley 
Fundamental. Al referirse al Poder Judicial como conjunto 
integral de órganos dotados de potestad jurisdiccional por 
la Constitución, incluye a aquéllos que no forman parte de la 
estructura monolítica tradicional, como son, en. España,· el 
Tribunal Constitucional, los Tribunales Militares, el Jurado, los 
Tribunales Consuetudinarios y el Tribunal de Cuentas. El Poder 
Judicial como poder político, nos dice, se integra con todos los 
órganos que, revestidos de determinadas garantías, tienen 
atribuida potestad jurisdiccional. Puede afirmarse, concluye, que 
todos los órganos a los que se. otorga potestad jurisdiccional son 
el Poder Judicial. 


Expreso mi adhesión a esta tesis, en tanto no se incorpore 
dentro del concepto de Poder Judicial a aquellos órganos del 


.Estado que dotados de la potestad jurisdiccional, estén 
comprendidos orgánicamente dentro de cualesquiera de los otros 
dos poderes del Estado. Sólo comprenderá a aquéllos que 
orgánicamente son independientes, tanto en lo que atañe a su 
estructura como al ejercicio de su función. 


LA COMPETENCIA JURISDICCIONAL 


Hablemos de la competencia jurisdiccional. El concepto de 
competencia no es privativo de la ciencia del proceso, _pues lo 
encontramos también como un atributo de los órganos 
administrativos y legislativos. En este estudio nos limitaremos a 
precisar sus alcances en el ámbito del ejercicio de la función 
jurisdiccional. 


La competencia, según Calamandrei, es una determinación de 
los poderes jurisdiccionales de cada uno de los jueces, que se 
manifiesta prácticamente en una limitación de las causas sobre las 
cuales pueden ejercer; por lo que el concepto de competencia se 
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desp~aza aSÍ, por un fenómeno de metonimia, de medida 
subjetiva de los poderes del órgano judicial, a medida efectiva de 
la materia sobre la cual está llamado en concreto a proveer, 
"entendiéndose de este modo por competencia de un juez el 
conjunto de causas sobre las cuales puede él ejercer, según ley, su 
fracción de jurisdicción".3 


Divide la competencia en: objetiva, que comprende la que se 
establece por razón de la materia y del valor; en funcional, que 
se refiere a la pluralidad de instancias o grados; y, asimismo, hace 
alusión a la competencia por razón del territorio, cuando examina 
su distribución entre jueces del mismo tipo. 


Camelutti clasifica la competencia desde diversos puntos de 
vista, de los cuales destacamos la competencia necesaria, dentro 
de la que comprende los criterios de función, materia, cuantía y .~ 


territorio; y la competencia eventual, cuyas especies son la 
competencia por elección, por conexión y por remisión.4 


David.Lascano, para establecer la distinción entre jurisdicción 
y competencia, nos hace el siguiente comentario: "En las 
sociedades modernas de complicada organización, no es 
suficiente, ni siquiera concebible, un solo juez; por el contrario, se 
requieren muchos en relación a la cantidad de la población, 
extensión de territorio, número ordinario de controversias, etc. 
Cada uno de ellos ejerce la función dentro de los límites que pone 
la división del trabajo, y ello es lo que determina el concepto de 
competencia que, técnicamente, difiere del de jurisdicción. La 
competencia es la capacidad del órgano del Estado para ejercer 


3 Instituciones de Derecho Procesal Civil, Ediciones Jurídicas Europa-América, 
Buenos Aires, 1962, Tomo Il, p. 137. 


4 Sistema de Derecho Procesal Civil, Uthea, Buenos Aires, Argentina, 1944, T. Il, 
pp. 286 a 290. 
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la función jurisdiccional; y la jurisdicción es por el contrario, la 
función misma, o sea, la actividad que despliega el Estado para 
satisfacer los intereses tUtelados por el derecho, cuando la ~orma 


jurídica no ha sido o podido ser cumplida. No se trata de un 
juego de palabras, ni es que la jurisdicción represente un concepto 
amplio de carácter abstracto y la competencia el mismo concepto 
llevado a casos concretos, como se ha dicho. Eso equivaldría a 
equiparar los dos conceptos, es decir, que la competencia sería 
la jurisdicción misma pero desempeñada por determinado juez,. 
lo que no puede admitirse".5 


El espíritu renovador de Humberto Briseño Sierra, eminente 
procesalista mexicano, lo lleva a transitar por un camino diverso a 
aquél que tradicionalmente han trazado la mayoría de los 
cultores de la ciencia del Derecho procesal. Para definir la 
competencia parte de lo que llama una idea primaria: es la suma de 
atribuciones del órgano público. Con lo cual rompe con el criterio ya 
clásico de la jurisdicción como género y de la competencia como 
especie; y, por tanto, de la existencia, entre ambos conceptos, de 
una relación género-especie, en la cual la segunda viene a ser el 
concepto subordinad06. A lo afirmado por Briseño Sierra sólo 
apuntamos una excepción: esta relación sí se presenta en los casos 
de la competencia funcional, como lo veremos enseguida. 


He aquí mi opinión personal. 


Cuando se limita 'el ejercicio de la potestad jurisdiccional se 
generan diversas especies de competencia, que originan la 
creación de diferentes órganos jurisdiccionales. Esta distribución 


5 Teoría de la Jurisdicción, Revista General de Derecho y Jurisprudencia, Año J, 
Número 2, Tomo J, Abril-junio de 1930. México, pp. 232 Y233. 


6 Derecho Procesal. Cárdenas Editor, Primera Edición, México, 1969, V. II, p. 
265. 
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nace por razones de división del trabajo, esto es, para lograr una 
mayor eficiencia en 1. l impartición de justicia. 


De lo anterior se sigue que si son varios los elementos que 
conforman el contenido de la potestad jurisdiccional y algunos de 
los órganos a los que se les ha conferido no están facultados para 
ejercerla en forma plena, como es el caso de los jueces 
instructores, de los tribunales jurisdicentes, de los jurados, de los 
jueces ejecutores y de la pluralidad de grados, estamos en 
presencia de diversas especies de competencia funcional, respecto 
de la cual sí aceptamos la existencia de la relación género-especie. 


En cambio, si el ejercicio de la potestad jurisdiccional se limita 
por otras causas, de ello se derivan otras clases de competencia 
(por razón de la mate...·ia, del territorio, de la cuantía, de la entidad 
del bien tutelado, de la importancia o trascendencia del asunto, 
de prevención, de turno, de elección, de conexión o de remisión). 
En estos casos no existe la relación género-especie, pues el 
Tribunal competente ejercita en plenitud la función jurisdiccional 
(conoce, apremia, decide y ejecuta). 


Es así como, en estos casos, la competencia difiere de la 
potestad jurisdiccional, porque -aún gozando de ésta en plenitud, 
sólo pueden ejercerla los tribunales dentro de los límites antes 
especificados. 


Nos referiremos ahora, por su orden, a la jurisdicción y él. la 
competencia en materia agraria. 


El Plan de Ayala, proclamado por Emiliano Zapata, precursor 
eximio del agrarismo mexiCano consigna que la justicia agraria, 
para resolver los conflictos planteados por quienes se 
consideraran tener derecho a las tierras entregadas a los pueblos 
o ciudadanos por las fuerzas revolucionarias, se impartiría por 
tribunales especiales que se establecieran al triunfo de la 
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Revolución. La Constitución de 1917, que coronó política y 
jurídicamente los anhelos de justicia social del pueblo mexicano, 
incorpora la justicia social agraria al Artículo 27, encomendando 
su impartición como suprema autoridad en la materia, al 
Presidente de la República y a diversos órganos administrativos 


, integrantes del Poder Ejecutivo Federal. Se trataba de una justicia 
en parte retenida yen parte delegada, impartida en'cabalidad por 
órganos del Estado, formalmente administrativos. 


Sobre esta jurisdicción formalmente administrativa el 
destacado iusagrarista costarricence Ricardo Zeledón Z~ledón, 
Magistrado de la Suprema Corte de Justicia, nos comenta con 
toda pertinencia, en el año de 1990, que "con la Ley del 6 de Enero 
de 1915 se inicia en México una jurisdicción agraria 'especial', 
cuya competencia se refiere al conocimiento de un conjunto de 
derechos otorgados por la Ley de reforma agraria, identificando 
al Derecho agrario como el de la reforma agraria, reduciendo 
en esta forma el contenido de la competencia prácticamente a 
un proceso político y social consagrado en esa Ley. La 
orientación misma de la doctrina mexicana de los años 
siguientes - concluye - ha continuado con ese lineamiento, sin 
encontrar iimovaciones interesantes a destacar que meJ;'ezcan 
mencionarse. "7 


El pensamiento de este autor enaltece al agrarismo mexicano, 
según podemos leer en el .siguiente texto: "La revolución 
mexicana constituye un hito mundial en cuanto a impulsos de 
medidas políticas en el seno del agro tendientes· a sustituir la 
titularidád de la propiedad de la tierra de los terratenientes y 
acaparadores, que secularmente las detentaron sin producir, para 
ser pasadas a las masas campesinas"8. ' 


7 qerecho Procesal Agrario, Instituto Latinoamericano de Naciones Unidas para la 
Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, Tomo I, 1990, p. 196. 
8 Ibid, nota 34, p. 19. ' 
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Fue' hasta el día 7 de enero de 1992 cuando, por reforma 
constitucional al referido Artículo 27 de nuestra Carta Magna, se 
atribuye a órganos jurisdiccionales, dotados de plena jurisdicción, 
independientes y autónomos, la jurisdicción agraria. Con base en 
esta reforma constitucional se crea el/Tribunal Superior Agrario y 
los Tribunales Unitarios Agrarios; el primero, como órgano de 
segundo grado; y los segundos como tribunales de única y 
primera instancia, según el caso. 


La creación de los Tribunales Agrarios se contempla en la Ley 
Agraria y en la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios, publicadas 
el 23 de febrero de 1992, en cumplimiento a lo previsto en la fracción 
XIX del Artículo 27 Constitucional, como órganos de jurisdicción 
federal, que tienen a su cargo la impartición "expedita y honesta de la 
justicia agraria, con objeto de garantizar la seguridad jurídica en la 
tenencia de la tierra ejidal, comunal y de la pequeña propiedad...". Se 
les otorga prioridad constitucional a todos los litigios por límites de 
terrenos ejidales y comunales entre dos o más núcleos de pobladón, 
y se previene que para estos efectos y, en general para la 


.. administración de la justicia agraria, como antes se expresa, la ley 
instituirá tribunales dotados de autonomía y plena jurisdicción, 
integrados por Magistrados propuestos por el Ejecutivo Federal y 
designados por la Cámara de Senadores o, en los recesos de ésta, por 
la Comisión Permanente. 


La Ley Agraria, por su parte, en el Artículo 163, delimita los 
alcances de esta jurisdicción especializada, a la substanciación y 
resolución de las controversias que se susciten con motivo de la 
aplicación de las disposiciones contenidas en dicho ordenamiento 
normativo, ampliándose este álTLbito material, en la fracción XIV 
del Artículo 18 de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios que 
al enunciar la competencia de éstos, la extiende a "los demás 
asuntos que determinen las leyes", con relación a tierras ubieadas 
dentro del ámbito espacial de su competencia. La potestad 
jurisdiccional se ejerce así, en un ámbito competencial definido, 
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.en términos generales, por razón de la materia: la materia agraria, 
regulada por la preceptiva jurídica ya mencionada. 


Los Artículos 198 de la Ley Agraria y 90. de la Ley Orgánica 
de los Tribunales Agrarios, en sus fracciones 1, 11 Y 111, 
respectivamente, establecen en forma taxativa la competencia por 
razón de grado del Tribunal Superior Agrario, el cual conoce en 
segunda instancia del recurso de revisión interpuesto en contra 
de sentencias dictadas por los Tribunales Unitarios en juicios que 
se refieran a: 


1) Conflictos de límites de tierras suscitados entre dos o más 
núcleos de población ejidales o comunales, o concernientes a 
límites 'de las tierras de uno o varios núcleos de población 
con uno o varios pequeños propietarios, sociedades o 
asociaciones; 


, 


2)	 Restitución de tierras de núcleos de población ejidal o 
comunal; y, 


3) Nulidad contra resoluciones emitidas por autoridades 
agrarias.9 


Como órgano jurisdiccional de instancia única, el Tribunal 
Superior tiene atribuida aquella competencia que la doctrina 
procesal intitula como "competencia per saltum" y a la que la 
doctrina mexicana denomina competencia por atracción. Se trata 
de juiCios que por estar dotados de características especiales, 
ameriten ser resueltos por el Tribunal Superior, previo acuerdo· 
de este órgano colegiado, bien sea que se dicte de oficio o a 


9 El artículo 18, fracción IV, limita la competencia de los Tribunales Unitarios 
a las resoluciones dictadas por las autoridades agrarias que alteren, 
modifiquen o extingan un derecho o determinen la existencia de una 
obligación para dejar así incorporado el interés jurídico como elemento de la 
pretensión. 
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petición 'fund ada del Procurador Agrario, conforme 10 previene el 
artículo 10 ¿e la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios. La 
competencia por atracción se contempla, también, en el sistema 
procesal mexicano, tanto en el juicio de amparo, como en el 
contencioso administrativo que se sigue ante el Tribunal Fiscal de 
la Federación. 


COMPETENCIA TERRITORIAL 


Por lo que atañe a la competencia territorial, resulta pertinente 
dejar apuntado que el Tribunal Superior Agrario, tiene como 
ámbito espadal para el ejercicio de su jurisdicción, el que 
corresponde :1 todas las entidades federativas de la República 
Mexicana, siendo, como ya se dijo, el órgano de superior jerarquía 
que conoce y resuelve en segundo grado los recursos de revisión 
interpuestos contra las sentencias dictadas por los Tribunales 
Unitarios, establece jurisprudencia obligatoria para dichos 
tribunales, conoce de las excitativas de justicia, de los conflictos 
de competencia, de los impedimentos, excusas y quejas,' y en la 
esfera administrativa ejerce el control de todos los órganos y 
oficinas que integran el sistema de justicia agraria en el país. 


En lo atinente a la competencia territorial de los Tribunales 
Unitarios Agrarios, el Artículo 50. de la Ley Orgánica, previene 
que el territorio de la República se dividirá en Distritos, cuyos 
límites territoriales determinará el Tribunal Superior Agrario, 
pudiéndolos modificar en cualquier tiempo. Autoriza, asimismo, 
al Tribunal Superior Agrario, para determinar el número de 
Tribunales Unitarios que deberán impartir la justicia agraria en 
única y primera instancia en el territorio nacional. Así, por 
acuerdo del Pleno de fecha 8 de mayo de 1992, se formaron 
treinta y cuatro distritos de justicia agraria. La mayoría de ellos 
abarca el territorio de una sola entidad federativa. Otros 
comprenden sólo parte de un Estado, y la nl.inoría abarca a varias 
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. entidades federa1 ivas. En la actualidad existen ya treinta y siete 
distritos, cuyo in~remento se debe a la franca acogida que entre 
los justiciables han tenido estos órganos de impartición de justicia 
agraria. 


Como aspecto importante de la competencia territorial de los 
Tribunales Unitarios, juzgo prudente reseñar que ni la Ley 
Agraria, ni la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios 
contemplan el pacto de foro prorrogando. Así, sobre este particular, . 
en resolución dictada en- el expediente número C.C.1j93, relativo 
al conflicto de competencia suscitado entre los Tribunales 
Unitarios de los distritos números 8 y 24, el Pleno del Tribunal 
Superior Agrario emitió su criterio en el sentido de que por ser la 
jurisdicción agraria de carácter excepcional, no surte efectos el 
pacto de foro prorrogando. Los argumentos básicos de esta tesis, son 
los siguientes: 


Na) El Estado-mexicano, m~rced a la reforma al Artículo 27 de 
su Carta Fundamental, dispuso medidas para una impartición 
expedita de la justicia agraria, instaurando un sistema de 
tribunales que permite un fácil acceso a la justicia, según se 
desprende del texto del Artículo 18 de la Ley Orgánica, en cuanto 
dispone que los Tribunales Unitarios conocerán, por razón del 
territorio, de las controversias relativas a las tierras ubicadas 
dentro de su jurisdicción; tierras que, precisamente, por 
disposición expresa del artículo 203 de la Ley Federal de Reforma 
Agraria,lO están comprendidas dentro del radio de siete 
kilómetros del centro de población, donde residen la mayoría de 
los miembros de cada uno de los ejidos del país.ll 


10 De aplicación ultra-activa, por disposición expresa del artículo 3°
 
Transitorio del Decreto de Reformas al Artículo 27 Constitucional, publicado
 
el 6 de enero de 1992.
 
11 Salvo cuando se trata de nuevos centros de población, los que por su
 
propia naturaleza pueden ubicarse en cualquier parte del país, al
 
comprobarse la existencia de predios susceptibles de afectación.
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b) La aceptación en materia agraria de que la voluntad ,le los 
particulares prorroga la competencia territorial, aparte de 
contrariar el propósito de acercar la justicia a quienes la 
demanden, permitiría que mediante cláusulas contractuales se 
apartara la instrucción y solución de las controversias del tribunal 
más inmediato, para confiarla a otro escogido por.las partes; lo 
cual se traduciría, para aquélla de escasas posibilidades 
económicas, en un obstáculo para la postulación, prueba y 
alegatos de sus derechos; y obligaría a los justiciables con menos 
recursos económicos en el agro nacional - ejidatarios, comuneros 
y gran número de pequeños propietarios - a litigar y debatir sus 
puntos de vista en una circunscripción distinta a la del tribunal 
más cercano. 


e) ,Se vulneraría uno de los prinCIpIOS fundamentales del 
proceso oral, como es el de la inmediación, que requiere de la 
participación directa del tribunal jurisdicente, sobre todo en lo 
relativo a las pruebas de inspección ocular, testimonial y pericial, 
las que tendrían que desahogarse, en la mayoría de los casos, por 
un tribunal distinto al elegido por las partes (aquél dentro de 
cuya circunscripción territorial estén ubicadas las tierras materia 
del conflicto y residan los' testigos), sin la presencia del 
magistrado sentenciador. Ello rompería así, como se ha dicho, con 
el principio de inmediación procesal, tan caro a la justicia oral y 
esencial para la solución imparcial y justa de las controversias de 
esta naturaleza, en las que se busca, primordialmente, el más 
estricto apego a la verdad real o histórica de los hechos 
controvertidos." 


En el Derecho Procesal Agrario costarricense se observa el 
principio de la improrrogabilidad de la jurisdicción 
(competencia). Ricardo Zeledón Zeledón, nos apunta: "Sobre el 
particular la jurisprudencia del Tribunal Superior Agrario ha sido 
escasa, entre otras resoluciones puede encontrarse la siguiente: 
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'Conforme al Articulo 15 de la Ley de Jurisdicción Agraria, en 
Materia Agraria, la jurisdicción es improrrogable. Lo anterior 
significa que en esta materia las partes no pueden prorrogar la 
jurisdicción ni expresa ni tácitamente'..."12 


COMPETENCIA EXTRAORDINARIA y TRANSITORIA DE LOS TRIBUNALES 


AGRARIOS. 


La existencia de un deprimente rezago agrario, integrado por 
varios miles de expedientes instruidos en el ámbito 
administrativo con motivo de. aquellas solicitudes de dotación 
de tierras, ampliación de ejidos, creación de nuevos centros de 
población, controversias por restitución y conflictos de límites 


. de terrenos comunales y ejidales, llevó al Constituyente 
Permanente a conferir a los Tribunales Agrarios una competencia 
extraordinaria y transitoria, que permitirá a estos órganos 
jurisdiccionales concluir en breve plazo con una aspiración del 
campesinado mexicano que no era congruente con la realidad, al 
no .existir ya terrenos susceptibles de afectación por la vía 
expropiatoria, después de una ininterrumpida tarea de 
distribución de la tierra que duró 75 años, y mediante la cual se 
integraron más de 25,000 ejidos en el territorio nacional. Agotada 
la tierra por repartir, se ha implementado un programa integral 
de apoyo al campo para capitalizarlo, abrir opciones productivas 
e instaurar medios efectivos que protejan la vida comunitaria. 


PaJa no dejar inconclusos aquellos procedimientos ya 
iniciados, en el Artículo Tercero Transitorio de la Reforma 
Constitucional de 1992 se dispuso que la Secretaría de la Reforma 
Agraria, el Cuerpo Consultivo Agrario; las Comisiones Agrarias 
Mixtas y demás autoridades competentes, continuarían 


12 Op. cit., T. I, p. 121 
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,dE sahogando los asuntos que s~ encontraran en trámite en 
m lteria de ampliación o dotación de tierras, bosques yaguas, 
creación de nuevos centros de población y restitución, 
reconocimiento y titulación de bienes comunales, de conformidad 
con las disposiciones legales anteriores a la iniciación de la 
vigencia de la nueva normatividad constitucional. El Artículo 
Cuarto Transitorio de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios, 
estableció que los asuntos relativos a ampliación o dotación de 
tierras, bosques yaguas, así como los de creación de nuevos 
centros de población, se remitirían al Tribunal Superior Agrario 
para su resolución definitiva. Los referentes a restitución, 
reconocimiento y titulación de bienes comunales, así como los 
expedientes de los procedimientos de suspensión, privación de 
de:-echos agrarios o de controversias parcelarias u otras acciones 
a~arias que se encontrasen en trámite, una vez concluido éste, se 
enviarían a los Tribunales Unitarios de acuerdo con su 
competencia territorial. 


A una distancia de 4 años de la fecha en que entró en vigor la 
Reforma Constitucional de 1992 se han radicado en el Tribunal 
Superior Agrario 4,525 expedientes de dotación de tierras, 
ampliación de ejidos, creación de nuevos centros de población y 
de dotación y ampliación de aguas, de los cuales han quedado 
resueltos por sentencia definitiva 4,069 expedientes, lo que nos da 
en promedio un total de 814 sentencias por año proyectadas en 
cada una de las cinco ponencias que integran el Pleno del 
Tribunal. La superficie entregada a 83,607 campesinos 
beneficiados es de 11449,535-54 (un millón cuatrocientas cuarenta 
y nueve mil quinien~as treinta y cinco hectáreas, cincuenta y 
cuatro áreas). 


Por lo que atañe a 10\ 37 Tribunales Unitarios Agrarios, a la 
fecha en funciones en el país, éstos han tramitado 45,843 asuntos, 
de los cuales 11,136 corresponden al rezago agrario y 34,678 
constituyen nuevos juicios iniciados \~ la luz de la legislación 
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agraria vigente a partir del año de 1992. Se han concluido 35,251 
expedien tes y hay· una existencia en trámite al 29 de febrero de 
1996, de 10,592 expedientes. Del rezago agrario ha quedado ya 
resuelto el 96.4% (10,736 asuntos), y el otro 3.6% (400 asuntos) se 
encuentra sub judice, al haberse interpuesto, contra las sentencias 
definitivas dictadas por dichos órganos jurisdiccionales, diversos
juicios de amparo ante los tribunales 


\ 
de justicia constitucional.13 


De los expedientes turnados por la Secretaría de la Reforma 
Agraria al Tribunal Superior Agrario, para su resolución como 
autoridad substituta del Presidente de la República, se 
encontraban en trámite al 29 de febrero del año actual sólo 456, en 
los cuales se están cumplimentando ejecutorias de amparo, así 
como acuerdos para mejor proveer, que ordenan la realización de 
diligenciaD 'que permitirán a este órgano jurisdiccional un mejor 
conocimiento de la verdad real o histórica de las cuestiones 
controvertidas y, por ende, allegarse mayores elementos de 
convicción para la justa composición d~.llitigio. 


Al comentar el Tercer Informe de Labores rendido por el 
Presidente del Tribunal Superior Agrario, el 22 de agosto de 1995, 
el Titular del Poder Ejec,utivo Federal, expreso: Con estas l' ••• 


acciones y con los foros nacionales de justicia agraria se están 
dando pasos importantes para crear en efecto, como lo dijo el 
señor licenciado Porte Petit, una nueva cultura agraria en nuestro 
país. 


Esta nueva cultura agraria debe basarse en la seguridad 
jurídica y en el conocimiento de las nuevas oportunidades para el 
desarrollo rural, es decir, para la. producción y para la generación 
de bienestar para la población de nuestro campo. 


13 Datos tomados del Informe estadístico elaborado por la Secretaría General 
de Acuerdos del Tribunal Superior Agrario. 
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QUIero hacerles un profundo reconocimiento] >or su eficacia en 
la solución del rezago agrario, que se había o >nvertido en un 
lastre p~ra el desarrollo del campo mexicano. Es lnuy satisfactorio 
escuchar de ustedes que el avance en la solución de los 
expedientes del rezago agrario es de 91 y de 95 por ciento 
respectivamente, en el Tribunal Superior y en los unitarios...".14 


COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA. 


Los Tribunales Unitarios. Agrarios conocen, como órganos 
jurisdiccionales de primera instancia, de los conflictos por límites 
de terrenos comunales o ejidales, de los litigios de restitución de 
tierras a los pueblos, comunidades y ejidos de nUf'stro país y de la 
nulid~d de resoluciones dictadas por autoridades agrarias, en los 


. términos prescritos por los incisos 1, 11 YIV, del Artículo 18 de la 
Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios. Los incisos III, y del V a 
XIV, especifican casuísticamente, la competencia en única 
instancia de estos Tribunales. El texto del precepto en comentario, 
en su parte relativa, es el siguiente: 


"Artículo 18.- ... Los tribunales unitarios conocerán, por razón del 
territorio, de las controversias que se les planteen con relación a 
tierras ubicadas dentro de su jurisdicción, conforme a la 
competencia que les confiere este artículo. 


Los tribunales unitarios serán competentes para conocer: 


1. De las controversias por límites de terrenos entre dos o 
más núcleos de población ejidal o comunal, y de éstos con 
pequeños propietarios, sociedades o asociaciones; 


14 Tercer Informe de Labores de los Tribunales Agrarios. Publicación del Tribunal 
Superior Agrario. 'México, 1995. 
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11. De la restitución de tierras, bosques yaguas a los r úcleos 
de población o a sus integrantes, contra actos de autor idades 
administrativas o jurisdiccionales, fuera de juicio, o contra actos 
de particulares; 


111. Del reconocimiento del régimen comunal; 


IV. De juicios de nulidad contra resoluciones dictadas por las 
autoridades agrarias que alteren, modifiquen o extingan un 
derecho o determinen la existencia de una obligación; 


V. De los conflictos relacionados con la tenencia de las tierras 
ejidales y comunales; 


VI. De controversias en materia agraria entre ejidat:arios, 
comuneros, posesionarios o avecindados entre sí; así como las 
que se susciten entre éstos y los órganos del núcleo de población; 


VII. De controversias relativas a la sucesión de derechos 
ejidales y comunales; 


VIII. De las nulidades previstas en las fracciones VIII y IX del 
artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos . 
Mexicanos en materia agraria, así como las resultantes de actos o 
contratos que contravengan las leyes agrarias; 


IX. De las omisiones en que incurra la Procuraduría Agraria y 
que deparen perjuicio a ejidatarios, comuneros, sucesores de 
ejidatarios o comuneros, ejidos, comunidades, pequeños 
propietarios, avecindados o jorraleros agrícolas, a fin de proveer 
lo necesario para que sean eficaz e inmediatamente subsanadas; 


X. De los negocios de jurisdicción voluntaria en materia 
agrarIa; 
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"; S convenios a que se refiere la fracción 
.f Agraria, así como de la ejecución de 


, ,... agraria, previa determinación de que 
, -"lásdisposiciones legales aplicables; y 


; ~., 


,~<que determinen las leyes." 


.,oneel desarrollo del tema . en este 
{:$Jime, permite tocar dos aspectos 


relevantes de la pr n~raci6n: 
\ ";,J ,'-:"1(\--f.,j"ll""', ·,u'"-"¡,,,,::\ <.- ':r, \,iV1.' l_),~, 


En otra oportunidad,<~e.~u.sl:entádoque las fracciones IV y VIII 
del numeral 18 preti~Ho)i\':OQnfiguran supuestos de un 
contencioso administrativo de plena jurisdicción, donde son parte 
demandada, tanto la autoridad que dictó la resolución 
cuestionada, como el,particular al que se haya favorecido con ella. 
He dicho sobre el tema, todavía más: "Un contencioso 
administrativo de características especiales, es el que se instituye con 
motivo de las demandas planteadas en contra de la Procuraduría 
Agraria, cuando ésta incurre en omisiones que deparan p~rjuicio a 
ejidatarios, comuneros, sucesores de ejidatarios o comuneros, ejidos, 
comunidades, pequeños propietarios, avecindados o jornaleros agrícolas, 
la fin de proveer lo necesario para que sean eficaz e inmediatamente 
subsanadas', según reza la fracción IX del artículo 18 de la Ley 
Orgánica de los Tribunales Agrarios. Así también la competencia que a 
los mismos tribunales unitarios agrarios confiere la fracción XII del 
numeral s,upracitado, para conocer de la reversión a que se refiere el 
artículo 97 de 'la Ley' Agraria, pues en este caso la demanda habrá de 


\ 
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l ntablarse por el fideicomiso Fondo Nad011:al de Fomento Ejidlll 
- organismo del sector público federal- en contra de la dependencia o
 
entidlld que hubiere solicitado la expropiación de los bienes ejidales y
 
comunales por alguna causa de utilidad pública.15
 


Finalmente, bien merece comentario una trascendental
 
competencia del Tribunal Superior Agrario, regulada en la
 
fracción V del Artículo 90. de su Ley Orgánica, consistente en el
 
estable~jmiento de jurisprudencia por reiteración del criterio en
 
cinco sentencias - no interrumpidas por otra en contrario-, que
 
hayan sido aprobadas por un mínimo de cuatro magistrados; y
 
también por la vía de contradicción de tesis sustentadas por los
 
Tribunales Unitarios, al decidirse cuál ha de prevalecer, sin alterar
 
las situaciones jurídicas concretas derivadas de las sentencias
 
involucradas· en la contradicción. Tal como 10 he sostenido en
 
otras ocasiones, 11 este sistema es conoddo en el Derecho francés como
 
de casación en interés de la ley, debido a que mediante él no se pretende
 
revocar o modificar una sentencia anterior, pues sólo se busca obtener la
 
uniformidad de criterios de los tribunales y, por consiguiente, dar mayor
 
seguridad jurídica en el futuro, al justidables 11 .16
 


Tengo la convicción en cuanto al tópico de competencia de la
 
jurisdicción agraria, que si bien comprende todas las atribuciones
 
que están descritas material e instrumentalmente en la Ley
 
Agraria y en el ordenamiento orgánico de los Tribunales
 
Agrarios, no están todas las que por incidir en la actividad agraria,
 
deberían conformar su contenido jurídico y conceptual. Esta
 
jurisdicción especializada puede abrirse aún a muchos te:roas. En
 
ello coincido de modo substancial con Sergio García Ramírez,
 
,quien apuntara lo siguiente: 11 La justicia agraria - que es una
 


15 Armienta Calderón, Gonzalo. Algunos Aspectos Relevantes de la Competenda en 
Materia Agraria. Cuadernos de Justicia Agraria. Número 2. México, 1994, pp. 42-43. 17 


ed 
16 Armienta Calderón, Gonzalo. Op. cit., p. 44 
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expresión de la política general del Estado, pr Jyectada hacia una de sus 
secciones más relevantes - debiera abarcar la suma de asuntos que 
aparecen en las relaciones jurídicas cuyo origen es .precisamente la 
materia agraria, y cuyas consecuencias se· vuelcan hacia ésta. Por ende, 
vale plantearse lo que pudiéramos denominar la identidad de 'lo agrario' . 
Esto tiene en mi concepto tres datos característicos, a saber: a) cierta 
forma jurídica de tenencia de la tierra: dominio pleno o propiedad ejidal o 


. comunal; b) determinado empleo natural de la tierra: aprovechamiento 
agrícola, pecuario o forestal, y c) relaciones jurídicas que.se suscitan a 
propósito de esas formas de tenencia en relación con ese aprovechamiento 
espedfico. Si esto es 'lo agrario', los litigios que en ese amplio ámbito se 
produzcan debieran ser propuestos ante la justicia agraria, COlI. el 
propósito de garantizar congruencia en el tratamiento y las soluciones de 
este sector de la vida del país".17 


LA COMPETENCIA JURISDIcaONAL AGRARIA EN EL AMBrrO 


INTERNACIONAL 


Al pasar la mirada, así sea fugazmente, por 'el texto impreso de 
algunas reflexiones que nos aportan destacados maestros 
iusagraristas del mundo latinoamericano, encontramos. un 
invaluable bagaje de ideas y conocimientos que son merecedores 
de amplia difusión entre los cultores del Derecho agrario 
sustantivo y procesal contemporáneos. 


Ricardo Zeledón Zeled'Ón, nos plantea la existencia.. de dos 
sistemas para determinar la competencia en el derecho procesal 
agrario latinoamericano, que son: el de numerus clausus y el de· 
numerus apertus; subrayando que la tendencia doctrinaria se 
inclina por el segundo de estos sistemas, dentro del cual se 
encuentra inmersa la corriente más avanzada de la doctrina 


17 García Ramírez, Sergio. lustida Agraria. Tribunal Superior Agrario. Segunda 
edición, México, 1995, pp. 73-74. 
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latinoamericana. Así, refiriéndose a Costa Rica, comenta que 
responde a esta tesis la fórmula contenida ~n la reforma 
propuesta en su país a la Ley de Jurisdicción Agraria, en cuanto 
expresa que a dicha jurisdicción le corresponderá conocer y 
resolver definitivamente sobre "10s conflictos que se susciten con 
motivo de la aplicación del Derecho agrario y, en particular, 
de las disposiciones jurídicas que regulan las actividades de 
producción agraria, así como las conexas, cuando estén incluidas 
en el ejercicio normal de la agricultura, bien por 'ser de 
transformación, industrialización, o enajenación o 
comercialización de productos agrarios",18 En el mismo sentido se 
ha inclinado también la corriente jurídica en Perú, Venezuela y 
Colombia.19 


Respecto de la proyección del Derecho Agrar~o, enseña que 
existe una nueva orientación vinculada con los derechos 
humanos, de la cual se desprende el surgimiento de un derecho 
agrario humanista, donde la aplicación de sus normas no es sólo 
un problema de orden procesal sino un imperativo económico, 
social y fundamentalmente democrático, Ildonde el agrarista debe 
hacer importantes esfuerzos identificando el tema incluso con el 
nombre de justicia agraria".20 Por lo acertado de su pensamiento 
creo pertinente transcribir dos significativos párrafos insertos en 
el capítulo J, intitulado Justicia Agraria, de la obra en comentario: 


)'La nueva orientación reafirma el fundamento del Derecho 
Agrario en dos grandes pilares, uno de carácter económico y otro 
social y le- proyecta hacia dimensiones incalculables sobre todo en 
cuanto a los derechos humanos de la tercera generación eh lo que 
respecta al derecho al desarrollo, al de la protección de un 
ambiente ecol6gicamente equilibrado y sobre todo respecto del 
derecho más importante de la garantía y la promoción de la paz. 


-~8 op cit p. 209 
19 Ibid pp. 198-199 
20 Op. cit., pp. 8 Y9. 
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Desde esta perspectiva la justicia agraria recobra dimensiones 
incalculables pues existe· un marcado interés en la adecuada 
aplicación concebida a través de instrumentos procesales y" 
judiciales con la posibilidad real - y no solo potencial- de 
garantizar a los grande~ sectores vinculados con lo agrario la 
adecuada satisfacción de sus necesidades y la protección de sus 
derechos" .21 


Al seguir este tópico del humanismo emanado del 
pensamiento universal de los cultores del Derecho Agrario, nos 
encontramos con la autorizada voz de Alfredo Massart, 
iusagrarista, investigador y maestro de la venerable Universidad 
de Pisa, quien en su Relación presentada al Congreso 
Internacional de Derecho Agrario y Derechos Humanos, 
celebrado en Perú, Lima-Cuzco del 17 al 12 de septiembre de 
1987, nos aporta una inquietud que debería convertirse en 
apotegma a ~eguir por los jueces y magistrados que han asumido 
la augusta misión de impartir'justicia agraria. Expresa este autor 
que el Derecho Agrario "es el derecho equitativo por excelencia, 


l donde la equidad ·entendida como portadora de. justicia social 
constituye la regla (al contrario del Derecho civil, donde la 


1 equidad se aplica en vía de excepción)". Y concluye afirmando 
que en esta importante rama del Derecho social la justicia real es 
más sentida y en ella nunca ha sido aplicada la fórmula "summum 


) JUS, SU luma iniuria"22 


1 El humanismo del Derecho Procesal Agrario lo pone de 
) manifiesto, también, el connotado maestro y procesalista 
1 uruguayo, Adolfo Gelsi Bidart, en su estudio Tutela Jurisdiccional 
l de los Derec1zos Humanos en el campo ~l Derecho Agrario, publicado 


21 Ibid. p. 9.
 
22 Sílltesis de Derecho Agrariot Traducción de Enrique Ulate Chacón, 2a. Edición,
 
Ediciones Guayacán, San José, c.R., 1993, p. 90.
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en las memorias del Congreso Internacional de Derecho Agrario 
y de Derechos Humanos, referido en el párrafo precedente. 


Ampliar la competencia de los Tribunales Agrarios implica 
extender el ámbito de ejercicio de la jurisdicción agraria, lo cual 
constituye un imperativo tanto del Derecho sustantivo como del 
procesal, que regulan este sector del quehacer humano. Resulta 
así inaplazable incluir, en una fórmula general de competencia 
jurisdiccional (numerus apertus), la protección de los derechos 
fundamentales del hombre cuando se trata de la actividad 
agraria, y de manera muy especial de los llamados derechos de la 
tercera' generación, a saber: el Derecho al anlbiente y el Derecho al 
desarrollo individual y colectivo de quienes participan con su 


--. ·trabajo en la producción agropecuaria y forestal. 


Es concluyente la postura doctrinaria que sobre este punto 
asume Pietro Romano Orlando, dilecto investigador y maestro de 
la Universidad\de Perusa, Italia, en su obra "IL PROCFSSO DI 
.INTERNAZIONALIZZAZIONE DEL DIRIITO AGRARIO", en el 
capítulo intitul~tlo Agricoltora e Diritti Dell'uomo. De esta 
magnifica veta del iusagrarismo internacional, desprendemos 
reflexiones y conceptos que nos ilustran sobre la concepción 
posmoderna del Derecho agrario en la comunidad económica 
europea. Relos aquí: 


"No hay' duda alguna de que entre los derechos 
fundamentales, aquéllos de carácter económico y social siempre 
han tenido vínculos muy estrechos con la actividad agrícola".23 


"Por otra parte, bien sea individualmente o conjuntamente, el 
ambiente y el desarrollo tienen con la agricultura vínculos. tan 
estrechos e inseparables, que resulta ya inconcebible una 


23 "Non vi é dubbio che, fra i diritti fondamentali, quelli di caratere 
economico e sociale hanno sempre avuto vincoli molto stretti con l'attivita 
agricola". p. 235. 
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agricultura ajena a la tutela a mbiental y al desarrollo económico y 
social de los pueblos. 


Aún, si pasamos del hecho a la regla, o bien del objeto de la 
tutela a la disciplina normativa, es sumamente difícil, en un orden 
democrático, la disociación del Derecho Agrario, de los derechos 
humanos, bien sea del ambiente o del desarrollo, ahora 
integrados en un proceso de ·globalización y de cooperadón 
internacional en favor de una sociedad multimedia, con 
problemas interdisciplinarios y en continua· evolución, que 
reclama un derecho siempre más cercano a las exigencias y a los 
valores del hombre".24 


y recojo, por último, esta preciicción: 


"La agricultura está, por consiguiente, entre todos los sectores 
de la economía, naturalmente destinada a restablecer y mantener 
aquella corr~lación,25 contribuyendo a estructurar un peculiar 
sistema de relaciones entre los derechos fundamentales del 
hombre yel derecho agrario moderno".26 


, 
¡	 24 "Peraltro, sia singolarmente che congiuntamente, l'ambiente e lo sviluppo 1
(	 hanno con l'agricoltura vincoli cosi stretti e indissolubili da ritenersi ormai 


inconcepibile un'agricoltura estranea alla tutela ambientale e allo sviluppo 
economico e sociale dei popoli. 
D'altronde, anche il passaggio dal fatto alla regola, ovver-o dall'oggetto della 
tutela alla disciplina normativa, rende estremamente difficile, in un 
ordinamento democratico, la dissociazione del diritto agrario dai diritti 
umani - sia aH'ambiente che allo sviluppo -, ormai integrati in un processo di 
globalizzazione e di cooperazione intemazionale in favore di una societa 
multimediale, con problemi interdisciplinari e in continua evoluzione, c~e 


reclama un diritto sempre phI vicino alle esigenze e ai valori dell'uomo." p. 238.1 
25 Se refiere el autor a la que existe entre el proceso de globalizacion 
económica y social y los valores inmanentes del hombre. 
26 "L'agricoltura e quindi, fra tutti i settori dell'economia, naturalmente 
deputata a ripristinare e sorreggere quel rapporto, concorrendo a strutturare 
un peculiare sistema di relazioni fra i diritti fondamentali dell'uomo e il 
diritto agrario moderno." p. 239. 
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Para finalizar lebo remarcar, por último, la evidente diferencia 
-entre las instituciones que se diseñaron para impulsar la reforma 
agraria mexicana en una etapa que hemos denominado político­
administrativa, Yla justicia -agraria que en este momento imparten 
tribunales autónomos e imparciales. Antes de 1992 no hubo 
jurisdicción agraria independiente, pese a la referencia a 
tribunales especiales en el Plan de Ayala Zapatista de 28 de 
noviembre de 1911, precisamente porque los tribunales eran aún 
objeto de un fundadó resquemor campesino, debido a los 
atropellos, despojos y vejaciones del aparato judicial porfirista y, 
posteriormente, a las injusticias derivadas de un proceso judicial 
deshumanizado, heredero del formalismo tradicional que nos 
legó el Derecho español. 


De la nueva justicia agraria, con las características de un 
proceso oral eminentemente humanista e imbuido de un sentido 
de equidad acorde con la tutela de los derechos sociales del 
campesino, el justiciable espera que ésta se imparta por tribunales 
cuya fundó~ se caracterice por un ejercicio honesto, expedito y 
pronto, ~specialmente apegado a los postulados de seguridad 
jurídica y'jústicia social, según lo prescriben los artículos 17 y 27, 
fracción XIX, de nuestra Ley Fundamental, para que el agro 
mexicano fructifique en un ambiente de libertad, concordia, paz, 
seguridad y bienestar de la familia campesina. 







CARACTERIZACIÓN DE LA JUSTICIA AGRARIA
 


DR. SERGIO GARCÍA RAMÍREZ. 


INVESTIGADOR DEL INSTITUTO DE 


INVESTIGACIONES JURÍDICAS DE LA 


UNIVERSIDAD NACIONAL 


AUTÓNOMA DE MÉXICO. 


Ex- PRESIDENTE DEL 


TRIBUNAL SUPERIOR AGRARIO. 


A l escuchar la presentación que hizo de mi el Lic.· Martínez 
Guerrero, pensé - y lo pensé con cierta ilusión- que se 


había cambiado el programa y que vendría alguna otra persona 
a dictar una verdadera conferencia. Sin embargo, después 
cambió el giro de la presentadón, se volvió curricular y entendí 
que se trataba de mi. 


Me preocupó cuando se aludió a un ·dato curricular, que 
comenté con doña Arely Madrid: el de Procurador de Justicia 
del Distrito y Territorios Federales. Lo de Territorios Federales 
da idea de la antigüedad del cargo. De alguna manera 
estábamos confesando la edad, si no la cronológica, sí, por lo 
menos, la burocrática. 


Amigos 
¡ 


y compañeros: gracias, señores integrantes del 
Tribunal, muchas gracias por su invitación generosa para seguir 
acompañándoles, como ocasionalmente lo he hecho, merced a 
su hospitalidad, en sus periódicos ejercicios de reflexión sobre el 
Derecho Agrario, el procedimiento agrario, y particularmente la 







40 


-$l··la ~-;,d- 6 *-$ a 


CARACfERIZACION DE LA JUSTIOA AGRARIA 


justicia de esta especialidad, a la que tuve el privilegio de 
dedicar, en compañía de ustedes, bajo su orientación, con su 
estímulo siempre valioso y amistoso, algunos años de mi vida. 


Se me ha asignado como tema la justicia agraria. Es obvio que 
el análisis completo de esta materia desbordaría no solamente 
mi capacidad, sino las posibilidades de una exposición acotada a 
unos cuarenta minutos y que precede a otras varias de lél: agenda 
de esta jornada. Por ello, sin pretender en absoluto agotar el 
tema de justicia agraria, trataré, hasta donde el tiempo y mis 
fuerzas alcancen, de referirme a algunos puntos destacados 
dentro de este asunto. 


Primero aludiré al rumbo y al sentido de la justicia agraria, 
desde mi óptica al menos; luego, a la integración de los 
tribunales que en México, esforzadamente, desde hace algunos 
años, han iniciado la impartición de esta justicia; y por último, si 
el tiempo disponible lo permite, a los principios del proceso 
social agrario. 


Es de suma importancia y actualidad la cuestión, llamémosla 
así, de la administración de justicia, en cuanto esta materia se 
halla sometida a una profunda y amplia revisión, en un múltiple 
contexto y por diversas razones. 


Por una parte, la administración de justicia está sujeta a 
revisión, como efecto de lo que se llama desde hace varios años, 
en el mundo entero y particularmente entre nosotros, aquí en 
México, la revisión o la reforma del Estado. La administración 
de la justicia se inscribe entre las funciones del Estado, y por lo 
tanto no puede escapar, y no escapará, a cuanto se diga y haga a 
propósito de la revisión y reforma del Estado en general, y 
particularmente del Estado mexicano. 
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Fuera de este ma: 'co, la administración de la justicia también 
esta sujeta a una honda revisión por una necesidad propia, una 
necesidad suya, desde los ángulos de la eficiencia .. y la 
integridad. 


Nos preguntamos si la administración de justicia en general 
- no estoy particularizando ahora a propósito de la justicia 
agraria - brinda a los ciúdadanos, justiciables actuales o 
potenciales, la eficiencia que de ella se requiere y que de ella se 
espera, y nos preguntamos se ha instituido y se presta con las 
características de integridad - me refiero a integridad moral­
inherentes a un servicio que tiene un alto valor ético dentro de 
las funciones y los ser vicios del Estado. 


También ha llegado aquí la revisión de la administración de 
la justicia en cuanto a la relación del Poder Judicial, o como 
prefiero decir, del Poder Jurisdiccional, con los otros Poderes 
que coinciden en el Estado, y con el quehacer social que a 
aquélla le corresponde. · 


Yo aquí me preguntaría: ¿es la administración de justicia, 
como se ha querido en algunos países -cito el caso de Italia­
un agente de depuración? ¿Tiene o tendrá a su cargo en el 
futuro, un futuro más o menos cercano, que ya toca nuestra 
puerta, revisar y depurar el ser y el quehacer de los otros 
órganos del Estado, del sistema político en su conjunto, de las 
organizaciones políticas y los quehaceres de este carácter? 


o bien, por el contrario, para que cumpla esta función o 
independientemente de que la asuma o no ¿debe la 
adlninistración de justicia someterse a una profunda 
depuración? ¿Ha llegado en su historia y en sus trabajos a una 
situación tal que resulta indispensable, imperioso, depurar la 
administración de justicia, como también se ha hecho en algunos 
países, por una vía autoritaria -caso de Perú- o por una vía 
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democrática, como se propol le, se pretende y se realiza en 
México .. , al menos desde la perspectiva de la reforma 
constitucional de 1994-1995? 


Todas estas consideraciones, me parece, deben ser tomadas 
en cuenta a la hora de analizar la administración de justicia en 
general y también, dentro de ella, la justicia agraria: ¿cuál es su 
situación, cuál es su papel, hacia dónde se encamina en este 
proceso de revisión en una múltiple perspectiva, en el más 
amplio espectro? 


Hablemos ahora del rumbo y el sentido de la justicia en 
generafy de la agraria en particular. 


Aquí me vuelvo a preguntar, e insistiré en ello siempre, como 
lo he hecho en ocasiones recientes: ¿de qué hablamos cuando 
hablamos de la justicia, .. cosa que hacemos con una" gran 
profusión y' frecuencia? ¿De qué hablan los justiciables, los 
funcionarios, los estudiosos, pero sobre todo de qué habla el 
pueblo, que es el destinatario de esta función y de este servicio, 
cuando se· invoca a la justicia? Bajo este lente es que hay que 
mirar a la justicia penal, constitucional, administrativa y 
particularmente, en lo que nos atañe, a la justicia·agraria. 


Lo que se entienda sobre la justicia como valor, se proyectará 
hacia la misión del Derecho moderno, hacia la misión del Estado 
contemporáneo, hoy en crisis, su.jeto a revisión profunda; y 
hacia la misión de la administración de la justicia. Esto nos 
obliga a reflexionar sobre el Estado de Derecho, habida cuenta 
de que la administración de justicia es uno de los factores de 
construcción y preservación del Estado de Derecho. De éste 
hablamos también a menudo, y vale la pena que de nueva 
cuenta inquiramos de qué se trata cuando se dice Estado de 
Derecho. 
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Al aludir al Estado de Derecho, pudiéramos conformarnos 
con uno de los valores, el valor funcional del orden jurídico, es 
decir, la seguridad, y entender, como se suele apreciar, que hay 
Estado de Derecho cuando se cumple un mínimo de contención 
de la autoridad y se asegura cierto espacio de libertad del 
particular. Conferir certeza a las atribuciones de las autoridades 
y a los derechos de los particulares, que son la expansiva 
muralla de esas atribuciones, nos coloca en el Estado de 
Derecho, como solemos entenderlo, pero también vale la pena 
decir, y en esto hay que ser reiterativo, que no basta para el 
bienestar del hombre, para la funcionalidad y el destino del 
orden jurídico, con ese concepto del Estado de DerecHo, a mi 
modo de ver indispensable, pero insuficiente, importante, pero 
limitado. 


Necesitamos dar un paso más allá y más a fondo en la 
construcción del Estado de Derecho, ahora que estamos 
haciendo la reforma o la revisión del Estado, y pensar en el 
segundo valor, el más encumbrado del orden jurídico; no pensar 
ya sólo 'en la seguridad indispensable, sino en la justicia 
necesaria, y soñar y construir, un Estado Social de Derecho, o 
por decirlo mejor, un Estado de Derecho Justo, un Estado en el 
que además de concretarse o concentrarse la seguridad, se 
explaye la justicia. 


Entonces, hay Estado de Derecho cuando se satisfacen los 
requerimientos esenciales del desarrollo y del bienestar de los 
seres humanos concretos, no como una hipótesis nacional, no 
como una quimera general, sino como un dato de la vida 
cotidiana, que se concreta en desarrollo y bienestar asimismo 
cotidianos de los hombres de carne y hueso. 


Eso es para muchos, y por lo' pronto para mí, un verdadero 
Estado de Derecho, uno en el que se aseguren las prerrogativas 
de manifestación, de opinión, de publicación, de no ser tocado, 
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vulnerado por la autoridad, sí; pero uno en el que también se 
aseguren esas otras prerrogativas que forman parte de nuestro 
catálogo de derechos constitucionales modernos, no menos que 
las garantías individuales primeramente citadas: derecho al 
trabajo, derecho a la educación, acceso a condiciones de salud, 
derecho a la vivienda y así sucesivamente. 


De ese conjunto surge un verdadero y plenario Es~ado de¡ 


Derecho. Otra cosa nos daría como resultado un Estado 
de Derecho parcial o mutilado, si cabe -y sí cabe- la expresión. 


Conduzcamos esto al caso mexicano. Cualquier Constitución 
Política es un proyecto - así lo entiendo - de libertad y de 
justicia. A través de la Carta Magna, el constituyente que la 
redacta, cualquier constituyente, el revolucionario, el 
reformador, se propone establecer ciertas condiciones de 
libertad y de justicia. Por eso digo que la Constitución, 
cualquiera que ésta sea, implica un proyecto de libertad y de 
justicia. 


Pero nuestra Constitución, la Constitución Mexicana, la Carta 
de 1917, pese a todos los ajustes y desajustes que ha disfrutado o 
que ha padecido a lo largo de su ya prolongada historia, es algo 
más: nació como un proyecto deliberado, en su momento, en los 
albores de este siglo; un proyecto deliberado, digo, sobre una 
nueva forma de entender, de querer y de buscar la justicia; más. 
que en el orden de la libertad, trabajó en el orden de la justicia. 
De ahí su carácter profundamente innovador. Una de las galas 
de esta innovación constitucional de 1917, residió precisamente 
en la materia agraria. 


Si hubiéramos de identificar a nuestra Constitución del 17 
bajo las luces fundamentales que la inspiraron, bajo aquellas 
luces que se explayaron por el núcleo fundador de la 
constitución social, que trabajó, no en el Teatro Iturbide, hoy de 
la República, sino en el Palacio del Obispado, bajo la conducción 
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de Pastor Re uaix, extraeríamos dos temas entre otros varios 
muy importantes del catálogo constitucional: el tema laboral y el 
tema agrano. 


Creo que quienes trabajan en la justicia agraria, no ..pueden 
olvidar que es ésta la más profunda huella histórica del 
quehacer social, moral, jurídico y político del nuevo 
constitucionalismo mexicano. 


Vertientes de la justicia. Seguimos hablando de justicia, 
seguimos preguntándonos de que se trata cuando tratamos de la 
justicia. Aquí pienso en la justicia individual, ésta que se reclama 
ante ustedes, ante los tribunales, ante quienes administran la 
función jurisdiccional, justicia individual que es "'esencialmente 
una justicia entre los iguales, para resolver conflictos' o 
contiendas entre los iguales, sea porque 10 son de veras, sea 
porque la ley crea condiciones que los igualen en el tribunal, 
siendo, sin embargo, desiguales en la vida cotidiana. Esta 
justicia individual es la de los tribunales ordinarios, la de los 
tribunales comunes. 


Pero existe - y perdónenme que lo recuerde: hay que hacerlo 
en México y sobre todo en el México de hoy - otra forma de 
justicia, otra expresión o proyección de la justicia, que ya no es 
la justicia individual de los tribunales, o que ya no es, mejor 
dicho, solamente la justicia individual de los tribunales; es la 
justicia social, hondamente arraigada en esa Constitución 
Política y en los quehaceres, las preocupaciones y las esperanzas 
que de ella nacen; justicia social, una justicia de los desiguales, 
que apareja y entraña el correctivo de la equidad; justicia social, 
que es el verdadero contexto de la justicia individual, que crea la 
circunstancia idónea para el desarrollo integral del hombre. 


Sería difícil entender que hubiese verdadera justicia 
individual, profunda justicia, real justicia,de tribunales, si no 
existe en la República justicia $o~ial, justicia general, condiciones 
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mínimas y suficientes de desarrollo' y bienestar. Y también sería 
difícil suponer que habiendo esta justicia social, esta justicia que 
acredita el desarrollo y el bienestar, no hubiese una pulcra y 
limpia justicia individual en los tribunales que la administran. 


Todo ello conduce o reconduce a otro de los temas centrales 
de nuestro tiempo, un tema del mundo y de México, que no 
puede ser ajeno a la administración de la justicia, que fluy~ hacia 
ella por venas o vasos comunicantes muy finos que la fertilizan. 
Este es el tema de la democracia. 


También aquí podemos ubicarnos frente al tema en una doble 
perspectiva, por lo menos, y pensar en la democracia formal, en 
la que tanto pensamos en el México contemporáneo, con su 
expresión de los comici.Js, del voto popular. Si democracia fuese 
una suerte de paisaje, esta democracia formal se representaría 
con los árboles, que en ocasiones, vale confesarlo, nos impiden 
ver el bosque. 


Hay otra democracia, que está latente en las raíces de la 
justicia, particularmente de la justicia agraria, y que no es ya 
la democracia formal de los comicios, la electoral, con lo 
importante que ésta sea, sino una democracia de carácter 
integral: la que postula. el artículo tercero de nuestra 
Constitución Política, la democracia que Jaime Torres Bodet, con 
una fórmula magistral, estampó en ese precepto, el más 
importante, el fundamental precepto de nuestra Constitución, 
porque es el único que estatuye un modelo de nación, de Estado, 
de ser humano, a partir de los procesos de formación de la 
personalidad. Esta es la democracia integral, que debe volCarse 
en la administración de la justicia, difundida en todos los 
órdenes de la vida. En el paisaje del que hablábamos, esta 
democracia es el bosque, no sólo un árbol, como la comicial, la 
electoral, sino el conjunto de los árboles que integran nuestro 
bosque. 
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Paso a referirme a la administración de justicia como ager te 
del equilibrio. 


Nos parece - y digo nos, porque creo que coincidiremos; 
estoy convocando nociones generales del Derecho y 
particularmente del Derecho procesal-, nos parece, pues, que la 
vida colectiva incorpora en la vida individual dos datos 
inexorables: por una parte, la solidaridad indispensable para 
que haya vida individual y colectiva, vida digna, calidad de 
vida; y por la otra, el conflicto, que es inevitable donde quiera 
que entran en contacto, y por lo tanto pueden entrar en 
contienda, los seres humanos. 


El Derecho, vía de la vida colectiva, tiene, por ende, una 
doble virtud o un doble cometido social y moral. Desde 
una perspectiva,' que corresponde sobre todo al Derecho 
sustantivo, cumple el papel de favorecer y organizar la 
solidaridad: solidaridad doméstica, solidaridad' económica, 
solidaridad política, solidaridad patriótica, todas estas 
expresiones sobresalientes de la solidaridad, de que hablaba 
Antonio Caso en su "Sociología" magistral. Pero por otra parte, 
el Derecho tiene también la misión - que compete 
particularmente a su vertiente procesal- de prevenir y, sobre 
todo, resolver el conflicto. 


Es cierto que la acción procesal no es, lo han dicho y 
enseñado los procesalistas científicos durante mucho tiempo, el 
mismo derecho material en pie de guerra, pero también lo es 
que la acción es el instrumento d~ una guerra, de una contienda, 
y el proceso es un campo de batalla. En ese campo de batalla,: 
con esa herramienta bélica, con la expresión de las pretensiones 
y las defensas, con todo lo que constituye un juicio o un proceso, 
se persigue un desideratum general, que es el, equilibrio, 
condición para la eficacia del Derecho y para su misma 
subsistencia. 
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Para que haya Derecho y para que el Derecho subsista, es 


importante que los justiciables sientan, sepan, estén convencidos 
de que en el foro de la administración de justicia encontrarán 
verdaderamente el equilibrio que reponga, por la fuerza, las 
condiciones que la solidaridad no pudo conseguir 
pacíficamente, dejada a sus propias reglas. 


Las especies procesales y los temas y personajes de la 
contienda son también los destinatarios del trabajo de equilibrio 
que cumple el Estado a través del proceso. Hay un proceso 
privado típico, que propone y consigue, cuando tiene éxito, el 
equilibrio entre los individuos. En esos casos la sociedad queda 
en la penumbra; se trata de intereses dispensables para la 
'sociedad, de escasa relevancia. A la sociedad, claro está, le 
importa la paz pública, pero no le importa, en esencia, lo que 
ocurra en cada una de estas contiendas que deben ser resueltas 
por los propios interesados, y que en todo caso lo serán por un 
tribunal sustituyéndose a éstos. 


Hay también ~n proceso privado familiar que propone y 
pretende, asimismo, el equilibrio entre los, individuos, pero en el 
cual ya hay una preocupación o una injerencia social: el orden 
del matrimonio y la familia. Este sigue siendo, de nacimiento, 
un régimeI) privado, pero apunta en dirección social. Lo que 
aquí ocurra en todos los casos - y caso por caso - ya incumbe a 
la sociedad. 


Hay también un proceso constitucional, que entre nosotros se 
cifra particularmente en la institución del amparo, que propone 
crear condiciones de equilibrio entre el Estado o los funcionarios 
que aducen el ejercicio de sus atribuciones, por una parte, y los 
particulares, los ciudadanos, que esgrimen sus intereses 
revestidos con la majestad de sus derechos, por la otra. A esto 
atiende el proceso constitucional. 
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J~xiste también un proceso penal, en cuya escena concurren 
dis :intos intereses y múltiples interesados. El inculpado, el 
ofendido y la sociedad, por lo pronto, concurren para obtener 
equilibradamente la satisfacción de sus respectivas pretensiones. 


También hay -no porque lo mencione al final es el menos 
relevante- un proceso social de amplio espectro, en el cual 
caben el laboral y el agrario, en su doble versión: la que 
llamaríamos original y la que denominaríamos contemporánea, 
una versión modificada, más tenue, en la que persiste, sin 
embargo, el espíritu primigenio. 


En la versión original, existe una intensa pretensión social, 
asociada, sobre todo, con un proyecto, un propósito político de 
justi-:ia. En la versión más reciente, en la versión modificada 
bajo el calor de las circunstancias, ciertamente no ha 
desaparecido esa pretensión social, pero acaso predomina la 
pretensión individual, vinculada, es verdad, con el ideal de 
la justicia, pero también -y muy subrayadamente- con los 


,"¡
¡. problemas de la generación y el aprovechamientq de la riqueza. 
f· 


Esta es, creo, la versión actual, la versión modificada del proceso f 
~ social. Ocurre tanto en materia laboral como en materia agraria. 
t 


La historia de la justicia agraria en México, y probablemente 
en muchos otros lugares, pero por lo pronto a México me refiero 
es una historia con ciertas claves determinantes: tierra y 
dominación es una de esas claves; tierra y liberación es la otra. 


La lucha por la tierra, como la lucha por el alma de sus 
pobladores, ha sido, en el fondo, o por liberar. Si con esta luz 
examinamos la historia de la cuestión agraria en México, 
probablemente descifraremos con" más acierto sus rasgos 
fundamentales, sus características profundas más allá de la 
espesa fronda de las particularidades que se ponen al servicio de 
la dominación o de la liberación. 
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Es en torn) al proyecto de dominación o al proyecto de 
liberación, con mayor o menor enjundia, con mayor o menor 
intensidad, que se tejen todas las soluciones específicamente 
agrarias y las que enlazan la cuestión agraria con la más amplia 
circunstancia social, económica y política en la que se 
desenvuelve aquélla. 


Son estas claves las que permean todas las fórmulas del 
campo y de sus habitantes, de la vida rural y de la vida de los 
hOITlbres del agro. Son ellas, precisanlente, las que de una u otra 
manera, manifiesta o sutil, expresa o implícita, determinan o 
dominan las características de la justicia agraria misma, sus 
modos de organización y la formalidad de sus procesos. 


Se han sucedido aquí diversas etapas, en las que se han ido 
recogiendo las pretensiones de libertad y de dominio de diversa 
manera. Me parece que en el conjunto prevalece la idea de la 
liberación, en ocasiones con tropiezos; una liberación mucho 
más profunda, se entiende, que la mera libertad formal que 
instituyo el orden jurídico, político y moral del liberalismo. 


La primera etapa de nuestra historia agraria - y dejo por 
ahora de lado la historia previa a la invasión española - ~ la 
primera etapa, digo, posterior a la invasión española, consistió 
en un desmontaje del sistema original de tenencia de la tierra, en 
virtud de la conquista y del nuevo orden social; un desmontaje 
nominal, por lo menos, nunca absoluto, nunca total a 
irreversible. 


Cuando estudiamos ahora .el desasosiego indígena, cuando 
analizamos las hondas raíces de esos sucesos que se han 
presentado en nuestra República, en la víspera del siglo XXI, y 
advertimos que estos hechos toman ingredientes de cuatro, 
cinco o seis siglos atrás, nos percatamos de que aquel 
desmontaje no fue ni pudo ser completo. Persisten inquietudes, 
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convICCIones y pretensiones que jam ís quedaron 
mpletamente clausuradas, que nunca fueron absolutamente 


I;.a segunda etapa -y no quiero poner fechas, porque sería 
muy arbitrario hacerlo; las dejo a la reflexión y a la cultura de 
,ustedes; más que a la cultura jurídica, a la cultura histórica­
implica la inserción del tema agrario en la corriente general de 
los temas sociales, donde debe figurar bajo los conceptos del 


);~liberalismo entonces prevaleciente, un liberalismo que 
í crecientemente dominó la escena de nuestro siglo XIX, un 


',,' liberalismo constructor y bienhechor en muchos aspectos, 
aunque no necesariamente en todos. Aquí hay que destacar la 
antinomia, el conflicto, ya entonces y también ahora, entre el 
liberalismo ortodoxo y el liberalismo heterodoxv, que Reyes 
Heroles llamaría social, y cuyo manifiesto rotundo, más de un 
siglo atrás, es el formidable voto solitario de Ponciano Arriaga 
en el Constituyente de 1857, espléndido documento que acredita 
el ímpetu más noble y profundo de los liberales mexicanos 
heterodoxos del siglo XIX, los fundadores de una nueva 
orientación del liberalismo, los precursores de la política social 
que se concretaría en la Constitución de 1917. 


De "esta, segunda etapa son los datos fundamentales que paso 
~.	 simplemente a mencionar. Uno de ellos es el régimen de 


derecho principalmente civil, mercantil y administrativo 
aplicado a la cuestión agraria, no un Derecho Agrario, no un 
Derecho propiamente agrario, autónomo y particular, sino una 
aplicación generalizada de las normas civiles, mercantiles y 
administrativas a ese bien que es el campo, que es la tierra 
cultivable, de alguna manera equiparable o equivalente, para 
esta óptica, a los otros bienes, por ejemplo a los inmuebles 
urbano_ª. 







52 CARACfERIZAOON DE LA JUsnOA J .GRARIA 


Otro dato importante de esta misma etapa es la existen :ia de 
tribunales y procedimientos ordinarios. Los mismos tribunales 
comunes son competentes para conocer de las cuestiones 
agrarias, y los mismos procedimientos ordinarios son idóneos 
para encauzar la solución de los conflictos a propósito del 
campo o de las cuestiones del agro. 


Existe, además, una relativa neutralidad del Estado frente a 
los actores sociales, a los actores del campo, que los deja 
relativamente librados a sus propias fuerzas, con las 
consecuencias que todos conocemos y que no tiene caso repetir 
aquí. 


Otro dato: libertad de los justiciables para actuar como lo 
creyesen conveniente, como fuese pertinente para sus intereses 
y derechos, en forma consecuente con la libre conducción de sus 
intereses económicos. Auge, pues, de los derechos individuales. 
En efecto, el hombre, el individuo, no los hombres, los 
individuos, sino el hombre singular, es el personaje dominante. 
En ese período decaen los antiguos derechos colectivos de los 
pueblos, para no recuperar prestancia y prestigio sino mucho 
tiempo· después. El grupo, el pueblo, la comunidad, la 
colectividad, son vistos como intermediarios perturbadores. 


Es así que llegamos a donde teníamos que llegar de esta 
manera, a la Revolución de 1910 con sus banderas políticas, pero 
con sus ejércitos campesinos que a la postre elevan las 
verdaderas banderas revolucionarias de carácter social, no 
solamente de carácter electoral. 


En la tercera etapa se inserta el tema agrario en la corriente 
general de los temas sociales, bajo una idea social del Derecho y 
del Estado. Esta es la nueva era revolucionaria, en la -que el 
papel protagónico correspondió a los campesinos y el interés 
fundamental de aquel magno movimiento se concentró en la 
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tierra mucho más que en las urnas, en la vida en las fábricas 
mucho que más que en la constitución y organización de los 
partidos políticos. 


¿Cuáles son los datos fundamentales de esta tercera etapa, 
datos que corresponden, por oposición, a los que mencioné 
é\nteriormente? Florece un Derecho específico de doble signo: 
un Derecho social tutelar y de creación autónoma, es decir, un 
Derecho concebido para brindar protección a un sector de la 
sociedad, los campesinos, frente a los terratenientes y contra 
ellos inclusive, y un Derecho que podía ser también agitado o 
animado, creado o establecido por los propios interesados a 
través de sus cuerpos colectivos. 


Entonces aparecen los organismos especiales, ya no los viejos 
tribunales ordinarios, sino los organismos especiales para 
conocer de la justicia agraria. El descrédito de los tribunales 
ordinarios, inclusive de aquéllos que administraban la venerable 
institución del amparo, confirió una fuerte orientación política a 
la cuestión agraria y abrió la escena para la presencia de 
personajes políticos con ropaje social o administrativo. 


Siempre me ha llamado la atención que el Presidente de la 
República haya sido la suprema autoridad agraria en México. 
Esta enfática descripción, que incorporó nuestra Constitución 
hasta reciente fecha, refleja o revela toda la problemática del 
campo mexicano vinculada al quehacer político, al movimiento 
revolucionario sobre el Estado mexicano. 


El Presidente de la/ República~ como lo he dicho en otras 
ocasiones, fue un sucesor legítimo de los caudillos agraristas de 
la Revolución Mexicana, y en general de todos los caudillos 
de esa Revolución. Era natural, pues, que en sus manos, y no en 
las manos de los tribunales en general, recayese el manejo de la 
cuestión agraria y la solución de las controversias. 
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Extremando las cosas, pero no mucho, diríamos que el 
Presidente de México fue el sucesor de Emiliano Zapata en las 
instituciones de la revolución pacífica que relevó a la revolución 
violenta. Por eso parecía natural que un texto del carácter de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
confiriese al Presidente tan encumbrada función como suprema 
autoridad agraria. 


Los procedimientos de la justicia agraria tuvieron que ser 
entonces consecuentes con este nuevo modo de ver las cosas, 
con la existencia de esos personajes políticos, con la orientación 
política de la justicia agraria. Hubo una intervención tutelar del 
Estado comprometido, Estado social, Estado de bienestar, como 
se le quiera denominar; ya no el Estado neutral, equidistante de 
los contendientes, sino el Estado aliado de los campesinos y 
de los obreros, comprometido políticamente: en la ley 
sustantiva, al crearla y aplicarla, y en el sistema procesal, al 
establecerlo y participar en él. 


Hupo también, es cierto, un condicionamiento de los 
justici~bles, que no pudieron, como bajo el sistema liberal, 
actuar con holgura y libertad. Consecuente con la supresión o el 
condicionamiento de una serie de facultades de Derecho 
sustantivo, fueron la supresión o el condicionamiento de una 
serie de actuaciones de carácter procesal. 


y finalmente se advierte el auge de los derechos colectivos, 
como el medio más seguro e idóneo, para garantizar y ejercer 
los individuales. Uno puede preguntarse qué sería de los 
derechos obreros de carácter individual, si no estuviesen 
amparados, como con una formidable armadura, por los 
derechos colectivos; la coalición o el sindicato, la negociación 
colectiva, la huelga, por ejemplo. 
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También puede uno preguntarse qué s~ría de los derechos 
individuales de los indígenas si no estuyiesen amparados, 
amurallados, por los derechos colectivos de los pueblos, y puede 
uno inquirir qué sería de los derechos agrarios individuales si 
sus titulares no contasen con el formidable instrumento de los 
derechos agrarios colectivos. 


La corta etapa en la que nos hallamos implica la inserción del 
tema agrario en un espacio ambigüo o mixto. No uso es~as 


palabras en sentido peyorativo, sino simplemente descriptivo, 
que intenta la conciliación de la preocupaciones individuales, es 
decir, de las preocupaciones económicas, con las sociales, 
es decir, con las orientadas a la obtención de la justicia. 


¿y cuáles son los datos de esta etapa que ahora vivimos? 
Subsiste un régimen de Derecho específico, con una creciente 
tendencia a tomar soluciones del Derecho ordinario, sea por 
adopción legal de esas soluciones, sea por remisión a ellas, 
aunque sin prescindir ni de la idea ni de la práctica de contar 
con un Derecho específico de signo fuertemente social. 


Subsisten los organismos especiales para la justicia agraria, 
pero éstos han sido concebidos y se están desarrollando a la 
manera de los órganos ordinarios o comunes. Los Tribunales 
Agrarios se asemejan mucho más a los tribunales ordinarios que 
al Presidente de la República. 


Los procedimientos instituidos para la justicia del agro, son 
consecuentes con los rasgos a los que me acabo de referir. La 
intervención del Estado se modera. Existe, es importante y se 
expresa a través de instituciones bienhechoras como la 
Procuraduría Agraria, pero en el conjunto, en el balance, se 
percibe, se siente, que se trata de una intervención que no va de 
entrada, sino de salida; que se está agotando; que va 
terminando, Este agotamiento puede llevarse un año, o diez, o 
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cincuenta, pero el rumI: o es de salida. Es cada vez más
 
moderado el condicionamiento de los justiciables, que por ello
 
son cada vez más libres en la escena del proceso. También aquí
 
se mira un condicionamiento que va de salida.
 


Termino ya. El proceso social agrario mantiene su carácter 
social, un carácter social moderado, si se quiere, pero finalmente 
un carácter social. Lo mantiene por las soluciones recogidas en 
la ley y por la interpretación agraria¡ particularmente, diría yo, 
por la interpretación agraria en la dinámica diaria de la justicia 
del campo¡ una interpretación a ejercer por los Tribunales 
Agrarios, en forma consecuente, como cualquier otro trabajo de 
interpretación jurídica, con los objetivos perseguidos, que tienen , 
un inequívoco carácter polí1jco, de política social. ~. 


:. 
f:~_ 


Existe,una tendencia expansiva de la competencia agraria, es 
decir, una reivindicación del espacio del Derecho Agrario, factor 
para el afianzamiento del espíritu de ese Derecho en los asuntos 
del campo. Esto se vio en la reforma, prudente y puntual, de 
1993, que dio un paso en la dirección correcta: la competencia 
de los Tribunales Agrarios. 


Hay que insistir en la necesidad de definir lo agrario para 
saber a donde se va cuando se amplía la competencia de los 
Tribunales Agrarios. Esto es importante en una etapa de 
definiciones, como la que hoy vive México. 


A mi modo de ver, lo agrario se integra con una serie de 
datos: cierta forma jurídica de tenencia de la tierra, dentro de las 
formas estampadas en la COJ;"\stitución¡ determinado empleo 
natural de la tierra: aprovechamiento agrícola, pecuario y 
forestal; y relaciones jurídicas que surgen de esa tenencia y ese 
aprovechamiento. Dentro de ese marco amplísimo, se instala lo 
que yo llamaría "lo agrario", que lnarca el rumbo de la 
competencia actual y, sobre todo, de la competencia del 
porvenIr. 
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Para el ejercicio de esa competencia se han creado los 
Tribunales de los que ustedes forman parte, o mejor dicho, 
los Tribunales que son ustedes mismos. El Estado es una 
convención, una abstracción, una hipótesis de trabajo. Los 
poderes son convenciones y abstracciones. En este sentido, ni el 
Estado ni los Poderes ni los Tribunales existen verdaderamente, 
como una realidad tangible. Lo que existen son los funcionarios, 
los servidores públicos, seres de carne y hueso como los 
ciudadanos y los justiciables. Consecuentemente, la justicia 
agraria será lo que sean, lo que hagan y lo que quieran quienes 
sirven en esa justicia agraria y son ella misma. 


Es así como ven a la justicia los ciudadanos que comparecen 
ante ella en todos los órdenes: el civil, el penal, el constitucional, 
el laboral y el agrario. Tengo la esperanza de que esta justicia, 
que nació bien, se afiance - y se está afianzando-, bien 
encauzada, bien dirigida, bien encarnada, además, por todos y 
cada uno de quienes en ella prestan sus servicios. 


Me parece que de todos los ramos judiciales de la República 
Mexicana, éste, el más novedoso, puede ser al mismo tiempo el 
más aleccionador y, desde luego, el más esperanzador. 











AMPARO AGRARIO
 


LIC. GUILLERMO 1. ORTIZ MAYAGOITIA.
 


MINISTRO DE LA SEGUNDA SALA
 
DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.
 


1.- IN~~·RODUCCIÓN. 


El Derecho Agrario se ha entendido como una disciplina de 
carácter social que tiene como finalidades regular la 


propiedad, la tenencia y el destino de las tierras rurales. 


En estos objetivos centrales podemos focalizar la actuación de 
la normatividad agraria. Esto, como derecho sustantivo. 


En lo adjetivo, ha habido gran preocupación desde hace 
muchos años por destinar al campo órganos de justicia 
especializados y capaces de administrar una justicia acorde con 
las necesidades del campo y con conocimiento propio y 
profundo de la materia. 


En la reforma constitucional que tuvo lugar el 6 de enero de 
1992, se perfila una nueva jurisdicción con autonomía para 
resolver con plena jurisdicción, todos los problemas que se 
refieren a la tenencia, propiedad y también destinos de las 
tierras que corresponden fundamentalmente a la propiedad 
social, a los conflictos que pueden darse entre tenedores o 
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propietarios dI ~ lo que nuestra Constitución consagra como 
propiedad social, y aquéllos otros que son propietarios 
conforme a las reglas del Derecho Civil. 


Antes de que se crearan estos órganos nuevos de 
administración de justicia consideramos que el mayor esfuerzo 
que se hizo en pro de la administración de justicia en el campo 
fue el diseño del llamado amparo agrario. 


2.- REFERENCIAS HISTÓRICAS. 


El amparo agrario se creó por iniciativa del entonces señor 
Presidente Adolfo López Mateos, en el año de 1959. El 
documento que lo propone es brevísimo. Dice la iniciativa 
Presidencial: 


ti La Reforma Agraria quedó consagrada como auténtica conquista I 
de la Revolución Mexicana en el Artículo 27 constitucional desde l' 


1917, Y fue hasta el año de 1934, como una justa protección y defensa 
de los derechos de los campesinos, cuando por la modificación que en 
aquella fecha se introdujo a nuestra Carta Magna, se suprimió el 
derecho a promo'oer juicios de amparo a los propietarios afectados, pero 
sin que se hubieran previsto entonces los numerosos casos en que los 
ejidatarios son desposeídos por diversos procedimientos, apoyados 
inclusive en decisiones de jueces del orden común, o bien atacando sus 
derechos total o parcialmente por concesiones de inafectabilidad 
ganadera, invasión, tala de un monte ejidal, embargos amañados, y 
hasta por resoluciones agrarias que ilegalmente niegan dotaciones o 
restituciones, o resuelven la expropiación o permuta de terrenos 
~~~. ( 


1 


ti Actualmente los ejidatarios en numerosos casos no se encuentran j J 
en posibilidad de utilizar el juicio de amparo en defensa de sus J, 
legítimos derechos, y en las circunstancias en que recurren al juicio de 
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garantías generalmente corren el riesgo de perder, quedar do en peor 
condición porque el sobreseimiento, la caducidad, la ne~ "ación o la 
pérdida del amparo consolidan y legalizan precisamente la situación 
irregular recurrida, ya que al no existir un régimen adecuadamente 
protector de la garantía social agraria, viene a deformarse el régimen 
jurídico de la propiedad ejidal creado por la Revolución" . 


. Esta es la realidad social que recoge el Presidente de la 
República como fundamento de la iniciativa, y el razonamiento 
que la justifica es el siguiente: 


"El Ejecutivo Federal considera indispensable, teniendo en 
cuenta los antecedentes históricos de la Reforma Agraria, y 
en consonancia con el espíritu del Artículo 27 consdtucional, 
que el juicio de amparo sea un verdadero instrumento protector 
de la garantía social que éste consagra, y para ello se requiere 
distinguirlo del sistema tradicional del amparo de estricto 
derecho, concebido para la vida civil y mercantil, en el que se 
debaten intereses particulares, y como ya lo hace nuestro 
Código Político en materia penal y por lo-que respecta a la parte 
obrera en materia de trabajo, disponiendo que podrá suplirse la 
deficiencia de la queja. 


"El amparo agrario, sin embargo, debe entenderse para los casos en 
que los actos reclamados tengan o puedan tener como consecuencia 
privar total o parcialmente de sus tierras, bosques, pastos yaguas, a los 
ejidatarios y núcleos de población que de hecho o por derecho guarden 
el estado comunal. " 


"Asimismo, debe preverse que en el amparo agrario no 
operarán la caducidad -que tampoco procede en materia obrera­
ni el desistimiento, ya que en este último caso es evidente que si 
la consecuencia del acto reclamado es destruir el régimen 
jurídico creado por una resolución presidencial agraria, se trata 
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de un interés público nacional que no puede quedar al arbitric 
de la voluntad de un comisariado ejidal". 


Esta es la razón que expresa el titular del Poder Ejecutivo 
para crear un juicio de amparo que, a diferencia del amparo 
tradicional, permita una tutela efectiva, específica de la llamada 
garantía social agraria. 


y la propuesta de reforma constitucional se concretiza en la 
adición a la fracción II del Artículo 107 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, con un párrafo final 
en los siguientes términos: 


11 En los juicios de amparo en que se reclamen actos que tengan o 
puedan tener como consecuencia pri1Jar de la propiedad o de la posesión 
y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes, a los ejidos y a los 
núcleos de población que de hecho o por derecho guarden el estado 
comunal, deberá suplirse la deficiencia de la queja de acuerdo con ~o 


que disponga la Ley Reglamentaria, y no procederán el desistimiento 
ni la caducidad en la instancia. 11 


Los términos amparo agrario y amparo en materia agraria, se 
usaron por primera vez en este documento con la finalidad de 
señalar un procedimiento de amparo privilegiado, de un 
amparo de clase, a través del cual la clase campesina de México 
encontrara una efectiva tutela de sus derechos agrarios. 


La Suprema Corte de Justicia, en la interpretación de esta 
brevísima cláusula constitucional, desarrolló a través de 
criterios de jurisprudencia toda una doctrina judicial en lo 
relativo a un procedimiento especial, muy diferente del amparo 
tradicional, con sus excesos, con sus consecuencias negativas 
que señalaremos, pero con muchos aciertos, que han sido 
avances dentro del tradicional juicio de amparo, y que ya se 
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recogen en la legislación actual de amparo para todas las 
materias y no solamente para la materia agraria. 


Recientemente, en una charla que dio el señor Ministro 
Juventino V. Castro y Castro, sustentaba él una propuesta en el 
sentido de que la Suprema Corte de Justicia de la Nación 


I debiera estar facultada para iniciar leyes, particularmente en lo 
que atañe a la administración de justicia federal, y muy 
concretamente en lo que concierne al Poder Judicial de la 
Federación. 


Esta propuesta encuentra su apoyo en una realidad 
, insoslayable. Durante todos estos años de desenvolvimiento del 
amparo en materia agraria, la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha sustentado una serie de criterios, muchos de los 
cuales son ley vigente, porque el Congreso de la Unión, en su 
oportunidad, decidió adoptarlos como normas e integrarlos a la 
Ley de Amparo actual. 


El amparo agrario nace con la iniciativa de reformas 
constitucionales del año de 1959. No fue difundida como la 
última reforma al Artículo 27 constitucional que se leyó 
públicamente por televisión en una fecha muy señalada, como 
es el 20 de noviembre, en que se conmemora el aniversario de la 
Revolución Mexicana; y la reforma constitucional 
correspondiente quedó plasmada en otra fecha también muy 
significada para el agrarismo mexicano, el 6 de enero de 1992, 
en conmemoración a la fecha de la primera Ley Agraria del 6 de 
enero de 1915. 


A diferencia de esta última reforma, la de 1959 no fue 
aprobada sino hasta noviembre de 1962, y no fue el Ejecutivo 
quien propuso la reforma consecuente a la Ley de Amparo, sino 
un grupo de senadores los que, una vez que se hizo la reforma a 
la Constitución, se ocuparon de presentar la iniciativa de 
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reform lS a la Ley de Amparo, con miras a estructurar este juicio 
de garantías en materia agraria. 


De 1963 hasta 1976 se manejó el juicio de amparo agrario 
conforme a estas disposiciones, y en 1976 se introdujo otra 
reforma importantísima por la que se incorporó a la Ley de 
Amparo, una serie de criterios que había sustentado la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como tesis, y 
que posteriormente pasaron a ser ley. 


Tanta relevancia tuvo este nuevo juicio constitucional, que 
dio lugar a que se le dedicara todo un libro de la Ley de 
Ampan,. Ni la materia penal, que protege valores tan altos 
como la vida y la libertad personal, ni las otras que se rigen por 
las disposiciones comunes del juicio de amparo tradicional, 
con las excepciones que se marcan para cada una de estas 
materias, merecieron tratamiento especial; en cambio, al amparo 
en materia agraria se le destina el Libro Segundo de la Ley, que 
corre del Artículo 212 hasta el 234. 


3.- LA DOCTRINA JUDICIAL SOBRE LA REFORMA CONSTITUCIONAL 


EN MATERIA AGRARIA. 


¿Qué ha dicho la Corte sobre este juicio? 


Una tesis que se sustentó en el año de 1979, y que se refiere a 
la primera aparición del amparo en materia agraria, dice: 


!lAMPARO AGRARIO, SUS PROPOSITOS. El amparo en 
materia agraria, creado mediante reformas a la Ley de Amparo en el 
año de 1963, y ahora consignado en el Libro Segundo de esta Ley, ha 
sido establecido con un propósito protector que mire siempre por el 
beneficio de la clase campesina del país, con el fin de evitar hasta donde 
sea posible la indefensión de los núcleos de población y de sus 
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componentes, ante el desconocimiento de sus derecJ os constitucionales ~ 


yen virtud de la importancia que el problema agn.rio representa para 
México" .1 


Esta tesis recoge tres verdades, en su momento; irrefutables: 
Una, la indefensión de los núcleos de población; dos, que la 
causa de esta indefinición es el desconocimiento de sus derechos 
constitucionales; y tres, la necesidad de un organismo protector 
de esta garantía social, en virtud de la importancia que el 
problema agrario representa para la nación. 


En otra tesis sustentada por el Tribunal Pleno de la Suprema
 
Corte de Justicia de la Nación, se marcaron las notas distintivas
 
de este nuevo juicio de amparo, que 10 perfilan como algo
 
diferente del amparo tradicional.
 


Esta tesis dice: 


"AGRARIO, AMPARO EN LA MATERIA, CARACTERISTICAS."2 


Del análisis que se hace de la Ley Amparo se obtiene que las 
características de este procedimiento son 22, en su orden lfls 
siguientes. 


Uno. Se estatuye un régimen procesal específico de amparo 
para proteger y tutelar a los núcleos de población ejidal o 
comunal y a los ejidatarios y comuneros en sus derechos 
agrarIos. . 


Dos. Se consigna para el juzgador la obligación de suplir la 
deficiencia de la queja, tanto en la demanda como en la revisión. 


1 Semanario. Séptima Epoca. Vol. 127-132. Pleno pág. 17 
2 Semanario. Séptima Epoca. Vol. 103-108. Pleno pág. 13 
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t Tres. Se establece qué personas están legitim ldas para 
promover la acción constitucional en nombre de un núcleo de 
población. 


Cuatro. Se simplifica la forma de acreditar la personalidad. 


Cinco. Se otorgan facultades al juzgador para allegarse las 
constancias que justifiquen dicha personalidad. 


Seis. Se establece la improcedencia del desistimiento, de la 
caducidad y del sobreseimiento por consentimiento. 


Siete. Se establece la posibilidad jurídica de continuar el 
trámite de un amparo promovido por un campesino, por aquél I 
que tenga derecho de heredado. 1: 


¡ 


Ocho. Se amplía el derecho de reclamar en cualquier tiempo 
~. 


f 
actos que afecten a núcleos ejidales o comunales, lo que se ¡¡ 


traduce en la prohibición de sobreseer en el juicio con base en la 
causal de improcedencia establecida en la fracción XII del 
Artículo 73 de la Ley' de Amparo, cuando éste se haya 
interpuesto por alguno de esos núcleos. 


Nueve. Se limita el derecho de reclamar en un término de
 
treinta días, actos que causen perjuicios a ejidatarios o
 
comuneros.
 


Diez. Se faculta a los jueces de primera instancia para admitir
 
la demanda de amparo y decretar la suspensión provisional en
 
los casos en que se reclamen actos que atenten o puedan tener
 
como efecto privar de sus derechos a un núcleo de población.
 


Once. Se instituye la obligación del juez de recabar
 
oficiosamente las pruebas que se consideren convenientes, y se
 
le dan amplias facultades para acordar las diligencias que
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estime pertinentes y para solicitar de las autoridades los 
elementos probatorios idóneos, lo que implica la prohibición 
de resolver en contra de los ejidatarios, comuneros o núcleos de 
población por deficiencia de pruebas. 


Doce. Obligación de examinar los actos reclamados tal y como 
aparezcan probados, aun cuando sean diferentes de los 
invocados en la demanda. 


Trece. Fijación de un término de diez días para interponer el 
recurso de revisión. 


Catorce. Prohibición de que se tenga por no interpuesta 
la demanda o el recurso de revisión por falta de copias, y la 
obligación del juzgador de ordenar su expedición. 


Quince. Se implanta el derecho de los núcleos de población 
para hacer valer el recurso de queja en cualquier tiempo. 


Dieciséis. Se instaura la obligación del Ministerio Público de 
vigilar que se cumplan las s~ntencias dictadas en favor de los 
núcleos ejidales o comunales. 


Diecisiete. Se exige la procedencia de la suspensión de oficio 
cuando los actos reclamados entrañan la afectación de los bienes 
agrarios del núcleo de población, o bien su substracción del 
régimen jurídico ejidal. 


Dieciocho. Se ordena la no exigencia de una garantía para que 
surta efecto la suspensión. 


Diecinueve. Obligación del juez de acordar las diligencias 
necesarias para precisar los derechos agrarios, la naturaleza y 
los efectos de los actos reclamados. 


l.,.·.·.·, 
.\ 
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Veinte. Obligación de las autoridades responsables de rendir 
sus informes justificados, no sólo de la manera más precisa qUe 
conduzca al conocimiento exacto de los hechos, sino también 
acompañándolos de todos los elementos y constancias para 
precisar los derechos agrarios y los actos reclamados. 


Veintiuno. Sujeta a término y a requisitos la rendición de los 
informes justificados. 


Veintidós. Se crea un régimen para evitar que los ejidatarios, 
comuneros y núcleos de población puedan quedar sin defensa. 


Estas notas muy particulares del amparo en materia agraria, 
apartan a este procedimiento del amparo tradicional. 


Hay aspectos de la reforma de muy alta estima que 
funcionaron y han funcionado muy bien, otros en cambio, 
parecen verdaderos excesos de un afán protector, que 
finalmente y en algunos casos, han revertido en perjuicio de los 
propios campesinos. 


Por ejemplo, la obligación que tienen los jueces de resolver 
sobre el acto que realmente aparezca probado, aunque sea 
diferente del que se señala en la demanda, lo obliga a modificar 
la litis constitucional que fue sometida ante su potestad, y a 
hacer el acopio de pruebas indispensable, para poder juzgar 
sobre la constitucionalidad de estos actos. 


Los jueces de Distrito en la substanciación de este tipo de 
juicios se convirtieron de hecho en jueces de instrucción, como si 
fueran a emitir una decisión con plena jurisdicción, cuando que 
la jurisdicción excepcional de amparo es meramente anulatoria 
y no tiene la finalidad de decidir el derecho. 
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Esto trajo como consecuencia qu ~ la integración de algunos 
juicios de amparo en materia agréria se volviera tortuosa, y 
finalmente se revertiera en perjuicio de los sujetos a quienes se 
pretendió beneficiar con este procedimiento privilegiado. 


Todos conocemos el aforismo que dice: "justicia que se tarda es 
injusticia", y esto' se ha dado en muchos casos del amparo en 
materia agraria, pues hay asuntos que tardan cinco, siete, diez o 
más años en resolverse, pero la razón de esta tardanza en la 
administración de justicia, obedece a las particularidades tan 
específicas de este procedimiento único en su género. 


...... 


4.- CONSIDERACIONES SOBRE ALGUNAS ETAPAS DEL PROCEDIMIENTO. 


EL TÉRMINO. 


Una nota que parece exagerada, es que no hay término para 
que un núcleo de población pueda presentar su demanda de 
amparo. 


A partir de 1963 en que se instaura el nuevo juicio de amparo 
agrario, un núcleo de población afectado en sus derechos 
agrarios colectivos no tiene término para pedir el amparo, y esto 
finalmente se ha traducido en inseguridad jurídica para los 
detentadores de esas tierras ejidales que alguna vez 
pertenecieron al núcleo de población. 


Hay casos de expropiaciones consumadas hace quince o más 
años, y de repente a los actuales representantes jurídicos del 
núcleo de población se les ocurre promover un amparo en 
contra del decreto expropiatorio correspondiente. Como no hay 
término su promoción es oportuna, hay que atenderla, y quince 
años después de expropiado· un bien, cuando ya se 
regularizaron asentamientos humanos, porque ésta es una de las 
finalidades que más se han tOlnado en cuenta para léy 
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expropiación de tierras ejidales, se está en el caso de otorgarles 
~l amparo, con lo cual se crea un verdadero problema de 
inseguridad jurídica. 


5.- LA SUSPENSIÓN DE OFICIO. 


Otra nota que desde mi punto de vista ha resultado 
exagerada, es la obligación de conceder la suspensión de oficio 
frente a la presentación de una demanda de amparo en materia 
agraria. 


Si bien se analiza el Artículo 123 de la Ley de Amparo, que 
establece la procedencia de la suspensión c.e oficio, nos damos 
cuenta que este beneficio extremo dentro del procedimiento 
extraordinario de amparo, obedece a que se está en presencia de 
actos reclamados de suma gravedad, y entonces se nos dice que 
se debe. conceder la suspensión de oficio cuando la ejecución del 
acto deje sin materia el amparo. Que se debe conceder la 
suspensión de oficio tratándose de los casos en que el acto 
reclamado sea alguno de.los prohibidos por el Artículo 22 de la 
Constitución Federal, en el que se establece que no se pueden 
imponer las penas de mutilación y de infamia, la marca, los 
azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, etc. 


Sin embargo, tratándose de la suspensión del acto reclamado 
en el amparo agrario, basta que lo promueva un núcleo de 
población ejidal o comunal, y que el acto reclamado pudiera 
significar la privación de sus bienes agrarios o la substracción !' 
del régimen jurídico ejidal, para que por esta sola razón se deba 
conceder la suspensión de oficio, sin que al respecto se haga 
alguna investigación, y así, sin garantía alguna se paraliza la 
actividad de la autoridad, generalmente administrativa, que 
pretende ejecutar un acto a veces de interés social y de orden 
público. 







71 R~VIsrA DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS 


Este tratamiento diferencial trae consigo algunas 
incongruencias. Por ejemplo, si a través de un decreto 
expropiatorio se afectan tierras ejidales, y a la vez se afectan 
tierras de propiedad particular, se advertirá qué distinto 
tratamiento van a tener el núcleo que promueve su amparo y los 
propietarios sujetos de derecho civil que resultan afectados. 


Al propietario de derecho civil a lo mejor no se le concede la 
suspensión, porque la jurisprudencia de la Suprema Corte dice 
que si la expropiación obedece a causa urgente no se debe 
conceder el beneficio de la suspensión, y si acaso se le concede 
se le va a exigir que acredite interés jurídico y que deposite una 
fianza para garantizar la posible causación de daños y perjuicios 
al tercero perjudicado. 


En cambio, si quién pide el amparo es un núcleo de población 
ejidal o comunal, entonces, de inmediato habrá que concederle 
la suspensión de oficio. 


6.- Los TITULARES DE LA ACCIÓN DE AMPARO y LA CLASE 


CAMPESINA 


El fin tutelar del procedimiento de amparo en materia agraria 
obedece a una realidad que se recoge en la iniciativa 
presidencial, y el propósito de dar asistencia jurídica y una 
administración de justicia diferente a la clase campesina se 
justifica por las razones que ya indiqué. 


El Artículo 212 de la Ley de Amparo dice en su primer 
párrafo: #Con la finalidad de tutelar a los núcleos de población ejidal o 
comunal, y a los ejidatarios y comuneros en sus derechos agrarios, así 
como, en su pretensión de derechos, a quienes pertenezcan a la clase 
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campesina, se observarán las disposiciones del presente Libro Segundo 
en los siguientes juicios de amparo". 


En este primer párrafo se nos ha dicho ya quiénes son los 
titulares de la acción del amparo agrario. Es una acción de clase, 
pero no está conferida a todos los sujetos de la clase campesina. 
Esta expresión fue interpretada por la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en los siguientes 
términos: 


¿¿AGRARIO. CLASE CAMPESINA, DETERMINACION DEL 
CONCEPTO DE. AMPARO EN MATERIA AGRARIA.- Aunque el 
Artículo 212 de la Ley de Amparo se refiere u a quienes pertenezcan a 
la clase campesina", si se interpreta este precepto en relación con el 
Artículo 107, fracción II, de la Constitución, debe concluirse que las 
normas tutelares del amparo en materia agraria sólo son aplicables 
en beneficio de las entidades o individuos sujetos al régimen 
de propiedad ejidal o comunal, jurídicamente distinto del régimen de 
propiedad particular, independientemente de su pertenencia a una 
determinada clase social que podría llamarse campesina. Cuando el 
Artículo 212 de la Ley de Amparo habla de "quienes pertenezcan a la 
clase campesina" se refiere, no a todos. los campesinos en sentido 
genérico del vocablo, sino a los previstos en la fracción lll, a saber: los 
aspirantes a ejidatarios o comuneros. Las referidas normas tutelares del 
amparo en materia agraria no implican como criterio diferenciador 
para su aplicación el concepto sociológico de "campesinos", sino los 
conceptos de núcleo ejidal o comunal o ejidatarios y comuneros 
(incluyendo los aspirantes), que son más bien jurídicos porque 
dependen del régimen de propiedad a que están sometidos dichos 
núcleos o individuos, de tal suerte que quién posee un terreno rústico 
no sujeto al régimen ejidal o comunal, aunque sociológicamente 
pertenezca a la clase campesina, no puede invocar en su beneficio las. 
normas tutelares ya mencionadas."3 
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3 Semanario. Séptima Epoca. Vol. 205-216, Segunda Sala. pág. 160 
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Conforme a esta tesis { conforme al texto del Articulo 107, 
fracción II, de la Constitución, se advierte con toda claridad que 
los destinatarios en favor de quienes se establece este 
procedimiento privilegiado son: los núcleos de población 
ejidales o comunales, ejidatarios, comuneros y campesinos que 
por alguna razón aspiran a alcanzar la calidad de ejidatarios y 
comuneros. 


La actual Ley Agraria que permite la titularidad de tierras 
ejidales por individuos no pertenecientes al ejido, crea otro tipo 
de sujetos con derechos agrarios que no son de los enunciados 
con anterioridad y por lo tanto si se ve con todo cuidado, no 
todos los campesinos que ocurran a promover! un juicio de 
amparo alcanzarán el mifmo beneficio de este procedimiento 
tutelar. 


En el párrafo dos del Articulo 212 de la Ley de Amparo, se 
señalan los actos que pueden ser cuestionados dentro de un 
amparo en materia agraria. 


Dice la fracción 1 del Articulo 212 de la Ley de Amparo, que 
son juicios de amparo en materia agraria 11aquéllos en que se 
reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar de 
la propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierras, agua, pastos y 
montes a los ejidos, o a los núcleos de población que de hecho y por 
derecho guarden el estado comunal, o a los ejidatarios o comuneros, lo 
mismo sí las entidades o individuos mencionados figuran como 
quejosos que como terceros perjudicados." 


y en la fracción siguiente, que complementa la anterior, dice: 
11Cuando los actos reclamados afecten o puedan afectar otros derechos 
agrarios de las entidades o individuos a que se refiere la fracción 
anterior, sea que figuren como quejosos o como terceros perjudicados." 
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En estas dos fracciones encon tramos definido lo que es 
propiamente la materia del juicio de amparo agrario, y esta 
materia es lo que le imprime al juicio su naturaleza singular, 
como puede advertirse en la siguiente tesis de jurisprudencia. 


"AGRARIO. MATERIA AGRARIA, JUICIO DE AMPARO EN 
NATURALEZA." 


Del análisis de los antecedentes legislativos; de las disposiciones 
legales 1.Jigentes, contenidas en el Libro Segundo de la Ley de Amparo; 
de las motivaciones que llevaron. a establecerlos, así como de los 
principios que constituyen la estruct~ra del juicio de amparo en 
materia agraria, se llega al conocimiento de que las expresiones; 
derechos agrarios, régimen jurídico de los núcleos de población; 
propiedad, posesión o disfrute de los bienes agrarios de los núcleos de 
población sujetos al régimen ejidal o comunal; derechos agrarios, 
bienes agrarios, régimen jurídico ejidal y comunal, y otras similares, 
quedan comprendidas en el concepto "garantía social agraria", como 
un conjunto de derechos subjetivos públicos consagrados en favor de 
determinadas personas físicas o morales como son los ejidatarios, los 
comuneros y los núcleos de población ejidal o comunal.... "4 


En tal virtud, cabe concluir que un asunto será de materia 
agraria cuando en él se reclamen actos que de alguna manera 
puedan afectar el régimen jurídico que el Artículo 27 de la 
Constitución Federal y su ley reglamentaria, en la materia, 
establecen en favor de los citados sujetos o núcleos, y que más 
concretamente pueden ser realizados dentro de algún 


\ procedimiento agrario, que necesariamente están vinculados 
con las cuestiones relativas al régimen jurídico agrario 
mencionado; o bien, actos diversos que lleguen a estimarse 
violatorios de algún derecho comprendido dentro de dicho 
régimen. 


4 Semanario. Séptima Epoca. Vol. 193-198. Segunda Sala pág. 40 


)
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Al respecto la jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de 
la Suprema Corte ha establecido: 


"MATERIA AGRARIA, SU CONNOTACION"... por materia 
agraria se debe entender cualquier asunto en el que se reclamen actos 
que de alguna manera afecten directa o indirectamente el régimen 
jurídico agrario de los núcleos de población ejidales o comunales, de los 
núcleos de población solicitantes de tierra, de los ejidatarios o de 
los comuneros, que derive directamente del Artículo 27 constitucional, 
de su Ley Reglamentaria o de sus Reglamentos."5 


A tal grado llega la precisión del concepto materia agraria 
para los efectos del juicio de amparo. 


Sin embargo, no todos los bienes de los sujetos de derecho 
agrario son objeto del amparo agrario. La siguiente tesis nos 
ilustra al respecto: 


"AGRARIO. REGIMEN ¡URIDICO AGRARIO, BIENES QUE NO 
SE COMPRENDEN DENTRO DEL" 


"No es de considerarse de materia agraria la reclamación en la 
demanda de garantías de la orden de desposeimiento de bienes que el 
poblado quejoso manifiesta haber adquirido por prescripción y no por 
resolución presidencial dotatoria o restitutoria, porque es claro que los 
propios bienes no son de los comprendidos dentro del régimen jurídico 
agrario. Tales bienes, inclusive en los casos referidos, pueden quedar 
comprendidos dentro del mencionado régimen jurídico agrario, pero 
previa resolución presidencial de incorporación, la que debe constar en 
autos. "6 


5 Apéndice 1917-1995. Tomo 111, Materia Administrativa, núm. 302, pág. 217. 
6 Semanario. Séptima Epoca. Vol. 205-216. Segunda Sala pág. 67 
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Como se advierte, en este caso un núcleo de población 
adquirió en vía de prescripción adquisitiva un bien. 
Seguramente contiguo o quizá enmarcado dentro de los 
terrenos que ya tenía en posesión. Obtuvo declaración de 
prescripción en su favor, y a la hora que viene al amparo agrario 
se le dice: estos derechos que defiendes no te llegaron por 
aplicación del Artículo 27 constitucional ni por aplicación de la 
Ley Agraria, en consecuencia no estamos en presencia de un 
juicio de amparo en materia agraria, y por lo tanto te quito 
todos los privilegios del juicio de amparo en materia agraria y te 
coloco dentro del juicio de amparo tradicional, con todas las 
consecuencias inherentes. 


Otro ejemplo lo obtenemos de la siguiente tesis: 


"CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. PROCEDE 
DECRETARLA EN PERJUICIO DE UN NÚCLEO DE 
POBLACION EJIDAL, CUANDO EL ACTO RECLAMADO ES 
DE NATURALEZA GENERICAMENTE ADMINISTRATIVA y 
NO ESPECIFICAMENTE AGRARIA." 


\ 
\ 


,. 


"Si el núcleo quejoso no hace radicar la inconstitucionalidad 
de la ley, en función de que ésta afecte los predios o parcelas 
ejidales con que fue dotado y tampoco aduce que los actos 
reclamados deriven de un procedimiento agrario, previsto en 
las leyes de la materia, por medio del cual sufra afectación 
alguna su ejido o el régimen jurídico agrario que lo rige o, en 
cualquier otra forma sus derechos agrarios, debe concluirse que 
la materia del juicio de garantías es administrativa, pues el 
orden del que participa es el de genérican1ente administrativo y 
no el de específicamente agrario; por lo cual de decretarse la 
caducidad de la instancia no se contraviene el régimen agrario 


1 


r1 
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que tutelan el lrtículo 107 constitucional y el libro segundo de 
la ley de amparo."7 


En cambio hay otros casos en que se pudiera pensar que no 
son de materia agraria, y sin embargo sí lo son. Ejemplo: el 
Artículo 107 de la Ley Federal de la Reforma Agraria eximía del 
pago de tributos a los núcleos de población ejidales y 
comunales, sujetándolos única y exclusivamente al pago del 
impuesto predial. 


Hubo un caso de un ejido ganadero del norte de la República 
al que, para exportar ganado, le exigieron el pago del impuesto 
de exportación correspondiente; hizo el entero y después 
demandó ante el Tribunal Fiscal de la Federación la nulidad del 
acto administrativo a través del cual se le exigió el pago y, 
obviamente, la devolución de su dinero. El Tribunal Fiscal de la 
Federación confirmó la validez del cobro, y cuando el asunto 
llegó en amparo directo, se consideró que estábamos en 
presencia de un juicio de amparo en materia agraria, porque el 
derecho cuestionado derivaba directamente de una disposición 
de la Ley Federal de Reforma Agraria. En estas circunstancias, 
se dio a ese núcleo de población toda la tutela jurídica que le 
dispensa y ordena para ellos la Ley de Amparo, y seguramente 
se le concedió la razón en cuanto al fondo, supliéndole todas las 
deficiencias en las que había incurrido. 


La siguiente tesis no está directamente conectada con el tema 
que trato, sin embargo, resulta interesante mencionarla en este 
foro, porque el Artículo 220 de la Ley Agraria actual señala que 
las resoluciones de los Tribunales Agrarios solamente son 
impugnables a través del amparo directo. 


7 Informe 1980. Primera Parte. Pleno pág. 525. 
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En la tesis que acaba (~e sustentar en agosto de 1995 la actual 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
estableció: 


"AMPARO INDIRECfO. EN MATERIA AGRARIA 
PROCEDE TRATANDOSE DE PERSONA EXTRAÑA A 
JUICIO. (ARTICULO 200 DE LA LEY A GRARIA).8 


En la parte medular la tesis dice: ilEsa situación no debe 
estimarse modificada por el hecho de que el Artículo 200 de la Ley 
Agraria establezca que contra las sentencias definitivas de los 
Tribunales Unitarios, o del Tribunal Superior Agrario, sólo procederá 
el juicio de amparo directo ante un Tribunal Colegiado de Circuito, 
pues al respecto sigue inva';'able la regla de que si bien contra una 
sentencia definitiva cabe el amparo directo, es procedente el indirecto 
tratándose del no emplazado, para no dejarlo en estado de indefensión y 
sin dilación probatoria, sin importar que en tales casos también se 
señale como acto reclamado la sentencia, porque ésta no se 'viene 
impugnando por razones de fondo, sino por haber emanado de un 
procedimiento viciado. " 


7.- LA LEGITIMACIÓN PROCESAL ACTIVA. 


El Artículo 213 de la Ley de Amparo, establece la 
legitimación procesal para ocurrir al amparo en nombre y 
representación de los sujetos colectivos de derecho agrario. 


Dice: "Tienen';epresentación legal para interponer el juicio de 
amparo en nombre de un núcleo de población: 1.- Los comisariados 
ejidales o de bienes comunales. 


IJ.- Los miembros del comisariado o del consejo de 'vigilancia, o 
cualquier ejidatario o comunero-perteneciente al núcleo de población 


8 Semanario. Novena Epoca. Tomo n. Segunda Sala pág. 278 
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perjudicado, si después de transcurridos quince días de la notificació 1 


del acto reclamado el comisariado no ha interpuesto la demanda dz 
amparo. 


Il1.- Quienes la tengan en los términos de la Ley Federal de Reforma 
Agraria en los casos de restitución, dotación yde ampliación de ejidos, 
de creación de nuevos centros de población yen los de reconocimiento 
y titulación de bienes comunales". El precepto citado hace un 
listado de las diversas acciones agrarias que estuvieron vigentes 
durante más de 70 años para lograr el reparto y distribución de 
las tierras de México. 


8.- LA REPRESENTACIÓN SUSTITUTA. 


La fracción 11, antes transcrita amerita un comentario 
singular. Que los comisariados ejidales o de bienes comunales 
puedan promover el amparo en nombre y representación del 
núcleo al cual dirigen, encabezan y representan, no es nada de 
extrañar; se trata de una disposición congruente con todo 
principio de representación legal. Lo verdaderamente 
importante es qu~ en esta fracción se establece una nueva figura 
que se ha denominado representación sustituta. 


La fracción en comento dice que pueden promover el amparo 
"Los miembros del comisariado o del consejo de vigilancia, o cualquier 
ejidatario o comunero perteneciente al núcleo de población, si después 
de transcurridos quince días de la notificación del acto reclamado el 
comisario no ha interpuesto la demanda de amparo". Esto tiene que 
ver muy directamente con la actuación del Tribunal Superior 
Agrario. 


Se puede notificar correctamente la sentencia al comisariado 
ejidal que participa en un juicio agrario. 
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¿Y qué pasa SI en quince días no promueve el amparo 
correspondiente? Ocurre que a partir de entonces surge la 
posibilidad de que cualquier ejidatario o comunero del núcleo 
de población pueda ejercer la representación substituta del 
núcleo y promover el amparo. 


Hubo algunos titubeos de algunos órganos del Poder Judicial 
de la Federación, en cuanto a que sí con motivo de la nueva 
jurisdicción agraria el término para promover el amparo directo 
contra las sentencias definitivas debería ser de quince días, 
como es para todos los casos, o seguía vigente la disposición del 
Artículo 217, que establece que los núcleos de población no 
tienen término para pedir el amparo. 


Esto ya se ha esclarecido a- través de diversos criterios en los 
que se sostiene que aún tratándose de amparo directo no hay 
término para la promoción de la demanda, cuando la sentencia 
afecta a uno de estos núcleos. Entonces, después de practicada la 
notificación será factible que cualquiera de los integrantes del 
núcleo de población pueda promover el amparo, ostentando la 
llamada representación substituta.. Es decir, cuando el 
comisariado ejidal no hace valer el derecho de defensa que le 
asiste a través del juicio de amparo, cualquier ejidatario puede 
ostentar la representación del núcleo. 


La Corte ha puesto alguna exigencia en cuanto al ejercicio de 
esta representación sustituta, como se advierte en las siguientes 
tesis: 


NAGRARIO. REPRESENTACION SUBSTITUTA EN JUICIOS 
DE AMPARO EN MATERIA AGRARIA. HIPOTESIS 
NORMATIVAS DE SU OPERANCIA. - APLICACION DEL 
ARTICULO 213, FRACCION lI, DE LA LEY DE AMPARO." 
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"La figura procesal de la representación substituta que constituye 
un case de excepción, únicamente tiene plena operancia legal cuando el 
comisariado ejidal hubiera dejado de promover el juicio de garantías y 
los quejosos, en forma expresa, manifiestan su intención de que la 
demanda la formulan en defensa de los derechos agrarios colectivos del 
núcleo de población a que pertenecen, invocando el Artículo 213 de la 
Ley de Amparo. En estos casos, obviamente, se configura el supuesto 
formal, objetivo, de la representación substituta, en los términos del 
contenido literal del precepto legal mencionado y, consecuentemente, la 
legitimación actÍ1.Ja para el ejercicio de la acción constitucional; 
independientemente de que, al examinar las cuestiones constitutivas de 
la litis planteada en el juicio, pueda emitirse el pronunciamiento que 
legalmente proceda en lo que atañe a la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad de los actos reclamados que están referidos al 
fondo de~ asunto. "9 


Como puede advertirse, la tesis anterior pone dos 
condiciones, una es la que marca la ley esto es, que pasados más 
de quince días el comisariado no haya promovido la demanda. 
y .dos, que quien ejerce la representación sustituta lo diga 
expresamente: vengo a prompver el amparo en representación 
del núcleo ejidal fulano de tal, en virtud de que el comisariado 
no lo hizo dentro de los quince días siguientes a la notificación. 


9.-REQUISITOS FORMALES DE LA DEMANDA DE AMPARO. 


La Segunda Sala de la Suprema Corte, ha emitido algunas 
tesis que guardan una vinculación muy estrecha con las 
formalidades procesales de los juicios agrarios que'se tramitan y 
resuelvan ante la nueva jurisdicción agraria. 


"AGRARIO. COMISARIADOS EJIDALES. DEMANDA DE 
AMPARO INTERPUESTA SIN INTERVENCION DE L.l1 


9 Semanario. Séptima Epoca. Vol. 205-216. Segunda Sala pág. 67 
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TOTALIDAD DE SUS INTEGRANTES. REPOSICION DEL 
PROCEDIMIENTO SI NO SE REQUIRIO A QUIENES !'!.9 LA 
SUSCRIBIERON. "10 


No obstante que hay una tesis genérica de la Suprema Corte 
en el sentido de que la ausencia de firma en una demanda la 
vicia definitivamente, porque no puede configurarse ninguna 
voluntad de promoverla, para la materia agraria, donde la 
demanda debe ser suscrita por todos los integrantes del 
comisariado ejidal, ha dicho: si faltan firmas hay que requerir a 
los que no firmaron, para que estampen la firma. Y este es 
un criterio que bien pudiera trasladarse a las actuaciones de un 
juicio agrario, f!n donde por ejemplo se decidiera desechar una 
demanda porque no está firmada por los tres integrantes del 
comisariado ejidal. 


En esto ya tiene camino andado el Poder Judicial Federal, con 
estos criterios de absoluta suplencia. 


La siguiente, tesis corresponde al amparo tradicional pero 
también puede aplicarse,en la jurisdicción especial agraria. 


"AGRARIO. COMISARIADOS EJIDALES. NO LES 
CORRESPONDE LA DEfENSA DE LOS DERECHOS 
INDIVIDUALES DE LOS CAMPESINOS QUE INTEGRAN EL 
POBLADO." 


"Los comisariados ejidales sólo tienen la representación del núcleo 
de población para defender los derechos colectivos del mismo, pero no 
les corresponde la defensa de los derechos individuales de los 
campesinos que lo integran!. como lo son los que protege el Artículo 
202 de la Ley Federal de Reforma Agraria, contenido en el Capítulo 


, 10 Semanario. Séptima Epoca. Vol. 181-186. Segunda Sala pág. 14 
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Segundo, denominado u Capacidad individual en materü agraria", 
Título Segundo, Libro Cuarto, de la citada Ley."l1 


La conformación de nuestro Derecho Agrario da lugar a dos 
tipos de derechos: los que corresponden al núcleo como persona 
colectiva, distinta de sus componentes, y aquéllos otros que de 
manera personal corresponden a cada uno de los integrantes del 
núcleo. Entonces, lo que en la tesis se dice es que el comisariado 
ejidal no tiene la facultad de representar a cada uno de los 
campesinos en lo individual para la defensa de sus derechos 
personales. 


A reserva de tratar más adelante el tema de las notificaciones, 
conviene citar la siguiente tesis. 


"AGRARIO. EMPLAZAMIENTO A NÚCLEO COMUNAL. 
DEBE PRACTICARSE CON LOS TRES MIEMBROS QUE 
INTEGRAN EL COMISARIADO DE BIENES COMUNALES".12 


Esta tesis resulta importante porque se refiere a casos 
frecuentes de emplazamientos o notificaciones viciadas. Aquí se 
manifiesta la exigencia formai de sumo cuidado en el acto de la 
notificación. 


10.- LA PERSONALIDAD. 


En los Artículos 214 y 215 de la Ley de Amparo, se establece 
la obligación del Juez de Distrito de coadyuvar con los 
promoventes del amparo para lograr el acreditamiento de su 
personalidad. 


11 Apéndice de Jurisprudencia 1917-1995. Tomo III, Materia Administrativa.
 
Núm. 208. pág. 149. \
 
12 Semanario. Séptima Epoca. Vol. 169-174. Segunda Sala, pág. 27
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Se simplifica la forma de acreditar la personalidad. Quienes 
interpongan el arnparo en nombre y representación de un 
núcleo de población acreditarán su personalidad así: 


Los miembros de los comisariados ejidales, de los consejos, 
de los comités particulares y de los representantes de bienes 
comunales, con las credenciales que les haya expedido la 
autoridad competente. Con las actuales disposiciones; ya no 
habrá necesidad de exhibir credenciales; con simple oficio de 
la propia autoridad competente se podrá acreditar la 
personalidad, o con copia del acta de la asamblea en la que 
hayan resultado electos. 


Los ejidatarios y comuneros pertenecientes al núcleo de 
población podrán acreditarla con cualquier constancia fehaciente. 


Aquí cabe hacer la siguiente aclaración. A un ejidatario o 
comunero que promueve por propio derecho jamás se le va 
pedir que acredite su personalidad porque está defendiendo sus 
propios intereses; pero ocasionalmente un solo ejidatario o 
comunero puede promover el amparo en nombre y 
representación del núcleo, ostentando la representación 
sustituta antes referida. En este caso sí habrá que exigirle que 
acredite su personalidad de ejidatario. 


En el juicio que promueve por su propio derecho será 
indispensable y muy importante que se acredite la calidad de 
ejidatario, porque de ahí van a derivar su interés jurídico, pero 
no es prueba de personalidad en el amparo que promueve por 
propio derecho, sino prueba de su interés jurídico. 


El Artículo 215 dice: 


N Si se omitiere la justificación de la personalidad en los términos del 
Artículo anterior, el juez mandará prevenir a los interesados para que 
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la acrediten sin perjuicio de que por separado solicite a las autoridades 
respectivas las constancias necesarias. En tanto se da cumplimiento a 
lo dispuesto en el presente Artículo el juez podrá conceder la 
suspensión provisional de los actos reclamados." 


Aquí hay dos beneficios adicionales para los núcleos de 
población. Uno, la falta de acreditamiento de personalidad no 
da lugar, por sí sola, a que se desestime la demanda, al 
contrario, el juez se convierte en coadyuvante y se le impone la 
obligación de que solicite a las autoridades correspondientes las 
constancias que sean necesarias para justificar la personalidad. Y 
dos, hay otro beneficio adicional: en tanto se da cumplimiento a 
lo dispuesto, el juez podrá conceder la suspensión provisional 
de los actos reclamados. 


Esta es una forma de suspensión diferente a todas las 
previstas para el amparo tradicional, es una suspensión 
prejudicial. Se concede antes de que se admita la demanda, y es 
provisional, obviamente, porque si no se justifica la 
personalidad, el juez podrá desechar la demanda. 


En una época los jueces de Distrito dieron en la aplicación de 
este artículo con una práctica que parecía cumplir 
fundamentalmente con el principio de economía procesal, y esta 
práctica consistió en que aunque no se hubiera acreditado la 
personalidad al momento de presentación de la demanda, se 
admitía, y en el propio auto admisorio, pero ya dentro del juicio 
propiamente dicho, se requería a la autoridad el envío de los 
comprobantes correspondientes. 


La hipótesis que previene la leyes diferente. El legislador no 
quiso que se admitiera la demanda a reserva de que dentro del 
juicio se justificara la personalidad, porque éste es un 
presupuesto que debe justificarse antes de la iniciación del 
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juici). Lo que el legislador dijo es que no se admita la demanda 
hasta en tanto se aclare la personalidad de los promoventes. 


El Artículo 217, del cual ya adelanté algunos comentarios, 
establece que la demanda de amparo podrá promoverse en 
cualquier tiempo, cuando el amparo se promueva contra actos 
que tengan o puedan tener por efecto privar total o 
parcialmente en forma temporal o definitiva, de la propiedad, 
posesión o disfrute de sus derechos agrarios, a un núcleo de 
población sujeto al régimen ejidal o comunal. 


Creo que el legislador pudo haber sido muy generoso con los 
núcleos de población, sí en lugar de conceder un término de 
quince días les da un año, o dos, o cinco, pero no dejar abierta la 
puerta en la forma en que lo hizo. 


Existe una jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación que dice que la citada disposición no rige respecto 
de aquellos actos que se hubieran realizado antes del 4 de 
febrero de 1963, en que entró en vigor el precepto citado, pero 
ocurre que después de esta fecha, por ejemplo, a la fecha actual, 
a treinta y tres años de distancia, se podría presentar un juicio 
de amparo y sería procedente la acción. 


Esta tesis es del tenor siguiente: 


HTERMINO PARA PROMOVER EL AMPARO POR 
NUCLEOS DE POBLACION E]IDAL O COMUNAL. ACTOS 
REALIZADOS CON ANTERIORIDAD A LAS REFORMAS DEL 
ARTICULO 22 DE LA LEY DE LA MATERIA (DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACION DEL 4 DE FEBRERO DE 1963). 
(JURISPRUDENCIA QUE NO IMPLICA APLICACION 
RETROACTIVA DE LA LEY)."13 


13 Apéndice 1985. Tercera Parte. Tesis 186. Segunda Sala pág. 360 
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La única posibilidad de darles firmeza a los actos consiste en 
que el núcleo de población, a través de su asamblea general, 
puede consentir expresamente actos reclamados. Y frente a un 
consentimiento dado en asamblea general ya no tendrá cabida 
un juicio posterior. Podrá promoverse, pero si se demuestra que 
el acto fue consentido, opera el sobreseimiento. 


Esto deriva de una reforma constitucional que se logró a 
instancias de la Suprema Corte cuando se advirtió que en 
algunos casos concretos era de mayor beneficio para el núcleo 
de población poder clausurar la instancia constitucional, que 
insistir en la concesión del amparo. Por ejemplo, existe un caso 
de expropiación, en donde el núcleo de población presentó su 
demanda de garantías, y ya en trámite, se les ofreció una 
magnífica indemnización, la substitución de los terrenos por 
otros de similar calidad, más un pago en efectivo para cada uno 
de los infegrantes del núcleo, lo cual les resultaba 
verdaderamente atractivo, y a la luz del sentido común de 
mayor beneficio que ganar el amparo, pero no podían desistir 
del juicio; a ese caso concreto la Suprema Corte le encontró 
solución favorable a los ejidatarios con la consideración de que 
la manifestación del desistimiento, que venía avalada por un 
acta de asamblea general, importaba el consentimiento expreso 
del acto reclamado. 


Si bien la ley prohibía el desistimiento, no prohibía el 
consentilniento del acto. Fue una resolución hábil, justiciera 
fundamentalmente, pero de aquí nació la idea de que 
constitucionalmente se permitiera que los núcleos de población 
pudieran excepcionalmente, y por acuerdo de la asamblea 
general, consentir algunos actos reclamados. 
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Por otra parte, a diferencia de la presentación de la demanda, 
el principio de preclusión sí opera en cuanto a las resoluciones 
que se emiten dentro del juicio. Existe una tesis que dice: 


NAGRARIO. TERMINaS EN AMPARO, COMPUTO DE Las. 
NO DEBE MODIFICARSE EN SUPLENCIA DE QUEJA.- El 
alcance del Artículo 227 de la Ley de Amparo, que se refiere a la 
suplencia de la queja deficiente en materia agraria, no llega al extremo 
de desvirtuar el consentimiento tácito de un acto jurídico por falta de 
impugnación legal oportuna del mismo; ya que, si se toma en cuenta 
que el principio rector en lo establecido fue creado por el legislador para 
corregir los errores y las deficiencias en la queja, pnlebas, alegatos, 
comparecencia, excepciones, efe., es indudable que a trav/5s del mismo 
no se puede subsanar el consentimiento por la extemporaneidad de una 
gestión procesal, ya que no tiene la virtud de convertir en oportuno lo 
que es extemporáneo. "14 


Esta tesis vale inclusive para los núcleos de población. La 
sentencia de primer grado que emite un juez de distrito, y que 
es adversa al núcleo de población, puede impugnarse dentro del 
plazo de diez días de que disponen las partes para introducir 
el recurso de revisión, pero si no se hace valer el recurso de 
revisión aquí no opera la representación sustituta, ni se prorroga 
el tiempo de diez días para interponer el recurso, y entonces se 
da una paradoja, porque no pueqen desistir del juicio los 
comisariados ejidales, ni tampoco pueden consentir el acto 
expresamente pero sí pueden consentir una sentencia adversa 
con el simple expediente de no recurrirla. Sin embargo, así está 
diseñado nuestro sistema legal, y es muy importante que el 
principio de preclusión se respete, porque de otra manera se 
llegaría a la inseguridad jurídica pues alcanzaría no solamente a 
la posibilidad de reclamar un acto después de transcurrido 


J4 Semanario. Séptima Epoca. Vol. 139-144. Segunda Sala pág. 36 







89 REVISTA DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS 


mucho tiempo, sino que una sentencia de primera instancia que 
nunca fue recurrida, tiempo después se hiciera valer el recurso. 


En las anteriores circunstancias, conviene precisar que para la 
revisión sí hay el plazo de diez días. 


11.- NOTIFICACIONES PERSONALES. 


El Artículo 219 también establece beneficios para los núcleos 
de población, y se refiere fundamentalmente a las notificaciones. 
Manda que se notifiquen personalmente el auto que desecha la 
demanda, el que decida sobre la suspensión, la resolución que se 
dicte en la audiencia constitucional, las resoluciones que 
recaigan a los recursos... y luego tiene una fracción muy 
interesante que dice: uv. Cuando el tribunal estime que se trata de 
un caso urgente o que, por alguna circunstancia se puedan afectar los 
.intereses de los núcleos de población o de ejidatarios o comuneros en lo 
particular". Es decir, deja a discreción del juez de distrito 
- generalmente es el juez de distrito quién tramita esos amparos­
la decisión de mandar notificar personalmente algunas otras 
resoluciones de las no enlistadas en el propio precepto. 


Antes de la reforma comentada a la Ley de Amparo, la 
Segunda Sala de la Suprema Corte había dicho en lo 
conducente: 


UNOTIFICACION PERSONAL EN EL PROCEDIMIENTO DE 
AMPARO, CASO EN QUE DEBE ACORDARSE POR 
APLICACION DEL ARTICULO 30 DE LA LEY DE AMPARO." 


"EI Artículo 30 de la Ley de Amparo faculta a los jueces para 
ordenar, cuando lo estimen conveniente, que se hagan personalmente 
determinadas notificaciones. El ejercicio de esta facultad no debe 
sujetarse a forma meramente discrecional y a simple voluntad del 
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juzgador, sino que tiene que condicionarse a la importancia intrínseca 
de la determinación que debe ser objeto de la diligencia notificatoria, ya 
que obviamente por su trascendencia debe hacerse del conocimiento 
personal de la parte interesada para el uso de sus derechos. "15 


y aquÍ, para el amparo en materia agraria, se aplicó una 
disposición del amparo tradicional, creando un beneficio que no 
contemplaba en ese momento la ley. 


Después, ya en interpretación del actual Artículo 219, 
fracción V, la Corte insiste en que los jueces de Distrito están 
obligados a notificar personalmente a los sujetos de derecho 
agrario todos los acuerdos que les concedan plazos en relación 
con la preparación y desahogo de pruebas. 


Dice la tesis: 


"AGRARIO. NOTIFICACIONES PERSONALES EN JUICIOS 
DE AMPARO Y MATERIA AGRARIA. ACUERDOS 
RELACIONADOS CON LOS DERECHOS PROCESALES DE 
LOS NUCLEOS DE POBLACION EJIDALES y COMUNALES, 
EJIDATARIOS y COMUNEROS." El Artículo 219, fracción V, de la 
Ley de Amparo establece que los acuerdos que se dicten en los juicios 
de garantías deben ser notificados personalmente a los núcleos de 
población ejidales o comunales y a los ejidatarios o comuneros, cuando 
puedan afectar sus intereses. Por su parte, el Artículo 226 del invocado 
ordenamiento legal, previene que en los amparos en materia agraria los 
jueces de Distrito están obligados a acordar las diligencias necesarias 
para precisar los derechos agrarios de las entidades o individuos antes 
citados, así como la naturaleza y efectos de los actos reclamados; a 
recabar de oficio todas las pruebas, necesarias para tal efecto y, además, 
a cuidar que aquéllos tengan la interuención que legalmente les 
corresponda en la preparación, ofrecimiento y desahogo de pruebas 
cerciorándose de que las notificaciones se les hagan oportllnmnente, 


J5 Apéndice 1917-1995 Materia Administrativa Núm. 308 pág 222 
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entregándoseles las copias de los cuesi ionarios, interrogatorios o escritos 
que deban ser de su conocimiento. ?or lo tanto, debe ser notificado 
personalmente el acuerdo por el que se conceda un plazo a un núcleo de 
población ejidal o comunal, o a un ejidatario o comunero, en relación con 
la preparación y desaJwgo de una pnleba pericial o testimonial; y es 
indebido declarar precluído el derecho de dichas entidades o individuos 
de intenJenir en el desahogo de las pruebas señaladas".16 


Un caso verdaderamente excepcional derivado de una mala 
notificación de la sentencia, desencadenó una serie de sucesos 
como son los siguientes. 


Un propietario de derecho civil promueve un amparo en el 
que figuró como tercero perjudicado un núcleo de población; se 
dictó sentencia concesoria del amparo, y el señor juez de 
Distrito ordenó la notificación de la sentencia. Posteriormente 
declaró ejecutoriada su sentencia y despachó ejecución. 


Cosa rara en la materia agraria, pero esta sentencia se 
cumplió rápidamente, le quitaron las tierras al núcleo y se las 
entregaron al propietario, no obstante que en muchísimos casos 
no se logran fácilmente estos resultados. 


Después de cumplida la sentencia, el núcleo de población 
promovió un incidente de nulidad de la notificación y obtuvo 
resolución favorable. Después de invalidada la notificación 
promovió su recurso de revisión y, en segunda instancia, se 
revocó la concesión del amparo y se sobreseyó en el juicio. 


Después de mucho discutirse en el Tribunal Pleno se alcanzó 
decisión de mayoría en el sentido de que en ese específico caso 
el sobreseimiento produce efectos de retroejecución.17 


16 Semanario. Séptima Epoca. Vol. 157-162. Segunda Sala pág. 104 
17 Exp. Varios 400/94. Como Ejidal de Nvo. Ctro. de PobI. Del Mpio. de lanos, 
Chih. 19 de febo 1994. May. 6 vts. Ponente: OIga M. Sánchez Cordero. 
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12.- EL INFORME JUSTIFICADO. 


El informe justificado en la materia agraria tiene 
características muy especiales; es un informe extenso que 
releva de algunas obligaciones procesales al promovente del 
amparo. 


Previo al comentario de este tema, conviene observar que en 
todo el capítulo correspondiente del amparo agrario no se 
establece algo parecido al anterior Artículo 116 bis, que 
simplificaba la confección del escrito de demanda a algo muy 
elemental. Bastaba con que se señalara cuái es el acto, y si le es 
posible de qué autoridad proviene, y quién es el posible tercero 
perjudicado. Era una demanda verdaderamente simple, era una 
auténtica queja o querella en la que bastaba que un sujeto de la 
clase campesina dijera: tengo temor de que me quiten mi 
parcela, para que el juez tuviera que investigar quién y porqué 
querían realizar ese acto. 


En la ley actual no hay ninguna disposición que simplifique 
la elaboración de una demanda de amparo en materia agraria, 
pero hay un régimen de suplencia formidable, conforme al cual 
si una demanda no reúne todos estos requisitos en términos del 
Artículo 226, el juez de distrito estará obligado a requerir al 
quejoso para que le precise todo, y si el quejoso no puede 
hacerlo el juez debe coadyuvar con él, hasta configurar una 
demanda en términos normales. 


Conforme a la ley actual la demanda de amparo que presente 
alguno de los sujetos privilegiados por este juicio, debe reunir 
los mismos requisitos que toda demanda de amparo, excepto el 
señalamiento del tercero periudicado. 
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De acuerdo a lo dispuesto en el Artículo 223 de la Ley de 
Amparo, uno de los elementos que debe contener el informe 
justificado es el nombre y domicilio del tercero perjudicado, 
cuando lo hay. De aquí, por deducción, se obtiene la 
consecuencia de que si el quejoso no señala este dato, no hay 
problema, porque la autoridad responsable lo tendrá que 
señalar. 


La fracción II, del precepto citado, es coherente con otra. 
disposición muy interesante de la Ley de Amparo, que se refiere 
a la modificación de la litis constitucional, y que obliga a la 
autoridad responsable a informar no solamente si es o no cierto 
el acto reclamado en la demanda, sino que también debe decir si 
ha realizado otros actos similares o distintos, que tengan o 
puedan tener por consecuencia negar o menoscabar derechos 
agrarIos. 


Esta obligación de la autoridad concuerda con la disposición 
del Artículo 225. Conforme a este precepto, el Juez Federal 
tiene la obligación de pronunciarse sobre la constitucionalidad 
del acto reclamado, que realmente haya quedado probado, aún 
cuando sea distinto del señalado en la demanda, y esto 
trastoca de pies a cabeza el principio de congruencia que 


#	 impera en todos los procedimientos judiciales, porque el juez 
no va a resolver acerca de lo pedido, ni va a resolver siquiera 
conforme a lo pedido, ni en la medida de lo pedido, sino que 
va a resolver en la medida de lo probado. Y esta medida no 
depende tampoco del quejoso porque la obligación de probar 
gravita substancialmente sobre las autoridades responsables y 
sobre el propio juez de Distrito, quien debe recabar tantas 
pruebas, cuantas sean necesarias, para esclarecer los derechos 
agrarios de los núcleos de población ejidales o comunales y de 
los comuneros o ejidatarios que participan en los juicios de 
amparo. 
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Así es que en relación con esa facultad verdaderamente 
excepcional que en la materia se otorga a los jueces de Distrito, 
se impone la consecuente obligación de las autoridades 
de informar no solamente acerca del acto reclamado, sino la de 
cualquier otro acto que estén realizando, o tengan la intención 
de llevar a cabo. 


y también hay otra disposición que llama mucho la atención 
en cuanto al informe justificado. La autoridad debe señalar los 
preceptos legales que justifiquen los actos que en realidad hayan 
ejecutado, o que pretenden ejecutar. 


Llama la atención porque la fundamentación y motivación 
del acto reclamado es una garantía formal, y la Suprema Corte 
de Justicia en jurisprudencia firme, reiterada, constante, ha 
dicho que si no se cumple con el requisito de fundar y motivar 
en el texto mismo del acto, no se puede purgar esta deficiencia 
en el informe justificado. 


La tesis se registra con el rubro: "ACTO RECLAMADO. 
INVARIABILIDAD DEL MOTIVO DEL.I/l8 Y su contenido es 
el de que la autoridad, una vez que emitió el acto que se le 
reclama, no puede variar su forma ni su contenido, porque 
esto produciría estado de indefensión para el quejoso, quien 
ya conoció un acto en determinada forma y así se defiende de 
él; de ahí que si tal acto se cambiara en el curso del juicio 
de amparo, ciertamente habría afectación al derecho de 
defensa. 


Conforme a lo señalado con anterioridad, las autoridades 
tienen la obligación de acompañar en sus informes justificados 
toda una serie de constancias y documentos que prueban los 
derechos de las partes en estos juicios. 


18 Semanario. Séptima Epoca. Vol. 175-180. Segunda Sala pág. 9 
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13.- LA SUPLENCIA DE LA (¿UEJA 


El Artículo 225, establece la máxima suplencia posible de la 
deficiencia, no solamente de la queja, que se debe entender 
como sinónimo de la demanda, sino de las exposiciones, 
comparecencias y alegatos en los juicios de amparo en que sean 
parte como quejosos o como terceros las entidades o individuos 
que menciona el Articulo 212, así como en los recursos que los 
mismos interpongan con motivo de dicho juicio. 


Es de tal magnitud esta suplencia que obliga al juez de 
Distrito, primero, a perfeccionar la demanda cuando es 
irregular; y después, dentro del procedimiento tendrá que suplir 
todas las deficiencias del quejoso. No es necesario en algunos 
casos que comparezca más a juicio, basta con que presente su· 
demanda para que el juez de oficio y el Ministerio Público 
Federal, a quien le corresponde la vigilancia y cuidado en el 
desarrollo de estos juicios, y muy particularmente en la 
ejecución de las sentencias, se deba llevar de oficio todo el 
procedimiento correspondiente. 











CONEXIDAD DE LA ECOLOGÍA CON LA
 
MATERIA AGRARIA
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TRIBUNAL SUPERIOR AGRARIO 


1.- INTRODUCCIÓN 


En el marco del tema "ecología y desarrollo rural" abordaré la 
importante cuestión relativa a la conexidad de la ecología con 


la materia agraria. 


': Haré alusión únicamente a algunas de las cuestiones que 
integran el tema, varias de las cuales tienen correspondencia con la 
conexidad de la materia agraria. Las peculiaridades de esta 
intervención y el tiempo disponible, para tal fin, me impiden hacer 
un examen completo de las materias citadas. 


En los últimos años del milenio que termina, dos grandes 
prioridades demandan la atención de todas las naciones de la tierra 
por su incidencia en el destino futuro de la humanidad; el ,deterioro 
ecológico en el mundo y la crisis alimentaria que extiende la 
hambruna a sectores cada vez mayores de una población en 
crecimiento permanente. 


La presencia apremiante de estos factores en la actual 
problemática de la sociedad establecen el primer contacto, la inicial 
conexid§ld entre el agro y la ecología. 


Indican al mismo tiempo la necesidad de analizar nuestro marco 
jurídico relativo. 
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México posee una gran riqueza biológica en sus bosques 
tropicales y templados. 


Los científicos lo han clasificado como el cuarto país del mundo 
en importancia por su biodiversidad y por la cantidad de especies 
endémicas con que cuenta este país. 


Los bosques y selvas representan el 80% de propiedad comunal 
o ejidal, el 15% propiedad privada y el 5% propiedad federal. 


Cuenta aproximadamente con 29,983 ejidos y comunidades; de 
éstos, 7 mil son forestales, y de los 7 mil, 4 mil cuentan con recursos 
forestales no explotados y 2,100 con permiso de aprovechamiento 
forestal, y de ellos solo 10 tienen una industrialización mayor1, 


Como se puede ver, existe un gran potencial forestal representado 
por los ejidos y comunidades que aún no se incorporan a la 
producción. 


Las áreas naturales protegidas son 6'161,558 hectáreas, (el 4%), 
73 áreas protegidas, 44 parques nacionales y 10 reservas de la 
biosfera. 


La organización es el problema más grave que presenta el sector 
social forestal, son pocas sus posibilidades de integración 
económica y desarrollo. El 68% de los ejidos y comunidades tienen 
dificultades de organización interna y significativa degradación de 
sus recursos forestales, el 28% tiene algún grado de organización, 
pero enfrenta serias dificultades que le impiden incrementar el 
ritmo de crecimiento del recurso forestal, mientras que sólo el 4% 
ha podido consolidar su organización, aprovechar sus recursos y 
fomentarlos. 


¿Qué ha pasado que no han podido aprovechar sus riquezas? 


1 


{ 


1 


1 
( 


¡VII Censo Agropecuario 1991. Encuesta 1990. Sector Social-SARH y la CEPAL. {, 
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Que han ten do una organización inadecuada de la producción; 
,~tamoS dilapidando nuestros recursos. 


Es aquí donde la acción conjunta de la Federación, los Estados, 
lo,Municipios y todos los ejidos, deben coincidir en una 
~s 
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l 
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'modernización de sistemas de explotación. 


. Durante mi convivencia con las comunidades agrarias de la
 
, selva de Chiapas mi tierra y en especial los lacandones, pude
 


corroborar lo difícil que resulta que se regeneren las zonas
 
selváticas, por ello debe ser prioritaria su atención y apoyo, es
 
Importante ofrecer alternativas e incrementar programas
 
productivos inmediatos que les permita subsistir sin depredar. 


Il.- LA CONEXIDAD DEL SISTEMA JURíDICO MEXICANO. 


A) Fundamento constitucional 


, En la legislación mexicana la materia agraria y la preservación 
ecológica han guardado estrecha relación y enlace directo. 


En efecto, ambas materias .tienen su base constitucional en el 
Artículo 27, en cuyos principios se sientan las bases rectoras de la 
reforma agraria mexicana y constituyen el sustento de todas sus 
leyes reglamentarias. 


Asimismo, la Legislación Ecológica, tiene su basamento 
constitucional en el párrafo tercero del precepto de' Ley Suprema 
de referencia, donde se señala que la nación tendrá en todo'tiempo 
el derecho de imponer a la propiedad privada las modalidades que 
dicte el interés público, y que, "en consecuencia, se dictarán las 
medidas necesarias para ordenar los asentamientos humanos y 
establecer adecuadas provisiones, usos, reservas y dystino de 
tierras, aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras p/úblicas y de 
planear y regular la función, conservación, méjoramiento y 
crecimiento de los centros de población: para preservar y restaurar 
el equilibrio ecológico;..." Por su parte el Artículo 73 de J:a-propia 
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Constitución, faculta al C< ngreso de la Unión en su fracción ~X, 
inciso G: "para expedir leyes que establezcan la concurrenCIa del 
gobierno federal, de los gobiernos de los Estados y de los 
Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en 
materia de protección al ambiente y de preservación y restauración 
del equilibrio ecológico. 


B).- Legislación aplicable. 


Por otra parte, en diversas leyes reglamentarias de la reforma 
agraria mexicana encontramos la presencia de normas directa o 
indirectamente ligadas con la preservación del equilibrio ecológico 
y la protección del medio ambiente. Así, en el Código Agrario 
expedido el 31 de diciembre de 1942, en el Artículo 207, se ordena 
que para preservar, los campesinos y proquctores agropecuarios 
acatarán todas las medidas y disposiciones que dicte la Secretaría 
de Agricultura y Fomento. 


La Ley de Conservación de Suelos y Aguas, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 6 de julio de 1946, declara de 
utilidad pública: fomentar, proteger y reglamentar la conservación de los 
recursos de suelos yaguas, básicos para la agricultura nacional; y 
desarrollar la investigación, difusión divulgación y una acción educativa 
permanente acerca de los principios y prácticas de conservación que 
comprenda desde la educación de los niños, jóvenes, campesinos y 
población en general. Asimismo, la Ley Federal de Caza del 3 de 
diciembre de 1951, declara de utilidad pública la conservación, 
restauración, y propagación de toda clase de animales silvestres 
útiles al hombre. 


Casi todos los países del mundo en los años 70, empiezan a 
preocuparse del problema ecológico. 


El hombre toma conciencia y México en materia legislativa 
avanza y es así como en la Ley Federal de Reforma Agraria 
expedida a los 22 días del mes de marzo de 1971, observamos que 
su Artículo 154, dispone que: 
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"los ejidos y comunidades estarán obligados a la conservación y 
cuidado de los bosques conforme a las disposiciones que dicte la 
Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos y a los preceptos 
legales relativos; en todo caso habrán de contribuir a los programas 
de reforestación, creación y cuidado de viveros de árboles frutales 
y maderables, y, en general, al fomento de la riqueza forestal 
nacional. Asimismo, deberán cumplir estrictamente cori las 
disposiciones, programas y técnicas que sobre conservación de 
suelos yaguas dicten las autoridades correspondientes y todas 
aquellas referentes a sanidad animal o vegetal, las que serán 
informadas a las autoridades ejidales para que la asamblea general 
colabore estableciendo sanciones a los infractores. 


Desde esa época el Cuerpo Consultivo Agrario dependiente de 
la Secretaría de la Reforma Agraria, dotaba de volúmenes de aguas 
de manera accesoria en superficies concedidas por dotaciones 
agrarIas. 


La Ley Federal de Aguas, publicada en el Diario Oficial de-la 
Federación el 11 de enero de 1972, en su Artículo 2° establece que se 
declara de utilidad pública: 


"IX.- La protección, mejoramiento y conservación de cuencas, 
cauces, vasos y acuíferos". 


"XXXI.- La prevención y el control de la contaminación de las 
aguas, cualquiera que sea su régimen legal, en los términos de la 
Ley para Prevenir y Controlar la Contaminación Ambiental, y 
demás disposiciones aplicables". 


La Ley Forestal, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
del 30 de ¡nayo de 1986, en su Artículo 3° declara de utilidad 
pública: lila conservación, protección, preservación, mejoramiento y 
restauración de los ecosistemas forestales", 


Por otra parte al establecer los lineamentos de la política 
nacional en materia forestal, señala como una obligación básica de 
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la Secretaría de Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural, apoyar 
el desarrollo rural integral, coadyuvar a la productividad 
alimentaria e impulsar la de otros sectores vinculados a la actividad 
forestal. 


En la vigente Ley Agraria promulgada el 23 de febrero de 1992, 
nos encontramos que el Artículo ¿:>, en su párrafo segundo, 
establece que: "el ejercicio de los derechos de propiedad a que se refiere 
esta ,.ley en lo :elaci~nado con el aprovechamiento urbano y el equ~fibrio 
ecologzco, se ajustara a lo dispuesto en la Ley General de Asentamientos 
Humanos, la Ley del Equilibrio Ecológico y la protección al ambiente y 
demás leyes aplicables" . 


La Ley General de Asentamientos Humanos, promulgada el 20 
de mayo de 1976, establece que sus disposiciones son de orden 
público e interés social y tiene por objeto establecer la competencia 
concurrente de los Municipios, Entidades Federativas y Gobierno 
Federal, en la ordenación y regulación de los asentamientos 
humanos en el territorio nacional. La conservación y mejoramiento 
de los centros de población implica· mantener el equilibrio 
ecológico, según lo postulan los Artículos 31 Y33 del ordenamiento 
legal en referencia. 


En la Ley Federal del Mar promulgada el 20 de diciembre de­
1985, el Artículo 21 señala que en el ejercicio de los poderes, 
derechos, jurisdicción y competencia de la nación dentro de las 
zonas marítimas mexicanas, se observará y aplicará la Ley General 
de Equilibrio Ecológico al Ambiente, la Ley General de Salud, la 
Ley Federal de Aguas y sus reglamentos, para prevenir, reducir y 
controlar la contaminación del medio marino. 


La Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente, promulgada el 23 de diciembre de 1987, reglamentaria 
del Artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, establece que sus normas son de orden público e 
interés social y que tienen por objeto la preservación y restauración 
del equilibrio ecológico, así como la protección al arnbiente en el 
Territorio Nacional y en todas las zonas en las que ejerce su 
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y juriscJicción. Define los principios de la política
 
;eco16gic 1 en general y reglamenta los instrumentos adecuados para
 
'su aplicación.
 


; En su Artículo z> señala que el ordenamiento ecológico será 
tomado en consideración en la regulación del aprovechamiento de 


recursos naturales, en cuyo áInbito se tendrá presente la 
Jrealización de obras públicas; las autorizaciones para el uso del 


en el ámbito regional para actividades agropecuarias, \ 
y primarias en general, que puedan motivar 


desequilibrios ecológicos. 


Ley considera como áreas naturales, las reservas de la 
así como las especiales, los parques nacionales, 


monumentos naturales, parques marinos, áreas de protección de 
recursos naturales, así como la flora y la fauna, parques urbanos y 
zonas sujetas a conservación ecológica. 


declaratorias para el establecimiento, conservación, 
administración, desarrollo y vigilancia de las áreas naturales 
contendrán la delimitación precisa del área, las modalidades a que 
se sujeta, la causa de utilidad pública y las acciones y actividades 
que puedan desarrollarse en ellas. 


Las áreas naturales protegidas podrán comprender todos' los 
predios sujetos a cualquier régimen de propiedad, ya sea nacional, 
ejidal, comunal o privada. Su aprovechamiento se sujetará a las 
modalidades que imponga la Ley y la declaratoria correspondiente. 


Para la exploración, explotación o aprovechamiento de los 
recursos de las áreas naturales protegidas, las autoridades podrán 
expedir los permisos, autorizaciones, licencias o concesiones que 
procedan. En todos los casos las Secretarías de Agricultura y de la 
Refonna Agraria, presentarán a ejidatarios y comuneros la asesoría 
técnica necesaria para llevar a cabo los aprovechamientos en zonas 
sujetas al régimen ejidal o comunal. 







104 CONEXIDAD DE LA ECOLOCIA 


Las medida; que el Ejecutivo Federal podrá imponer, para la 
preservación d ~ las áreas naturales protegidas, serán las que según 
las materias respectivas, establecen la Ley General de Equilibrio 
Ecológico, la Ley Forestal, la Ley Federal de Aguas, la Ley Federal 
del Mar, la Ley Federal de Caza, la Ley Orgánica de la 
Administración Pública y, todas aquéllas que resulten aplicables en 
materia de protección ecológica, según lo apunta la Ley General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente indicada, en su 
Artículo 69. 


A mi juicio, la reseña panorámica que hemos hecho es de las 
más importantes leyes en materia agraria y ecológica, dentro del 
sistema jurídico mexicano, resalta los puntos de conexidad que 
existen no sólo f-ntre ellas, sino entre los problemas y materias que 
derivan de aquE:llos actos de particulares o políticas que pudieran 
alterar los ciclos normales de la naturaleza, en las materias ya 
descritas. 


Desde luego, dichas normatividades se relacionan y enlazan 
en forma directa y estrecha, y hasta podríamos decir que las 
leyes agrarias siempre han destacado la importancia que tiene la 
preservación de los recursos naturales en los que sustentan la 
vida económica del país, y de ahí también la convivencia de 
proteger el equilibrio ecológico, como condición de su propia 
subsistencia. 


Para los campesinos y los productores agropecuarIos, que 
fundan su sostenimiento, subsistencia y desarrollo, en el 
aprovechamiento y utilización de los recursos naturales, 
particularmente la tierra, el agua, los bosques y la fauna y flora, una 
política de protección, fomento y conservación de dichos recursos, 
reviste la más alta importancia para su vida futura, por eso su 
compromiso y responsabilidad con los programas de política de 
preservación ecológica que impulsa el Gobierno Federal. 


Sobre esto último, o sea sobre nuestro régimen de Gobierno 
Federal, estimamos debe hacerse un replanteamiento de leyes 
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relacionadas con la ecología y las cuestiones agrarias q le inciden 
en la regularización del suelo, en el sentido de federali2 ar aquella 
normatividad que regule áreas que no sólo incumban a estados en 
particular, sino, que por vincularse con los recursos náturales, son 
del interés nacional. 


Juzgo, que en un sistema federal como el que corresponde a 
México, es necesario revisar la Legislación de las Entidades 
Federativas en Materia de Preservación Ecológica, en atención a la 
competencia concurrente con la federación que les corresponde, 
porque en los programas que han de aplicarse a zonas y regiones, 
deben comunicarse, en forma coordinada, las acciones y los 
esfuerzos de las autoridades federales, estatales y municipales, en 
un todo que es el interés del país. 


Asimismo, es indispensable revisar y actualizar las diversas 
leyes que concurren a la preservación y restauración de los 
recursos naturales, al control de la contaminación del aire, el 
agua y el suelo, la protección de los bosques, la flora y la 
fauna, para obtener todos los beneficios económicos que sean 
susceptibles de proporcionar su aprovechamiento racional, sin 
perjuicio del equilibrio ecológico y de su propio deterioro. 


Sin embargo, la experiencia nos ha demostrado que no es 
suficiente la sola regulación normativa para resolver los problemas 
sociales, económicos, políticos y ecológicos que confronta la 
sociedad, sino que se requiere de la decisión del Estado, para 
normar, y para aplicar cabalmente la ley y hacer frente a esa 
problemática. 


Estas reflexiones desde luego son enunciativas de una temática 
que debe ser considerada internacionalmente, que reclama 
atención en todos los estados para ofrecer a cambio· mayor eficacia 
política en el control ecológico y una legislación congruente con la 
realidad. 
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111.- CONEXIDAD CON EL DERECHO COMPARAOO 


En la mayoría de los países se habla de Derecho Rural Agrario o 
Derecho Agrario Ambiental. 


En mi concepto, la discusión sobre el tema es muy divergente y 
considero que debe de hablarse de Derecho Agrario Ecológico. 


Si el deseo es de vincular otras ramas del Derecho como el 
Derecho Alimentario, el Derecho Ecológico o el Derecho 
Ambiental, entonces se debe partir de su auténtica fuente real que 
es la tierra, por 10 tanto la materia principal es la agraria y esta es la 
razón que funda la denominación de rni tema como la conexidad de 
la ecología con la materia agraria. 


Por tanto, lo urgente y prioritario en el tema no vendría siendo 
sólo el aprovechamiento de estas' zonas, porque si así fuera 
estaríamos hablando de un Derecho Alimentario dentro del 
Derecho Agrario. 


Creo que debemos aspirar a más, a un verdadero desarrollo 
integral, y ¿como lograrlo? Es un tema muy difícil, con solución 
difícil si se analiza seriamente. 


Las reformas a la Ley Agraria nos demuestran que muchas 
veces las presiones del mundo cambiante nos ubican dentro de la 
realidad, y la tierra ha cambiado, las áreas forestales se deterioran 
cada día más porque el discurso no ha pasado de ser eso, un simple 
discurso, este es un asunto no sólo del Estado o de determinado 
país. 


Debemos contribuir o sumarhos a un esfuerzo que debe de ser 
global a todos los países del mundo, iniciando por el nuestro; si 
existen reservas ecológicas que no deben tocarse ¿por qué no buscar 
la forma de que las leyes también sean mas efectivas en esta materia? 


A la Organización de las Naciones Unidas, para la Agricultura y
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la Alimentación (FAO), se le reconoce su interés porque se 
intensifiquen los aportes a la ciencia jurídica y porque se conozca 
con mayor intensidad la Legislación de los Estados miembros, 
sobre la materia agraria y alimentaria. 


Esto importa a todos y hace pocos días, exactamente el 11 de 
marzo estuvo en México Jacques Diouf, director de la FAO y al 
hablar sobre las perspectivas y desafíos del desarrollo rural 
mexicano, señaló la importancia que tiene México en el cuadro del 
desarrollo agrícola y rural mundial por su especial posición entre 
los países en desarrollo y los países industrializados, y dijo que: "el 
sector agropecuario mexicano está enfrentando un período de 
transición desde el sistema protegido anterio! hacia un nuevo 
esquema, de creciente internacionalización asociado a su adhesión 
al GATI Y sobre todo a la entrada en vigor del Tratado de Ubre 
Comercio de América del Norte (TLC), bajo estas nuevas 
condiciones dijo, se hace necesario poner énfasis en la 
modernización y desarrollo tecnológico, con mayores niveles de 
inversión en infraestructura y en la potencialización de los recursos 
humanos y principalmente los esfuerzos combinados de los 
sectores privado y público que deberían encaminarse hacia la 
adecuación de los procesos productivos, a las características de los 
recursos naturales. 


Asimismo, tales acciones deben apuntar a eliminar las causas de 
desigualdad social existentes en el medio rural, para lograr 
mayores niveles de equidad económica y social y reconociendo que 
la seguridad alimentaria aún es un grave problema en el cual no se 
ha avanzado como se esperaba y se ofreció en 1974, en la 
conferencia mundial de la alimentación y por tal razón, en la 
próxima Cumbre Mundial sobre la Alimentación que se realizará 
en la sede de la FAO en Roma en el mes de noviembre de este año, 
se buscará la aprobación de una Declaración Normativa y de un plan 
de acción que trazarán las líneas generales dentro de las cuales 
cada país dispondrá los programas, los recursos y las acciones de 
cooperación necesarias para afrontar su compromiso con la 
seguridad alimentaria mundial. 
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Es o}Jortuno recordar que el Dr. Alberto Ballarín, el año pasado 
y en el periódico "La Jornada", dijo que México necesitaba exigir 
que se subvencionaran la mayoría de las actividades del campo. 


Esto coincide con lo que dijo el citado director de la FAO al 
reconocer que ese fue el error de nuestro país, o sea el no haber 
exigido la subvención mencionada. 


Lo antes citado es vigente en nuestro país, porque es patente que 
la estructura básica del medio rural no ha cambiado 
significativamente. El minifundio continúa siendo la estructura 
agraria dominante. 


Señores, me atrevo a decir: que esto no puede seguir así; 
para empezar debemos de tomar conciencia del problema 
ecológico. 


En algunos países europeos como Alemania y Francia la 
tendencia legislativa es adecuada al considerar estos segmentos 
de la enciclopedia jurídica bajo el rubro de Derecho Agrario 
Ambiental. 


Ello responde a una concepción moderna que considera la 
repercusión de toda conducta humana sobre al agro y la ecología. 


Alemania 


En Alemania la Ley de Concentración Parcelaria de 1953, que 
orientaba a la evolución económica. 


Posteriormente, la Ley de Tarea Común para la Mejora de la 
Estructura Agraria de 1969 a 1988, empieza a hablar de un Derecho 
Agrario Ecológico más adaptado a la realidad actual y a las 
necesidades que se prevén en el futuro inmediato, es decir una 
realización actual y en prospectiva. 
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Francia 


El Código Rural Francés adoptado por la Ley del 3 de abril de 
1958, que se considera el mejor y más completo, consta de ocho 
libros que tratan respectivamente del Régimen del Suelo, del Régimen 
de las Aguas y de la Policía Rural. 


Es una compilación de diversas leyes agrarias en donde se 
entiende a la perfección la relación humana con la naturaleza. En 
este Código no hay diversas priori~ades. 


La producción es basada en la conservación, y el objetivo 
económico va aparejado del objetivo ecológico. Algunos autores 
como Jean Megret lo critican, señalando que est~ Códieo carece de 
unidad. 


Pese a lo que dice este autor, se nota que en Francia el problema 
ecológico no es crítico, así como que su ley se refleja en la realidad, 
pues han sabido preservar sus bosques. 


España 


Para los españoles el aspecto sociológico ha sido muy relevante, 
la conducta humana es importante en el tema ecológico, se ha 
preocupado por un estudio sistemático del Derecho Agrario 
Autonómico, en donde el espacio rural se convierte en el elemento 
aglutinador de toda la actividad agraria de sus sujetos y sus 
elementos como bien lo señala Delgado de Miguel en este contexto 
considero está muy generalizado el tema ecológico, debe quizá 
desde mi punto de vista, centrarse más en el Derecho Agrario 
como base por ser un Derecho ya constituido, para soslayar el 
problema de la cuestión competencial, lo importante en las leyes de 
carácter ecológico de este país es que la producción legislativa es 
activa e insisten muchos sobre las normas agroalimentarias. 


Latinoamérica no ha sido ajena a los esfuerzos para legislar sobre 
el medio ambiente, limitándome por razones de tiempo, a hacer 
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comentarios muy breves sobre algunos países té les como 
Colombia, Venezuela, Ecuador, Costa Rica, Brasil, Argentina, 
Paraguay y algunas de sus leyes. 


En Colombia por ejemplo existe un Código que data de 1975, 
donde se regula la materia ecológica abarcando tres rubros. 


A) Lograr la preservación y restauración del ambiente y la 
conservación, mejoramiento y utilización racional de los 
recursos naturales renovables, que aseguren el desarrollo 
armónico del hombre y de dichos recursos. 


B) Prevenir y controlar los efectos nocivos de la explotac1ón de los 
recursos naturales no renovables sobre los demás recursos; y 


C) regular la conducta humana, individual y colectiva y la 
actividad de la administración pública, respecto del ambiente y 
los recursos naturales; así como la relación que surge del 
aprovechamiento y conservación de tales recursos del ambiente. 


Existe también un "Código de Recursos Naturales Renovables y de 
Protección al Ambiente 11 en el que se preceptúa la regularización de 
la materia ambiental en sus Artículos 195, 199,200 Y203 los cuales 
determinan que en este país el Código abarca la regularización de 
los recursos del dominio y usos de las aguas sobre accesiones de 
frutos y de suelo, sobre servidumbres, acciones especiales en 
materia del agua y régimen forestal; al igual que Costa Rica cuenta 
con un consejo asesor de la política agropecuaria, tiene muchas 
leyes enumeradas, pero en su mayoría dispersas y obsoletas. 


El régimen de las aguas no corresponde al Derecho Agrario sino 
a otras ramas jurídicas principalmente la civil y la administrativa. 


Para la mayoría de los agraristas colombiános2 aún no se puede 


2Teoría General del Derecho Agrario.- Universidad Externado de Colombia, Tomo 
I, 1985.- Joaqum Vanm Tello. 
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hablar de Derecho Ambiental o Ecológico aunque exista un Códi go 
que regula todo lo relativo al ambiente y sus recursos. 


Venezuela 


En lo tocante a Venezuela, observamos que su Ley Orgánica del 
Med~o Ambiente del año de 1976, establece el control ecológico a 
través de la conservación, defensa y mejoramiento del ambiente, 
creando para ello la Oficina Nacional del Ambiente. 


Ecuador 


Por lo que hace a Ecuador, la Ley para la Prevención y Control de la 
Contaminación Ambiental contempla la preservación de los recursos 
aire, agua y suelo, mediante competencia de ciertas autoridades 
verbigracia, a los ministros de salud, de agricultura y ganadería, 
de la defensa nacional, de recursos naturales y energéticos, de 
industria, comercio e integración de trabajo y bienestar social, 
de gobierno, de educación pública, a la comisión ecuatoriana de 
energía atómica, a las universidades y escuelas politécnicas, así 
como, de otras instituciones publicas o privadas, vinculadas directa 
o indirectamente con programas de desarrollo regional provincial 
o local, que conlleven problemas de contaminación ambiental. 


Costa Rica 


De igual forma Costa Rica tiene preceptuado el derecho a gozar 
de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, en el Artículo 
SO de su Constitución Política y en un decreto de 1981, que sirve 
para regular la materia ecológica mediante un Consejo Nacional de 
Protección y Mejoramiento del Ambiente, como integrante del sistema 
nacional de protección y mejoramiento del ambiente así como otros 
mecanismos de coordinación y asesoría, como comisiones o 
comités que se establezcan por decisión del Consejo Nacional, 
además, de la Procuraduría Ambiental y de la zona marítimo 
terrestre, que tiene también un departamento de calidad de vida de 
la defensoría de los habitantes y una fiscalía ecológica, existe un . 
Instituto Nacional de Biodiversidad, que busca conservar la 


1 
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riqueza orgánica en el establecimiento de reservas y parques, una 
Dirección General de Vida Silvestre del Ministerio de Recursos 
Naturales, Energía y Minas. 


Brasil 


Destaca Brasil por su gran variedad biológica. 


Regula la materia en su Constitución de octubre de 1988 en la 
que se instituyó un capítulo sobre el medio ambiente. 


En su Artículo 225 declara como patrimonio nacional a la 
floresta amazónica bl'asileira, a, Matlantico, a Serra do Mar, 
determinando' que eSétS zonas si pueden ser utilizadas por el 
hombre mediante ciertas condiciones que aseguren a preservar el 
medio ambiente. 


Existe además un organismo denominado COMANA, Consejo 
Nacional del Medio Ambiente, que se encarga de cuidar los sitios 
ecológicos de relevancia cultural, reservas ecológicas, biológicas y 
florestas nacionales. 


1.- Mantención del equilibrio ecológiCO; 


2.- racionalización del uso del suelo, del agua y del aire y; 


3.- planeación y fiscalización de los recursos ambientales; 


4.- protección de los ~osistemas. 


Argentina 


En el cono sur, Argentina da menor relevancia a la materia 
agraria a la cual subsume en otras ramas del Derecho. 


Como dice Vivanco3, la regularización jurídica ambiental no es 


3Antonio Vivanco.- Derecho Agrario en la Argentina y sus "corrientes doctrinarias".­
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inherente a la actividad agraria, pon ue su concepto es de mayor 
extensión y menor connotación, no se confunde con la defensa de 
los elementos que contribuyen a ella y recalca que ésta es una 
actividad convergente y coadyuvante de la producción. 


República de Paraguay 


La república de Paraguay cuenta con un Estatuto Agrario de 
1940, que consta de 200 Artículos que se refieren a la reforma 
agraria y la colonización, los arrendamientos de los bosques y el 
registro agrícola. 


No se ve con claridad que estén tomando muy en cuenta los 
intereses ecológicos desde el punto de -"ista agrario. 


México quizá sea de los únicos en el mundo que desde su origen 
en el Derecho Agrario los juristas y el legislador, han tenido la 
certeza de ligar ambas cosas, Derecho Agrario y preservación de. 
recursos naturales, aunque en la práctica se manejen diferentes. 


En la Secretirría de Reforma Agraria y hoy en el Tribunal 
Agrario se han resuelto expedientes tomando en cuenta los 
decretos expedidos en reservas ecológicas, analizando 
debidamente las cláusulas y diStinguiendo aquellos solicitantes de 


;	 tierras que ellos mismos han realizado las peticiones para proteger 
sus reservas. 


El 11 de enero de 1982, se publica en el "Diario Oficial de la 
Federación" la Ley Federal de Protección al Ambiente, como normas 
para la conservación, protección, preservación, mejoramiento y 
restauración del medio ambiente, de los recursos que lo integran, 
y para la prevención y control sobre los contaminantes y las causas 
reales que los originan. Actualmente, rige la "Ley General de 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente", cuya aplicación 


Revista Derecho y Reforma Agraria. Instituto Iberoamericano de Derecho 
Agrario y Reforma Agraria. Universidad de los Andes, Facultad de. Ciencias 
Jurídicas y Políticas. 
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compete a la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología, así como 
a la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente. 


Cuerpo normativo, que resulta concurrente o vinculado en 
cuanto al ejercicio de los derechos de propiedad a que se refiere la 
Ley Agraria vigente, en lo relacionado al equilibrio ecológico, 
conforme a lo dispuesto en la segunda parte del Artículo ~ de la 
citada Ley Agraria. 


En diversos países del mundo, el Derecho Agrario ha sido 
considerado como un derecho' conservacionista, el derecho de 
defensa de la naturaleza o del medio ambiente. 


Las propuestas de solución desde mi concepto deben ser 
prevencionistas. 


Lo que interesa es atacar el problema desde su origen. 


En consecuencia, dichos carrLbios aquí no pueden ser sólo el 
resultado de la evolución racional de las instituciones jurídicas. 
Deben atender, prioritariamente, al sostenimiento de las realidades 
ecológicas del planeta y a la conveniencia de mantener o proscribir 
cualesquiera medios de transfonnación. Se trata, en fin, de ejercer 
dominio jurídico sobre actos de individuos y gobiernos que de 
alguna manera alteren o repercutan en la evolución de la 
naturaleza, al que también se podría añadir su observancia 
internacional, de acuerdo a los respectivos tratados. 







LAS RELACIONES ENTRE EL DERECHO AMBIENTAL Y EL
 
DERECHO AGRARIo: ASPECTOS PROCESALES Y
 


SUSTANTIVOS.1
 


JORGE CABRERA MEDAGUA. 
PROFESOR DE LA UNIVERSIDAD DE 


CosrARICA 


I ntroducción. Los problemas ambientales que sufre el mundo se 
manifiestan por doquier, poniendo en amenaza la existencia 


misma de la especie humana. La erosión de los suelos y sus 
efectos sobre la seguridad alimentaria; los peligros derivados del 
agotamiento,. cada vez mayor, de la capa de ozono; el 
calentamiento global de la atmósfera debido a la emisión de gases 
de efecto invernadero y sus consecuencias sobre los ecosistemas, 
incluida la producción agrícola; la pérdida de los bosques - cuyo 
ritmo adquiere dimensiones impresionantes - con repercusiones 
de la más diversa índole: aumento de la erosión, deterioro de las 
cuencas hidrográficas, irregularidades en los microclimas, 
disminución de los servicios de sumideros internacionales de 
gases de efecto invernadero; pérdida de la diversidad biológica, la 
cual presenta un carácter absolutamente irreversible mientras que 
su importancia la agricultura, la salud, etc. es de primer orden; 
contaminación de las aguas dulces y de los mares debido a las 
más diversas causas, lo cual limita las posibilidades de uso de las 


1 Abogado graduado de la UCR. Posgrado en Derecho ComercüÜ. Posgrado en 
Derecho Agrario y Ambiental. Investigador del Instituto de Invéstigaciones 
Jurídicas de la UCR. Profesor de la Escuela de Relaciones Internacionales de la 
Universidad Nacional y la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa 
Rica en el área del Derecho Ambiental. Coautor de varios libros y artículos de 
esa materia. 
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aguas y disminuye la disposición de agua potable, con lo cual la 
afirmación de que el recurso hídrico será un elemento tan 
estratégico como el petróleo en el futuro cercano, se hace cada día 
más real; contaminación del aire, con el consiguiente aumento 
de las enfermedades respiratorias y afines; uso indiscriminado de 
plaguicidas; avances en la desertificación alrededor del mundo, 
etc. 


¿Puede el Derecho Agrario permanecer impasible ante esta 
realidad? ¿Puede el intérprete de éste, una rama del derecho 
estrechamente ligada a concepciones de carácter axioló,gico, 
permanecer extraño a esta problemática? Sin duda, la respuesta es 
negativa. De la rápida enunciación de los riesgos arnbientales 
resulta sencillo deducir la amenaza que se cierne sobre la materia 
propia de la agricultura, sobre los procesos productivos y sobre 
los sujetos agrarios. Profundizar en este tópico deviene . .
InneCeSarIo. 


Esta investigación pretende brindar algunas ideas en tomo a la 
competencia agraria sobre la materia ambiental. ¿Quiere ello 
decir que el Derecho Ambiental se encamina a constituir un 
segmento del Derecho Agrario? 


Si bien es cierto existen zonas de confluencia y similitudes 
entre ambos· órdenes normativos, la asimilación de uno por el 
otro no puede ser sostenida válidamente. Por supuesto que no se 
trata de materias contrapuestas. Por ejemplo, se ha hecho 
mención por parte de diversos cultores del Derecho Agrario de la 
existencia y vinculación con la materia del Derecho de los 
Recursos Naturales y de 'la conexión existente entre Derecho 
Agrario y recursos naturales. La agricultura, por sus 
características intrínsecas, posee una relación directa e inmediata 
con la conservación (o la desg-ucdOn) de los recursos naturales. El 
empresario agrÍCola puede ser' considerado un "guardián del 
ambiente", can una posición privilegiada para conservar los 
recursos natural:e$,~pecialmente la diversidad biológica de las 
plantas, el sueio.. elagua, etc. ,
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Pese a esta conexión y a determinados intentos de hablar de un 
derecho agrario-ambiental 2, falta aún la base' teórica que brinde 
una e~tructura propia. Las diversas investigaciones y trabajos 
encamInados hacia ese fin, tanto en Italia como en nuestro país, si 
bien nos permiten contar con una adecuada guía, no resultan en 
un mosaico acabado de las estructuras y los institutos agrario 
,mlbientales. 


Por ello, sin pefJulclo de posteriores desarrollos en esta 
materia, hemos de precisar que el derecho ambiental tiene por 
objeto la'conservación del equilibrio ecológico y la-protección de 
la salud, compartiendo con el agrario el primero de los indicados, 
más no, en principio, el segundo de ellos3. Por supuesto que 
tratándose de dos ramas del derecho in fieri, no podemos 
establecer fronteras cIaras entre uno y otro. 


Como se ha afirmado" Hoy asistimos a un replanteamiento del 
objeto de la disciplina. Por ejemplo en Italia se discute mucho 
hasta donde el Derecho Agrario se podría convertir en un 
Derecho Agrario Ambiental. Los agraristas puros (Carroza, 
Massart, Germanó), se resisten a una modificación del "iU5 
propium", es decir de la esencia de la agricultura en cuanto al ciclo 
biológico de producción vegetal o animal. Unicamente aceptan la 
posibilidad vinculada a la tutela de los recursos naturales, cuando 
esté vinculada a la producción agraria. 


2 Cfr CARROZZA¡ Antonio. Lineamenti di un Diritto Agrario Ambientale. En 
Rivista di Diritto Agrario, Milano, Anno LXXIII; Aprile-Giugno de 1994, pp. 151­
172. 
3 Debe indicarse que no pueden ser separadas ambas materias en forma 
absoluta donde el triángulo derecho a la vida, derecho a la salud y derecho a un 
ambiente sano presenta mutuas implicaciones. Por otra parte al derecho 
ambiental le interesa no sólo el ambiente natural sino también la problemática 
de naturaleza urbana, debido a la consideración de la salud como un estado de 
bienestar síquico y físico, que requiere de adecuadas condiciones urbanas 
de vida. 
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En Costa Rica, sin duda alguna, se ha aceptado y desarrollado 
en la doctrina agrarista esta nueva dimensión de la disciplina 
aceptándola-al menos parcialmente- dentro del objeto de su 
conocimiento. Así los profesores Ricardo Zeledón y Rafael 
González Ballar"4 


La dimensión del Derecho Agrario, la cuestión de su objeto y 
de sus institutos, el método, las fuentes, los principios, la 
interpretación, desarrollada por autores como Antonio Carrozza, 
hoy quizá deba ser analizada a la luz de la influencia que una 
serie de elementos presentan sobre este "iU5 propium" agrario, 
como lo son por ejemplo, los mercados internacionales y el 
desarrollo sostenible. Sin duda muchos de los institutos del 
ámbito agrario deban ser estudiados desde otra óptica en virtud 
de esas peculiares transformacioneE acaecidas en el mundo. Por 
supuesto que adicionalmente a las modificaciones de índole 
sustantiva, se requiere de analizar los problemas de orden 
procesal que se presentan debido a la conexión entre Derecho 
Agrario y la temática del alTlbiente.. 


Surgen a la vez polémicas respecto a determinadas áreas o 
zonas de contacto, como el caso del ecoturismo o agroturismo, 
que alguna jur!sprudencia nacional agraria de avanzada ha 
considerado propios de la jurisdicción agraria. También se 
presentan polémicas referentes a la posesión ambiental o 
ecológica, que el Tribunal Superior de Casación Penal, ha 
considerado no constituye materia propia de la jurisdicción 
agrariaS, criterio que por lo expuesto adelante, no se comparte. 


4 Conferencia del Lic. Enique Ulate Chacón, El nuevo proyecto de LetJ de 
Jurisdicción Agran'a y Ambiental, San Carlos, 1995, p. 1. A los cuales yo agregaría 
a la abogada ambientalista Roxana Zalazar, cfr. de esta autora Análisis Legal,e 
Institucional de la Actividad Bananera en Costa Rica, San José, Fundación AMBlO, 
1994,p.4. . 
5 Sentencia 42-A-95 de las dieciséis horas del treinta de enero de 1995. La 
resolución, se Ilimita a confirmar los argumentos del Tribunal Superior Agrario 
por considerar que la posesión ecológica no conlleva una actividad empresarial 
agraria. Consiqera además en este caso se trata de mantener el estado natural 
de los terrenos~ mientras que la actividad agraria, es precisamente la que 
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Como afirmamos líneas atrás, la vinculación existente entre en" 
Derecho Agrario y el Derecho Ambiental no ha sido descuidada 
por los diversos autores que han tratado doctrinariamente esta 
temática. Por el contrario, la posición de la agricultura frente al 
uso y abuso de los recursos naturales es sin duda privilegiada, 
"naturaleza y agricultura están desde siempre indisolublemente 
ligadas. La agricultura - es la actividad más vecina a la 
naturaleza"6. De esta forma, fundamentalmente las conexiones 
entre ambas disciplinas jurídicas se han enfocado hacia el tema de 
la denominado agricultura biológica u orgánica o bien a través 
del análisis del papel de nuevas formas de producción agrícola y 
sus efectos ambientales? Se ha dicho que tampoco puede 
continuarse hablando de la agricultura de "producción" por 
cuanto los nuevos tiempos requieren-que se discipline la 
agricultura de "protección" sin olvidar que-la primera continúa 
siendo el núcleo del Derecho Agrari08 ­


Ni siquiera otras actividades de corte comercial o industrial 
tienen potencialmente tanta relación con su ambiente natural. La 
estrecha conexión entre ambos tipos de ordenamientos puede 
constatarse con algunos simples ejemplos de limitaciones a la 
actividad agraria de producción en atención a .la necesidad de 
conservar los recursos naturales. Normativa que ha sido 
calificada de estrictamente agraria como la Ley de Titulación 
Múltiple de Tierras, ArtÍ<;)llo 15 inciso b, la Ley de Creación del 
Instituto Costarricense de Tierras y Colonización Artículo 1 inciso 
4 y 68 inciso 4, la Ley de Informaciones Posesorias Artículo 7 y la 


destruye, pues para producir agrariamente se debe destruir," con lo cual se 
presenta un conflicto de intereses entre ambas materias: la conservación y la 
producción. Voto 582 de las 13 horas del 11 de agosto de 1994. 
6 Carrozza, op. cit., p. 156 
7 Cfr sobre esta posición teórica, cfr. Am Terze Giomate Camerti di Diritto 
Agrario Comunitario, Universitá Degli Studi di Camerino, 1990, in totum y 
Ezio Capizzano, Fra Paure e Speranze, en el texto citado IX y ss. 
8 Victoria, María Adriana, Regulación jurídica de la agricultura biológica, en 
Revista Argentina de Derecho Agrario y Comparado, Rosario, Año 2, Número, 


0diciembre de 1994, p. 35 00 
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Ley Forestal para citar tan sólo algunas, contienen disposiciones 
que vinculan la actividad agraria a la conservación de los recursos 
naturales. De forma más comprensiva otras leyes de carácter 
general se refieren a la problemática de la producción agrícola y a 
la necesidad de respetar el ambiente en el ejercicio de los actos 
empresariales de creación de riqueza, como lo podrían ser la Ley 
de Sanidad Vegetal, la Ley de Salud Animal, la Ley de 
Conservación de los Suelos y de nuevo la propia la Ley Forestal 
para sólo citar algunas de éstas. Tampoco debe llamamos a 
sorpresa esta relación: por un lado la base natural constituye un 
elemento esencial para el propio mantenimiento de la producción 
agrícola. Igualmente, las prácticas de fomento agrícola pueden 
resultar perjudiciales para el ambiente y en el largo plazo para la 
actividad agraria misma. Piénsese en las políticas tributarias 
relativas a los plaguicidas y fertilizantes que han traído consigo 
un uso irracional de los mismos. Por otra parte, políticas que 
tienden a aumentar la producción pueden socavar la base 
genética misma de ésta: la diversidad biológica. Por ejemplo, la 
investigación agrícola básica ha permitido desarrollar nuevos 
cultivos de plantas y de animales, sin la constante remisión a 
las condiciones y modificaciones naturales -creadas por 
generaciones de agricultores en todo el mundo - que se ha 
venido presentado durante décadas, no podrían ser descubiertas 
nuevas variedades de alto rendimiento. Sin embargo, las nuevas 
variedades homogéneas puestas a disposición del público, 
reemplazan a las variedades tradicionales y, de esta manera, la 
base genética natural que da pie a los mejoramientos agrícolas, se 
pierde lentamente. Lo anterior representa un gran paradoja: 
tomar las "bases de la casa para construir el techo", según el dicho 
de algún autor. Igualmente incentivos mal estructurados en el 
ámbito forestal han traído consigo, la destrucción de bosque 
natural para ser sustituido por plantaciones - con la pérdida 
genética que ello implica - para poder de esta manera acogerse a 
alguno de los tipos de incentivo forestal fundamentalmente, las 
certificados de abono forestal en sus diversas modalidades. No es 
sino hasta hace pocos meses que se ha comenzado a otorgar un 
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certificado a lél protección del bosque, no ya al manejo del mismo 
o a las plantaciones. 


También un fértil terreno para la investigación surge del 
estudio de "10s dominios del derecho ambiental y su impacto 
sobre la agricultura".9 Surge así para muchos la conexión entre la 
agricultura y la sostenibilidad que debe ser reflejada en las 
normas jurídicas. De esta forma, ante los retos ambientales, se 
menciona la opción para orientarse hacia la denominada 
agricultura orgánica o al decir de los europeos, .agricultura 
biológica. Este criterio sin duda resulta estrecho, hablándose más 
bien de agricultura sostenible, la cual no necesariamente debe ser 
orgánica. 


l/Se han comenzado a establ~cer los principios sobre los cuales 
deben asentarse las normas para la protección y el mejoramiento 
de la naturaleza así como las del medio ambiente, pues sólo 
protegiendo la tierra, el aire, el agua podrán salvarse la flora y la 
fauna para la adecuada coexistencia de la vida humana con el 
reino vegetal y animal: única alternativa para garantizar a las 
futuras generaciones su supervivencia. Este no ha sido nunca un 
tema descuidado por el Derecho Agrario. Incluso existe una 
corriente minoritaria, pero igualmente respetable que ha 
calificado al Derecho Agrario como el derecho de los recursos 
naturales. Precisamente el moderno Derecho Agrario se orienta a 
individualizar la actividad agraria en cuanto ella se encuentra 
presente un ciclo biológico donde opera la cría de animales y el 
cultivo de vegetales, haciendo uso de los recursos naturales sea 
previa una o múltiples transformaciones. Por ello el ambiente, los 
recursos naturales y el equilibrio ecológico, constituyen 
elementos intrínsecos del Derecho Agrario".10 


9 Cfr, el enfoque de Winkler, Wolfang, L impact du droit de 1enviro1l1zement sur le 
droit agraire en allemagne, pp. 177 Y ss, quien analiza por ejemplo, las 
regulaciones en materia forestal, de suelos, estudios de impacto ambiental, 
contaminación del aire, áreas protegidas, etc. 
10 .Zeledón Zeledón Ricardo, Origen, formación y desarrollo del Derecho 
Agrario en los Derechos Humanos, en Derecho Agran"o y Derechos Humanos, 
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Donde la conexión y recíproco enriquecimiento entre ambas 
disciplinas se presenta con especial fuerza es en lo tocante a los 
Derechos Humanos: si el Derecho Agrario se ha considerado 
posee un estrecha vinculación con esta temática, no puede decirse 
menos del Derecho Arnbiental, uno de los derechos humanos de 
la tercera generación más reconocidos. La exigibilidad de este 
derecho en la jurisdicción constitucional constituye uno de los 
ejemplos más claros de la presencia de este derecho. La 
vinculación en última instancia al ser humano, conlleva puntos de 
contacto entre arnbas ramas normativas. Los derechos de la 
primera y segunda generación, deben verse afectados por el 
surgimiento de esta nueva categoría de derechos. De esta forma, 
el derecho al traba.jo, a ~a salud, a la propiedad, a la libertad de 
empresa, etc., todos ellos deben ahora releerse en función del 
derecho a un. ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Se 
abren las implicaciones entre cuatro tipos de derechos: el agrario, 
el ambiental, el derecho al desarrollo y los derechos humanos, 
cuyas múltiples contribuciones deben ser aún estudiadas 


Por último, en el plano nacional hemos sostenido que la 
reforma al Artículo 50 de la Constitución Política debe entenderse 
en el sentido de operar una reinterpretación de otras 
instituciones, incluso de orden constitucional. ASÍ, por ejemplo, la 
lectura del Artículo 45 sobre propiedad privada o del 46 sobre 
libertad de empresa e inclusive del Artículo 28, sobre el concepto 
de orden público, deben considerarse modificados a la luz de la 
reforma del Artículo 50 de la Carta Magna. 


No sobra mencionar que algunos de los grandes cultores del 
Derecho Agrario parecen no inclinarse por aceptar 
modificaciones esenciales a la teoría general del Derecho Agrario, 
aún aceptando la presencia de un novedoso Derecho Agrario 
Ambiental. Así se manifiesta Carrozza, quien dice "Que la gestión 
de la agricultura vaya urgentemente regulada para que todos la 


Lima, 198 p. 55 







s 
,XIesarrollen con la modalidad de hacerla sostenible o compatib: e 
~s una cosa; otra es creer que el derecho de la agricultura no SEa 


) 
más el derecho o no sea más principalmente el derecho de la 


'. producción de seres vivientes vegetales o animales, pero se haya 
: tonvertido en un derecho extraño dedicado exclusivamente a la 
protección de la integridad y sanidad ambiental1l11 • Más adelante 
afirma, el distinguido doctrinario: 11 Una ponderación atenta del 


,contenido posible del Derecho Agrario arrlbiental lleva a 
. considerar poco atendible - por el momento - la idea de una 


alteración cualitativa del sistema"12 


Luego de estas breves palabras introductorias, a~lizaremos 
, algunas ideas en referentes a los principales puntos de 


competencia agraria sobre la temática de la protección del medie. 
Para ello, analizaremos la competencia de la jurisdicción agraria 
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sobre los diversos tópicos relativos al ambiente y su vinculación 
con los nuevos institutos agrarios. De previo a ello, diremos 
algunas palabras sobre las controversias ambientales y sus 
mecanismos de solución tanto en sede administrativa como en 
sedejudicial. 


El surgimiento de las pr:eocupaciones'ambientales han traído 
consigo, una necesidad de nuevas modalidades de 
administración dé justicia para esta materia. De esta forma, ·a la 
par de una intetlSa normativa de carácter sustantivo relativa al 
denominado Derecho Ambiental, se ha visualizado la falta de 
adecuados órganos jurisdiccionales encargados de velar por su 
cumplimiento, el cual resulta quedar en manos del juez civil, 
penal o contencioso, con las consecuencias negativas que ello 
supone. Si como lo afirma Calamandrei, el proceso sigue al 11 


derecho como la sombra al cuerpoll 13, se requiere de un sistema 


11 Carrozza, op. cit., p. 157 
12 Carrozza op. cit., p. 171 
13 Citado por Zeledon Zeledon, Ricardo. Derecho y Proceso Agrario. En Proceso 
Agran'o Comparado en América Latina, San José, Universidad de Costa Rica, 1982, 
p.17. 
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jurisdiccional acorde con las peculiaridades propias del Derecho 
Ambiental y con los intereses que se encuentran en juego 


La creación de una serie de órganos de carácter arrlbiental en 
los últimos años ponen de manifiesto la necesidad de contar can 
instancias de orden administrativo Y judicial adecuadas. 
La Procuraduría Agraria, ha dado lugar la creación de la 
Procuraduría Ambiental y de la Zona Marítimo Terrestre; se ha 
constituido el denominado Fiscal Ecológico; existe también el 
Departamento de Calidad de Vida de la Defensoría de los 
Habitantes; etc. Todos los cuales configuran indicativos de la 
preocupación reseñada. 


La reforma del Artículo 50 de la Constitución Política para 
asegurar expresamente el derecho a gozar de un ambiente sano y 
ecológicamente equilibrado, configura un nuevo elemento del 
análisis de esta materia. La modificación constitucional, establece 
el derecho de cada persona de denunciar las acciones y omisiones 
que violenten su derecho fundamental. Precisamente en aras de 
hacer coincidir el texto del Carta Magna (constitución formal) con 
su verdadera vigencia (constitución material), la creación de 
instancias administrativas y judiciales ágiles deviene imperativo. 
Se requiere contar con amplios poderes de la administración o del 
juzgador; con la posibilidad de reaccionar en forma rápida contra 
el surgimiento de problemas relacionados con la conservación 
y el desarrollo de los recursos naturales y el ambiente urbano; con 
mecanismos que busquen la verdad real que se discute en el 
proceso y no se conforme con la verdad formal que usualmente 
conduce a la injusticia; que, igualmente, permitan la procedencia 
de medidas cautelares para evitar los, en ocasiones irreparables, 
daños ambientales; que brinden la ausencia de formalismos 
rígidos que solamente favorecen al que desea entorpecer la acción 
de la justicia; etc. 


De allí que no sea de extrañar la existencia de un proyecto de 
Ley de Jurisdicción Agraria y Ambiental, que pretende asignar a 
los juzgados agrarios y ambientales el conocimiento del Derecho 
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ambielltal. Sin embargo, existe también la tesis de reflejada en el 
proyecto de Ley elaborado por jueces agrarios, en el sentido de 
que la competencia sobre la materia ambiental se verifica, cuando 
estén presentes bienes agrarios14. La razón del enfoque más 
estrecho puede ubicarse en la necesidad de atemperar la amplitud 
de la competencia asignada. 


Con el proyecto de ley, se conocería de una contaminación 
sónica producida por una industria, lo cual quizá no hayan 
querido los jueces agrarios redactores del anteriormente citado 
proyecto. 


No está demás indicar que legislaciones como la venezolana o 
la colornbiana, contemplan dentro del objeto de la competencia 
agraria, la preservación del aInbiente, de los recursos naturales, 
los conflictos que se susciten por el aprovechamiento de éstos, los 
delitos y faltas contra los mismos, etc. 15 


La ausenCIa de órganos adecuados de solución de 
controversias en materia ambiental constituye uno de los 
principales gbstáculos a la evolución y perfeccionamiento del 
Derecho Ambiental y por ende a su eficacia y efectividad. 


Tanto a nivel nacional como internacional encontramos una 
situación similar. Por un lado, cada vez con mayor frecuencia se 
presentan conflictos de orden ambiental o bien aumentan las 
potenciales fuentes de controversias. Ejemplo de controversias de 
índole ambiental, que han debido ser resueltas por órganos 
jurisdiccionales comunes o por la Corte Internacional de Justicia 
de La Haya (al menos casos con repercusiones para la 
interpretación del Derecho Ambiental, aunque no estrictamente 
fundados en un conflicto de esta· naturaleza) configuran un 


14 Proyecto de Refonna de Le1J de Jurisdicción Agraria, Articulo 3, inciso h. 
Elaborado por diversos jueces agrarios nacionales. 
15 Cfr. para Colombia, Campos Rivera, Derecho Procesal Agrario, Bogotá, 
Editorial Temis, 1993 y Duque Corredor, Roman. Derecho Procesal Agrario. 
Venezuela, Editorial Jurídica Venezolana, 1986. 
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indicativo dE esta problemática. Asimismo, los daños causados 
por la industria química Unión Carbide en Bhopal, India; los 
sufridos por la industria ICMESA en Seveso Italia; la explotación 
petrolera en el Ecuador; las pruebas de carácter nuclear; el 
desastre del Exxon Valdez etc., constituyen pruebas sintomáticas 
de esta problemática. 


Las perspectivas tampoco se miran halagueñas. El aumento de 
los riesgos se acrecienta en forma veloz: el uso cada vez más 
intenso de los denominados recursos compartidos (ríos que 
dividen dos naciones; hábitat de aves migratorias en diferentes 
lugares; ~tc.) y de los espacios comunes, trae consigo un terreno 
fértil para controversias entre los Estados, como por ejemplo 
hacer uso de un río para construir un represa y disminuir el 
caudal aguas lbajo, afectando el territorio de otro país. Por otra 
parte, el aumento de alimentos, cultivos, y productos en general, 
derivados de ingeniería genética abre la puerta para toda una rica 
discusión sobre el punto de la bioseguridad y la responsabilidad 
por daños causados a los particulares. 


En el ámbito internacional la profusa normativa de orden 
internacional, constituye una fuente de conflictos potenciales 
derivados del incumplimiento - tan común- de los mismos. 
Incumplimientos cuya determinación y corrección resulta por lo 
general atribuida a la Corte Internacional de Justicia o bien se 
prevé la posibilidad del arbitraje. Igualmente, el desarrollo de 
normas sobre responsabilidad por daños ambientales16 (por 
conducta no prohibida o por conducta ilícita), la consideración 
del crimen ambiental como un crimen contra la Humanidad, 
sobre cuya elaboración ha venido trabajando la Comisión de 
Derecho Internacional de Nasiones Unidas, también aportan 
nuevos elementos para considerar la importancia de adecuadas 
instancias de conciliación, consulta y solución de controversias. 


16 Sobre este tema se han realizado diversos trabajos en el marco del Convenio 
de Basilea sobre Tráfico de Desechos Peligrosos y su Eliminación. 
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A lo anterior debe sumársele un acontecimiento :le absoluta 
actualidad: la potencial fuente de conflictos entre las 
disposiciones de tipo comercial, contenidas por ejemplo, en los 
acuerdos de la Organización Multilateral del Comerdo o en otros 
tratados de corte comercial y la protección del ambiente. No 
sobra mencionar como en los 5 Ó 6 casos relacionados con la 
materia ambiental que ha debido conocer los paneles de solución 
de controversias del GATI, los resultados han privilegiado el 
libre comercio, en detrimento de la protección al ambiente. 
Sintomático deviene el famoso caso del atún y el delfín, que 
aunque no está teóricamente adoptado por el Consejo, representa 
un indicativo de la orientación de la " jurisprudencia" del GATI.l7 
Por ende, el aumento de las tendencias de apertura comercial yal 
mismo tiempo el crecimiento de las preocupaciones ambientales, 
reflejadas en los tratados y políticas nacionales e internacionales, 
hacen presagiar conflictos entre' ambas temáticas. ¿Quién 
resolverá éstos en caso de presentarse? 


Si bien es cierto, hasta el día de hoy no existe ningún panel del 
GATI, debido a discrepancias entre acuerdos comerciales y 
medidas de esa índole, tomadas con fundamento en un acuerdo 
ambiental, el futuro cercano quizá sea diferente. 
Aproximadamente unos 20 convenios ambientales contienen 
disposiciones de orden comercial, algunos de ellos en forma 
central como CITES, Basilea, el Protocolo de Montreal, el 
Convenio sobre Diversidad Biológica y el Convenio Marco de 
Cambio Climático. Por ende, la aplicación nacional de políticas en 
atención a estos acuerdos, por ejemplo restringiendo el ingreso de 
un producto cuyo método de producción es perjudicial 
al ambiente ( lo cual adquiere particular relevancia en el caso 
del Protocolo de Montreal) al. constituir un asunto de 
extraterritorialidad, será considerado contrario al GATI. 


17 Se trata de dos casos relativos a la misma materia. El primero el reclamo de 
México contra Estados Unidos ( 1991) Y el segundo el de la Unión Europea 
contra Estados Unidos (1994). 
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Por ello, se requiere un nuevo foro de discusión donde l)s 
aspectos ambientales reciban mayor atención y no se privilegie 
- de hecho - al comercio. Así por ejemplo, el Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte en su sección 104, contiene una 
norma que dispone que en caso de conflifto entre ciertos tratados 
ambientales y. el texto del NAFTA - cumpliendo cier.tos 
requisitos - prevalecerán los tratados ecológicos. 


A nivel interno, la intervención de los Estados en aras de 
buscar el desarrollo sostenible; el agotamiento de recursos y por 
tanto la lucha por su aprovechamiento; los límites a la propiedad 
privada y la libertad de comercio por motivos arnbientales; las 
expropiaciones por la misma causa, los problemas de 
contaminación que pueden ser resueltos mediante la negociación 
y el diálogo, son tan solo algunos de los ejemplos de asuntos que 
podrán tramitarse ante la Corte y que hoy encuentran un vacío de 
soluciones adecuadas o peor aún, la presencia de mecanismos 
absolutamente inconvenientes. 


En síntesis el aumento de preocupaciones ambientales y 
de políticas y legislación para hacerles frente; el incremento de 
obligaciones internacionales deducidas de tratados, declaraciones 
o principios de Derecho Ambiental; la problemática jurídica y 
política de los recursos compartidos y los espacios comunes y las 
presiones sobre ellos; los roces potenciales entre políticas de 
comercio y protección del ambiente, etc. presentan puntos 
de contacto cuya definición de quedar en manos de los órganos 
equivocados, pueden traer un serio perjuicio al ambiente y al 
desarrollo del D.erecho Ambiental 


Con referencia a los conflictos de orden ambiental referentes al 
uso de los recursos naturales, a la contaminación ambiental o a la 
afectación de los ecosistemas, éstos han debido ser resueltos por 
diferentes órganos según la naturaleza del' conflicto presentado. 
Así tenemos, la intervención de las Direcciones de Vida Silvestre, 
la Dirección General Forestal, la Dirección de Geología y Minas, el 
Servicio de Parques Nacionales, de la Comisión Evaluadora de 







129 
REVI5fA DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS 


~,	 Estudios de Impacto Ambiental, todos ellos del Ministerio del 
Ambiente y la Energía; de la Procuraduría sobre todo tratándose 
de la zona marítimo terrestre; de la municipalidades en atención a 
la competencia genérica del Artículo 4 del Código Municipal; 
de la Defensoría de los Habitantes; de la Fiscalía Ecológica; de las 
Contralorías de Servicios; del Ministerio dé Obras Públicas y 
Transportes; y una de las más importantes, la del Ministerio 
de Salud, fundamentalmente a través de los Departamentos de 
Control Ambiental, Seguridad e Higiene Industrial y Sustancias 
Tóxicas. A éstos se deberá agregar el Tribunal Ambiental 
Administrativo, creado por la Ley Orgánica del Ambiente, cuyas 
competencias parecen yuxtaponerse a las de algunos de los 
órganos o entes señalados. 


Por otra parte, la legitimación para iniciar los procesos de 
índole agrario, deben ser reconsideradas desde la óptica de la 
competencia ambiental. Lo anterior como consecuencia de las 
peculiaridades propias de la materia, en la cual la Sala 
Constitucional ha expresado que la legitimación se basa en los 
denominados intereses difusos. Por ende, los requisitos propios 
de la legitimación " común" deben de ser atemperados por los 
juzgadores agrarios. Igualmente, la exigencia de que las 
organizaciones que representan o agrupan sujetos, estén 
legalmente constituidas, debe de ser eliminada, en atención a la 
gran cantidad de organizaciones ambientales de tipo 11 informal". 
Es oportuno indicar, que las diversas sentencias de la Sala 
referentes a los intereses difusos, fueron dictadas antes de la 
vigencia de la reforma al Artículo 50 de la Constitución Política. A 
nuestro juicio, producto de la misma, no procede continuar 
hablando de intereses difusos, sino más bien de una acción 
directa o popular para obtener ,.el respeto al derecho a un 
ambiente sano y ecológicamente equilibrado. 


Asimismo, desde el punto de vista de los sujetos procesales, 
cabe destacar que la competencia agraria tendrá como sujeto 
pasivo por ejemplo al Ministerio del Ambiente y la Energía. Por 
ejemplo, en caso de que se. apruebe en forma indebida una 
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eva uación de impacto ambiental o bien otorguen permisos de 
corta y aprovechamiento forestales, contraviniendo la normativa 
respectiva. 


Con relación a las medidas cautelares adquieren especial 
significado, en una materia donde la prevención juega un papel 
de primerísimo orden. Refiriéndose al tema señala Duque 
Corredor: "En cuanto al tipo de medidas, éstas pueden ser de 
mera conservación, como prohibiciones de uso o· de la 
explotación de determinados bienes; o también obligaciones 
positivas de hacer, por ejemplo, abrir cortafuegos, levantar muros 
o defensas, abrir cercas o cerrarlas, recoger cosechas en pie, 
conducir las aguas; e incluso de administración, como acordar el 
estaclecimiento en depósitos o silos de bienes agropecuarios... Es 
decir en cuanto a sus tipos los jueces tienen las más amplias 
facultades siempre que no desvirtúen su carácter de medio de 
asegurar y proteger la naturaleza, los bienes y los recursos 
naturales...."18 


Más explícita aún resulta la Ley de Jurisdicción Agraria de 
Colombia al disponer que a partir de la presentación de la 
demanda y en cualquier etapa del proceso el juez, de oficio o a 
solicitud de parte, si considera que se está causando un daño al 
anlbiente o a uno o más de los recursos naturales renovables, o 
que existe un peligro inminente de que sobre ellos se produzca un 
daño, así éste sea distinto o diferente del de los indicados en la 
demanda, deberá adoptar las medidas cautelares que el caso 
indique, previa realización de una inspección judicial del lugar. El 
juez puede, incluso, conminar al demandado bajo el apremio de 
multas a que suspenda las obras o actividades constitutivas del 
riesgo o causantes del daño, o que realice los trabajos 
indispensables para conjurar el riesgo para hacer cesar el riesgo. 


Sin duda, la relevancia de poder ordenar este tipo de medidas 
deviene fundamental, en tanto permitiría conservar los recursos 


18Duque Corredor, Roman. op. cit.. p. 186. 
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naturales, sin que contra ellas puedan plan1 earse un recurso de
I amparo; precisamente la mayor dificultad para implementar las 


I::;;~;:;;;r~;;~ri;~;;~:U~r=~~ =
 
í;	 de la órbita de competencia del juez de los agrario. Valga acá 


efectuar algunas aclaraciones previas. Expresa Sanz Jarque . 
"Respetando por supuesto, el pensamiento tradicional, que 
entiende por materia agraria cuanto se refiere a la agricultura 


;.. ~ como oficio, arte y técnica de cultivar la tierra; y el de nuestro
 
r querido amigo y maestro Prof. Carrozza, de la agrariedad, que
 


;'~ limita la materia agraria, principalmente al acto productivo de 
< ,; naturaleza biológica; por nuestra parte damos a la materia agraria 


un contenido más amplio, extendiendo adem1s, a las actividades 
necesarias para la reforma de las estructuras productivas, d~ la 
propiedad y de la empresa agraria principalmente, y a todas 
aquéllas que sean necesarias para que la tierra, en el sentido de superficie 


, habitable y factor y fuente insustituible para el cultiJo y 
aprovechamiento de los recursos naturales renovables, cumpla las 
finalidades que por naturaleza le son esenciales... 


Es evidente que el Derecho Agrario se manifiesta en la vida 
real de la comunidad política de nuestro tiempo en un triple 
ámbito de normas substanciales, referidas especialmente: a la 
defensa del agricultor, como destinatario y protagonista principal 
de la cuestión agraria; a la defensa de la producción de alimentos 
vegetales y animales, para sustentación de todos los hombres; y la 


Y' defensa del aprovechamiento racional de los recursos naturales 
renovables, la conservación del hábitat y del equilibrio ecológico, 
como garantía de la buena salud y desarrollo de cada comunidad 


"19humana.~. 


19 Snaz Jarque, Juan, La conservación de la naturaleza en el derecho español, en 
Tutela ambientales y centralitá dell agricoltura, Universitá degli Studi di Camerino, 
III Giomate Camerti Di Diritto Agrario Comunitario, 1990, p. 261-262. 
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Leída la aseveración de Sanz, compartida por algunos 
agraristas modernos, pedemos efectuar algunas precisiones 
adicionales sobre este punto. Con relación al objeto del Derecho 
i\mbiental, éste puede considerarse dual: la conservación de 
equilibrio ecológico y la protección de la salud humana y animal. 
Asimismo, como en el Derecho Agrario, podemos desdoblar el 
objeto en dos: uno de carácter formal derivado de las normas 
positivas y otro de carácter substancial derivado de los hechos y 
de los valores. Desde ambos puntos de vista el Derecho Agrario 
se verá modificado por el Derecho Ambiental y los impactos 
sobre el medio que recién comenzamos a experimentar. Desde el 
punto de vista de la definición misma de agrariedad se vislulnbra 
la necesidad de un cambio. El ciclo biológico mismo deberá ser 
redimensionado, desde el f'ensamiento de Carrozza en 1972. No 
se trata de desarrollar cudquier ciclo biológico, sino un ciclo 
biológico que responda las exigencias de desarrollo sostenible y 
por ende a la necesidad de proteger los recursos naturales. Las 
actividades extractivas sostenibles consideradas fuera de la 
agrariedad posiblemente deban ser replanteadas. Por ejemplo, 
la extracción sostenible de madera o de otros productos forestales 
¿se deberá considerar agraria al menos si recae sobre recursos 
naturales renovables.? La Ley FODEA, considera las actividades 
extractivas de productos del mar en su Artículo 28, donde el ciclo 
biológico no es desarrollado por el ser humano. Aunque la Ley 
FODEA no define exactamente al empresario agrario, se puede 
concluir que quienes desarrollen la actividad en ella enunciada 
serán considerados empresarios agrarios, incluidos quienes 
realicen actividades únicamente extractivas.20 Por su parte, el 
proyecto de Ley de Jurisdicción Agraria ha establec~do el 
concepto de empresa agroambiental, que luego explicaremos, de 
la siguiente forma: Empresa agroambiental será aquélla dedicada 
a la protección del ambiente, bien extrayendo racionalmente, o 
consenJando, los recursos naturales renovables. 


20 Meza Lazarus, Alvaro, La empresa agraria, en Derecho Agrario Costarricense, 
San José, ILANUD, 1992, p. 
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No exenta de críticas, la determinación de la vía jurisdicción 
agraria para el Conocimiento de ciertas actividades de tipo extractivo 
y de mera conservación, implican un redimensionamiento de ese 
ius propium del Derecho Agrario, que deberá ser conocido por la 


. correspondiente jurisdicción. 


Igualmente compartimos la afirmación que dispone: "Respecto 
al objeto material-valores del Derecho Agrario ha realizado 
importantes descubrimientos. El más reciente e importante es el 


vinculación con los derechos humanos que permiten ubicar 
. su origen con la aparición misma de los derechos económicos y 


sociales y también se le puede redimensionar con otros nuevos de 
la Tercera Generación como son el derecho humano al desarrollo 
y el derecho humano a un ambiente sano y ecológicamente 
equilibrado." 


Posteriores afirmaciones del mismo autor, nos conducen a un 
replanteamiento del objeto del Derecho Agrario, desde la 
perspectiva del denominado objeto materia - hechos. " En primer 
lugar hay una rica realidad agraria susceptible de ser analizada 
con un método sociológico en torno al cual existe incluso una 
verdadera disciplina, pues está se presenta como un conjunto 
lleno de articulaciones, es una normalidad no normativizada, con 
problemas económicos y sociales muy complejos derivados de la 
historicidad propia de cada sociedad agraria. Particular 
importancia reviste para el derecho el hecho técnico porque 
constituye un instrumento idóneo para informar las normas 
jurídicas e igualmente en hecho político en cuanto adquiere un 
papel protagónico en la toma de decisiones de política agraria 
debiendo ser analizados desde una óptica técnica y política." 21 


En este orden de ideas, también se produce un 
enriquecimiento de la materia agraria producto de las propias 
especificaciones de la materia ambiental. Surge entonces un 


21 Zeledón Zeledón, Ricardo, Los Principios Generales del Derecho Agrario, en 
Segundo Congreso Mundial de Derecho Agrario. Las Nuevas Tendendas. del Derecho 
Agrario, San José, 1994 
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replanteamiento del significado de hecho técnico que incluye no 
sólo los tradicionales aspectos de producción, sino que también 
debe de incluir novedosos aspectos de conservación y desarrollo 
sostenible que aumentan el espectro del hecho técnico. Toda la 
base estrictamente científica, uno de los principios del Derecho 
Ambiental, el hecho ambiental, se incorpora con particular fuerza 
y viene a configurar una nueva forma de analizar producción 
agraria a través de su hecho técnico. De esta forma, el equilibrio 
ecológico y por ende todas las reglas técnicas que éste implica, los 
instrumentos para su aplicación como las evaluaciones de 
impacto ambiental y el principio de la precaución, son 
de aplicación a este novedoso campo de acción. En síntesis se 
amplía la consideración del hecho técnico para abarcar el hecho 
ambiental y toda la rica y compleja gama de principios científicos 


, que gobiernan los ecosistemas, las especies y los genes y su 
relación con el hombre mismo.22 


Asimismo, el hecho político no se reduce únicamente a la toma 
de decisiones de política agraria sino también a la toma de 
decisiones de política de conservación que afectarán a la base 
misma de la. producción agraria. De nuevo el hecho político 
se ve aumentado por las consideraciones propias de la 
implementación de políticas de conservación de los recursos 
naturales. Esta gama de decisiones de corte político se encauza a 
determinar nuevas perspectivas del hecho político agrario 
tradicional. 


22 Dice Barahona al respecto: Desarrollando este concepto de la actividad 
agraria, estarían comprendidas dentro del Derecho Agrario todas las normas 
jurídicas que regulan las conductas de los sujetos del ordenamiento en relación 
con el uso agrícola de los recursos naturales renovables, por ser estos recursos 
los que hacen posible, desde el punto de vista ecológico, el desarrollo del ciclo 
biológico típico de lo agrario. Régimen jurídico de los recursos naturales 
renovables y Derecho Agrario en América Latina, en Temas de Derecho Agrario 
Europeo y Latinoamericano, San José, Fundación Internacional de Derecho 
Agrario Comparado, 1983, p. 224 
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Pero la aplicación del objeto del Derec 10 Agrario no puede 
quedar allí. Se extiende hasta dar cabida a actividades meramente· 
de conservación en tanto posibiliten la'actividad agraria, tesis similar 
a aquélla de la aptitud agraria, que luego explicaremos con detalle. 
De esta forma, determinadas conductas que no implican el 
ejercicio de un ciclo biológico, pueden ser conceptualizadas como 
agrarias, en la tanto como conductas omisivas, permitan la 
realización en última instancia de actos empresariales de tipo 
agrario. Sobre este punto nos detendremos luego. 


Los institutos del Derecho Agrario si reciben nuevos 
lineamientos derivados de la presencia de la dimensióri' 
ambien~al. Cada uno de los institutos agrarios, como la POSE;~t~~): 
la propIedad, los contratos, la empresa, las servidumbreS;" fas' 
mejoras, etc. recibirá de modo diferente es ~os nuevos i~pu,.J~<?~ 
por lo cual resulta improcedente referirse a todos eilÓs!<pdr' 
separado. Como tantas veces hemos repetido el Der~ho 


Ambiental tiene la característica de ser de tipo tra~y~fs~í;¡,'~l~~, 
implica que sus principios se encuentran en divers9~'c~W'p~~"q~t 
derecho, es desde este punto de 'vista que se p,~~q~.:~í.#1~f(·ª~~': 
litado dere~ho deber .de ser ambiental en tantR:"p~pl.(~f~(;;~~}Mpjo 
de la varIable ambIental. En este sentido; todAá',jaS':~fiOtfnaS 
jurídicas que se pongan en aplicación de~rt"cb~llief~;-como 
parte de su proceso de creación, la variable protección del medio~ 
De esta forma, legislaciones que en apariencia poco tienen que 
ver con el desarrollo sostenible pueden tener mayores efectos 
sobre el ambiente que las leyes que se consideran estrictamente 
arrlbientales. Por ello, leyes tributarias; de transferencia de 
tecnología; de propiedad intelectual; leyes de comercialización 
de productos, etc. deben todas ellas determinar su impacto en el 
desarrollo sostenible. En todo caso, podemos concluir que las 
leyes ambientales deben ser todas las leyes, dado el carácter inter 
y transectorial con que se requiere elaborar las políticas 
ambientales. 1I 23 


23 Cabrera Medaglia, Jorge. El papel del Derecho frente al desarrollo sostenible, 
en Foro Dominical, La Nación, Domingo, 14 de febrero de 1995, p. 14 a. 
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El respeto al ambiente debe considerarse integran.:e de la 
función de los institutos de corte agrario. Algunos ejemplos, 
bastarán para reafirmar este caso. 


La propiedad agraria, se ha determinado que configura una 
propiedad empresarial, propia del Derecho Agrario, en la cual 
la propiedad debe ser dinámica y no estática y donde interesa la 
producción y no el goce o disfrute de la misma. Dentro del 
concepto de función social de la propiedad, de marcada 
raigambre agraria, cabe incluir el concepto de función ecológica 
d.e la propiedad.24 No se trata solamente de producir más o de 
pp·Íl.~r a la tierra a producir sino de respetar la función ambiental 


1~~ ~z:do. 
l· - , :. -' ~ .. " 1 ."'. 


A::?(seJ:.~.~ expresado la Sala Primera de la Corte al decir 
• , ) .~, j "" • \ 1.. j. _. ,t­


". ,:.;" -, ,', l.. -J'· ~- fc~ 


~.r,~qfl}~:~~i,~abe éste (la función económica y social) se desdobla 
eri).'q(i~<.:.:~iiét~ subjetivo, de orden económico, referido a la 
Ó.pH9~~f~i\'i :4~r;'(;p!opietario de producir, mejorar y respetar el 
a1!!pi~rifel,.:t(~\~t~p~ia No 68 de las 14 horas del 17 de agosto de 
1994;véas~-.én:é1hüsmosentido No 243 de las 16:35 horas del 27 


"1,'-7'": ,,:-J(.... ; '", t:' {:.",., 4 


de julio'd"fl~9Q~yJs~ritencia No 230 de las 16 horas del 20 de julio
de 1990)" l::;i.i}j.:'~:h.U ¡ Ji:,,-. 


¡~ ;;(\ o" .­


La propiedad, o las propiedades en el decir de Pugliatti, se 
redefinen para incluir dentro de la noción de función social que la 
misma debe cumplir, no sólo la actividad productiva empresarial 
sino también el cumplimiento de los criterios técrUcos 
convenientes para asegurar el desarrollo sostenible. Obtener 
determinada cantidad de productos agrícolas, sin tomar en 
cuenta las efectos sobre el ambiente del uso intensivo de 
plaguicidas, ¿es acaso un ejercicio en función social de la 
propiedad? La respuesta es sin duda negativa. 


24 Cfr. Delgado De Miguel, Juan Francisco, Derecho Agrario Ambiental. Propiedad 
y Ecología, Pamplona, Edit. Arazadi,1992, pp 77 Yss. 
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Respecto a la propiedad agraria, los conceptos de límites y de 
limitaciones sufren una modificación substancial. El concepto 
de uso natural de la cosa ha variado igualmente. No se trata, 
como la Sala Constitucional lo ha sostenido, de que un límite es 
expropiatorio sino permite el uso de la cosa de conformidad con 
su naturaleza o destino al mercado. Por el contrario, en estos 
casos estamos en presencia de límites naturales que la cosa lleva 
implícita. Para explicarnos mejor, si adquiero una propiedad cuya 
aptitud radica en proteger las cuencas hidrográficas, esta compra 
se encuentra limitada por esa especial función, por los cual yo 
acepto la propiedad con ese "gravamen". Este principio es de 
aplicación a la propiedad agraria y limitará el ejercicio de las 
actividades empresariales agrarias de producción, en atención a 
este concepto de limitación de orden natural de los bienes. 


Igualmente las disposiciones referentes al respeto por la 
aptitud de la tierra también presentes en la jurisprudencia 
nacional (Sentencia de la Sala Primera No 65 de las 9:20 del 9 de 
junio de 1993) reafirman este proceder. Asimismo, disposiciones 
legales como las contenidas en la Ley Forestal, artículos 5, 10 
inciso k y 54 Y en la Ley de Tierras y Colonización, artículos 50, 
51,54 Y144, para sólo citar algunas de las más evidentes normas,· 
se refieren a la aptitud de la tierra. Más evidente aún tratándose 
de las reglas relativas a la planificación urbana, tendiente a 
zonificar las diversas áreas, en las cuales pueden ejercerse ciertas 
actividades, de conformidad con su conveniencia técnica y de 
desarrollo. 


Con relación a la posesión, se empieza a tratar con cierta 
profundidad el tema de la posesión ecológica, como un instituto 
con diferencias con relación a la denominada posesión agraria. En 
la primera de ellas, los actos posesivos- varían hasta ubicarse en 
las meras omisiones y no en las acciones, de forma que no 
estamos en presencia de una posesión posesiva en el sentido 
tradicional agrario, sino más bien de una posesión omisiva, punto 
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que se conecta con la explicación de la aptitud para posibilitar el 
desarrollo de la actividad agraria, tal y como explicaremos. 


Los contratos también ven afectada su naturaleza desde 
distintas perspectivas. Primero, debido a la consideración de que 
los contratos están en función de la empresa, ya sea para su 
constitución o ejercicio. También, los cambios en la noción de 
empresa hasta llegar a la de empresa agroambiental, implican 
modificaciones en la consideración de los contratos constitutivos 
de empresa y del ejercicio de la empresa, como ha paso seguido 
analizaremos. Pero no sólo en este sentido se presentan 
importantes cambios en el concepto mismo de contratos, sino 
también en cuanto a su causa, a la licitud de los mismos. Un 
~ontrato para explotar irracionalmente una finca, no sería un 
::ontrato agrario válido desde este punto de vista. Nuevas 
modalidades contractuales pueden surgir de las modificaciones 
del concepto de empresa. Por ejemplo, si la empresa 
agroambiental puede concebirse como la que se dedica a la 
conservación de los recursos sin intervención humana en el 
desarrollo de los ciclos biológicos, puede perfectamente 
concebirse la existencia de servidumbres ambientales y de toda 
una amplia gama de figuras de orden contractual diverso. 


La empresa, centro -para muchos del Derecho Agrario entre 
ellos la Sala Primera de la Corte, sufre variantes importantes. Se 
llega entonces a la noción de empresa agrario-ambiental, con 
formulaciones separadas de la primera de éstas, tal y conlO el 
proyecto de Ley de Jurisdicción Agraria y Ambiental lo reconoce. 


I 


Se afectan así, los diversos petfiles de la misma. Desde el punto 
de vista del perfil funcional de la empresa, la actividad se ve 
modificada para incluir la 1 variable ambiental, agregando 
determinados requisitos a los tipos de actividad por desplegar. 


Desde el punto de vista objetivo, la hacienda también sufre 
modificaciones, fundamentalmente el concepto de fundo y de 
destinación o aptitud agraria. No sólo se contemplarían dentro 
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de los actos de destinación la pOi encialidad del ejercIcIo de 
actividad agraria, sino que, también ..a conservación misma sería 
per se un acto de destinación del fundo, que puede ser materia del 
Derecho Agrario. No sólo por su potencialidad para que 
eventualmente se desarrolle una actividad agraria como lo 
reconoce la Sala Primera (Sentencia 65 de las 9:20 horas del 9 de 
junio de 1993), sino en función del concepto de prestación de 
servicios agrarios ambientales que debe permear los fundos 
agrarios. La conservación implica la prestación de un servicio 
ambiental: evitar la erosión de los suelos que eventualmente 
tendrá consecuencias negativas para la producción; regular 
microc1imas; absorber dióxido de carbono con lo cual se .evitarán 
los perjuicios vinculados con el calentamiento global de la 
atmósfera, entre ellos la pérdida de producción y la afectación 
de los ecosistemas; el mantenimiento de una reserva genética de 
importancia para futuros mejoramientos agrícolas; la posibilidad 
de disfrutar de servicios de agua provenientes de áreas 
protegidas, etc. Muchas de estas funciones primordiales de los 
fundos, obligan a su consideración como instrumentos para 
posibilitar la actividad agraria empresarial a la par de aptitud agraria. 
Este nuevo concepto permite concluir la pertinencia de su 
regulación por parte del Derecho Agrario. 


Esta conclusión se refuerza con el proyecto de Ley de 
Jurisdicción Agraria y Ambiental. Según éste son fundos agrarios 
los bienes productivos destinados, o susceptibles de destinación, 
a la actividad agraria. 


Explotación es el conjunto de bienes productivos, muebles e 
inmuebles, organizados por el empresario para la producción. 
Como hemos tratado de explicar la actividad agraria no es sólo 
producir vegetales o animales sino también posibilitar esa 
producción, con lo cual actividades futuras de prestación de 
servicios ambientales son parte de la agrariedad, no solo por 
prestar un actual servicio ambiental, sino también por la 
potencialidad del ejercicio de la actividad agraria de producción. 
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Igualmente dentro del concepto de produccié n, el efecto de las 
tendencias aInbientales amplía la consideradón de ésta no 
únicamente como el desarrollo de un ciclo biológico animal o 
vegetal, sino también como aquellas actividades que permitan 
este ciclo, produciendo bienes y servicios de orden ambiental. 
¿Acaso una finca que protege una manto acuífero, que a su vez 
permite regar las plantaciones de café, no cumple una actividad 
dirigida a la producción.? Como referimos con anterioridad, 
actividades empresariales eco y agroturísticas comienzan a 
formar parte de la órbita propia del Derecho Agrario moderno. 


También se afecta la esencia misma de otras características, 
como la economicidad y la dirección al mercado en tanto no se 
trata sólo de entender mercado como sistema de precios, sino 
también como valor del recurso. Si bien es cierto hasta hace poco 
la existencia de externalidades negativas afectó las políticas de 
conservación, hoy en día esta situación ha cambiado y comienza a 
asignársele un valor a estos recursos ambientales, incluso 
pensando en su posible comercialización en el exterior, como es el 
caso de la venta de los servicios de absorción de dióxido de 
carbono como parte de la estrategia de implementación conjunta 
de la Convención Marco de Cambio Climático. Por ende, la 
necesidad de contemplar el costo ambiental del uso de los 
recursos naturales deberá ser parte integrante de la planificación 
del ejercicio de la actividad empresarial. Por ejemplo, deberá 
necesariamente considerarse el pago adecuado del costo de la 
energía, la producción de los desechos, el agua, etc., lo cual traerá 
consigo un replantamiento de las políticas de fomento agrícola 
mIsmas. 


El destino al mercado, tan q.iscutido en las doctrina agraria, 
también ha sufrido modificaciones: la prestación de un servicio 
aInbiental protegiendo una cuenca, conlleva un destino al 
mercado, no reflejado por ahora en el sistema de precios, pero sin 
duda afecta el mercado, en tanto sin su existencia la actividad 
agraria misma sería obstaculizada seriamente. Como referimos, 
las tendencias nacionales e internacionales, a través de variados 
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mecanismos, tienden a atribuir un valor a esos recursos e incluso 
a modificar las reglas tradicionales de la contabilidad nacional 
para incluir la depreciación del ambiente. 


Por último, la presencia de diversos institutos propios del 
Derecho Ambiental es igualmente pertinente - aún y cuando no 
se ha les ha denominado de esta forma -, como las evaluaciones 
de impacto ambiental. La idea de este instituto, proveniente de la 
Ley de General del Ambiente de los Estados Unidos de 1969, es 
evaluar de previo al inicio de alguna obra o actividad, sus 
potenciales impactos negativos sobre el ambiente y la sociedad en 
general, a efecto de autorizarlas, denegarlas, someterlas a 
medidas de mitigación y monitorearlas adecuadamente. Cabe 
pensar en la posibilidad de que figuras de este tipo entren a 
formar parte de la competencia agraria, lo cual requeriría una 
importante actividad innovativa del tra~iicional Derecho Agrario. 
Por ejemplo, deberá pensarse en su incorporación a actividades 
productivas agrarias -como sucede en raros casos en nuestro 
país - o bien en incorporar parámetros productivos para medir el 
impacto de los proyectos, lo cual por el contrario es bastante 
común. Por ejemplo, el derogado reglamento de evaluaciones de 
impacto ambiental establecía que éstas resultaban obligatorias 
para quienes desarrollaran actividades .de cría de cerdos o de 
gallinas de cierta dimensión. El actual reglamento dispone que 
para los casos de áreas de capacidad agrícola, la presentación de 
estos estudios es opcional (Artículo 18 inciso a, Reglamento sobre 
Estudios de Impacto Arnbiental No 23783 MIRENEM, La Gaceta , 
No 228 del 30 de noviembre de 1994)25 \ 


Respecto a los principios generales del Derecho Agrario, de 
cualquier forma identificados por la doctrina y jurisprudencia 
para el análisis de institutos específicos, se deben expresar 
algunas palabras (ver entre otras sentencias de la Sala Primera No 


25 En la Unión Europea la situación es similar véase Germano, Alberto, Acerca 
del Derecho Agrario Ambiental, en Revista Argentina de Derecho Agrario y 
Comparado, Rosario, Instituto de Derecho Agrario, Año 2, No 3, diciembre de 
1994, p.28. 
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71 de las 14:20 horas del 30 de julio de 1993; No 36 de las 9:40 
horas del 27 de mayo de 1994; No 84 de las 14:50 horas del 27 de 
julio de 1990). Hemos referido algunos comentarios de los 
principios del Derecho Ambiental, los cuales vendrían a 
ponderarse como posibles principios del Derecho Agrario. Sin 
embargo, el problema radica más bien en otras consideraciones 
de orden práctico. A diferencia de la discusión en materia agraria 
sobre los principios generales del Derecho Agrario y su 
determinación, tarea emprendida por los agraristas desde la 
célebre discusión de Bolla y Arcangelli sobre la autonomía o 
especialidad del Derecho Agrario en los años 1928 a 1932, ésta no 
se ha presentado en materia ambiental. Si bien es cierto existen 
divergencias doctrinales en torno a la consideración de tales o 
cuales como los principios rectores del Derecho Ambiental, no 
existe la controversia doctrinal con la fuerza con que se ha 
implantado en la doctrina agraria. Dada la controversia aún 
presente en la materia, resulta d\i.fícil entonces establecer cuales son 
las influencias de una materia ajena sobre un concepto no 
esclarecido. 


Pocas palabras pueden decirse, pero parece que algunos de los 
principios deben considerarse como parte de la estructura 
agraria, como por ejemplo, las mencionadas de quien contamina 
paga, quien usa paga, la base estrictamente ecológica y el de 
prevención. Ello h·aerá consecuencias para el proceso agrario, en 
el tanto deberán ser aplicados por el juez agrario al conocer de 
¡causas de orden ambiental. 


Sobra mencionar la relevancia de determinar un sistema 
propio de fuentes es crucial para establecer la autonomía o no de 
la materia, en atención a la necesidad de la completez y la 
organicidad del sistema entero de Derecho Agrario. Las 
modificaciones legales del ~ódigo Civil, Artículo 10, la Ley 
General de la Administración Pública Articulo 7, la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional Articulo 9 y por último de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial Artículo 5, vienen a brindar un marco 
adecuado para el planteamiento de esta problemática en esta 
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[sede. ¿Como se ha afectade el sistema de fuentes por la materia 
'agraria? Al menos caben valias particularidades. 


Las fuentes formales se verán ampliadas como consecuencia 
del amplio desarrollo del denominado "soft law" en el Derecho 
Ambiental, por ejemplo a través de múltiples declaraciones 
internacionales entre las cuales podemos citar la Declaración 
de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo y la Declaración de 
Estocolmo sobre el Medio Humano. Esta profusa normativa no 
codificada, incluso fuente de parámetro constitucional a tenor de 
lo dispuesto por la sentencia de la Sala Constitucional Número 


i' 3705-93, constituye una relevantísima fuente'de derecho formal. 


También las fuentes mateliales se ven ampliadas. Sin duda una 
de las fuentes máteriales propias del Derecho Agrario estará 


.: constituida por la destrucción del ambiente y el impresionante 
problema ecológico que todos vivimos.26 


La interpretación nos conduce a novedosas figuras que el juez 
agrario debe comenzar a aplicar. Por ejemplo, nos referimos al "in 
dubio pro naturaleza" que henos podido explicar en otra 
oportunidad. De conformidad con esta figura jurídica en caso de 
duda, debe decidirse aquello que sea más favorable al ambiente. 
La aplicación práctica de este principio es cotidiana. Por ejemplo, 
procede su aplicación a la hora de decidir si conceder o no una 
determinada autorización para una activida~ agraria cuyo 
impacto sobre el ambiente es incierto.27 


26 En este sentido ver Torrealba, Adrian, Empresa Agraria y Derecho al Ambiente, 
en Hacia una nueva legislación ambiental en Costa Rica, SanJosé, CEJUL,1991 
27 Sin embargo, sostiene Eckard Rehbinder liLa disposición según la cual 
corresponde al Estado demostrar la existencia de un riesgo significativo, sino . 
que el productor debe demostrar que dicho riesgo no existe constituye una 
aplicación extrema del principio de precaución. Aurque en numerosas 
oportunidades se ha solicitado esta transferencia de la carga de la prueba, solo 
se ha hecho efectiva en contados casos..." Medidas Precautorias y Sostenibilidad: 
¿Dos caras de la misma moneda?, CEPAL, 1995, p.6. 
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Este principio tiene su origen en una de las características del 
Derecho Ambiental, el ser eminentemente preventivo antes que 
represivo. El mismo, es definido en la Declaración de Principios 
de Río, de la siguiente forma: 


"Con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán 
aplicar ampliamente el criterio de precaución conforme a sus 
capacidades. Cuando haya peligro ~e daño grave e irreversible, la 
falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como 
razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función 
de los costos para impedir la degradación del medio ambiente". 


Formulada en términos un tanto extremos, esta disposición 
pretende que la ausencia de evidencia contundente, la duda 
respecto a la afectación o no del medio, no constituya un 
argumento para dejar de tomar las medidas que sean requeridas. 
Así, por ejemplo, la duda sobre los efectos del llamado 
calentamiento global, no deben impedir la adopción de medidas 
al respecto. Varios acuerdos de tipo ambiental lo contemplan. 
Entre ellos, el Convenio Marco sobre Cambio Climático Artículo 
3, el Convenio para la Protección y el Uso de Cursos de Agua y 
Lagos Internacionales de Helsinski Artículo 2, el Convenio sobre 
la Diversidad Biológica, preámbulo; la Convención de Bamako 
sobre Tráfico de Desechos; el Protocolo de Montreal sobre 
Sustancias que Agotan la Capa de Ozono; el Tratado de Roma 
Constitutivo de la Comunidad Económica Europea, enmendado 
por el Tratado de la Unión Europea, Artículo 130r; la Carta 
Mundial de la Naturaleza, Principio 11, etc. 


Se llega así, a una inversión de la carga prueba necesaria para 
tutelar el ambiente28 y que debe ser utilizada para interpretar las 
normas y la realidad agraria misma, en atención a los nuevos 
valores de orden ambiental que impregnan el moderno Derecho 
Agrario. 


28 Hunter, David y Otros, Concepts and PrincipIes olInternationaI Environmental 
Law: an illtroduction, United Nations Environmental Programme, Ginebra, 1994, 
p.25 
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Lo que debe hacerse es diferenciar este criterio del llamado 
conflicto de intereses que tantos problemas ha dado a la Sala 
Constitucional. Según éste, ante la presencia de intereses 
contradictorios como la propiedad privada y la libertad de 
comercio por un lado y el derecho a un ambiente sano por-el otro, 
debe tratarse de llegar a un equilibrio entre ambos y en caso de 
no ser posible compatibilizados, deberá escogerse uno u otro 
de ellos. Este tipo de conflicto sólo puede ser resuelto caso por 
caso según las condiciones particulares de éste.29 


La evolución de los diferentes in dubio en materia penal y 
laboral ha tenido como fundamento un principio de carácter 
axiológico, una escogencia que la sociedad debe realizar cuando 
existe un estado de incerteza o duda. La esencia misma de este 
principio es igualmente válida para el caso de la tutela -al 
ambiente y requiere una adecuada labor de interpretación que 
posibilite la transformación de las instituciones jurídicas de 
conformidad como la realidad circundante lo demande. 


La interpretación resulta tan importante como los anteriores 
elementos y sin duda una incorrecta interpretación puede 
igualmente afectar la filosofía del Derecho Agrario y de su nueva._ 
dimensión ambiental. Se muestran 'insuficientes las metodologías 
exegéticas y se requiere de formas de interpretación diferentes 
como la evolutiva, la sistemática, la teleológica o como se ha 
propuesto una perspectiva interpretativa denominada 
sistemático-material y evolutiva contrapuesta el método 
hermeneútico tradiciona13o, fundamentalmente ante la ausencia 


29 La Sala sin embargo, parece inclinarse por aceptar la preeminencia de los 
intereses colectivos sobre los individuales con dos salvedades el respeto al 
debido proceso y la salvaguarda de la dignidad humana. No obstante no se 
puede considerar que esta sea la línea de pensamiento del órgano jurisdiccional 
citado. 
30 Jurado Femández, Julio, Acerca del Derecho Agrario Constitucional: la 
interpretación constitucional y la jurisprudencia sobre el derecho de propiedad, 
en Derecho Agrario Costarricense, San José, ILANUD, 1992. 
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de base legal adecuada en ciertos aspectos ambientales requ€ ridos 
para la materia agraria en su nueva dimensión, como el ind¿cado 
principio del "in dubio pro natura", quien usa paga, quien 
contamina paga, sólo es posible determinarlos por la vía de la 
interpretación de las leyes o de la aplicación de la doctrina 
respectiva. 


Quisiéramos \ndicar como última apreciación, el conocimiento 
de la jurisdicción agraria de procesos de expropiación de bienes 
por motivos de interés público ambiental. Somos partidarios de 
que ello ocurra, al menos teóricamente de esa manera. Sin 
embargo, debemos mencionar la supresión de la competencia 
agraria para conocer expropiaciones de esta índole y la 
derogatoria del capítulo sobre este tema de la Ley de Jurisdicción 
Agraria, sin duda un retroceso en la evolución de esta normativa. 
Máxime si el conocimiento de la misma queda en manos del juez 
civil o contencioso administrativo, según el caso, a tenor de la . 
nueva Ley de' Expropiaciones. Asimismo, otras materia 
relacionadas con lo expuesto como por ejemplo, los delitos de 
carácter ambiental o el propio Derecho indígena31 deberán formar 
parte·de la competencia agraria. 


A modo de conclusión, resta solamente indicar que las 
influencias de la nueva dimensión ambiental en la teoría general 
del Derecho Agrario y sobre el proceso agrario, apenas si 
comienzan a ser estudiadas con detalle. Este estudio, tan sólo 
pretendió, al menos, indicar é:Ugunas de las nuevas construcciones 
que deben emprenderse sin agotarlas. Cual sea el resultado final 
de la· interacción entre los dos derechos y sus efectos sobre el 
proceso y la justicia misma, no está aún definido. Lo que si resulta 
claro, es que sentencias como la del Tribunal Agrario al resolver 


31 Resulta importante señalar una sentencia del Juzgado Agrario de Limón, la 
cual consideró q1i~ la resolución de un conflicto de sobre propiedades por 
la Asociación de Vesarrollo, constituía una decisión vinculante para los 
Tribunales en aplicación del Convenio 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo sobre Pueblo$ Indígenas y Tribales. 
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:~¡ sobre la posesiór: ecológica o la que a continuación se transcribe, ;j 


deben ir desapareciendo del nuevo orden agrario-ambiental. 


"El actor no sólo cumplió con la función social al haber 
explotado su finca, sino que para llegar a esto tuvo que 
transformarla, convirtiendo bosques vírgenes en terrenos aptos 
para la explotación agropecuaria."32 


32 Tribunal Superior Agrario, No 192 de 1989. 
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LEGISLACIÓN MEXICANA EN MATERIA ECOLÓGICA 


LIC. JOAQuíN DÁVALOS PAZ 


PRESIDENTE DE LA ASOCIACIÓN DE ABOGADOS 


L a presente exposición habrá de dirigirse en una fase inicial 
hacia las reflexiones primeras que justifican la necesidad de 


legislar en materia ambiental y ecológica; posteriormente se 
realizará una síntesis sobre la normatividad de la materia 
y finalmente la formulación de algunos planteamientos y 
propósitos h~cia los que se deberán orientar las leyes ecológicas, 
manifestando que estos puntos de vista y análisis, quedan bajo 
mi más estricta responsabilidad. 


Los problemas que surgen con motivo de la actividad del 
hombre, que se caracterizan las más' de las veces, por decisiones 
intelectivas que se ubican al márgen del orden natural, siendo el 
hombre un componente de los ecosistemas en los que puede 
influir y alterar, es necesario orientar sus conductas individuales 
y sociales para evitar en lo posible las perturbaciones al medio 
ambiente que van en contra de la lógica ecológica-natural. Está 
ampliamente demostrado que el deterioro y distorsión 
generados por la actividad del hombre en los mecanismos 
naturales, no conduce a un nuevo orden, sino al desorden y al 
caos ecológico, por lo que surge la necesidad de una 
reorientación política que se vea reflejada y sustentada en 
normas jurídicas claras y precisas, que tengan como principales 
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objetivos la preservación, la restauración Y la protección del 
medio ambiente y el equilibrio ecológico. 


Estas normas, deberán reflejar el querer social, el cual está 
dirigido hacia la búsqueda de un sistema jurídico político que 
exprese y posibilite los más caros anhelos de la colectividad. Es 
indudable que la complejidad de las sociedades modernas, así 
como el surgimiento y desarrollo de la tecnología y la 
sobrepoblación de la especie humana, exigen un 
replanteamiento o en su caso conceptualizaciones que deben de 
plasmarse en el sistema normativo, mismas que deberán 
responder al interés público, y que hagan posible la conciliación 
dogmática de la nueva relación hombre-tierra, que deberá verse 
reflejada en dispositivos legales respetados por la certeza de su 
notmatividad y no por su imposición. 


La sociedad mexicana, como cualquier otra, debe resolver los 
problemas ambientales que se generan con motivo de su 
actividad y existencia, y los medios que hagan posible la 
solución de los mismos, serán el sustento ideológico que 
entienda ·la dimensión moral del problema. De tal manera, 
que la respuesta a los problemas ecológicos y ambientales no 
sólo se circunscriben al aspecto tecnológico, sino a la actitud 
cultural y decisión ética hacia los fenómenos que producen el 
deterioro del medio ambiente y la destrucción de la ecología. 


Los recursos naturales son patrimonio común de la 
humanidad, pues ellos posibilitan la vida y determinan su 
calidad. El Estado moderno que entienda esto y lo administre en 
consecuencia, hace posible la continuidad de la historia, pero 
deberá, necesariamente replantear la economía dentro de un 
sentido social, para que pueda darse el desarrollo sustentable, 
económicamente posible, técnicamente viable, y socialmente 
justo. 
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f! Es necesario que la gestión gub ~rnamenta1 de la ecología, se 
soporte en la educación, misma que deberá propugnar por el 
perfeccionamiento de los mexicanos, de sus tradiciones y su 
cultura, entendiendo la problemática ecológica, como un tema 
de responsabilidad compartida de pueblo y gobierno. 


Es conveniente describir y dimensionar el problema ecológico 
nacional en sus líneas generales. De esta manera obtenemos que 
en nuestro país se está perdiendo cada vez más, la identificación 
del hombre con la naturaleza, lo que nuestra cultura tradicional 
realizaba en forma sencilla y eficiente, nuestra conducta actual 
nos lleva a una ruptura del equilibrio natural. Los recursos no~ "'--­
renovables, se acercan a sus lími~es teóricos de explotación 
económica; los recursos renovabl¿s no son restaqxados en 
la medida que permitan garantizar su disponibilidad; la 
biodiversidad desaparece y la existencia particular de casi todas 
las especies de flora y fauna, esta en los linderos del colapso y la 
extinción. La existencia de suelos erosionados y contaminados 
no son lo peculiar, sino la expresión más general del paisaje que 
rodea nuestras ciudades y que bordea nuestra vías de 
comunicación, esto es el resultado de una economía inmediatista 
orientada al lucro y diseñada para el consumo suntuario, 
irresponsable y egoísta. La presión demográfica cada. vez más 
intensa, incide sobre los recursos y se observa como la mancha 
urbana e industrial se extiende destruyendo campos, bosques, 
selvas, ríos yaguas marítimas contaminadas, dejando a cambio 
ciudades de crecimiento anárquico que no responden a la 
calidad de vida que merecen los mexicanos. 


El desarrollo industrial se apropia de los recursos comunes, 
como si fueran un botín que es permitido dilapidar, contaminar 
y destruir; los criterios de eficiencia, calidad y eficacia, no 
existen al asumirse la propiedad irrestricta de los recursos. Es­
conveniente que el Estado obligue al usufructuario y al. 
beneficiario del aprovechamiento del recurso, a la limpia y 


/ 
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recolección, así come al pago de los costos de la necesaria 
restauración ecológica. 


Es indispensable que en México, se establezca la prohibición 
total para que su territorio sea utilizado como depósito de 
basura y residuos, producto de la actividad económica de otras 
naciones. La ecología es imposible en el marco de un modelo 
económico consumista con distorsionada visión de lo que es el 
valor, el costo y el precio que mercantiliza al ser humano, 
manejando sus necesidades como números fríos que permiten 
su manipulación y control. 


Una visión económica de tal modo pervertida, es la causa 
primera de la destrucóón del medio ambiente; la insensibilidad, 
la incapacidad, la indiferen~ia, hacen el resto. 


Nuestra patria se ha empequeñecido en una sola generación; 
la pesca ya no es un caudal' inagotable; nuestros ríos han sido 
transformados en basureros; nuestras lagunas se han convertido 
en fétidos pantanos impregnados de contaminantes; el bosque 
es sólo un pequeño manchón ,que no permite la vida silvestre y 
que todos los años manos criminales lo agreden incendiando lo 
poco que va quedando. México pierde al degradar su medio 
ambiente, su original ánima y estilo, aquello que le hacía ser 
único y diferente. Lo lamentable es que nada de este caudal de 
males era inevitable, necesario o fatalmente obligado, los 
mexicanos estamos ciertos que aún se puede recobrar la 
soberanía esencial que posibilite trazar nuestros destinos, 
proteger la herencia de nuestros abuelos y padres y transmitirla 
a nuestros hijos y nietos. ' 


Es conveniente establecer la congruencia que México debe 
observar con los principios de Derecho Internacional y los 
compromisos adquiridos en materia ambiental, siempre y 
cuando, respeten la soberanía nacional y se traduzcan en 
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beneficios para la ecología y el medio ambiente. Nuestra 
legislación marcó en materia ecológica debe ser ágil, eficaz, 
eficiente y producto de nuestras realidades, expresión de 
nuestro querer y deber ser. 


Así las cosas, mencionemos que el Derecho Ecológico, es una 
rama novedosísima del Derecho Público. Tanto en México, 
como en otros países, constituye la expresión jurídico formal 
moderna de un hecho tan antiguo como la propia aparición del 
hombre sobre la tierra, las relaciones hombre-sociedad­
naturaleza, entre las que no es posible concebir una existencia. 
humana al márgen de la naturaleza, o en eterno conflicto con 
ella. 


Nuestra sociedad actual, a~ estar organizada bajo modelos 
económicos inspirados en doctrinas de lucro, dominación y 
despilfarro de recursos naturales, copiados de los países 
altamente industrializados, constituye el modelo de nación en 
vías de desarrollo, cuyo paradójico destino le ha llevado a 
transformarse en receptor de tecnologías, objetos y mercancías 
obsoletas que invariablemente atentan contra los factores 
bióticos, es decir contra la vida misma. 


Dentro de ·este contexto de México, el Derecho Ecológico ha 
tenido un significado muy especial: la consagración de las 
normas jurídicas, reglas e instituciones para la conservación del 
medio natural y el establecimiento de nuevas relaciones 
sociedad-naturaleza. (Debido a la exhaustividad que este 
Coloquio impone a la temática y al tiempo, dejo a salvo el 
análisis y planteamiento del nombre y concepción semántica, 
que derivan de la problemática para designar a esta novedosa 
ciencia como Derecho Ambiental o Derecho Ecológico). 


Este Derecho Ecológico, integrado por un conjunto de normas 
y reglamentos de distinto rango y eficacia constituyen una 
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nueva rama jurídica llamada a imponerse sobre reglas 
tradicionales heredadas de una concepción y una práctica 
socio-económica difícil de seguirse manteniendo en razón de sus 
desastrosos resultados para la organización equilibrada, 
armónica y justa de la vida social y de las relaciones hombre­
naturaleza. 


Los componentes principales de la gestión ambiental son: la 
política, el derecho y la administración ambiental, y en 
consecuencia no sólo comprende acciones materiales para la 
conservación y restauración del medio ambiente, sino también 
una planeación, regulación y organización de toda la materia 
ambiental, esto es, la gestión ambiental supone un conjunto de 
actos nJrmativos y materiales que buscan una ordenación del 
ambiente, que van desd~ la formulación de la política ambiental 
hasta la realización de acciones materiales que garanticen el 
propósito general. Es bien sabido que el gobierno mexicano se 
estructura en base a los principios de una república 
representativa y federal, compuesta. por tres niveles de 
competencia que son: el federal, el local o estadual y el básico 
correspondiente a los municipios. 


Ello resulta imperativo en la necesidad de precisar como se 
distribuyen las competencias en materia ambiental conforme a 
la legislación mexicana. , 


La protesta contra la degradación del medio ambiente a nivel 
mundial, se reflejó en las propias Naciones Unidas que 
acogieron estas manifestaciones y tras las Conferencias de París 
de 1968, Londres de 1970, y las'reuniones de Nueva York, Praga 
y Ginebra en 1971, tuvo lugar la Conferencia de Estocolmo en 
junio (25) de 1972, donde hubo de vencerse serias resistencias 
que se dieron a lo largo de las reuniones precedentes por parte 
de los países del Tercer Mundo que veían con justificado temor 
el riesgo de que se diversificase la atención mundial 
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olvidándose temas para ellos más aCUcialltes, como el de los 
alimentos temiendo, no sin razón, que se J.plicasen a objetivos 
ambientales los recursos que ellos necesitaban, congelándose su 
desarrollo. Como consecuencia de esta conferencia se crearon 
organizaciones especializadas institucionalizándose el Programa 
de las Naciones Unidas para el Ambiente (PNUMA) con sede en 
Nairobi, estableciéndose el día Mundial del Ambiente. Las 
Naciones Unidas han creado también, conectados con el 
PNUMA un Centro Internacional de Formación de Ciencias 
Ambientales (CIFCA) para los países de habla española. 


Debido a estas presiones nuestro país promulgó el 23 de 
marzo de 1971, la Ley Federal para Prevenir y Controlar la 
Contaminación Ambiental, así como diversos reglamentos que 
se expidieron con fundamento en estas disposiciones, los 
que culminaron con el Programa Integral de Saneamiento 
Ambiental, de mayo de 1980, estudiándose además las 
funciones de los tres órganos que tuvieron como misión 
específica la protección del ambiente: el Consejo de Salubridad; 
la Comisión Intersecretarial de Saneamiento Ambiental y la 
Subsecretaría de Mejoramiento del Ambiente de la S~cfétaría d~ 


Salubridad y Asistencia, todo esto sin haberse provocado 
previamente un soporte constitucional de la materia. 


Los estudiosos y teóricos de esta nueva rama de la ciencia 
jurídica, se abocaron a la tarea de "justificar", dentro del marco 
constitucional, las disposiciones de esa primera ley de carácter 
ecológico y ambiental, encontrando algunos elementos aislados 
en el párrafo tercero del Artículo 27 de nuestra Ley Suprema, así 
como en los artículos que derivan sus disposiciones, en favor de 
los Estados y los Municipios, pero en materia de asentamientos 
humanos. 


Es el caso que por una inercia institucional, y ante la falta de 
mayores y profundos' estudios, nos hemos acosturnbrado a 
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considerar que el fundamento constitucional de ]as normas 
secundarias que regulan la conducta humana y soc.Lal frente a 
los recursos naturales y los ecosistemas se encuentran en los 
Artículos 25, 27, párrafo tercero; 73 fracciones XVI 4a. y XXIX-G 
y 116 de la Constitución política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Solamente que tales normas supremas se relacionan 
con la intervención gubernamental para regular y controlar el 
establecimiento y crecimiento planificado de los asentamientos 
humanos, más no a la materia ecológica y ambiental 
propiamente dicha. 


Al lado de estas disposiciones, existen otras que se 
encuentran dispersas a lo largo de toda la Constitución Política 
y que se refieren a ciertos elementos ambientales o a 
determinadas activIdades que pueden generar efectos 
alnbientales, como las tierras y las aguas, los mares, la 
atmósfera, los minerales, la energía eléctrica, la energía nuclear, 
los asentamientos humanos; las actividades industriales, el 
patrimonio cultural, etc. Dichas disposiciones son también 
"Bases Constitucionales" respecto de cada una de las materias 
que se han mencionado. Analizaremos las bases constitucionales 
que tienen que ver con los aspectos más generales de la 
protección del ambiente. 


La primera de ellas es la contenida en el párrafo tercero del 
Artículo 27 constitucional, que ·se refiere a la idea de la 
conservación de los recursos naturales. Esta idea es un elemento 
total de la protección del ambiente. 


La segunda de esas bases es la disposición contenida en la 
fracción XVI 4a. del Artículo 73 constitucional, que se refiere a la 
idea de la prevención y control de la contaminación ambiental. 


La tercera de ellas es la disposición contenida en el párrafo 
sexto del Artículo 25 constitucional, que se refiere a la idea del 
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cuidado del medio ambiente con motivo de la re&llación 
(	 del uso de los recursos productivos por los sectores social y 


privado. Esta idea fue incorporada a la Constitución Política en 
el año de 1983, se trata de la única ocasión en que la Carta 
Fundamental menciona al 11Ambiente" o "Medio Ambiente" 
como tal. 


A partir del establecimiento de las bases constitucionales para 
la protección del ambiente en su conjunto, permite el examen de 
como la Constitución Política divide las facultades para la 
protección al ambiente en su conjunto entre la federación y los 
estados, aunque esta cuestión atañe más específicamente al 
estudio de la gestión ambiental. 


El principio de la conservación de los recursos naturales en 
general, fue incorporado en 1917 a la Constitución Política, 
en relación con el profundo cambio que ella establ~ció respecto 
del sistema de propiedad, y más específicamente con la idea de 
función social de la propiedad privada que consagró, en 
sUDstitución de la hasta entonces vigente idea de la propiedad 
privada, como un derecho absoluto. 


En base a esta premisa, la Constitución dejó asentado en el 
párrafo tercero del Artículo 27 la idea fundamental de que 
la nación tiene en todo tiempo el derecho de imponer a la 
propiedad privada las modalidades que dicte el interés público, 
lo que significa consagrar el principio de la función social de la 
propiedad. 


De esta manera procedemos a analizar el régimen 
constitucional de los recursos minerales, estableciendo el mismo 
Artículo 27 que corresponde a la Nación el dominio directo de 
todos los minerales o substancias en vetas, masas o yacimientos, 
que constituyan depósitos cuya naturaleza sea distinta de los 
componentes del terreno. Establece el dominio de la Nación 
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sobre estos recursos asignándoles el carácter de inalienables e 
imprescriptibles y que la explotación, uso o aprovechamiento de 
los mismos, por los particulares o por sociedades constituidas 
conforme a las leyes mexicanas, no podrá realizarse sino 
mediante concesiones otorgadas por el Ejecutivo Federal, de 
acuerdo con las reglas y condiciones que establezcan las leyes. 


De esta forma nuestra Constitución establece las bases 
fundamentales para una política de protección de los recursos 
minerales. En efecto, el dominio directo que la nación tiene 
sobre estos recursos le permite controlar en todos sus aspectos, 
la explotación de los mismos, dotando al Ejecutivo Federal de la 
capacidad de velar por la protección de éstos. a través del 
establecimiento de reservas nacionales. 


Estas normas constitucionales son desarrolladas por la Ley 
Reglamentaria en Materia de Minería, de fecha 12 de diciembre 
de 1975, y sus modificaciones del 31 de diciembre de 1981, 
misma que vino a substituir la anterior de 1961. Una lectura 
ambiental de este ordenamiento jurídico permite afirmar que 
éste se encuentra orientado por criterios productivistas 
tradicionales, antes que por criterios de protección a los recursos 
naturales no renovables conStituidos por los minerales. El 
sentido productivista de la ley queda de manifiesto en el 
Artículo 5°., donde se establece que: "la exploración, como la 
explotación y el beneficio, conforme a esta ley de las substancias a que 
la misma se refiere, son de utilidad pública y serán preferentes sobre 
cualesquiera otros usos" . 


En lo que se refiere a los hidrocarburos, el ~gimen jurídico 
de éstos lo establece el propio Artículo 27 constitucional, 
disponiendo que corresponde a la nación el dominio directo del 
"petróleo y todos los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o 
gaseosos.. ", agregando que no se otorgarán concesiones ni 
contratos, ni subsistirán los que en su caso se hayan otorgado y 







t. al 


REVISTA DE LOS TRIBUNALFS AGRARIOS 159 


la nación llevará a cabo la explotacón de sus productos, en los 
términos que señale la ley reglamen ~aria respectiva. 


De acuerdo con el Artículo 8°. de la Ley Reglamentaria en el 
Ramo del Petróleo, el Ejecutivo Federal se encuentra facultado 
para establecer zonas de reservas petroleras en terrenos que por 
sus posibilidades así 10 ameriten, con la finalidad de garantizar 
el abastecimiento futuro del país. La incorporación de terreno a 
las reservas y su desincorporación de las mismas, deben ser 
hechas por decreto presidencial, fundado en los dictáme.nes 
técnicos respectivos. 


En lo relativo a la protección de~ ambiente, respecto de los 
efectos de las actividades petroleras, hay que decir que esta 
cuestión debe analizarse a partir de lo dispuesto ~n el Artículo 
décimo de la Ley Reglamentaria del 27 constitucional en el ramo 
del petróleo, que prescribe lo siguiente: "la industria petrolera es 
de utilidad pública, prioritaria sobre cualquier aprovechamiento de la 
superficie y del subsuelo de los terrenos, incluso sobre la tenencia de 


, !' ejidos y comunidades y procederá la ocupación provisional, la 
definitiva o la expropiación de los mismos, mediante la indemnización 
legal, en todos los casos en que lo requiera la nación o su industria 
petrolera" . 


Por lo anterior se desprende que las disposiciones de la ley y 
su reglamento tutelan la protección del recurso, pero no la 
protección del ambiente respecto de los efectos de las 
actividades petroleras. 


En cuanto al régimen jurídico de la energía eléctrica, está de 
acuerdo con la Constitución Política al establecer que 
corresponde exclusivamente a la nación generar, conducir, 
transformar, distribuir y abastecer energía eléctrica que tenga 
por objeto la prestación del servicio público correspondiente. La 
misma Constitución señala que en esta materia, no se otorgarán 
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concesiones a lbs particulares y la nació 1. aprovechará los bienes 
y recursos naturales que se requieran para dichos fines, así se 
establecen en el párrafo sexto del numeral señalado. 


La prestación del servicio público de energía eléctrica está a 
cargo de un organismo público descentralizado, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio, denominado 
Comisión Federal de Electricidad. Las actividades de ese 
organismo deben sujetarse a las disposiciones que sobre la 
prestación del servicio público de energía eléctrica expida 
la Secretaría de Energía, Minas e Industria Paraestatal, 
actualmente Secretaría de Energía, como puede verse en el 
Diario Oficial del 28 de diciembre de 1991. 


La legislación aplicable al servicio de energía eléctrica carece 
prácticamente de consideraciones ambientales. Sin embargo los 
problemas que plantean las obras e instalaciones necesarias para 
la prestación del Servicio Público de energía eléctrica respecto 
de la protección del ambiente, son considerables. Ello se expresa 
fundamentalmente en las modificaciones nocivas que las 
estaciones hidroeléctricas pueden generar en el ciclo hidrológico 
y en la contaminación atmosférica que producen las estaciones 
termoeléctricas. 


Las disposiciones específicas para la protección del ambiente 
en estos casos, se encuentran por lo que hace a las estaciones 
hidroeléctricas, en el Artículo 101 de la Ley Federal de Aguas, y 
por lo que hace a las estaciones termoeléctricas, en los Artículos 
17 a 20 de la Ley Federal de Protección al Ambiente. 


En cuanto a las bases del régimen jurídico del mar, la 
Constitución Política establece que "el territorio nacional 
comprende, entre otros, el de las islas, incluyendo los arrecifes, cayos y 
los mares adyacentes; el de las Islas de Guadalupe y las de 
Revillagigedo, situadas en el Océano Pacífico; la plataforma 
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1 -continental y los zócalos de las islas, cayos y arrecifes, y las a~ uas de
l los mares territoriales, en la extensión y términos que fija el [erecho 
.~. Internacional, y las marítimas interiores". 


Además prescribe la Constitución que la nación ejerce en la 
zona económica exclusiva situada fuera del mar territorial y 
adyacente a éste, los derechos de soberanía y las jurisdicciones 
que determinen las leyes del Congreso. La zona económica 
exclusiva se extiende a 200 millas náuticas, medidas a partir de 
la línea de base desde la cual se mide el mar territorial. En 
aquellos casos en que esa extensión produzca superposición con 
las de las zonas económicas exclusivas de otros Estados, la 
determinación de las respectivas zonas se hacen en la mediaa en 
que resulte necesario, mediante acuerdo con estos Estados. 
(Artículo 27 párrafo octavo que fue incorporado en 1976 a la 
Constitución Política). 


En cuanto a los asentamientos humanos, se encuentran 
regulados con una fuerte impronta ambiental, desde 1976. 
En esa época se modificó nuestra Carta Magna, y se expidió la 
Ley General de Asentami~nto Humanos (Diario Oficial 26 
de mayo de 1976, y adiciones en los Diarios Oficiales del 29 de 
diciembre de 1981 y 7 de enero de 1984), creándose en sistema 


.	 en el que destaca la idea de la planeación del desarrollo urbano 
que viene a presidir la normatividad sobre la materia, y a 
constituirse en uno de los instrumentos más esenciales para 
la ordenación racional del ambiente. 


La reforma estuvo encaminada a modificar el párrafo tercero 
del Artículo 27 constitucional, para precisar que la regulación 
del aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de 
apropiación sería hecha en beneficio social, pero 
fundamentalmente, para vincular esta idea con la de lograr el 
desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento de las 
condiciones de vida de la población rural y urbana y agregar a 
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continuación, que como consecuencia de lo anterior se dictarían 
las medidas necesarias para ordenar los asentamientos humanos 
y establecer adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de 
tierras, aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de 
planear y regular la función, conservación, mejoramiento y 
crecimiento de los centros de población, con lo que quedaron 
establecidos los principios fundamentales que habrían de 
presidir la ordenación de los asentamientos humanos. Esta 
misma reforma constitucional de 1976, estableció un sistema de 
concurrencia del Gobierno Federal, de los Estados, y de los 
Municipios en materia de asentamientos humanos. 


Respecto de la prevención y el control de la contaminación en 
la Constitución se debe apuntar que: el concepto de 
contaminación ambiental está referido estrictamente a la 
presencia en el ambiente de uno o más contaminantes, o 
cualquier combInación de ellos, que degrada al ambiente en su 
conjunto y/O algunos de sus elementos. Así entendida la 
contaminación ambiental,. es uno de los componentes 
fundamentales de la problemática de la protección del ambiente, 
en términos de que su prevención y control es sin lugar a dudas, 
una de las funciones principales de la protección al ambiente. La 
problemática de la protección de los recursos naturales, por 
ejemplo, no se encuentra restringida sólo a la contaminación de 
tales recursos. 


Hacia fines de la década de los sesentas, predominaba casi sin 
contrapeso la idea de que la protección del ambiente tenía que 
ver exclusivamente con el peligro de su contaminación. Dicho 
enfoque tenía injerencia a su vez, con la naturaleza de los 
problemas ambientales de las sociedades industrializadas, que 
eran problemas de contaminación. Este tipo de fenómenos 
también se habían hecho presentes entre nosotros, por eso la 
manera jurídica de enfrentarlos fue a través de un nuevo 
ordenamiento legal, que en concordancia con la visión que 
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e> istía de la problemática ambiental, se le denominó Ley 
FE deral para Prevenir y Controlar la Contaminación Ambiental 
(Diario Oficial 23-05-1971 y abrogada en Diario Oficial 11-01­
1982). 


Junto a la expedición de esta Ley, se reformó también la 
Constitución Política, en la parte relativa a las atribuciones del 
Consejo de Salubridad General. La reforma en cuestión agregó a 
las atribuciones constituciones de dicho Consejo, las de adoptar. 
medidas "para prevenir y combatir la contaminación ambiental ll De• 


esta forma, la idea de la prevención y control de la 
contaminación ambiental fue incorporada explícitamente a la 
Carta Fundamental de México. 


La iniciativa respectiva se formuló como una adición a la base 
4a., de la fracción XVI del Artículo 73 constitucional, que 
proponía introducir la expresión "...Así como las adoptadas para 
prevenir y combatir la contaminación ambiental...", en el texto de 
esa base, de modo que la idea de la contaminación ambiental 
fuera ineluida dentro de las funciones vinculadas al concepto de 
"Salubridad General de la República" (Como ya lo estaba la 
campaña contra el alcoholismo y la venta de substancias, que 
envenenan al individuo o degeneran la especie humana). 


Corresponde el análisis de la protección del ambiente en la 
Constitución Política a partir de la reforma en 1983. En esta 
fecha entró en vigor la reforma del Artículo 25 constitucional, 
que incorporó explícitamente a la Carta Magna la idea de la 
protección del ambiente en su conjunto a través de la expresión 
11 •• cuidado del medio ambiente... " Esta reforma profundizó la 
misma idea de la protección del ambiente conte~da en el 
Artículo 27 constitucional, al llevarla más allá de la cu~tión de 
la conservación de los recursos naturales, pero no lo hiz<\en los 
términos amplios que hubieran sido deseables. 
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En dicien lbre de 1982 se remitió al Congreso de la Unión, un 
conjunto de iniciativas que reformaban Y aélicionaban diversos 
preceptos constitucionales. De entre esas iniciativas, aquéllas 
que reformaban y adicionaban los Artículos 16, 25, 26, 27, 28, Y 
73 que significan un especial interés para el tema. Con base a 
esta iniciativa fue reformado totalmente el Artículo 25 
constitucional para incorporar en ese precepto la idea de la 
rectoría estatal de la economía y otras relativas al 
funcionamiento de la economía mixta en el país, entre las que se 
encuentra la que ahora contiene el párrafo sexto del nuevo 
Artículo 25 con el siguiente texto: 


"....bajo cr:.terios de equidad social y productividad, se apoyará e 
impulsará a las empresas de los sectores social y privado de la 
economía, sujetándolas a las modalidades que dicte el interés público y 
al uso, en beneficio general, de los recursos productivos, cuidando su 
conservación, y el medio ambiente... 11 


La disposición anterior, puede considerarse bajo diversos 
aspectos, como una reiteración de otras preexistentes. En efecto, 
la idea de sujetar a los sectores social y privado a las 
modalidades que dicte el inter,és público, parece una reiteración 
de la contenida en el párrafo tercero del Artículo 27 
constitucional¡ de la cual extrae su terminología. Pero son dos 
ideas diversas, aunque vinculadas entre sí, a saber: la primera se 
refiere a la propiedad privada y la segunda al quehacer en 
general de las empresas. La relación que debe establecerse entre 
la nueva norma y el texto original de la Constitución, tiene que 
ver más con su Artículo 5°., que junto con consagrar la libertad 
económica, señala que ésta puede ser sometida a restricciones. 


El hecho de que las actividades de las empresas de los 
sectores social y privado puedan quedar constitucionalmente 
sujetas a las modalidades que dicta el interés público, tiene 
importancia desde un punto de vista ambiental. Así, la 
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legislación ambiental establece, restricciones a las ac tividades de 
las empresas en beneficio de la protección del ambiente. 


párrafo sexto del Artículo 25 
le proporciona a este tipo de 


restricciones legales su necesario fundamento en la Constitución 


En el Diario Oficial de la Federación de fecha 3 de febrero de 
1983 apareció la reforma al Artículo 4°, para incluir. en el texto 
constitucional el Derecho a la Salud, como parte integrante del 
listado de garantías individuales. 


Destacamos esta reforma desde el punto de vista del Derecho 
Ecológico, ya que uno de los principios que éste postula, es el de 


~. tratar de manejar racionalmente a los elementos del ecosistema 
para que sus desequilibrios no afecten a la población, y 
especialmente al individuo. Uno de los efectos de las 
alteraciones ambientales es que son causa directa o-indirecta de 
los desequilibrios de la persona como ente individual, es decir, 
pueden alterar el funcionamiento de su organismo y llegar a 
enfermar o exacerbar padecimientos que el individuo ya tenía. 
Para el Derecho Ecológico, el Derecho de la Salud tiene que ver 
con el manejo de los siguientes recursos naturales, entre los que 
se encuentran: el agua, el suelo, el aire, y la energía. 


En el Diario Oficial de la Federación del 3 de febrero de 1983 
se adicionó y reformó el Artículo 115 constitucional con el fin de 
dar una transformación al régimen municipal. En la fracción V, 
los Municipios, en los términos de las leyes federales y estatales, 
están facultados para formular, administrar y aprobar la 
zonificación y planes de desarrollo urbano municipal y 
administración de zonas de reserva ecológica. 
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Podemos decir que en esta reforma se incluye el concep:o de 
zona de reserva ecológica como un área de jurisdicción 
municipal. La trascendencia de este hecho estriba que por 
decreto presidencial, a través de una declaratoria, se establecen 
ár,as que por su naturaleza y condición pueden ser objeto de 
una serie de modalidades en la propiedad, uso y 
aprovechamiento, y que al encontrarse en una área de 
jurisdicción municipal, tendrán que ser reguladas por éste. 


Cabe aclarar que acorde con este principio constitucional, la 
Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente, 
considera que las zonas sujetas a conservación ecológica son 
aquéllas constituidas por las entidades federativas y los 
municipios en zonas circunvecinas a los asentamie"7ltos 
humanos, en las que existen uno o más ecosistemas en buen 
estado de conservación, destinadas a preservar los elementos 
naturales indispensables al equilibrio ecológico y el bienestar 
general, quedando así, dentro de las categorías de áreas 
naturales protegidas. 


Podemos decir que éstos son los fundamentos 
constitucionales para la actuación del municipio en materia 
ecológica y que la tendencia es que se fortalezca esta función. En 
el Plan Nacional de Desarrollo 1994-2000, dentro de las 
prioridades en materia de legislación ambiental se incluye la 
necesidad de nembrar regidores en los municipios que ayuden a 
la creación de la regulación en la materia, a través de la facultad 
reglamentaria que tienen los Ayuntamientos, es decir, se prevé 
la posibilidad de,un Regidor Ecológico o Ambiental que funja 
como defensor del ambiente municipal. 


La Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al 
Ambiente, fue publicada el 28 de enero de 1988, y entró en vigor 
el día primero de marzo de ese mismo año. Consta de seis 
títulos y 194 artículos cuyos rubros son: 
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Título Primero: Disposiciones Generales; normas 
preliminares, concurrencia entre la federación, las entidades 
federativas y los municipios, atribuciones de la Secretaría y 
coordinación entre las dependencias y entidades de la 
administración pública federal, política ecológica, instrumentos 
de la política ecológica. 


Título Segundo: Áreas naturales protegidas; categorías, 
declaratorias y ordenamiento de las áreas naturales protegidas, 
sistema nacional de áreas naturales protegidas, flora y fauna 
silvestre y acuáticas. 


Ordenamiento Ecológico; la ley lo define como el proceso de 
planeación dirigido a evaluar y programar el uso del suelo y el 
manejo de los recursos naturales en el territorio nacional, así 
como las zonas sobre las que la nación ejerce su soberanía y 
jurisdicción 'para preservar y restaurar el equilibrio ecológico 
y proteger el ambiente. 


La preservación; qúe es el conjunto de políticas y medidas para 
mantener las condiciones que propician la evolución y 
continuidad de los procesos naturales. 


Restauración; conjunto de actividades tendientes a· la 
recuperación y restablecimiento de las condiciones que 
propician la evolución y continuidad de los procesos naturales. 


Mejoramiento; es el incremento de la calidad del ambiente. 


Protección de Areas Naturales; el conjunto de políticas y 
medidas para mejorar el ambiente y prevenir y controlar su 
deterioro, en las zonas del territorio nacional y aquéllas sobre 
las que la nación ejerce su soberanía y jurisdicción, en la que los 
ambientes originales no han sido significativamente alterados 
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Ilor la actividad del hombre, y que han quedado sujetas al 
régimen de protección. 


Protección de Flora y Fauna Silvestre y Acuática; el conjunto de 
políticas y medidas para prevenir y controlar el deterioro de: 
a) las especies vegetales terrestres, así como hongos que 
subsisten sujetos a los procesos de selección natural y que se 
desarrollan libremente en el territorio nacional; incluyendo las 
poblaciones o especímenes de éstas especies que se encuentran 
bajo el control del hombre; b) Las especies animales terrestres 
que subsisten libremente en el territorio nacional y que se 
desarrollan libremente, incluyendo sus poblaciones menores 
que se encuentran bajo el control del hombre, así como los 
animales domésticos que por abandono, se tornen salvajes y por 
ello sean susceptibles de captura y apropiación; c) Las especies 
biológicas y elementos biogenéticos que tienen como medio de 
vida temporal, parcial o permanente, las aguas en el territorio 
nacional y en las zonas sobre las que la nación ejerce su 
soberanía y jurisdicción. 


Aprovechamiento de los elementos naturales; la utilización de los 
elementos naturales, en forma que resulte eficiente, socialmente 
útil y procure su preservación y las del ambiente. Los elementos 
naturales son los elementos físicos, químicos y biológicos que se 
presentan en un tiempo y espacio determinado sin la inducción 
del hombre.. 


Pre'l1ención y control de la contaminación; el conjunto de 
disposiciones y medidas anticipadas para evitar el deterioro por 
la presencia en el arnbiente de uno o más contaminantes o 
cualquier combinación de ellos que cause desequilibrio 
ecológico; la inspección, vigilancia y aplicación de las medidas 
necesarias para el cumplimiento de las disposiciones 
establecidas en la ley para este fin. 
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Concurrencia; que según el Artículo 4 l, son las atribuciones 
que tiene el Estado en materia de preseivación y restauración 
del equilibrio ecológico y protección del ambiente, que se 
ejercen de manera concurrente por la federación, las entidades 
federativas y los municipios. 


Coordinación; que tiene dos formas, la que se establece según 
los convenios de coordinación entre las dependencias del poder 
federal y las entidades federativas y los municipios conforme al 
Artículo 7°., Y la que realiza la Comisión Nacional de Ecología, 
que es la intersecretarial según el Artículo 121 de nuestra Carta 
Magna. 


Respecto al sistema de atribuciones. encontramos a la 
Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología, posteriormente 
Secretaría de Desarrollo Social y en la actualidad Secretaría del 
Medio Alllbiente, Recursos Naturales y Pesca, como' la 
autoridad que en materia ecológica, le corresponde aplicar 
la materia considerada como federal y la general coordinada con 
las entidades federativas¡ según el Artículo 8°., de la ley de la 
materia. En su Artículo go., se establecen las atribuciones que 
la SEMARNAP tiene en el ámbito del Distrito Federal y las que 
corresponden al Departamento del Distrito Federal y la 
coordinación en algunas materias y casos específicos. 


Desde la aparición de la Ley, se han expedido cuatro 
reglamentos, es necesario acotar que es precisamente el nivel 
reglamentario en donde se puede poner en práctica la ley y sus 
principios, ya que al ser general y concurrente, y de materias 
que en ocasiones dependen de la parte técnica-científica que le 
da su razón de aplicación, su efectividad seda en su adecuada 
reglamentación. 


También es necesario destacar que la falta de efectividad de 
las leyes ambientales anteriores se debió al desface entre la ley y 
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sus reglamentos, tanto desde el punto de lista de su 
temporalidad, que afectaba los criterios de vigencia, como de 
incongruencia orgánica-administrativa y de criterios y 
lineamientos específicos. 


De manera enunciativa mencionaremos la Ley General de 
Asentamientos Humanos; en sus Artículos del 1 al 9, publicados 
en el Diario Oficial de la Federación el día 26 de mayo de 1976. 


Legislación Forestal en sus Artículos del 1 al 8, 89 Y 90; 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 29 de 
diciembre de 1992. 


Ley Agraria; Artículos del 1 al 8, 115, 134 Y135, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el día 29 de septiernbre de 
1993. 


Ley Federal de Caza; Publicada en el Diario de 5 de enero de 
1952. En sus disposiciones encontrarnos que su objeto es regular 
la conservación y fomento de la fauna silvestre que subsiste 
libremente en el territorio nacional. Se declara de utilidad 
pública la conservación, restauración y propagación de animales 
silvestres útiles al hombre. Esta concepción de animales útiles, 
es contraria a la idea de que se debe tener respeto a ellos, ya que 
todos cumplen con una función específica dentro de la cadena 
ecológica y cualquier criterio que sea útil o perjudicial va en 
contra de su conservación. 


La importación, movilización y alimentación de animales 
silvestres, la conservación y propagación de los recursos que 
sirven de alimentación y abrigo de la fauna silvestre, también 
son de utilidad pública. 


Ley del Desarrollo Urbano del Distrito Federal; sus disposiciones 
generales Artículos del 1 al 14, (destacar el 3°.), publicada en el 







171 REVISTA DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS 


Diario Oficial de la Federación el día 7 de enero de 1976, 
modificada por última vez mediante decreto publicado el 4 de 
enero de 1991. 


Reglamento Para el Servicio de Limpia en el Distrito Federal: 
Artículos 1 al 5; 10, 11, 12,21,22,36 al 41. Publicado en la Gaceta 
de Gobierno del Distrito Federal el día 14 de febrero de 1989. 


De esta manera y para concluir, tenemos que la legislación 
ambiental mexicana se·integra con las siguientes leyes y reglamentos: 


Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 


Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 


Ley General de Bienes Nacionales. 


Ley de Nacionalización de Bienes. 


Ley de Expropiación. 


Ley Federal de las Entidádes Paraestatales. 


Ley General de Asentamientos Humanos. 


Ley del Desarrollo Urbano para el Distrito Federal. 


Ley Federal de Vivienda. 


Ley Federal de Caza. 


Ley Forestal. 


Ley Federal de Aguas. 


Ley de Obras Públicas. 


Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. 


Reglamentos de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente en las materias de: 


Impacto Ambiental (D.G. 7 de junio de 1988) 
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Residuos Peligrosos (D.O. 25 de noviembre de 1988) 


Contaminación Originada por la Emisión del Ruido (D.O.6 
Dic.,1982) 


Zona Federal Marítimo Terrestre (D.O. 17 junio 1982) 


Prevención y Control de la Contaminación de Aguas (29 
marzo 1973) 


Prevenir y Controlar la Contaminación del Mar por Vertimiento 
de Deshechos y otras materias (D.O. 23 de enero de 1979) 


Prevención y Control de la Contaminación de la Atmósfera 
(D.O. 25 de noviembre de 1988) 


Interior de la Secretaría del Medio Ambiente, Recursos Naturales 
y Pesca (Antes Sedesol, previo Sedue, D.O. 4 de junio de 1992). 


Prevención y Control de la Contaminación Generada por los 
Vehículos Automotores que Circulan por el Distrito Federal y 
los Municipios de su Zona Conurbada.(25 de noviembre 1988) 


Para el Transporte Terrestre de Materiales y Residuos 
Peligrosos. (D.O. del 7 de abril de 1993) 


Acuerdo que Regula la Organización y Funcionamiento 
Interno del Instituto Nacional de Ecología y de la Procuraduría 
Federal de Protección del Ambiente. (D.O. 17 de junio de 1992). 


CONCLUSIONES: 


Se establece la necesidad de la reforma constitucional, en la que 
se incluya el derecho a la vida, contemplando la autonomía del 
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Derecho Ecológico que pt eda definir con precisión y 
adecuadamente los alcances y estructura de sus contenidos, 
procurando evitar la introducción en el medio de perturbaciones 
a la lógica ecológica natural. Esta conceptualización, deberá tener 
como principales propósitos, impulsar procesos de 
descentralización y desconcentración, evitando las figuras de 
gigantismo; deberá ampliar los márgenes legales de participación 
ciudadana en la gestión ambiental, desde luego reducir los 
márgenes de discrecionalidad de la autoridad a fin de ampliar la 
seguridad jurídica de los gobernados en materia ambiental; 
promover en el ámbito jurisdiccional la existencia autónoma de 
tribunales ecológicos de jurisdicción plena; perfeccionar y 
enriquecer los instrumentos de política ambiental, para que 
cumplan efectivamente con su finalidad. 


La alternativa de la problemática ecológica es clara, debemos 
posibilitar el futuro de nuestros hijos, resguardar su patrimonio, 
recobrar nuestro orgullo y honradamente entregarles a los que 
nos sucedan más de lo que recibimos. 


México, es un lugar donde el hombre es la medida de todas 
las cosas, donde la naturaleza ha impreso en nuestra· alma 
destellos de infinito. Son los retos presentes la medida de 
nuestro valor y el sentido de nuestro compromiso, hay en el 
común del pueblo y en su cultura, reservas de poder, sabiduría 
y fuerza para que retomemos el rumbo adecuado en el cual la 
esperanza se apodere del timón y rescatemos nuestro destino: 
la gloria de México. 











LA NUEVA LEY ESPAÑOLA DE MODERNIZACIÓN DE LAS 
• f., 


EXPLOTACIONES AGRARIAS 


ALBERTO BALLARíN MARCIAL 
EX-PRESIDENTE DEL CoMITÉ 
EUROPEO DE DERECHO RURAL 


1.- LA ULTIMA EVOLUCIÓN DE LA AGRICULTURA EsPAÑOLA. 


1 La crisis de la agricultura tradicianal.- Justificación de la Reforma. 


¡Durante el período que va desde 1939 a 1960, se produce en 
J España el paso desde una agricultura señorial a otra empresarial 
li~i Y éste sería pues el aspecto más positivo de la crisis de la
i agricultura tradicional y subsiguiente o correlativa 
~ modernización. 
.~. 
~i 
~ 


~ El segundo aspecto más dramático de esa crisis fue el del que 
a pesar de todo subsistieron muchas explotaciones familiares de 
subsistencia ahora dentro de una economía de mercado~ lo que 
hacia más necesaria todavía una reconversión de aquéllas. Este 
mal de las explotaciones insuficientes, viene de antiguo como 
consecuencia del principio de división in natura de las herencias, 
consagrado por nuestro Código Civil igual que lo había 
consagrado el Code Napoleón siendo llamado tal principio por 
los franceses machíne a broyer le sol, el cual acentuó sus efectos en 
España, debido a la pérdida de nuestras colonias americanas, 
que hizo bajar sensiblemente las cifras de la emigración a las 
Américas, en una época, la del último tercio del siglo XIX que 


/ 
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conoció un crecimiento demográfico notable. En definitiva, 
se produjo una situación de minifundio muy aguda que se 
manifestaba así mismo en la materia de arrendamientos rústicos 
con muchísimos pequeños arrendatarios para los cuales la tierra 
era el único puesto de trabajo posible y único medio de 
subsistencia, por lo cual fueron protegidos intensamente, a 
partir de la Ley de 1935 que reformó profundamente el sistema 
liberal del Código Civil. A toda costa se querían evitar los 
desahucios masivos, lo cual era de justicia dada la situación 
económica y social de entonces, pues ello hubiera significado 
una masa de desempleados enorme (años 30 y 40). 


En una segunda fase se pasó a combatir directamente el 
minifundio. A ello respondió la primera Ley de Concentración 
Parceleraria (1952) obra del Ministro de _Agricultura Cavestany el 
cual lanzó el lema de menos agricultores, mejor agricultura, lema que 
sigue siendo el de la modernización. Ahora bien, la concentración 
parcelaria, agrupa las parcelas dispersas y las hace más rentables 
pero no agranda apenas la tierra disponible, por lo cual esa obra de 
concentración parcelaria que es muy costosa para el estado no 
resuelve la cuestión de la insuficiencia de las explotaciones. 


En las UNotas para la estructura y contenido del Anteproyecto de 
Ley de Bases sobre Modernización de las estructuras agrarias", un 
documento de gran interés elaborado en 1992 por la Secretaría 
de Estádo del MAPA, se afirma que "la agricultura española 
viene arrastrando unas carencias estructurales que han 
impedido la consecución de unos niveles de eficiencia 
económica deseables" y citaba, a continuación, las que podemos 
llamar leyes estructurales de Gobiernos anteriores: la de Reforma y 
Desarrollo Agrario, la de Arrendamientos Rústicos, Explotación 
Familiar Agraria y Agricultores Jóvenes, Fincas Manifiestamente 
Mejorables, entre otras, para señalar que se habían mostrado 
insuficientes. Esta enumeración dejaba al descubierto la 
alnbición de los autores de la nueva Ley. 
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Las notas señalabar que "las explotaciones agrarias españolas 
siguen teniendo hoy una dimensión superficial y económica 
insuficiente" y los datos que da, referidos al Censo Agrario de 1989, 
así lo confirman plenamente ... "Que ni el acusado descenso de 
activos agrarios ni la alta significación de las explotaciones 
marginales está induciendo una movilidad de la tierra que se 
traduzca en un crecimiento del tamaño de las explotaciones 
mientras que la SAU gestionada por los agricultores con 
dedicación exclusiva no alcanza el nivel de representación 
deseable". Parece ser, según los últimos datos, que contamos en 
España con 1,300,000 explotaciones, de las cuales hay 700,000 que 
disponen de menos de diez hectáreas de superficie cultivable. 


En suma, podemos concluir que, según lo hemos afirmado 
mil veces, la insuficiencia económica de la mayor parte de 
nuestras explotaciones constituye la enfermedad más grave, 
auténtico cáncer de nuestra agricultura. De ahí la justificación, 
por necesidad absoluta, de la LMEA.l Con ella se quiere 
remediar ese mal mediante incrementar al máximo la 
competitividad de nuestra agricultura. 


II.- LA NUEVA LEY 


La Ley de Modernización de las Explotaciones Agrarias 
(LMEA) -Ley 19/1995, de 4 de julio- ha sido publicada en el 
Boletín Oficial del Estado del día 20 del mes de julio de ese año. 


1 Como antecedente de la Ley remitimos al lector a esas notas, donde se enumeran las 
acciones a realizar ahora concretadas en el texto legislativo. En todo caso hay que 
reconocer la buena técnica que representa llevar a cabo un estudio tan completo de la 
realidad antes de redactar una Ley. Las Notas para la estructu~a y contenido del 
Anteproyecto de Ley de Bases sobre Modernización de las estructuras agrarias, se publicaron 
en la "Revista de Derecho Agrario y Alimentario" (RDAA), N° 20, enero-marzo 1993, 
pág. 1993. 
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Viene a derogar o modificar algunas leyes debidas al Ministro 
de Agricultura de la UCD, Jaime Lamo de Espinosa, 
concretamente la de l/Explotaciones Familiares y de los 
Agricultores Jóvenes", de la que aprovecha algo. También 
deroga el Título II del Libro Primero, el Título III del Libro 
Segundo y el Título IV del Libro Cuarto de la Ley de Reforma y 
Desarrollo Agrario, cuyo texto fue aprobado por Decreto 
118/1973, de 12 de enero y el Artículo 44 del Texto Refundido 
de las Leyes 36/1966, de 31 de mayo y 41/1970, de 22 de 
diciembre, por las que se estableció y reguló el Régimen 
Especial Agrario de la Seguridad Social, aprobado por Decreto 
2123/1971, de 23 de julio. Per otra parte se hace, como 10 
veremos más extensamente, una modificación que podemos 
calificar de esencial en la Ley de Arrendamientos Rústicos de 
1980. 


La LMEA es la última de una serie de tres enviada a 
las Cortes por el Ministro Solbes: la Reguladora de las 
Organizaciones Interprofesionales agroalimentarias de Vías 
Pecuarias, también aprobadas y en vigor (respectivamente, Ley 
28/1994 de 30 de diciembre y la 3/1995 de 22 de marzo). 


Hay que reconocer que la nueva Ley ha sido objeto, como 
pocas, de estudios previos y de discusiones a partir de varios 
puntos de vista ideol6gi~os por parte de diversos especialistas 
(economistas, sociólogos, juristas)2 lo que debe proporcionarle 
una cierta estabilidad y eficacia tal como lo deseamos 
sinceramente, bien que no nos podemos mostrar muy 
optimistas. 


2 En el diario l/El País" se publicaba esta información sobre la nueva Ley, 8.7.1.995. 
Sus textos han sido publicados por la Revista de Derecho Agrario y Alimentario 
(RDAA), N° 26 Y27. 
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I1I.- ESTRUCTURA y OBJETIVOS DE LA LMEA 


l.-La Ley va destinada de modo especial a la potenciación de las 
que llama explotaciones agrari~s prioritarias (BAP) y al efecto se 
desarrolla en cuatro Títulos; en el Preliminar se especifican los 
objetivos de la Ley y se hacen una serie de definiciones, como la 
de agricultor profesional. 


El Título l. De las EAP y se divide en seis capítulos, en los que 
se determina el concepto y características de las EAP, a las 
que se reconoce preferencia de trato en el acceso a las ayudas 
públicas a la agricultura. El II se refiere a los beneficios fiscales 
para mantener la integridad de las unidades, su ampliación, la 
movilidad del mercado de la tierra y el acceso al crédito de los 
agricultores dispuestos a modernizar. El III establece el 
Catálogo General de EAP en el MAPA a base de los datos 
suministrados por las CC.AA. El IV regula las ayudas 
económicas y beneficios fiscales en favor de los Jóvenes 
Agricultores. El V, al régimen sancionador y el VI, a la 
financiación de las ayudas. 


El Título 11. De las Unidades Mínimas de Cultivo y de las 
normas para impedir el fraccionamiento excesivo. 


El Título 111. De los Arrendamientos Rústicos y es la parte más 
novedosa e importante de la Ley, puesto que reforma en el 
punto sustancial de la duración del contrato el sistema de la Ley 
de 1980. 


La Disposición Adicional Primera determina los preceptos de 
la Ley que tienen carácter de legislación básica, mientras que la 
Disposición Adicional Segunda se refiere a los preceptos de 
aplicación plena, salvo las normas de Derecho civil o foral o 
especial así como los regímenes tributarios de concierto y 
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convenio económico. La Tercera modifica el Régimen Especial 
Agrario de la Seguridad social, suprimiendo la tributación por 
jornadas teóricas. La Dpon. Transitoria única se ocupa del 
período que va hasta 31 de diciembre de 1998. 


2.- Los objetivos de la LMEA son los siguientes: 


a) estimular la formación de empresas de dim~nsiones 


suficientes para asegurar la viabilidad, base permanente de la 
economía familiar. Se trata, una vez más, de convertir las 
explotaciones de subsistencia en EFAS viables. Este adjetivo 
significa que las rentas sean equiparables a las de los demás 
sectores y que basten no sólo par asegurar la digna 
subsistencia de la familia sino sus posibilidades de progreso. 
Hay que educar a los hijos, hay que darles oportunidades 
para situarse fuera del sector, ya que modernizar significa dar 
movilidad y libertad de elección de la profesión. Que no sean 
agricultores porque no tengan más remedio sino porque así 
lo decidan vocacionalmente. La expresión rentas dignas figura 
en .el arto 39 del. Tratado. de Roma. La libertad de elegir 
profesión o carrera es propia del mundo urbano y por el 
principio de igualdad (art. 1 y arto 9; también arto 130, todos 
ellos de la Constitución) debe corresponder asimismo a los 
hijos de los agricultores. 


b) favorecer la incorporación de agricultores jóvenes, en un país 
como el nuestro donde la mayoría de los agricultores tiene 
más de SO años. Allí donde no hay juventud no hay futuro. 
Los jóvenes empresarios son necesarios para acometer la 
modernización. Son ellos los que, especialmente, tienen 
capacidad innovadora. 


c) fomentar 'el asociacionismo agrario, que ya sabemos es 
escaso en España tanto en el orden de las organizaciones 
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profesioné les, con escasos índices de afiliación, como en el de 
las asocia( iones en general. 


d)	 impedir el fraccionamiento excesivo de las fincas rústicas, 
cosa que ya intentó, a su manera, el Código Civil y que se 
intensificó cuando el reformador se lanzó por la vía de/ la 
Concentración Parcelera, a partir de 1952 y, por la legislatión 
sobre Unidades Mínimas de Cultivo (1954). 


e)	 incrementar la movilidad en el mercado de la tierra, tanto en 
propiedad como en arrendamiento, lo que constituye quizá la 
parte más interesante de la Ley pues lo cierto es que las 
demás directrices de la misma no hacen sino continuar la 
política anterior. 


ft facilitar el acceso al crédito de los titulares de explotaciones 
que pretendan modernizarlas. Este objetivo se halla 
directamente relacionado con el anterior de la movilidad, 
pues ésta requiere dinero y como el sector sufre 
descapitalización hay que inyectarlo en forma de crédito. 


IV.-DEFINICIONES LEGALES 


1.- uLa actividad agraria como el conjunto de trabajos que se requiere 
para la obtención de productos agrícolas, ganaderos y forestales". 
Incurre en tautología pues no se define justamente cuales 
sean los productos agrícolas. Sigue abierta, pues, esa gran 
cuestión de la agrarietá, como lo decimos con una palabra 
italiana no demasiado fácil de traducir, pero cuyo significado 
comprendemos muy bien. 


Hay dos posturas fundamentales al respecto: la del criterio 
ngrobiológico, sostenida p6r el maestro italiano Carrozza, según 
la cual todo lo biológico es agrario y la que discrepa de ella. 
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Considero, que todo 1) agrario es biológico, pero no todo lo biológico 
es agrario. En mi opiIúón hay que estimar que todo aquello que 
se produce sobre la tierra de cultivo como base fundamental es 
agrario, ya se trate de alimentos, de árboles de todas clases o de 
cultivos industriales, como las fibras textiles. La cuestión de la 
tierra, de su distribución, de su uso adecuado, ahora tan 
importante para el medio ambiente y para el mundo rural, dos 
nuevos parámetros de intereses protegidos que han venido a 
dar' más solidez a mi postura, sigue siendo básica para el 
Derecho Agrario. En cambio, para 10 que se produce sin tierra 
exijo que para concederle beneficios se trate de alimentos, de 
modo que excluyo una serie de productos de lujo, como los 
caballos de carrera cU3ndo no pastan predominantemente en un 
fundo, los perros de raza, los animales de adorno o domésticos, 
los de circo, aquéllos que se crían para la obtención de vacunas o 
fármacos, etc. 


Pienso que sólo los alimentos tienen justificada la protección: 
están, en efecto, amparados por nuestra Constitución a través de 
la protección económica a la familia, (art. 39); del arte 40 sobre 
redistribución de rentas que lleva consigo la protección de las 
más bajas; del arte 51 que supone la protección de la 
alimentación en cuanto es componente obligado del consumo 
que gravita con mucho más peso sobre las rentas bajas. Por su 
parte el arte 45 dispone la protección del medio ambiente. 


El Derecho Agrario es esencialmente protector, con base en el 
arte 130 de nuestra Constitución y en el arte 39 del Tratado de 
Roma. A partir de esta afirmación, la valoración constitucional y 
teleológica me parecen fundamentales. Sí, siguiendo a Carrozza, 
estimáramos agrario todo lo biológico - algo que la jurisprudencia 
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italiana nunca ha admitido- sustituiríamos ese cri :erio 
valorativo por un criterio meramente técnic03• 


Es muy interesante a este respecto la intervención de Alberto 
Germanó en el VI Congreso Internacional de Derecho Agrario 
sobre "los recursos naturales y del medio ambiente ruraI4",en el 
que ese agrarista expone las corrientes doctrinales modernas del 
Derecho Agrario en Italia y contrapone al criterio del ciclo 
biológico de Carrera-Carrozza el de la escuela florentina a la que 
él pertenece, lo mismo que otros agraristas que comparten sus 
criterios, ante todo el eminente profesor Emilio Romagnoli, así 
como el profesor Galloni, la profesora Eva Rook Basile. "EI 
aspecto más relevante de esta corriente de pensamiento es la 
atención al mercado de los productos agrícolas al modo de ser 
difuso y atomístico de las empresas agrarias, a las leyes 
económicas que gobiernan la demanda de los productos 
agrícolas cuya característica fundamental - sin perjuicio de las 
hipótesis tradicional de considerar agraria la floricultura y, en 
algunos países, las plantas de viveros - es la de satisfacer la 
necesidad esencial de la alimentación humana o sea, una 
necesidad no susceptible de ser inducida por lo que se aplica a 
ellas tanto la ley económica de King como la de Engel ... La 
consecuencia es que la cría de animales puede calificarse de 
agraria en tanto la imaginación colectiva liga a la actividad 
económica primaria aquellas actividades dirigidas a· la 
satisfacción de necesidades esenciales, excluyendo aquellos 
animales - como los caballos de carreras, los gatos, y los 
animales productores de pieles etc... - cuya producción se halla 
gobernada por el ciclo biológico pero se dirige ~ satisfacer 


3 Sobre este asunto puede verse el reciente e interesante libro de Alberto Germanó, 
ahora profesor de Roma, "L'impresa agraria nel diritto spagnolo", Milán 1994. 
4 Organizado en Rosario (Argetina) del 29 de junio al 1 de julio de 1994 por el 
Instituto Argentino de Derecho Agrario. 
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necesidades secundarias y generalmente susceptibles de ser 
inducidas". 


Dado que esta postura alimentista viene siendo la mía desde 
que la sostuve en el Congreso de Ferrara del Comité Europeo 
de Derecho Rural de 1985, donde inicié el famoso debate sobre 
"los caballos de carreras", me congratulo ahora en grado sumo 
de que la escuela florentina, tan admirada siempre por mi, haya 
venido a compartirla invocando las leyes económicas para 
justificarlas, mientras que yo suelo invocar la Constitución 
Española, de modo que ambas justificaciones son 
complementarias desde mi punto de vista. 


2.- La segunda definición es la relativa a la explotación agraria, 
como "conjunto de bienes y derechos organizados 
empresarialmente por su titular en el ejercicio de la actividad 
agraria, primordialmente con fines de mercado y que 
constituye en sí misma una unidad técnico económica 
caracterizada por la utilización de unos mismos medios de 
producción"s, característica esta última cuyo señalamiento 
sobraba pues es obvio que así ha de ser. La definición es 
aceptable. 


3.-Elementos de la explotación: "los bienes inmuebles de 
naturaleza rústica y cualesquiera otros que son objeto de 
aprovechamiento agrario permanente; la vivienda con 
dependencias agrarias; las construcciones e instalaciones 
agrarias incluso de naturaleza industrial y los ganados, 
máquinas y aperos, integrados en la explotación y afectos a la 


5 Debo decir que Luigi Costato en su estupendo libro Sobre "Derecho Comunitario 
Agrario" ofrece varios puntos de coincidencia muy interesantes, "Trattato breve di 
Diritto Comunitario", Padova 1994, ver págs. 105 y ss. El libro en que se recoge la 
opinión favorable a mis tesis es el de Rosalba Alessi es "L'impresa agrícola", Milán 
1993. También el maestro Costato es alimentarista, en cuanto invoca el criterio de lo 
que tradicionalmente se haya tenido como "agrario". (Loe. cit.). 
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misma, cuyo aprovechamiento y utilización corresponden a 
su titular en régimen .de arrendamiento, derechos de uso y 
disfrute e incluso por mera tolerancia de su dueño. 
Asimismo, constituyen elementos de la explotación todos los 
derechos y obligaciones que puedan corresponder a su titular 
y se hallen afectos a la explotación." En esta redacción, que ha 
querido ser muy amplia, hay una serie de imprecisiones 
peligrosas. Hay que partir de que lo rústico o rural viene 
definido en nuestro ordenamiento por exclusión. Suelo 
rústico es el que no es urbano con arreglo a lo dispuesto en el 
Derecho Urbanístico, lo que puede crear algún problema. De 
la definición se puede deducir que habrá inmuebles urbanos 
susceptibles de integrar la explotación, lo que resulta un tanto 
contradictorio. Una oficina en la ciudad donde se lleva la 
contabilidad de la finca será objeto de aprovechamiento 
agrario, pero ¿podrá decirse por ello que forma parte de la 
explotación? .. También resulta muy amplia la mención de las 
instalaciones industriales. Se debería exigir que sirvieran a 
la transformación o comercialización predominantemente de 
los productos agrarios de la explotación. Claro está que 
puede deducirse del texto un principio general de integración 
en la explotación de todos sus elementos y con ello podrá salvarse 
la objeción. 


4.- Titular de la explotación: "la persona física o jurídica que 
ejerce la actividad agraria organizando los bienes y 
derechos integrantes de la explotación con criterios 
empresariales y asumiendo los riesgos y responsabilidades 
civil, social y fiscal que puedan derivarse de la gestión de 
la explotación". Parece acertada ya que viene a coincidir 
con el concepto clásico del cultivador directo, tal como lo 
definió, por primera vez en España, la Ley Arrendaticia de 
1940. Se trata del empresario capitalista sin la menor 
connotación de profesionalidad, o sea que, aún cuando 
resida en la ciudad, aún cuando actúe por apoderado, si 
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soporta] os riesgos y obtiene a cambio los beneficios él será 
el empresario agrícola o agrario que de las dos maneras se 
le suele llamar. 


5.- Agricultor profesional: lila persona física que siendo titular 
de una explotación agraria, al menos, el cincuenta por ciento 
de su renta total la obtenga de actividades agrarias u otras 
actividades complementarias, siempre y cuando la parte de 
renta procedente directamente de la actividad agraria 
realizada en su explotación no sea inferior al veinticinco por 
ciento de su renta total y el tiempo de trabajo dedicado 
a actividades agrarias o complementarias sea superior a la 
mitad de f;U tiempo de trabajo total. 


A estos efectos se consideran "actividades complementarias, 
las de transformación y venta directa de los prodíictos de su 
explotación y las relacionadas con la conservación del espacio 
natural y protección del medio ambiente, así como las turísticas, 
cinegéticas y artesanales realizadas en su explotación". He ahí 
otro tipo de empresario que no es ya meramente capitalista 
sino capitalista-profesional, puesto que respecto del mismo se 
toman en cuenta ciertas cualidades o circunstancias 
personales de tipo laboral e implícitamente, incluso se hace 
necesaria la residencia a la que luego se refiere la Ley. Ello 
nos permite hablar de empresario agrario-rural o rural a secas, 
ya que se trata de potenciar, mediante la protección que 
supone considerar agrarias a todos los efectos, en especial 
para la percepción de subvenciones, a una serie de 
actividades propias del mUI}.do rural, interesantes para su 
mejora. 


Digamos de todos modos que la primera de tales 
actividades enumerada por el precepto, la de transformación 
o venta de los productos de la explotación, es una actividad 
complementaria, en cuanto accesoria de la puramente agraria 
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que siempre se había reconocido como tal a cOI.dición de que 
se refiera a productos obtenidos principa~mente en la 
explotación. Así hay que entender la referencia hecha en el 
texto citado a los productos de ésta, con un criterio extensiv06• 


6.-Agricultor a título principal: 11 el agricultor profesional que 
obtenga al menos el 50% de su renta total de la actividad 
agraria ejercida en su explotación y cuyo tiempo de trabajo 
dedicado a actividades no relacionadas con la explotación 
sea inferior a la mitad de su tiempo de trabajo total". 
Como vemos, se trata de un definición restrictiva de modo 
que no podrán computarse a estos profesionales las 
actividades complementarias. La precisi6n resultaba 
necesaria para aclarar conceptos ya que hay menciones 
legales del agricultor a título principal (ATP). 


También merece destacarse que la nueva Ley define al que 
llama pequeño agricultor, equivalente al que la legislación 
comunitaria llama l/pequeño productor", cuantificando los 
parámetros a que debe atenderse, igual que ha cuantificado 
los del agricultor profesional? 


6 En el Congreso del Comité Europeo de Derecho Agrario celebrado en Oxford, en 
septiembre de 1995, se dedicó la Mesa Redonda que tradicionalmente se celebra 
en este tipo de reuniones bianuales al estudio de la diversificación agraria, poi' lo que 
podemos estimar que este tema se halla de moda en Europa, ya que se contempla 
como esencial para preservar el mundo rural. La Carta Europea del Espacio Rural, 
aprobada y difundida este mismo año por el Consejo de Europa, se refiere también a 
las actividades complementarias cuando trata en su Capítulo IV de las "Orientaciones 
y Medidas para Revitalizar el Espacio Rural"; la ordenación del territorio-dice-debe 
permitir un desarrollo durable de las actividades tradicionales, como la agricultura, la 
silvicultura y la artesanía que deben garantizar el mantenimiento de la vida económica en el 
medio rural, pero procede, asimismo, estimular el ejercicio de actividades complementarias... 
7 Quizá proceda recordar aquí que el Derecho comunitario ha dado libertad a los 
diversos Estados Miembros para regular la cuantía de lo exigido al agricultor a título 
principal. Así por ejemplo, el Derecho italiano ha establecido el criterio del 75% en 
lugar del 50%. 
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V.- LAS EXPLOTACIONES PRIORITARIAS 


1.- Caracteres. 


La nueva LM se apoya en la fórmula de la 11 explotación 
prioritaria", considerando que sólo vale la pena ayudar a 
aquellas unidades no demasiado pequeñas - el tope mínimo es 
el de poder ocupar a un trabajador- pero de renta insuficiente, 
comparada con la de los demás sectores. Se estima que dada su 
rentabilidad poseen aptitud para ser modernizadas y, a tal 
efecto, el legislador consagra una serie de ayudas para que 
alcancen una rentabilidad análoga a la de otros sectores, aSI" como 
aporta algunas reformas para eliminar obstáculos a su creación y 
transmisión. Este criterio de modernizar lo modernizable viene 
de las Directrices socioestructurales de 1972. Puede darse que la 
LMEA es una aproximación al Derecho comunitario. 


Según su arto 3 la EP hade ser una 11 explotación familiar", 
algo· que curiosamente no se concreta en la larga lista de 
definiciones que contiene el texto comentado. Sí que la definía el 
arto 2 de la Ley de Explotaciones familiares y de los Agricultores 
Jóvenes de 1981, señalando que "había de constituir el principal 
medio de vida de la familia, cuyos trabajos se habían de realizar 
personalmente por su titular y la familia, sin que la mano de obra 
asalariada fija, en su caso, superara en cómputo anual a la familiar en 
jornadas efectivas". Ahora bien, como esa Leyes derogada 
explícitamente por la nueva LM, nos quedamos sin saber si tal 
dibujo de la explotación familiar - que era bastante lógico y 
ajustado a la realidad sociológica - sigue siendo válido. 


Hay dos problemas por resolver: si los trabajos en la 
explotación los puede prestar la familia, como se ha venido 
admitiendo en materia de arrendamientos rústicos cuya 
legislación tradicionalmente aludía a los familiares que convivían 
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con el arrendatario bajo su dependencia económica, mientras que 
nada de esto encontramos en esta LM ni en la actual legislación 
de AR. La segunda cuestión más peliaguda es la de si la 
actividad de cultivo habrá de realizarla personalmente el 
profesional titular de la explotación o podrá limitarse a dirigir los 
trabajos utilizando mano de obra asalariada al efecto en medida 
más o menos importante; dicho de otro modo, si la actividad 
agraria ha de considerarse la de cultivo material del fundo o bien 
puede estimarse válida la de dirección y control directo y 
efectivo, con lo que podría darse el caso de que resultara 
beneficiado por la Ley quién utilizara mano de obra asalariada 
sin límite o tope comparativo. . 


Si nos atenemos a la tradición jurídica nacional en materia de 
protección arrendaticia y de todo orden encontraremos siempre 
un rechazo a que disfruten de protección social quienes utilicen 
asalariados de modo principal; si el objetivo de la LM es el de 
mejorar la renta del profesional de la agricultura yo me inclinaría a 
pensar que esa actividad agraria a que alude el Artículo 25 de la 
LM prestar por el profesional de la agricultura al menos en un 
cincuenta por ciento excluye el empleo de mano de obra 
asalariada por encima de ese límite. En cambio sí que podrá 
utilizar el trabajo de los familiares que por convivir con él 
- entendido en sentido amplio este último vocablo de la 
convivencia - le darán a la explotación el carácter de familiar 
que le exige la LM. 


Pero, además, el titular de una EP habrá de poseer una 
capacitación agraria suficiente a determinar por criterios de 
formación lectiva y por los de experiencia profesional, los cuales se 
sumarán sin que baste alegár uno de ellos; haber cumplido 18 años 
y no haber cumplido 65, lo que es bastante razonable; estar dado de alta 
en la Seguridad Social y residir en la comarca donde radique la 
explotación, salvo caso de fuerza mayor. 
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En caso de matrimonio, la titularidad de la EP podrá recaer en ambos 
cc.nyuges o en uno de ellos, lo cual quiere decir que bastará que uno 
de los dos sea titular de las fincas como propietario o resulte 
titular de un usufructo, arrendamiento o figura similar que 
permita la explotación, como si integra en la misma, sin contrato 
escrito, las fincas de su cónyuge en una comunidad de hecho. 


Cuando se trate de explotación en comunidad con pacto de 
indivisión por seis años bastará que la explotación y uno de los 
partícipes cumplan los requisitos, según lo dice expresamente la LM~ 


Tratándose de cooperativas de explotación comunitaria de la tierra 
la LM no les exige ningún requisito de orden personal a los 
socios sin duda porque de ello se encarga su legislación. Sí que 
se formula tal exigencia para las sociedades restantes, en las que al 
menos el 50% de los socios han de ser profesionales y los dos tercios de 
los socios encargados de la gestión y administración han de cumplir 
todos los requisitos antes comentados. Al objeto de fomentar la 
aportación de fincas que sean cotos redondos a sociedades se 
establece,· en este art. S, que >al menos las dos terceras partes de la 
superficie esté bajo una sola linde, sin que la superficie aportada por un 
socio supere el 40% de la total; en tal caso bastará que uno de los socios 
reúna los requisitos. Si se tratase de sociedades anónimas, más del 50% 
del capital social ha de estar representado por acciones nominativas y 
pertenecer a profesionales de la agricultura teniendo por objeto social 
exclusivo el ejercicio de la actividad agraria. 


2.- Preferencias en favor de las EPA. 


A) Preferencias 


Las dispone el art.~; \ 


a) en la adjudicación de superficies agrarIas por las 
administraciones públicas; 


b) en las contrataciones de seguros agrarios; 
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c)	 en el acceso a la formación por la admi: ustración; 


d) en las ayudas a la producción con posible modulación en 
función de la dedicación y renta; 


e) en las ayudas en los programas de ordenación de 
producciones agrarias; 


f)	 en la asignación de cuotas o derechos integrados en las 
reservas nacionales. 


B)	 Beneficios fiscales (Arts. 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15) 


a) Préstamos. Exención del gravamen de actos jurídicos 
documentados. 


b) Transmisiones o adquisiciones. Reducción del 90 % en las 
transmisiones de explotaciones en su integridad en favor o 
por el titular de otra EP o que alcance a serlo, siempre que no 
se altere la condición de EP del adquirente por la adquisición 
realizada. Será del 100%, en favor del cónyuge. Será del 75% 
sí es de parte de una explotación. Precisará escritura pública 
en la que se hará constar la posible pérdida del beneficio sí se 
enajena lo adquirido dentro de los cinco años siguientes. 


c)	 Transmisión o adquisición por cualquier título de los terrenos 
precisos \para completar bajo una sola linde la superficie 
necesariá para una EP, 'haciendo constar la indivisibilidad por 
cinco años en la escritura. Será del 50% si la superficie 
agrupada es del 50% con idénticos requisitos. 


d) Permuta. Exentas las autorizadas por el MAPA o por las 
CC.AA. con estas finalidades: 
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Eliminar en claves; suprimir servidumbres; reestructurar las 
explotaciones agrarias, incluyendo en este supue3to las permutas 
múltiples que se produzcan para realizar una concentración parcelaria 
de carácter privado. He subrayado esta frase de la LM por ser una 
novedad que puede alcanzar gran trascendencia para llegar a 
sustituir gran parte de las actuales operaciones concentradoras 
por la libre y voluntaria acción de los propietarios y demás 
titulares de derechos, siempre que los notarios jueguen el papel 
que les corresponde. . 


e) Inscripción registral. Se facilita asimismo con reducciones 
fiscales. 


f)	 Amortizaciones del inmovilizado material. Las EP asociativas 
gozarán de libertad y las que sean cooperativas agrarias 
especialmente protegidas tendrán una bonificación de la 
cuota íntegra en el impuesto de sociedades del 80%. 


C) Crítica. 


Como acabamos de verlo y se verá más adelante, son muchas 
e interesantes las ventajas y beneficios que se otorgan a las EP, 
aunque, a mi modo de ver, falta la más importante que hubiera 
sido una prima de reestructuración por hectárea, en vista de la 
mejora realizada por la voluntad modernizadora del agricultor 
en cuestión Esto podrán hacerlo las Ce.AA, ya que todas ellas 
han recibido las competencias estructurales en la materia. Del 
mismo modo, habrán de facilitar al máximo el requisito de 
catalogarse las EP en dos registros a falta de uno, el autonómico 
y el estatal del MAPA (Art. 16). Este trámite del registro dio al 
traste con la Ley de 1981 y, de no remediarlo las CC.AA. con 
criterios prácticos, ello volverá a ocurrir con la actual LM, pues a 
los agricultores españóles, como a los demás, no les gusta 
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aparecer en registros administrativos y en general abominan el 
papeleo. 


Digamos para terminar este capítulo sobre las EP que el 
legislador ha abandonado a su propia suerte a las 
microexplotaciones no mejorables, cuya renta no llegue al 30% 
- 20% en las zonas de montaña y desfavorecidas - del salario 
bruto medio no agrario (3,200,000 Ptas. según el cálculo 
comunitario), cuando lo lógico hubiera sido darles el derecho de 
vender a las administraciones públicas, a precios equitativos, 
sus tierras marginales para que aquéllas las revendieran a otros 
agricultores o las destinaran a la reforestación. Esta sigue 
olvidada. Ha sido una lástima que no se aprovechara la LMEA 
para revitalizarla. Pero ya he dicho mil veces que a pesar de que 
todo el mundo habla de la importancia de la ecología, lo cierto y 
verdadero es que falta la voluntad política de reforestar, es decir, 
de llevar a cabo aquello que con más urgencia requiere la 
defensa del medio ambiente español y comunitario. 


VI.- AGRICULTORES JÓVENES 


1.- Normas.- El capítulo IV de la LMEA (arts. 17 a 20 ambos 
inclusive) está dedicado a los agricultores jóvenes, tratando de 
facilitar su instalación en explotaciones prioritarias (EP). 


2.- Justificación.- El art.48 de la Constitución dispone que "Los 
poderes públicos promoverán las condiciones para la 
participación libre y eficaz de la juventud en el desarrollo 
político, social, económico y cultural". Sin jóvenes empresarios 
la agricultura no tendría futuro y ese sector continúa siendo, 
como lo dice la Carta Verde del Consejo de Europa (publicada 
en 1995), la "espina dorsal" del mundo rural. Los jóvenes 
empresarios son los únicos capaces de absorber las nuevas 
tecnologías para lograr una agricultura competitiva. La nueva 
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Ley trata de combinar y sumar las dos medidas que hoy son 
clave para la modernización agraria, la de agrandamiento de las 
unidades y la del rejuvenecimiento de sus titulares, los cuales 
reclaman mejores medios y mejores rentas para seguir en el 
campo. Por ello mismo esta Ley se relaciona en sus 
planteamientos y puede relacionarse en la práctica con la 
legislación sobre jubilaciones anticipadas. Directiva de 
acompañamiento de la PAC de ese título. 


3.- Concepto de primera instaladón.- El arto 17 considera 
primera instalación la que realiza un joven agricultor (a quién se 
asimila al asalariado agrícola en una serie de puntos concretos que 
iremos señalando) que no teniendo explotación alguna o disponiendo 
de una unidad con renta que no supere el 20% de la renta de referencia 
se convierta en titular de una EP bien por compra de tierras o de la' 
explotación integra, bien por ostentar el título de arrendatario, 
usufructuario o cualquier otro que le permita el cultivo de aquélla; 
puede conseguir quizá el mismo resultado sin compra o 
arrendamiento de nuevas fincas, por la instalación de 
invernaderos que conduzca a aumentos sustanciales de su renta 
agraria. 


Otro caso es el del agricultor que tenga niveles de dedicación 
de tiempo de trabajo y de -renta unitaria inferiores a los mínimos 
establecidos en la Ley para los titulares de EP y los alcance 
luego en calidad de agricultor a título principal profesional de la 
agricultura, lo que ya sabemos que comporta el 50 por ciento de 
actividad agraria y de ingresos agrarios. Se estimará entonces 
que estamos ante una instalación, con derecho a obtener las 
ayudas correspondientes. 


Así pues, cabe ser "joven instalado" tanto a título originario 
porque se adquiera una EP como por conversión de una 
explotación pequeña en otra mayor, calificable como EP, o por 
conv~rsión del sujeto en "profesional de la agricn] tura". Ahora 
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bien, en la práctica no será ne :esario adquirir exactamente una 
"ex?lotación" sino que bastará acreditar la compra O herencia de 
la tIerra y la disponibilidad de.los elementos mínimos o básicos 
para cultivarla pues hoy día se contratan muchas .faenas 
agrícolas para que las realicen terceras personas. 


4.- Fomento de la asociación.- Una particularidad de la nueva 
Leyes que fomenta la cotitularidad y la asociación con otros 
agricultores o propietarios para facilitar la instalación de 
jóvenes, del mismo modo que la derogada Ley de la 
"Explotación familiar y de los Agricultores Jóvenes" de 18 de 
diciembre de 1981 quiso fomentar la figura del 11colaborador" o 
11cooperador de hecho en la explotación" al que la Ley de 
arrendamientos da derecho a suceder al arrendatario (art. 79). 
Supongamos un propietario que no cultiva. Si cede un tercio 
como mínimo de su propiedad a un joven (por escritura 
pública) y se asocia con él en la explotación compartiendo los 
riesgos de la misma al 50% como mínimo, se estimará que nos 
hallamos ante una EP. Quizá esta norma de lugar a aparcerías, 
entre padres e hijos sobre todo. 


Por lo que se refiere a la EP asociativa, aludida expresamente 
en el arto 3 de la Ley, se establecen sus requisitos en el art. 5 que 
ya hemos expuesto sucintamente. Lo que hemos de analizar 
ahora es el encaje de los jóvenes en! estas empresas societarias 
para resolver cuando nos hallamos ante un caso de 
11 instalación". En el caso contemplado por la propia Ley como 
de cotitularidad, si en vez de crear una comunidad de bienes 
proindivisos se creara una sociedad de las admitidas como 
posibles 11 explotaciones asociativas prioritarias" (art. 5), por 
ejemplo, una sociedad de responsabilidad limitada a la que se 
aportaran los bienes del que llamaremos propietario no 
cultivador y en la que el joven profesional adquiriera por 
suscripción más del 50% del capital -para cumplir con lo 
dispuesto en el arte 6,b- es evidente que nos hallaríamos en el 
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mismo caso de EP con todos los benefi< ios legales. En el caso 
contemplado en el arto 5, o sea en el de que agrupen dos terceras 
partes de la superficie de la explotación bajo una sola linde, sin 
que la superficie aportada por un socio sea superior al 40% de la 
total, el posible único socio profesional será precisamente el 
joven que pretende la instalación y por ello se sumarán los 
beneficios del art. 1, 3 - propios de las explotaciones bajo una 
sola linde o de coto cerrado - con los atribuidos a la instalación 
de los jóvenes agricultores. 


No debemos olvidar que el art. 17, 4 da preferencia en 
materia de beneficios a los casos de cotitularidad, a los que 
puede asimilarse el de asociación PU2S lo que quiere el 
legislador es que se incremente el tamaño de nuestras unidades 
productivas. El mismo criterio podríamos aplicar al caso de 
varios socios propietarios y varios jóvenes profesionales que se 
asociaran para producir. Desgraciadamente no será fácil que así 
ocurra en el campo español, donde no abunda el espíritu 
asociativo, pero sí que es muy recomendable el sistema para la 
asociación padre-hijo a base de que aquél done - si lo estima 
conveniente dada la situación familiar - una tercera parte de 
sus fincas al hijo a fin de instalarlo en la profesión de agricultor, 
de forma que tenga los beneficios legales. 8 


5.- Requisitos del joven agricultor.- Pero ese joven ha de reunir 
en todo caso unos requisitos que se enumeran por el art. 19 
a) capacitación profesional suficiente en el momento de su 
instalación o adquirida en el plazo de dos años, a cuyo efecto se 
conjugarán criterios de experiencia de formación lectiva (tal 
como lo pide con carácter general el art. 4, b). Pienso que se 
establecerá reglamentariamente lo relativo a la capacitación, con 
las máximas facilidades. Como ocurre hoy en otros ámbitos 


8 En España se hallan reguladas las l/cooperativas y las sociedades agrarias de 
transformación" de explotación común a la tierra, pero el colectivismo agrario no ha 
tenido éxito en la práctica. No creo que lleguen a 500 las empresas de ese tipo. 







197 REVISfA DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS 


laborales debería bastar la formación por correspondencia; 
b) que la explotación requiera una unidad de trabajo agrario por. 
lo menos o que se comprometa el joven a que así sea en el plazo 
de dos años; c) que el joven resida en la comarca, tal como se 
exige en la letra e) del apartado 1 del artículo 4 con carácter 
general. 


6.- Beneficios fiscales.- El arto 20 trata de los beneficios fiscales 
especiales: la transmisión o adquisición de tierras de un joven 
- al que se asimila el asalariado agrícola aunque no sea joven­
estará exenta y las reducciones en la base establecidas· en los 
arts. 9 y 11 se incrementarán en diez puntos porcentuales. Se 
deberá mantener la condición de EP y hacer la transmisión por 
escritura pública. También en este caso se declaran exentas del 
impuesto de Actos Jurídicos DocuI\l-entados los préstamos a 
jóvenes o a asalariados agrícolas (la equiparación entre ambos es 
plausible toda vez que la Constitución en su arto 148.própugna 
el acceso de "los trabajadores a la propiedad de los:}medios ~e 


producción). No sólo se les otorgan beneficios en el \ámbito . 
tradicional del Impuesto de Transmisiones sino también en el de 
la Renta de las Personas Físicas, si cotizan por el mé'tbdo' :de 
estimación objetiva ya que podrán reducir el correspondiente a 
su actividad agraria en un 25% durante los períodos'impositivos 
cerrados durante los cinco años siguientesaí,tso primera 
instalación. 


VIII.- VARIOS 


Régimen sancionador.- Se contiene en el arto 21. Las 
infracciones administrativas y sanciones en esta materia se 
regirán por el arto 82 de la Ley General Presupuestaria o por las 
normas de cada Comunidad Autónoma. En lo relativo a los 
beneficios fiscales se remite este precepto a la Ley General 
Tributaria y se añade que el infractor podrá ser dado de baja en 
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el Catálogo de Explotaciones Prioritarias de modo definitivo o 
temporal o en los Catálogos autonómicos, o sea que tal vez 
pueda ser dado de baja en uno y no en el otro, lo que parece 
extraño. Se aclara para tranquilidad de los"prioritarios" que la 
baja definitiva sólo procederá por infracciones muy graves. 


Financiación.- Se dice en el arto 22 algo obvio pero interesante 
de todos modos: que se podrán hacer convenios entre el MAPA 
Y las CC.AA. en materia de financiación con arreglo a lo 
dispuesto en el arto 6 de la Ley de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y de Procedimiento Administrativo. 
En realidad, lo mejor sería que se llegase a un gran Convenio 
Nacional para la aplicación de esta importante Ley, sumando 
fondos presupuestarios nacionales con otros"autonómicos" . 


Fomento de la reforestación.- Se ha aprovechado esta LM para, 
en la Dpon. adicional tercera conceder exención en el impuesto 
sobre bienes inmuebles a los montes poblados con especies de 
crecimiento lento, cuyo principal aprovechamiento sea la 
madera o el corcho. La Dpon. adicional cuarta otorga 
bonificaciones fiscales en la transmisión de superficies rústicas 
de dedicación forestal, con la ,graduación que allí se dispone. 
Esta norma'está en línea con la Directiva de acompañamiento de 
la PAC reformada en 1992 que contiene ayuda de gran 
importancia para impulsar la reforestación remediando el 
olvido de una política forestal comunitaria que se padeció por 
el Tratado de Roma. 


Liberalizacion de la transmisión "inter vivos" de la explotación en 
su integridad o gravar cualquiera de sus elementos inmobiliarios, 
transcurridos ocho años desde la adquisición por escritura pública. ­
No precisará de autorización, lo cual servirá al fomento del 
mercado de tierras. Se refiere a las explotaciones adjudicadas 
por el IRYDA: 
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Nuevo régimen sur. 'sorio en las concesiones de tierras por el 
antiguo Iryda u org.lnismo que le haya sustituido tras su 
desaparición. - Se contiene en el arto 32 sin que nos sea posible 
entrar en su exposición detallada y crítica. Sólo diré que se 
respetan los derechos del cónyuge viudo no separado 
legalmente o de hecho y, en su defecto, suceden los hijos o 
descendientes y, también en su defecto, el heredero. Si hay 
varios, el que elija el testador o, en su defecto, los coherederos 
de común acuerdo y si no lo hay, al que hubiere venido 
cooperando por más tiempo en la explotación, lo que resulta 
coherente con las normas del arto 79 de la LAR para suceder en 
el contrato. 


Carácter de legislación básica y de aplicación plena de ciertos 
preceptos. - Se dispone ello en la Adicional primera donde se 
señalan asimismo, los preceptos que son de aplicación plena, 
todo ello de acuerdo con la Constitución (art. 149.1.13 y 149.1.8). 
En general la LM es respetuosa con las Comunidades 
Autónomas y me atrevo a decir que su éxito depende en gran 
medida de la voluntad política que se ponga en su aplicación no 
sólo por el MAPA sino por aquéllas, así como de las normas que 
dicten para complementarla y de los fondos que habiliten para 
completar los beneficios fiscales de la Ley con primas de 
reestructuración. 


VIII.- MULTIFUNCIONALIDAD DEL AGRICULTOR 
1, i ~' 


Una iInportante,novedad de la LM es la de regular con carácter 
general la llamada multifuncíonalidad del agricultor, es decir, que 
por primera vez se acoge en una Ley española la idea de que éste 
no sólo cumple tareas productivas de materias primas para 
ciertas industrias - madera principalmente, algodón, cueros, 
etc. - así como para obtener' alimentos sino que está llamado a 
cumplir otro tipo de funciones, quizá de menor importancia que 
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la agraria en sentido estricto pero, en cualquier caso, de, notable 
interés para la sociedad mod~rna, la cual se caracteriza por ser de 
modo muy preponderante una sociedad urbana. 


Las necesidades de esta sociedad se refieren ante todo al medio 
ambiente que, desde la aprobación del Acta Dnica Europea (1987) 
ha de constituir un componente de todas las políticas comunitarias y, por 
tanto, de la política agrícola común. Al servicio de esta finalidad, el 
agricultor se ve como ocupante del llamado espacio rural y por 
tanto, como el guardián de la naturaleza. La verdad es que ya en el 
génesis se le dice al hombre que obtendrá sus alimentos de la tierra 
y que "cuidará del Jardín", o sea que se señala su doble misión. 
Hemos de vivir nosotros, pero hemos de garantizar también que 
nuestros descendientes puedan vivir de los recursos naturales y 
s~guir disfrutando del jardín. 


Los aumentos de la productividad agraria por una parte y la 
emigración del campo a la ciudad como fenómeno imparable, 
que sigue actuando incluso en un momento como el actual de 
alta tasa de desempleo, han generalizado la figura del agricultor 
a tiempo parcial en las sociedades urbano industriales, como 10 
son las de los países que integran la DE. De ahí que en las 
Directivas de 1972 se acuñara la figura del agricultor a título 
principal, (ATP) de modo que bastara con dedicar a -esta 
actividad el 50% del tiempo de trabajo y obtener de la 
agricultura la mitad de los ingresos para ser considerado 
agricultor con derecho a la protección de la PACo El Derecho 
Agrario Español se hizo eco de esta figura al regular los 
arrendamientos rústicos en 1980, ya que en su arto 15 definía 
sobre esa base al llamado profesional de la agricultura (art. 15, en 
cuanto este precepto exigía la dedicación preferente a este tipo de 
actividad para ocuparse de manera efectiva y directa de la 
explotación) y se proclamaba que él sería el único sujeto que 
podría ser arrendatario (art. 14). De modo parecido, pero más 
concreto. La Ley del Estatuto de la Explotación Familiar Agraria 
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y de los Agricultores Jóvenes de 24 de diciembre de 1981, en su 
arto 2, al definir al empresario familiar añadía a la condición de 
principal propia de la actividad agraria, que fuera realizada con 
trabajo familiar no superado, en cómputo anual, por mano de obra 
asalariada fija. Sin embargo, hubo que esperar a 1991 para 
disponer de una definición del ATP, la cual nos llegó en el Real 
Decreto de 30 de Diciembre relativo a la Mejora de la Eficacia de 
las Estructuras Agrarias que se atuvo al criterio predominante 
en la DE, antes vist09• El ATP se halla legitimado desde entonces 
para obtener una serie de ayudas, algunas de las cuales se vedan 
a quienes no pueden ostentar ese prestigioso y codiciado título.,:, 


Si no me equivoco el cambio de rumbo lo trajo la directiva de 
acompañamiento de la reforma de la PAC de 1992 relativa a la 
jubilación anticipada, desarrollada en España por el Réal 
Decreto 447/1.993 de 2 de abril cuyo art. 2 en el espacio 
dedicado a definiciones, tras exigir, como de costumbre, el 50% 
de actividad agraria añadió lo siguiente para definirla' o 
concretarla: actividad agrícola, pecuaria o forestal, turística, artesanal 
o relacionada con la conservación del espacio natural... siempre que la 
parte de renta procedente directamente de la actÍ'lJÍdad agrícola y 
pecuaria realizada en su explotación no sea inferior al 25% de su renta 
total.... no podrán reunir esta condición quienes realicen una actividad 
agraria por cuenta propia o ajena que slipere un cómputo anual de 960 
horas de trabajo, desarrolladas en actividades ajenas a la actividad 
agraria" 10. Podemos pensar que éste ha sido el antecedente de la 


9 En Italia se estableció el criterio más rigforista de exigir los dos tercios de actividad 
y de ingresos agrarios. 
10 Puede en este lugar recordarse que el Real Decreto 378/1993 de 12 de marzo 
relativo a la Reforestación, aplicando en España la Directiva comunitaria de 
acompañamiento de 1992, llega a decir que podrán solicitar las ayudas contempladas 
en su arto 6 los titulares de explotaciones agrarias y que a estos efectos se considerará que 
una explotación es agraria cuando una parte de su superficie sea agraria o sea, según el arto 7, 
las de cultivo, de pastos, de árboles ldiosos, de alcornocal, de monte abierto y dehesas. Y digo 
que puede recordarse porque observamos en él, idéntico criterio facilitador aunque 
referido curiosamente a l/na parte de ltl tierra que se debió concretar y que, a falta de 
ello, yo estimo que habrá de serlo al menos en un 25% de su extensión. 
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LM, cuyo arto 2, 5 se refiere a esas mismas actividades 
complementarias como las llama significativamente la nueva LM, 
ya que así queda claro que la actividad agraria sigue siendo hoy 
por hoy la espina dorsal del espacio rural, para decirlo con las 
acertadas palabras que emplea la Carta Verde Europea 
publicada por el Consejo de Europa en 1995. Convendrá de 
todos modos analizar la redacción y proponer su interpretación 
extensiva. 


El citado precepto de la LM se refiere, además, a la 
participación y presencia del titular, como consecuencia de elección 
pública, en Instituciones de carácter representativo, así como en 
órganos de representación sindical, cooperativo o profesional, siempre 
que éstos se hallen l.'inculados al sector agrario, las de transformación y 
venta directa de los productos de su explotación... En cuanto a la 
transformación y venta directa no hacía falta decir que es 
agraria porque siempre se han considerado así y, con una 
interpretación extensiva, hay que extenderlo, como lo ha hecho 
la doctrina, al caso de que los productos propios preponderen 
sobre los ajenos lo que no deja de tener importancia sobre todo 
en el supuesto de transformación. . 


Digamos ya que el intérprete ha de favorecer esta calificación 
como agraria de una serie de actividades dado el interés general 
que presentan las finalidades a conseguir. Puesto que se trata de 
obtener ayudas y beneficios a nadie se perjudica con ello. 


El precepto menciona a continuación las actividades 
"relacionadas con la conservación del espacio natural y protección del 
medio ambiente, al igual que las 'turísticas, cinegéticas y artesanales 
realizadas en su explotación". Cabe destacar en primer lugar la 
amplitud de la referencia tanto al espacio natural como al medio 
ambiente que elimina cualquier duda al respecto, pues a veces 
se ha planteado hasta donde alcanza esta expresión que se repite 
tanto del medio ambiente, la cual podría abarcar incluso el mundo 
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rural y sus valores en UJ la interpretación que me parecería no 
autorizada por la nueva LM, la cual no habla de mundo rural 
sino de espacio natural, lo que se halla en armonía con la nueva 
"Carta Verde" aludiendo evidentemente a la llamada 
conservación de los recursos naturales, más no de todos ellos 
- el petróleo o la minería - sino de los relacionados con la 
agricultura y con el medio o espacio rural, que son, 
fundamentalmente, la tierra, el agua y el aire. Seguramente hay 
que poner en relación esa expresión con la Ley de Espacios 
Naturales de 1993, así como con la legislación autonómica en la 
materia y obtener de la misma una idea del ámbito a que puede 
referirse. 


Del mismo modo habr~ que acudir a la abundante legislación 
estatal y de las Ce.AA., a falta de una Ley General del Medio 
Arnbiente de la que carecemos en España, para calificar no al 
medio en general sino al relacionado con la agricultura y con el 
espacio rural, sin que podamos limitarnos al primer aspecto 
pues no cabe duda de que un propósito del legislador ha sido el 
de preservar, con esta LM, la calidad de vida en ese medio para 
frenar la emigración, si bien deba decirse que al marcar los 
objetivos de la misma, en el arto 1, se, ha seguido un criterio 
demasiado economicista, sin aludir para nada al mundo rural; 
pero si en su articulado se premia la residencia en la comarca 
donde radica la explotación (art. 4, 1, e) está claro que se busca tal 
finalidad de fijación de un mínimo de población en ese espacio 
sin la cual no cabe conservarlo ni atender al cuidado del medio 
ambiente. Por supuesto que uno de los defectos de esta LM es el 
de haberse olvidado del mundo rural, limitándose a querer 
modernizar la explotación en lugar de buscar la modernización 
de la agricultura y la promoción del mundo rural.ll 


11 En este punto me remito al importante libro de Juan Francisco Delgado de Miguel 
"Derecho Agroambiental", Pamplona, Ed. Aranzadi, 1992. Fueron de gran interés las 
Ponencias y Comunicaciones sobre el tema presentadas en el Congreso del CEDR de 
Oxford (septiembre de 1995) pendientes de su publicación. 
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La misma interpretación extensiva ,~plicaremos a las restantes 
alusiones: a las actividades turísticas, cinegéticas y artesanales 
realizadas en la explotación. Si un agricultor recibe hu~spedes en 
su casa, está claro que no deja de serlo. Si instala un camping 
en su explotación o fuera de ella en un campo próximo u 
organiza paseos a caballo por los alrededores, por ejemplo, 
también merece protección pues se trata de algo que hace con 
base en su explotación, en la que habita, cuyos productos quizá 
vende directamente a los turistas, etc. etc. Esa expresión la 
utiliza la Ley Francesa de Modernización de la Agricultura de 4 
de enero de 1995 y creo que nos sirve para ampliar el horizonte 
de la española. 


Algo parecido podríamos sostener en cuanto a la actividad 
cinegética. Sería absurdo pensar que ha de cazar en sus fincas, 
pequeñas en la inmensa mayoría de los casos. La ley alude a una 
actividad no deportiva sino lucrativa que se ejerce como 
ojeador, 11 secretario", también como cazador para vender las 
piezas' a fin de completar los ingresos agrarios y si ello se hace 
residiendo en la casa rural cabeza de la explotación, no cabe duda 
de que ésta es la base que le permite realizarla y debe valer a los 
efectos de no perder la preciada calificación de agricultor 
profesional, igual que la conservará el artesano que trabaje en 
un almacén o taller situado fuera de la explotación, a no mucha 
distancia. No debe olvidarse que la artesanía se cita como 
actividad a proteger en el arto 130 de la Constitución junto a la 
agricultura y a la pesca. Por cierto que cabe perfectamente 
extender la referencia del arto 2,5 de la LM al pescador incluso 
marino que pesca con medíos artesanales, ya que no deja de ser un 
artesano y a mayor abundamiento procede recordar que ha 
existido en países de pescadores como Noruega, el patrimonio 
agropesquero como unidad y taItlbién en España se da en no 
pocas ocasiones, sobre todo en la cornisa norte, la combinación 
de pesca y agricultura. Yo extendería la mención de la artesanía 
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a cualquier actividad que se realice con medios artesanales, sin . 
preocuparnos demasiado por el concepto legal o fiscal de la 
artesanía. . 


IX.-ARRENDAMIENTOS RÚSTICOS. NORMATIVA APLICABLE y 


JUSTIFICACIÓN DE LA REFORMA. 


1.- Renacimiento del contrato.- La LMEA dedica su Título III a 
las reformas en la Legislación de Arrendamientos Rústicos, es 
decir, de la Ley de 1980 que es la vigente, la cual estableció un 
sistema de duración mínima obligatoria de 6 años y de 
prórrogas sucesivas también obligatorias para el arrendador que 
hacen durar el contrato hasta los 21 años. Debido a esta causa, 
puesto que los dueños de las fincas no quieren comprometer por 
tanto tiempo el destino y aprovechamiento de las mismas, dejó 
de ser un contrato vivo y operante en la práctica para entrar en 
un proceso de liquidación. Se trata ahora de revitalizar el 
arrendamiento, con vistas a la creación de un mercado de tierras 
arrendadas que se traducirá en un abaratamiento de las rentas y 
en la posibilidad para los jóvenes de instalarse por primera vez 
sin necesidad de comprar la tierra, mientras que los empresarios 
en general podrán redondear y ampliar sus explotaciones 
arrendando las de aquellos vecinos más o menos próximos que 
prefieren obtener una rentabilidad por esta vía. Ha sido decisivo 
el ejemplo de lo ocurrido en el mundo urbano con el Decreto 
Ley Boyer que el 6 de mayo de 1985 estableció la libertad de las 
partes para fijar la duración de los contratos, sistema que ha 
pasado a la nueva Ley de Arrendamientos Urbanos, de 1995, si 
bien ahora el plazo mínimo de duración establecido por el 
legislador ha sido de cinco; en todo lo demás, es decir, en cuanto 
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no se trate de duración y prórrogas, los nuevos contratos 
seguirán rigiéndose por aquella normativa de 1980.12


• 


2.- La duración mínima obligatoria de cinco años. Pues bien, ese 
mismo plazo obligatorio es el que trae el arto 28 de la nueva Ley 
para los arrendamientos que se pacten a partir de ahora, (o que se 
hubieren pactado a partir de 25 de julio de 1995 que fue el día en 
que entró en vigor la LMEA que comentamos). y ello será así sin 
necesidad de que se haga constar por las partes que se acogen a la 
misma o sea de modo automático. A los cinco años el arrendador 
podrá recuperar la finca sin su.jeción a ningún requisito o 
compromiso salvo el de notificarlo fehacientemente (lo mejor será 
ir al notario para hacerlo por acta) con un año de antelación. Así 
pues si se pactara por las partes, de buena o mala fe, una duración 
inferior, se aplicaría la de cinco años a petición del arrendatario o 
del arrendador, pues en principio hay que estimar que el plazo de 
cinco años se establece en beneticio de ambas partes. En cambio si 
se pacta un plazo mayor deberán atenerse a él los interesados, ya 
que el de cinco años funciona como "mínimo". 


No hay ahora previstas prórrogas legales que se impongan a 
las partes. Unicamente tendrán que estar atentos los 
propietarios a esa notificación fehaciente, pues de no verificarla 
se entenderá el contrato tácitamente prorrogado por tres años 
más y así sucesivamente. El Código Civil estableció la tácita 
reconducción por un año si se toleraba que el arrendatario 
siguiera quince días más; ahora se eleva esta prórroga a los tres 
años citados caso de no verificar el requerimiento previo. 


3.- El trato de favor que la ley muestra por el arrendatario. Se 
manifiesta en el tema de la duración, pues mientras que la de 


12 Aquel Derecho dió un gran impulso a la construcción especialmente a la de oficinas 
que ha conducido a una reducción superior al 50% de las antes practicables. También 
pues en el ámbito agrario es de esperar que se moderen, por la mayor oferta de las 
rentas arrendaticias cuya fijación corresponde a las partes de España. 
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cinco años es obli!:atoria para el arrendador, no lo es en cambio 
para el arrendatario el cual puede dar por extinguido el contrato 
al término de cada año agrícola, notificándoselo al arrendador 
con un año de antelación. Por pura lógica se entiende que no 
procederá tal requerimiento para extinguir al término del 
primer año. Por vía interpretativa cabe sostener que el mismo 
principio regirá para los contratos en que se haya pactado una 
duración superior a los cinco años, ya que la dicción del arto 28,3 
que estamos comentando es general y lo más razonable es 
mantener la misma solución en favor del arrendatario, 
tradicionalmente protegido por las leyes arrendaticias 
españolas. Así pues también en ellos la duración será obligatoria 
para el arrendador mientras que el arrendatario podrá _darlos 
por extinguidos av:sando con un año de antelación. 


En todo caso de contrato cualquiera que fuere "SU duración, 
legal o pactada de más de cinco años, jugará siempre el requisito 
de la notificación fehaciente a cargo del arrendador con un año 
de antelación si es que quiere recuperar la finca; -en su defecto, 
se produciría la prórroga tácita de los tres años señalada en ese 
precepto. 


4.- El arrendamiento subvencionado. Dispone la nueva ley, en 
su arto 29, que en función de la evolución del mercado de la 
tierra, el gobierno podrá establecer incentivos en forma de 
ayuda económica anual a los propietarios que celebren contratos 
de arrendamiento de una duración igualo superior a ocho años, 
siempre que mediante el arrendamiento la explotación de la que 
sea titular el arrendatario adquiera o mantenga la condición de 
prioritaria. Esta ayuda económica, según el núm. 2 de ese 
mismo precepto, no se podrá conceder cuando se trate de los 
contratos contemplados por el art. 6 de lf vigente Ley de 1980, 
en sus apartados primero y segundo, o sea: . 
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a) Si se celebra entre ])arientes en línea recta o entre 
colaterales hasta el segl. ,ndo grado ya lo sean por 
consanguinidad, por afinidad o por adopción, salvo que se 
otorguen por escrito con sumisión expresa a la Ley de 1980; b) si 
se trata de contratos de arrendamiento entre los copartícipes Q 


sus cónyuges, sobre fincas total o parcialmente pertenecientes a 
la herencia indivisa, con la misma salvedad que en el supuesto 
anterior. 


Debemos entender que la subvención procederá no sólo en 
beneficio del propietario, como dice el texto legal, sino del 
usufructuario y en general de cualquiera que pueda arrendar 
por ese plazo largo. Donde la ley dice propietario debemos leer 
arrendador. 


Si las partes someten el contrato a la ley de 1980, con prórrogas 
legales, por la simple aplicación de aquella ley sin mencionar 
para nada la de modernización, creemos que también se 
aplicarán a estos casos las subvenciones. Convendrá recordar 
que la interpretación ha de ser favorable a la mayor eficacia 
posible de la nueva ley, dado el enorme interés que presenta 
para la modernización de nuestras explotaciones. Y tampoco 
cabe olvidar que, a pesar de esta liberalización, en caso de duda 
el intérprete habrá de inclinarse más bien en favor del 
arrendatario por las razones ya expuestas. 


Es posible sostener que estos contratos de mayor duración 
podrán condicionarse válidamente por las partes a la concesión 
de la subvención en un plazo prudencial pues está claro que la 
causa de los mismos será, en principio, la de lograr aquélla y si 
falla esa esperanza, fallará también la larga duración del 
contrato que pasaría entonces a tener la de cinco años 
obligatoriamente establecida por el citado y comentado Art. 28. 
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5.- La aparcería. Aunque no lo diga expresamente, la nueva ley 
incidirá en el régimen de la duración de las aparcerías. Según el 
arto 109 de la ley de 1980 la duración mínima de aquellas es la 
del tiempo necesario para completar una rotación o ciclo de 
cultivo. Ahora bien, cabe pactar una duración del contrato 
de aparcería que entendemos podrá ser inferior a los cinco años 
previstos por la nueva ley para el arrendamiento, del mismo 
modo que en la actualidad tampoco tienen las partes que 
respetar la duración mínima de los seis años impuesta por el 
Art. 25 de la Ley de 1980. Pero en este caso, es decir, si se han 
pactado menos de cinco años, el aparcero podrá, al recibir el 
preaviso del cedente para que se marche, optar por el abandono 
de la finca o por continuar en ella como arrendatario con los 
derechos del Att. 119 de la ley de 1980 que estableció un plazo 
mínimo de seis años de duración contados desde la conversión 
y con derecho a las prórrogas establecidas por la ley. Este punto 
es el que entiendo modificado por la nueva normativa de 1995 
en el sentido de que la duración mínima del contrato nuevo de 
arrendamiento será de cinco años sin prórrogas y, desde luego, 
en tal plazo de cinco años no se computará lo que haya durado 
anteriormente la aparcería. La ley de 1980 en su Art. 119 lo 
supone así aunque ello nos pueda parecer poco lógico y 
coherente ya que la jurisprudencia había establecido que la 
aparcería no puede durar más que el arrendamiento. 


No cabe duda de que podrá pactarse para la aparcería una 
duración de ocho o más años y ello le dará derecho al cedente, 
según lo creemos, a reclamar la subvención que la nueva ley 
promete al arrendador que acceda a esa mayor duracíOh, ya que 
también este contrato asociativo debe merecer el favor del 
legislador y del intérprete. Hemos visto que, en efecto, la LMEA 
fomenta el asociacionismo agrario en general cuando trata de las 
explotaciones prioritarias. Por ejemplo, en el caso que 
contempla el Art. 18, la pretendida colaboración al 50% como 
mínimo entre el titular de la EP y el dueño de la tierra podrá 
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verificarse a nuestro juicio por medio de un contrato de 
aparcería que así lo establezca, es decir, que fije .esa proporción 
del 50% y que dure seis años pactados en escritura pública tal 
como lo exige el núm. 2 del precepto. Podríamos decir que 
ninguna otra fórmula asociativa será más sencilla y adaptada a 
la agricultura que la de la aparcería. 


6.- La capacidad para arrendar. La nueva ley si bien es :verdad 
que sólo se refiere al tema de la duración para reformar la 
legalidad vigente, puede tener influencia en algunos otros 
puntos, ya que no cabe duda de qu~' el sistema de la ley anterior 
se basaba en el supuesto de la larga duración del arrendamiento 
gracias al plazo mínimo y a sus prórrogas obligatorias. Al 
suprimirse éstas, no cabe duda de que va a padecer la 
coherencia de aquel edificio levantado en 1980. 


El Art. 12 de la Ley de 1980 configuró el arrendamiento como 
acto de disposición abandonando la teoría del acto de 
administración que había estado vigente incluso con la ley 
de 1935 y no digamos con el Código Civil. Ahora, al suprimirse 
las prórrogas legales cabe preguntar, por ejemplo, si tiene 
sentido que para arrendar por cinco años se requiera la 
unanimidad de un conjunto de comuneros o herederos en 
comunidad. La contestación no es fácil puesto que la ley de 1995 
no ha modificado el Art. 12 de la de 1980, lo que hace dudosa la 
cuestión. Pero si tenemos en cuenta que el legislador actual 
lo que quiere es fomentar el arrendamiento al servicio de la 
modernización, si pensamos que al configurarlo como acto de 
administración 10 que conseguiríamos sería facilitar que se 
celebraran este tipo de contratos, podríamos inclinarnos en 
favor de la tesis tradicional, nunca desmentida por el Derecho 
civil, de que si el arrendamiento no· tiene prórrogas legales y su 
duración es discreta, inferior a siete años, debe reputarse acto de 
administración. Ello se comprueba sin Illás que leer el Art. 272 
del Código Civil tal como lo dejó redaStado la reforma de la 
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Tutela en 1983, es decir, con posterioridad a la ley de 1980 sobre 
arrendamientos rústicos. En su núm. 4 se exige la autorización 
judicial al tutor para ceder bienes en arrendamientos su.jetos a 
prórroga forzosa. Por tanto no la precisará, a partir de ahora, 
para arrendar con arreglo a la nueva ley. Por otra parte, el 
art.1548 también del Código, igualmente reformado, dice que 
los padres o tutores, respecto de los bienes de los menores o 
incapacitados y los administradores de bienes que no tengan 
poder especial, no podrán dar en arrendamiento las cosas por 
término que no exceda de seis años. Estos preceptos evidencian 
sin lugar a dudas que el criterio básico para el legislador en 
cuanto a distinguir el acto de administración del de disposición 
no es otre. sino el de la duración del arrendamiento, bien 
pactada por tiempo superior a los seis años, bien porque ello 
derive de la existencia de prórroga forzosa del arrendamiento 
de que se trate. Y esto debe valer como principio general 
siquiera sea por el juego de la analogía, de modo que por esta 
vía podemos entender superado el Art. 12 de la ley de 1980 al 
faltarle la causa que tuvo el legislador para introducirlo. 


7.- La forma del contrato. Regirá en este punto la ley de 1980 y 
en este momento el MAPA dispone ya de un Modelo Oficial en 
el que se ha realizado la adaptación del antiguo Modelo a la 
nueva Ley de Modernización aquí comentada - modelo que se 
une a esta publicación en anexo - y también podrá encontrarse 
en los organismos correspondientes de las Ce.AA. 


8.- Crítica.- En general debe ser favorable y ya se nota la 
reactivación del contrato de arrendamiento, antes muerto y en .. 
proceso de liquidación, mientras que ahora vuelve a cumplir su 
función de siempre: propiciar la movilidad de la tierra, fa~ilitar 


la instalación de jóvenes agricultores sin que precisen para- ello 
comprarla finca, ser un peldaño muy efectivo para acceder a La 
propiedad. 
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Ha sido una 'ástima que no se haya completado la 
liberalización, eliminando el requisito de la profesionalidad del 
arrendador y el tope de hectáreas susceptible de ser arrendadas, 
dos requisitos que no han entrado en la realidad de nuestro 
agro, y que especialmente en la España del Sur del río Tajo han 
seguido los arrendamientos de fincas grandes (el Tribunal 
Supremo ha dicho que tales contratos no son nulos sino que se 
regirán por el Código Civil, lo que es muy sensato). 


X.- EL NUEVO RÉGIMEN DE UNIDADES MíNIMAS DE CULTIVO 


El Artículo 23 de la Ley de Modernización que, de 
conformidad con su Disposición Adicional la, tiene el carácter 
de legislación básica, reproduciendo los términos del arto 43 de 
la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario de 12 de Enero de 1973, 
cuyo régimen de unidades mínimas de, cultivo queda ahora 
derogado, define a ésta como ,/lla superficie suficiente que debe 
tener una finca rústica para quilas labores fundamentales de su 
cultivo~ utilizando los medios nonnales y técnicos de producción, 
puedan llevarse a cabo con un rendimiento satisfactorio, teniendo en 
cuenta las características socioeconómicas de la agricultura ,en la 
comarca o ,zona", añadiendo su párrafo 2° que 11corresponde a las 
Comunidades Autónomas detenninar la extensión de la unidad 
mínima de cultivo para secano y para regadío en los distintos 
municipios, zonas o comarcas de su ámbito territorial". 


No todas las Comunidades Autónomas han hecho uso, al día 
de la fecha, de la posibilidad que se les reconoce de fijar la 
superficie de la unidad mínima, de cultivo. Por ello, se discute si 
en esas Comunidades Autónomas resulta aún aplicable el cuadro 
de unidades mínimas que fijaba la vieja Orden Ministerial de 27 
de 'Mayu-de 1958, dictada por mandato de la Ley de 15 de Julio de 
1954 (art. 1°), por efecto del valor supletorio del Derecho del 
Estado respecto del Derecho Autonómico al amparo delart. 149.3 
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de la Constitución. Mi opinió'n personal es favorable a la vi gencia, 
creo ha estado ya en la conciencia de los españoles que té nto las 
fincas rústicas como las urbanas tienen hoy un límite por debajo 
del cual no cabe dividirlas. 


XI.- RETRACfO DE LOS TITULARES pE EP 


1.- Requisitos.- El artículo 27 de la Ley de Modernización 
reconoce en favor de los propietarios de fincas colindantes que 
sean titulares de explotaciones prioritarias un derecho de retracto 
en caso de venta de una finca rústica de superficie inferior al doble 
de la unidad mínima de cultivo. Se incide en el mismo defecto del 
Código al hablar de "venta" en lugar de emplear una palabra más 
omnicomprensiva como la de "enajenación" previendo al efecto 
un sistema de fijación de precio cuando éste faltara. 


2.- Colindancia.- El tema del párrafo segundo del art. 1523 no 
ha sido abordado expresamente por la LM pero yo entiendo que 
al no decir nada el arto 27 debe entenderse suprimido para este 
caso. Decía ese precepto que "el derecho (a retraer) no es 
aplicable a las tierras colindantes que estuvieran separadas por 
arroyos, acequias, barrancos, caminos y otras servidumbres 
aparentes en provecho de otras fincas y ello fue muy criticado 
por la doctrina. 


El requisito de la colindancia que se mantiene en el párrafo 
primero de este precepto entendemos que ha de contemplarse 
con criterios modernos y sin ningún espíritu restrictivo sino 
todo lo contrario. No cabe deducir el criterio restrictivo de las 
limitaciones que hace la LM. Ello cabría, si acaso, en el sistema 
del Código Civil, pero reconocida la función social de la 
propiedad en general (Ar:t. 33 de la Constitución) y de la rústica 
en particular (Art. 2 de la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario), 
la óptica ha carrlbiado. Por ejemplo las nornúis- sobre re~cto. 
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han de interpretarse con amplitud pues existe un interés general 
en combatir el minifundio. 


3.- Colisión de retractos.- Por lo que hace referencia a l~ colisión 
de retractos, el artículo 27 de la ley, en sus párrafos 2° y 31, para 
el caso de que fuesen varios los colindantes (titulares todos ellos 
de EP) concede preferencia, en primer término, al dueño de la 
finca que con la adquisición derivada del ejercicio del retracto 
iguale o supere la superficie de una unidad mínima de cultivo. 
En segundo lugar y, para el caso de que fuesen varios los 
colindantes que pudiesen, mediante el ejercicio del retracto, 
hacer que la finca sede de su explotación prioritaria pueda 
igualar o superar la superficie de una unidad mínima de cultivo, 
se concede preferencia al dueño de la finca de menor cabida. Y 
si, finalmente, si ninguno de ellos pudiese alcanzar el resultado 
estimulado, la preferencia viene reconocida al dueño de la finca 
de mayor extensión. 


4.- Crítica.- Diré, finalmente que estos preceptos vienen a 
modernizar con bastante acierto la atribución del derecho 
estableciendo, tal como lo había demandado García Cantero. La 
prohibición de enajenar dutante seis años y otras reformas 
podrán utilizarse a partir de ahora para interpretar el Código 
Civil (art. 1523) en espera de una modificación de la regulación 
del Código muy defectuosa, por cierto.l3 


XII.- CRÍTICA FINAL 


Desgraciadamente la crítica que merece esta ley no puede ser 
positiva más que en algunos aspectos. 


13 "Comentarios al Código Civil" de M. Albaladejo (Madrid 1980, T. XIX, p. 6084); 
comentario del profesor García Cantero a los preceptos del Código Civil sobre 
retracto. 
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(l) Un error de enfoque es el de haberse centrado en las EP, 
siendo así que todo el conjunto de la estructura debe 
modernizarse, aunque sea obvio que el problema más grave 
es el de las pequeñas unidades. Debieran haberse dado 
beneficios fiscales en general a los agrieultares para 
constituirse en sociedad, se hubiera podido atacar el 
problema de las plusvalías agrarias en la aportación a 
sociedad. La reciente Ley Francesa de Modernización de 1 de 
febrero de 1995 define mejor aquel objetivo: "dotar a la 
explotación agraria de un marco jurídico, fiscal y social que tenga 
en cuenta las características específicas de la acti'vidad agraria y que 
se adapte a una economía de la empresa". 


b) Desde luego es loable su propósito básieo de agrandar 
las explotaciones, pero corno ello va a requerir al parecer que 
las EAP se inscriban en un registro administrativo en el 
MAPA, a fin de poder gozar de una serie de beneficios 
fiscales y' de otro tipo, esto no funcionará, seguramente y 
Dios quiera que me equivoque. 


La obligación que le impone también esta ley de notificar al 
registro los caInbios en su explotación es absurda y no la 
cumplirá nadie. (Art. 16, 3). Por lo pronto, ya han pasado cuatro 
meses desde la aprobación de la ley y no sabernos de ningún 
registro abierto al efecto. 


La confección del registro en cuestión se plantea como algo 
difícil ya que se fija un tope mínimo de rentabilidad y otro 
máximo. ¿Qué agricultor está hoy en condicior\es de decirnos 
cual es su renta real? .. En una palabra tendrá que ser un experto 
el que la determine, salvo que ello se supere gracias a criterios 
objetivos de superficie que se fijen por Ce.AA. y, dentro de 
ellas, por comarcas y cultivos para hacer que todo ello resulte 
automático y., por ello mismo, muy fácil. ' 
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c)	 Hay (tro error de enfoque que me parece grave. Piensa el 
legisla dor que bastan los beneficios fiscales para movilizar a 
los agricultores hacia la modernización. Yo no comparto esa 
opinión. 


Los beneficios fiscales que tan prolija y generosamente son 
enumerados en la ley son necesarios pero en modo alguno 
suficientes. Hay que recurrir a las primas de reestructuración, a 
tanto por hectárea. La ley no lo ha hecho así. Las permutas de 
fincas para agrandar las explotaciones hace tiempo que se 
declararon exentas del impuesto de transmisiones y, sin embargo, 
se ha hecho muy poco uso en la práctica de tal medida. Si tenemos 
en cuenta que quienes se mejoran ellos mismos evitan la costosa 
operación de la concentración parcelera parece lógico pedir para 
tales propietarios un premio por hectárea que bien podrían 
recibir ya que no de esta ley, de cada Comunidad Autónoma. 


d) Mi crítica deriva también de'no haberse tratado el problema de 
la insuficiencia dentro de una política de reforestación, ya que en 
mi opinión, sólo mediante la privatización de montes públicos 
otorgando tierras nuevas a los pequeños agricultores para 
mejorar sus rentas mediante la reforestación puede hoy 
resolverse el problema atendiendo a los siguientes aspectos 
esenciales: 


-	 la prot~cción del medio ambiente. 


-	 la creación de empleo. 


-	 la fijación en el medio rural de una masa de población. 


-	 la producción de madera y otros productos del bosque 
o relacionados con él, en especial la caza. 


- la percepción de las ayudas previstas en la Unión 
Europea para esta actividad que son muy importantes, 
lo que supondría capitalizar el campo español. 
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e)	 En relación con la propuesta anterior deb<) hacer otra crítica 
~mportante a la ley: las explotaciones que no llegan a una 
renta mínima no reciben el preciado título de prioritarias, de 
modo que se dejan morir, en una especie de eutanasia poco 
acorde con los postulados de cualquier política social. Lo 
lógico hubiera sido que esos marginados hubieran visto, 
reconocido el derecho a vender sus tierras a un organismo 
público que, de este modo, hubiera podido constituir un 
fondo para la reestructuración y, seguramente también para 
la reforestación, mediante revender esas extensiones a otros 
particulares haciendo obra de mejora fundiaria. He ahí otra 
cosa que podrían hacer las CC.AA. para completar esta ley 
que, desde luego, una de dos: o se salva por la labor de las 
CC. o quedará privada de real eficacia. 


f)	 Será claramente positiva la nueva ley, según se puede 
razonablemente esperar, en lo referente a la liberalización 
de los arrendamientos rústicos, que habían llegado al colapso 
en España. 


En efecto, ya empieza a notarse un renacer.del arrendamiento 
como contrato para la creación o ampliación de la empresa 
agraria. (Los propietarios deben perder el miedo y atenerse a 
criterios de rentabilidad. Si ellos están llevando desde Madrid 
una gran finca o tal vez varias extensiones más o menos 
diseminadas y padecen pérdidas por las dificultades de control 
del personal o por cualquier otro motivo, será mejor que las 
arrienden a auténticos profesionales de la agricultura). Hoy día, 
el empresario ha de establecer cuidadosamente un plan de 
cultivos anual que tenga en cuenta las ayudas de la PAC, los 
precios, los costos, como es natural, el empleo de la mano de 
obra durante el año agrícola... Para quien reside fuera es difícil 
atender a estos parámetros. No cabe olvidar que hay ayudas 
supeditadas al carácter de agricultor a título principal que 
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difícilmente reunirá el propietario ausente. Si arriende podrá 
capitalizar en su provecho parte de esas ayudas en cu anto le 
permitirán pedir y obtener una renta más elevada. 


En definitiva, el arrendamiento liberalizado, con su duración 
improrrogable de cinco años, es en mi opinión el instrumento 
básico para la recomposición de las unidades productivas. 
España se ha adelantado, una vez más, al Derecho agrario 
europeo. y como la ley la ha hecho la administración socialista 
no cabe el temor de que un cambio político acabe con esa 
libertad de pacto. La Ley inglesa de 1 de septiembre de este año 
-la Farm Business ACT - ha establecido igualmente la libertad 
total de pacto para la duración, sin plazo mínimo. El resto de los 
europeos seguirán por este camino. 


g) Tarnbién es un acierto la supresión de las 11 jornadas teóricas" 
o sea el pago por el número de trabajadores que se presumian 
necesarios para la explotación, no por los efectivamente 
empleados. De hecho era un impuesto más sobre la 
propiedad. Ahora se pagará por los empleados que realmente 
trabajan, lo cual es lo lógico. 


h) Cabe achacarle el defecto de seguir hablando de unidad 
mínima de cultivo en lugar de haber pasado a la idea mucho 
más moderna y práctica de unidad de explotación que es lo que 
debería ser indivisible. 


i)	 La nueva regulación del retracto de colindantes, que se hace en 
favor del titular de las explotaciones prioritarias debería 
haberse regulado con catácter general, modificando el 
Código Civil. 


j)	 También ha dejado pasar esta 'ocaslon el- legislador para 
ofrecernos una nueva regulación por ley de las sociedades 
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agrarzas de transformación, llamándolas sociedades especiales 
agrarzas. 


k) Finalmente podría decirse que la ffiO,dernizaciónpodría haber 
ido enmarcada en una nueva. consideración del espacio rural, 
con medidas específicas para mejorar este entorno, a fin de 
lograr ese arraigo en él de un~ cuota de población. Hay que 
plantearse dentro de la perspectiva de la diversificación 
que tal vez el futuro de ese espacio rural no sea tan malo 
como nos tememos, si atraemos al campo fábricas y oficinas, 
incluso muchos servicios que están deseando abaratar costos 
de suelo y de tributación huyendo de las grandes ciudades. 
Quizá este sea el momento de luchar efectivamente contra la 
mega ciudad, la cual está demostrado que es el más grave 
problema de nuestra sociedad por el aumento de 
criminalidad y de marginación que comporta, en lo humano 
y por el daño tremendo que causa al Medio Ambiente. 


Es interesante constatar que la Ley Francesa de 
Modernización de la Agricultura, de 1 de febrero de este año 
afirma que la política agraria tiene por objetivo... asegurar los 
equilibrios territoriales de la nación... contribuir a la ordenación y 
desarrollo del territorio y al equilibrio económico y social de los 
espacios ru.rales. El día 2 de ese mismo mes se dictó la Ley 
dirigida a reforzar la protección del Medio AITLbiente la cual 
precisa que las leyes y los reglamentos... han de contribuir a asegurar 
un equilibrio armonioso entre las zonas rurales y urbanas, y el día 4, 
también del mismo mes y año, la Ley para la Orientación y 
Ordenación del Territorio, la cual ha establecido el principio de 
igualdad de oportunidades para el conjunto del territorio. Se ha 
prometido, además, una nueva Ley, a aprobar antes del 31 de 
julio de 1996 de una Ley en favor de Zonas de Revitalización Rural. 
Todo ello está en plena armonía con las propuestas de políticas 
sectoriales que trae la nueva Carta Europea del Espacio Rural. 
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Hay que tener en. cuenta que, en España, las CC.AA. son 
directamente responsables de la ordenación del territorio, de su 
zonificación, de esa revitalización, etc. por lo que el ejemplo 
francés ha de ser contemplado desde nuestra especial óptica. 
Tampoco deben olvidarse las políticas de zonas de la Unión 
Europea, a fin de evitar dobles o triples delimitaciones que 
serían perturbadoras. Quizá lo más sensato y eficaz sería un 
Plan de Desarrollo Rural pactado con las CC.AA., a base de 
sumar las ayudas comunitarias, las estatales y las locales de las 
CC.AA. tal como se hizo no hace muchos años en la República 
Federal de Alemania. 


Lo importante es que la política de Allende el Pirineo, tras la 
Carta Verde del Consejo de Europa, parece decidida, al menos 
en Francia, a implantar una enérgica política para la defensa y la 
promoción del espacio rural. Nada me parece mejor para fundar 
todas esas acciones que el principio general, acorde con nuestra 
Constitución (art. 1, arto 130), de la igualdad de oportunidades para 
el conjunto del territorio nacional y mejor sería decir ya europeo. 
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PRESENTACIÓN
 


presente trabajo se realiza como memoria delE l 
Coloquio Internacional de Derecho Agrario celebrado 


del 25 al 27 de marzo de 1996, el cual fue organizado por el 
Tribunal Superior Agrario, el Instituto de Investigaciones 
Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México 
y la Unión Mundial de Agraristas Universitarios. 


Formalmente inaugurado por el Lic. Germán Fernández 
Aguirre, -Consejero Jurídico de la Presidencia de la 
República, en representación del C. Presidente de la 
República, Dr. Ernesto Zedillo Ponce de León, contó con la 
participación de distinguidas personalidades nacionales e 
internacionales como el Dr. Alfredo Massart, DI. Gonzalo 
M. Armienta Calderón, Dr. Ricardo Zeledón Zeledón, Dr. 
Pietro Orlando Romano, Lie. Rodolfo Veloz Bañuelos, 
Dr. Sergio García Ramírez, Lie. Enrique Ularte Chacón, Lie. 
Beatriz Paredes Rangel, Lie. Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, 
Lic. Arely Madrid Tovilla, Lie. Joaquín Dávalos Paz, Dr. 
Alberto BaIlarín Marcial, Lie. Ricardo García Villalobos, 
Lie. Luis Angel López Escutia, Sen. Jaime Fernández 
Armendariz, Dra. Paola Ercoli, Lie. Luis Hernández 
Palacios y DI. Guillermo Vázquez Alfaro. 


Esta memoria fue editada en dos tomos de la Revista de 
los Tribunales Agrarios. 
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EL NACIMIENTO DEL DERECHO AGRARIO
 


COMO CIENCIA y SU EVOLUCIÓN
 


DR. ALFREDO MASSART, 


SECRETARIO DE LA UNIÓN MUNDIAL 


DE ACRARISTAS UNIVERSITARIOS 


PISA, ITALlA 


H asta el final del siglo pasado, primeros años de este siglo 
no existía el Derecho Agrario; todo estaba interesado por 


el Derecho Civil y el Mercantil. Para el fin del siglo XIX muchas 
ideas que se formaron en Alemania sobre todo en el marco de la 
concepción del derecho, cambiaron el sentido de muchos 
juristas sobre todo civilistas criticando el Derecho Civil como 
Derecho Romano, el primero estaba un poco cristalizado en 
todos estos siglos desde la caída del imperio hasta este 
momento, así empezaron pensamientos que modificaron un 
poco el sentido de los juristas civilistas, no de todos pero sí de la 
mayoría, hasta ahora el centro de todo el Derecho Civil, se 
consideraba la propiedad inmobiliaria como bien inmueble y no 
era restringida, es decir productora, además no se podía 
considerar con la debida importancia el trabajo según el Código 
Romano; en el cual no se hablaba absolutamente de empresa, no 
se hablaba consecuentemente de producción en el sentido 
social; por lo ta nto tenía m uy poca consideración en el Derecho 
Romano hasta estos años. 


Al empezar el siglo dos juristas muy importates hablaban 
tímidamente del Derecho Agrario. Estas dos personas eran Gian 
Castole Ebolcl de Florencia, que nosotros consideramos el padre 
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del Derecho Agrario italiano y aquí en Latinoamérica, en 
México, Lucio Mendieta Nuñez, muy amigo de Castole. Estos 
jóvenes eran grandes amigos y mantenían correspondencia de 
la cual, una parte aún se conserva en el Instituto de Derecho 
Agrario Internacional y Comparado, de Florencia, fundado por 
el Maestro Ebola. 


El concepto fundamental de ambos autores consistía en la 
propiedad inmobiliaria fundada en la agricultura, a la que se 
consideraba destruida. Al empezar los estudios no se hablaba 
del Derecho Agrario en el sentido real; esto lo han dicho los 
historiadores de hoy. Se hablaba sinlplemente de la legislación 
agraria, porque nosotros podernos consultar algunos libros y no 
tienen ningún sentido metodológico ni sistemático del Derecho 
Agrario, sino listas de leyes que supuestamente se llamaban 
agrarias, sobre todo en el marco de algunos contratos agrarios 
como por ejemplo la afrastería. 


En los años 20' se desencadenó una lucha de tipo científico 
genérico entre los civilistas y Ebola apoyado por su pequeño 
equipo de alumnos, ya que estos últimos trataban de demostrar 
el Derecho Agrario frente al Derecho Civil; mientras que los 
civilistas del Ayatola hablaban del Derecho Agrario, pero desde 
el marco del Derecho Civil, es decir como una parte de éste. 


Un profesor muy famoso, Emilio Bieschi, que alguno de 
ustedes conocen, en el final del los años treinta, había escrito el 
libro titulado Curso del Derecho Civil sobre Contratos Agrarios 
en donde admitía la autonomía del Derecho Agrario, pero el 
pequeño grupo de agraristas continuó en esta lucha y al final 
podemos decir que la batalla ha sido positiva, así la evolución 
del Derecho Agrario se confornla de varias etapas. Podemos 
decir que la época nlás importante para el desarrollo de nuestra 
materia ha sido la Constitución y el Código que nosoh'os vamos 
a llamar nuevo, del año de 1942 en Italia, que recoge el concepto 
de empresa agraria, el de empresa en general y empresa agraria 
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en particular y enseguida de este movimiento del cual hablé 
hace un instante se empezó a considerar el hecho de que era 
necesario abandonar en el marco del Derecho Mercantil el 
concepto de actos de comercio; los actos de comercio que 
continúan existiendo en muchos momentos jurídicos de Europa 
es objetivo, de la actividad del empresario en Italia. 


El maestro Lorenzo Moza, de la Universidad de Pisa, al final 
del los años 30', empezó a hablar de empresa, como actividad 
en un sentido subjetivo, es decir se consideraba al hombre 
empresario y su actividad y no se consideraban los actos de 
comercio. Esta subjetivización del Derecho Mercantil y de la 
empresa ha sido muy importante para el desarrollo del Derecho 
Agrario. El concepto de empresa empezó en el Derecho y en el 
Código Civil como una noción también de empresa agraria, ésta 
es una especie del género empresa y está prevista en el artículo 
2935 del Código que en resumen dice que el empresario 
agrícola lo que ejercita es una activida~ de cultivo del suelo, de 
cría de ganado y agricultura y adenlás actividades conexas a 
éstas, pero que no son actividades agrarias sino comerciales e 
industriales que se consideran agrarias cuando se hacen dentro 
de una empresa agraria. 


Este concepto revolucionó todos los estudios del Derecho 
Agrario en mi país y no sólo en él porque se abandonó la 
propiedad fundial corno sede de todo el Derecho Agrario y se 
puso al centro de éste, el concepto de empresa agraria. Existe 
otra noción, que es la de hacienda que es el complejo que tiene 
organizado corno empresario siendo la propiedad fundiaria uno 
de los elementos de este complejo de bienes organizados. 


En el año de 1948, el 1(l de enero, entró en vigor la 
Constitución en mi país y dentro de ésta se señala otro concepto 
muy importante que ustedes mexicanos ya conocen desde hace 
mucho tiempo, el de función social de la comunidad; vuestra 
Constitución ya contiene esta noción desde el año de 1917. Ya 
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Gian Castole Ebola hablaba de la cuestión social de la 
propiedad con Lucio Mendieta Nuñez, cuando en Europa aún 
no se manejaba este concepto. La función social de la propiedad 
ha sido un elemento y un concepto importantísimo para el 
desarrollo del Derecho Agrario desde el sentido empresarial. El 
maestro Antonio Carrosa analizando el contenido fundamental 
de la enlpresa, señaló que éste no se busca dentro de la ley, 
sobre todo en el caso italiano sino en la naturaleza, es decir que 
teniendo conlO conlún denominador todas las empresas 
agrarias es el mismo concepto del ciclo biológico, es decir, que 
cada vez que nosotros somos el presente del ciclo biológico este 
es Derecho Agrario; éste es un concepto que ha sido afirmado 
desde los años 70' y muchos agraristas no estamos de acuerdo 
porque estaba bastante lejano del resto de la ley cuando los 
juristas y los civilistas están absolutamente dentro de la ley, 
pero el Derecho Agrario como decía Vittorio Salolia ¿puede 
permitirse buscar antes de la ley y alrededor de la ley sus 
principios cuando se basa sobre todo en la realidad y la 
economía que son mucho más importantes dentro de la ley? 


En esta época el Derecho Agrario consistía sobre todo en el 
análisis de la fase que nosotros podemos llamar amonte, es 
decir la fase del cultivo, hoy día la atención de todos los juristas 
está proyectada sobre la fase que llamamos avale, es decir de los 
productos de la comercialización de los mercados 
internacionales de los productos agrícolas, esto ha sido un 
cambio bastante importante en la doctrina, ya que no tenemos 
que abandonar el estudio de esta prinlera fase, pero en la 
actualidad también es muy importante el aspecto segundo, es 
decir, el estudio de la produc.ción. 


Un momento muy interesante en el pensar del Derecho 
Agrario se dio en Europa con la llegada de la Comunidad 
Europea después de Jos años 60'. Desde el año 57 empezó 
verdaderamente el proceso que nosotros tenemos en Europd, LI n 
sentido com ú n en el marco del Derecho Agrario, se cred n dsí 
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institutos comunes, se organizan congresos junto con los 
grandes mienlbros de la Comunidad Europea para buscar 
resultados que deban ser individuales todo lo cual refleja el 
interés de los países mienlbros de la Comunidad Europea en el 
tema. La importancia que tuvo la empresa obJigó a abandonar 
algunos temas fundamentales del pasado. La fase actual del 
Derecho Agrario comprende la investigación de nuevos temas, 
la llegada de los mercados internacionales, congresos estudios, 
etc. El Derecho Agrario es un derecho que va 
internaclonalizándose, que tenemos que buscar principios de 
carácter común, que tenemos que buscar un sentido común en 
el nlarco jurídico y que esto es posible, nosotros tenemos 
bastantes contratos de investigación en las Universidades de 
Costa Rica, de América Latina, de América del Sur, para buscar 
el nuevo sentido del Derecho Agrario, pero es muy difícil, 
porque las tradiciones de nuestros países, de nuestros derechos 
parecen impedir el llegar a una solución, sin embargo, tenemos 
que hacer esfuerzos como profesores de Universidad para 
buscar alternativas con un interés actual, con un sentido 
moderno para que la internacionaJización pueda Jlevarse a cabo 
superando las dificultades que con motivo de la lengua, nos 
impiden continuar los trabajos en el sector de derechos agrarios. 
Hoy en día el Derecho Agrario tiene que completarse con otras 
ramas, entre ellas el Derecho Ambiental del cual tenemos 
muchos aspectos que analizar a fin de crear instituciones, 
estructuras y métodos de estudio que en su conjunto conduzcan 
a conocer la estrecha vinculación de éste con el Derecho 
Agrario, sobre todo si se considera el aspecto de la empresa 
forestal en el marco de las leyes forestales. 


En la época de Luis XIII en Francia, existía un Código 
Agrario Forestal, el Derecho Agrario ha sido siempre amigo del 
Derecho Anlbiental; hoy podemos buscar algunas situaciones 
en las cuales la agricultura pone el problema por sí mismo al 
Derecho Ambiental, pero tenemos que ir buscando soluciones 
adecuadas, pienso que este tema del Derecho Ambiental sería el 
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tema básico de nuestras investigaciones y el cual espero tener la 
oportunidad de presentar en la Unión Europea con algunas 
Universidades de Centro América en actos de estudio. 


Otro aspecto iOlportante sobre el Derecho Agrario Ambiental 
es lo que llamaolos plurifuncionalidad de la agricultura, es 
decir, que el agricultor hoy en día no es solamente un productor 
de bienes alimentales sino elementales; es decir, un empresario, 
un hombre que en la sociedad hace muchas otras cosas y por 
esto tenemos que investigar en este sentido, tenemos nuevos 
aspectos de la agricultura, corno por ejemplo: la agricultura 
biológica que es la relacionada al ambiente y que se nos 
presenta C0010 tecnología de cultivo; tenemos muchísimas 
diferencias en aspectos relativos a nuevas formas de empresas 
de cría y de ganado sin tierra y este fue el problema de la 
agricultura sin tierra, tenemos formas de agricultura con el agua 
o en el agua que no es el fundo mítico que nosotros tenemos en 
una ley italiana OlUY reciente, que dice: todo lo que se cultiva y 
que se cría en el agua es empresa agrícola. 


De especial interés son los problemas de los límites a la 
empresa agraria y los juristas distinguen éstos en la propiedad y 
línlites a la empresa; lo anterior no es un problema de difícil 
solución. 


En el marco del Derecho Ambiental se trata de investigar que 
tipo de bien es nuestro ambiente, si se define a los bienes 
contenidos dentro del am biente fauna, flora, mar, agua y tierra 
o se debe utilizar una teoría que comprenda dentro de un sólo 
bien todos éstos; dichas integrantes reflejan la incertidumbre de 
los estudiosos y sobre todo los problemas agro-ambientales de 
hoy, los cuales han sido destinados por profesores y cultores del 
Derecho Público y yo diré del Derecho Internacional, porque las 
fuentes del Derecho Ambiental hoy son descomunes de los 
fracasos internacionales. 
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Pienso que podemos ampliar el desarrollo del Derecho 
Ambiental a través de estudios, intercambio de información, de 
criterios, realización de prácticas y análisis profundo de los 
temas que comprende para que al final el mosaico esté 
completo. Lo tenemos difícil pero no es imposible. 
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1. El tema de los principios generales en el Derecho Agrario 
ha sido uno de los más clásicos, interesantes, complejos y 
reñidos. Todos los iusagraristas, de hoy y ayer, han tomado 
posición. Empero consciente o inconscientemente fue siendo 
relegado por su complejidad y porque la discusión tan solo 
sirvió para dividir a sus doctrinarios. Hoy parece ser oportuno 
replantearlo. El motivo es doble: podría analizarse luego de una 
compleja historia, cuando la disciplina se ha desarrollado, pero 
sobre todo porque también otras ramas del Derecho lo han 
comenzado a analizar. 


La discusión en torno a los principios generales surgió entre 
1928 y 1932 en las páginas de la Rivista di Diritto Agrario cuando 
se dio el famoso debate sobre la autonomía del Derecho 
Agrario. Intervinieron los juristas más calificados de la época. Si 
aún modernamente no se señala una tesis vencedora sobre si el 
Derecho Agrario es autónomo o no, respecto de los principios 
generales pueden determinarse resultados absolutamente 
negativos con efectos retardatarios en la nueva rama jurídica. 


En primer lugar, la discusión fue sumamente precipitada. 
Esto se constata pues incluso ahora se califica al agrario como 
un derecho in fieri. Si el nacimiento doctrinario de la disciplina 
se ubica precisamente hace 70 años - en 1922/ con la 
publicación de la Rivista di Diritto Agrario, en Florencia, y la 
inauguración de la primera cátedra en Pisa, por G.G. Bolla - el 
planteamiento del tema en el Programa no podía encontrar una 
respuesta acabada por lo limitado del ordenamiento jurídico, y 
por el poco desarrollo de la doctrina. Lamentablemente se trata 
de un debate ubicable en una época clásica e incipiente de la 
disciplina. 


El segundo resultado fue la frustración y' fracaso de los más 
entusiastas agraristas, impulsados por Bolla, quienes 
sosteniendo la autonomía del Derecho Agrario no pudieron 
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demostrarla jamás. Sus adversarios, encabezados por Ageo 
Arcangelli, establecieron como condición a los autonomistas el 
descubrimiento de principios generales, capaces de identificar 
la materia internamente y distinguirla externamente. Pero esa 
demostración no pudo efectuarse. 


Finalmente, derivada de la falta de identificación de los 
principios, como consecuencia grave, la doctrina clásica se 
dividió en dos escuelas. La primera, autonomista, encabezada 
por Bolla orientada hacia lo técnico y económico, y la de 
Arcangelli, caracterizado por el fornlalísmo jurídico, considera 
al Agrario como parte del Civil. 


El tema deberá ser abordado con mucho cuidado. 
Históricamente conviene analizar los hechos doctrinarios 
cardinales con sus resultados. Metodológicamente deberá 
reflexionarse sobre las líneas de pensamiento trazadas. Solo así 
podrá incursionarse evitando los errores del pasado. 


2. Muchos años después del clásico debate, defensores de la 
autonomía buscaron identificar los principios generales. Se 
trataba de estudiosos - conocedores de lo dicho y no dicho 
entre 1928 y 1932- alumnos de Giangastone Bolla. Ellos 
contaban con un desarrollo mayor de sus ordenamientos 
jurídicos, conocían los temas cardinales de la disciplina, y 
estaban dotados de gran madurez científica. 


Uno de los alumnos más cercanos de Bolla es quien primero 
asume la tarea de descubrir y señalar los principios generales. 
Se trata de Frassoldati, quien obviando las críticas ya 
formuladas, dentro del contexto del Primo Convengno 
lnternazianale di Diritta Agrario, en 1954/ sostuvo la existencia de 
cinco principios fundamentales: el de la buena cultivación, el de 
la dimensión mínima, el de la individualidad de los resultados 
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totales del año agrario, el de la colaboración en los contratos 
agrarios y el de la colaboración entre fundos. 


En España, Bailarín Marcial señaló como principios generales 
de la disciplina que la propiedad debe cumplir su función 
social; el de la protección máxima a la empresa agraria familiar 
rentable, basada en cuanto sea posible en la propiedad sobre la 
tierra cultivable; el de la distribución de la propiedad; el del 
acceso a la propiedad en orden a crear explotaciones familiares; 
el de la dimensión mínima de las explotaciones agrarias, 
representando tal mínimo la familiar; el de un especial rigor 
exigido a la gran propiedad; el de la coincidencia entre 
propiedad y em presa; el de procurar la conservación de las 
explotaciones agrarias y especialmente las familiares; el de 
fomentar la asociación entre campesinos agrícolas para la 
solución de los problemas com unes; el de la planificación de las 
intervenciones estatales y el de paridad. 


En Costa Rica los autores Salas y Barahona, tiempo después, 
han identificado cinco principios: la protección del empresario 
agrícola no propietario frente al propietario no empresario; la 
tierra debe cumplir una función social; el de las limitaciones a 
las facultades de disponer por parte del propietario, el de la 
alteración de la autonomía de la voluntad en los contratos 
agrarios y el de la limitación a la libertad de producción, así 
como otros principios ( o directrices) específicos y propios del 
Derecho Agrario costarricense donde citan: el de protección del 
aparcero rural, el de la protección del poseedor en precario, el 
de preferencia por la unidad económica de explotación familiar, 
el de apoyo a la pequeña y mediana propiedad rural y la 
erradicación del latifundio y minifundio, el de la conservación 
de las explotaciones agrarias que se consideren ejemplares, el de 
la eliminación de formas indirectas de explotación prediaJ, el de 
evitar que las tierras nacionales se concentren en manos de 
quienes las utilicen para fines especulativos o las exploten en 
perjuicio de la Nación, el de fomento de la creación de 
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cooperativas agrícolas y el de velar por la protección de las 
familias indígenas entregándoles parcelas a título gratuito y en 
propiedad. 


En Venezuela, tam bién, Duq ue Corredor ha identificado lilas 
principios del Derecho Agrario venezolano". Ellos son el 
principio de la función social, el de las dotaciones locales, el de 
la conversión en mejor tenencia, el del mantenimiento de la 
unidad parcelaria, el de la protección a la pequeña y mediana 
propiedad, el de la protección de los recursos naturales 
renovables, el de la intangibilidad de las cosechas y el del 
respecto a las instituciones productivas de los fundos. 


No obstante el gran esfuerzo de tan valiosos y destacados 
autores esos principios no fueron aceptados como tales. No son 
fundamentales ni ordenadores de toda la normativa del 
Derecho Agrario. Por ello la respuesta no fue satisfactoria. 


Pero el problema es de mayores dimensiones. No se trata 
solamente de no haber encontrado los principios generales, 
propios y exclusivos. Ni siquiera existía coincidencia sobre qué 
tipo de principios se perseguían. Por esto se enfrascaron en una 
labor sin fin. Así la frustración impidió continuar con el 
desarrollo científico de la nlateria. 


En efecto ¿qué principios se estaban buscando? ¿los de 
carácter positivo derivados del ordenamiento jurídico 
susceptibles de ser identificados a través de un proceso de 
generalización y decantación de las leyes en el conjunto de las 
normas particulares, las cuales, encuentran a su vez, en ellos su 
inspiración? O quizá ¿los del derecho natural? ¿principios no 
formalizados en normas jurídicas, pero válidos y obligatorios en 
cuanto se encuentran en la razón natural, la naturaleza de las 
cosas, o en verdades de la ley divina? 


nI
 







20 


I I 


LOS PRINCIPIOS GENERALES 


Entonces los prinCIpIOS generales del Derecho Agrario, 
¿deben derivar del ius conditill111 o Derecho Positivo? o por el 
contrario, siendo insufjciente éste, ¿debe pensarse en la 
existencia de un cierto Derecho Agrario Natural cuyos 
principios son ubica bIes en el ¡us condendum? 


Como no hubo acuerdo, cualquier elaboración era susceptible 
de crítica. Los positivistas no estarían satisfechos con los 
principios si los mismos eran individualizados en el Derecho 
Natural. Los iusnaturalistas no los aceptarían si provienen del 
Derecho Positivo. 


La poslclOn de Luna Serrano es reveladora. A los 
identificados no les da el carácter de principios. Muchos de ellos 
derivan de la naturaleza misma de las cosas, otros constituyen 
una desiderata de la normativa y en general no parecen ser 
específicos o exclusivos del Derecho Agrario pues no le son 
peculiares. 


En la nueva etapa la especialidad se afirma corno tesis 
exitosa. No se encontraron los principios. Pero además la 
doctrina posterior no lucha por la autonomía, acepta 
imrlícitamente la tesis contraria. 


3. El replanteamiento metodológico al problema lo impulsó 
Carrozza. Hace 30 años, en 1962, señala la necesidad de romppr 
con la línea clásica de buscar los anhelados principios generales. 
Sugiere comenzar a reconstruir la disciplina a través de los 
institutos. La orientación implica estudiar uno a uno 
absolutamente todos los que puedan tener ese carácter. Su 
estudio permitirá ubicar el fundamento mismo de la disciplina, 
y , sobre todo, encontrar a través suyo unos principios, no corno 
los buscados: generales, universales, para cualquier época y 
circunstancia, sino otros, más específicos pero mucho más 
profundos, base para estructurar luego el entero sistema. Se 
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busca determinar entre ellos un distinto rango susceptible de 
reflejar un orden de im portancia, y sobre todo la parte de estos 
cuyas características les han de ubicar precisamente dentro del 
sistema, excluyendo los extraños del Derecho Agrario. 


Se trata de un uso alternativo del método clásico. En vez de 
partirse de lo general hacia lo particular, como siempre se 
intentó, ahora se partirá de los institutos, ubicados a la base del 
sistema para llegar a su cúspide. Se trata de una construcción de 
abajo hacia arriba, de la parte al todo. 


Esto implica enfrentar el ordenamiento jurídico e ir a la 
búsqueda de todas las posibles figuras donde pueda haber algo 
de agrario. Es un esfuerzo práctico, más intuido que razonado. 
Se estudiarán las figuras en profundidad. Se buscarán sus 
características y particularidades. Debe descubrir cómo 
funcionan, dónde se ubican, cuál es su estructura interna. Esto 
es muy importante pues institutos como la empresa, el contrato, 
la propiedad tienen una estructura básica susceptible de ser útil 
a diferentes ramas jurídicas, pero internamente tienen una 
función específica encargada de determinar la rama a la cual 
corresponden. Entonces no todo el instituto es patrimonio de la 
disciplina agraria sólo aquella parte donde la función así lo 
indique. 


El instituto jurídico es la base para asentar el fundamento del 
sistema. Es un conjunto de determinaciones normativas 
agrupadas bajo el influjo de un objetivo superior propio de las 
normas singulares llamadas a conformarlo. Esas 
deternlinaciones no todas emanan del ordenamiento estatal. Son 
creaciones plásticas representativas de la condensación de 
determinados contenidos espirituales del Derecho con 
fragmentos de la realidad económica y social. Si bien son 
productos del arbitrio de un acto legislativo, preexisten al 
mismo legislador, pues siempre hay una idea suya, cuya 
representación es un núcleo de sedimentación vinculada a 
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expresiones autóctonas y desarrolladas en el seno de 
ordenamientos jurídicos particulares y preestatales. 


Va a constituir una unidad mínima de análisis. Será la 
secuencia para una cierta ordenación. En cuanto conjunto 
ordenado sistemáticamente refleja una figura propia. La 
ordenación si bien inicialmente es obra técnica y arbitraria del 
legislador - y conlO tal no es científica - la construcción de la 
teoría concerniente a ellos es obra del teórico. En este sentido el 
instituto para el legislador es punto de llegada, para el científico 
punto de partida. 


4. El método del estudio comenzó a impulsarse pero aquel 
punto de llegada del científico estaba, y aún está, distante. Fue 
necesario continuar hacia la determinación de las fronteras. En 
otras palabras, con base en los institutos se podría determinar 
hasta dónde llega lo agrario y cuándo se está en presencia de lo 
no agrario. Se debía saltar de la reagrupación normativa, para 
conformar la unidad mínima de análisis, a la reagrupación de 
institutos para ordenar el sistema. 


Fue así como, hace 20 años, después de la propuesta de 
estudiar al Derecho Agrario por institutos, Carrozza, en 1972, 
elabora un criterio orientado a señalar un común denominador 
entre los institutos. Se busca establecer aquél ius proprium de la 
agricultura, pretendido por Bolla, susceptible de orientar al 
teórico para ubicar las fronteras de la disciplina, y partir de ahí 
para el posible reconocimiento de un sistema jurídico orgánico. 


Es un intento para deternlinar la especialidad de la disciplina 
por medio de una noción de agrariedad. Un criterio implícito o 
axiológicamente existente en las normas e institutos, no 
expresado por el legislador en los ordenamientos, pero 
preexistente: en consecuencia, metajurídico. 
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La línea metodológica se vincula al planteamiento 
alternativo. Carrozza dice: "sigo convencido que solamente 
estudiando el Derecho Agrario, instituto por instituto, será 
posible llegar, antes o después, a suministrar la prueba de que 
el Derecho Agrario existe como derecho especial, y a descifrar 
las coordenadas por la medida de sus dimensiones. Es decir que 
es preciso caminar de lo particular a lo general, del fragmento al 
todo orgánico... Admito que la elaboración del Derecho Agrario 
puede venir perfectamente desde abajo más que desde arriba, a 
través de la consideración de los singulares y concretos 
institutos, mejor que de arriba a abajo, partiendo de conceptos 
apriorísticos de dudosa cientificidad". 


La elaboración del criterio de agrariedad es definido por el 
autor así: "la actividad productiva agrícola consiste en el 
desarrollo de un ciclo biológico, vegetal o animal, ligado directa 
o indirectamente al disfrute de las fuerzas y de los recursos 
naturales, que se resuelve económicamente en la obtención de 
frutos, vegetales o animales, destinables al consumo directo, 
bien tales cuales, o bien previa una o múltiples 
transformaciones". 


Su utilidad práctica consiste -como se ha señalado- en 
calificar en un momento determinado cuándo un instituto es 
agrario o no, o cuál parte del mismo merece ese calificativo. Se 
trata, en consecuencia, de un aporte metodológico 
trascendental. 


5. Pero si bien este segundo paso puede comprenderse como 
un descubrimiento práctico, sus proyecciones son estrictamente 
científicas: se continúa en la tarea de construir el sistema a 
través de los institutos. El problema de la organicidad, y sobre 
todo el de la completez del Derecho Agrario, requiere todavía 
un esfuerzo mavor. 
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A partir de ahora, ¿cómo debía seguir siendo 
conceptualizado? ¿como el derecho de la agricultura, de la 
enlpresa, del enlpresario, de los agricultores, de la producción, 
de la actividad agraria, de los contratos? ¿o sería el de la 
agrariedad? Este no es el problema. Ello significaría también 
caer en el conceptualisnlo - derivado de un criterio subjetivo, 
no objetivo- al cual condujo el tema apriorístico de los 
principios generales. 


Analizando la definición del Derecho Agrario, Carrozza 
señala un doble orden de exigencias. Sintéticamente debe 
reportar fielnlente el objeto típico de la disciplina, pero también 
debe expresar la noción exacta de las relaciones existidas (perfil 
histórico) y existentes (perfil dogmático), tanto suyas como en 
relación con las otras ramas del Derecho. 


6. Surge ahora el capítulo llamado a darle una nueva 
dimensión a la ciencia iusagraria. Es el tema del objeto. Como 
imposible sería pasar de los institutos al sistema sin haberse 
previamente detenido en la estructuración de un criterio de 
agrariedad, capaz de ubicar -en virtud de la esencia- lo 
propio de la disciplina, el objeto -consecuencia del estudio de 
institutos- deberá permitir llegar al método, a las fuentes, a la 
interpretación del Derecho Agrario y por su medio también, 
seguramente, a Jos principios generales. El análisis se inició 
precisamente hace ]0 años. 


La agrariedad permite sospechar ese vínculo entre los 
institutos y el objeto. No es una relación directa, ni se deduce de 
ellos. Es producto de la abstracción del científico por, y para, 
llegar a estructurar el sistema. 


Desde el punto de vista metodológico la identificación del 
objeto del Derecho Agrario es condición sine qua non para iniciar 
cualquier planteamiento de teoría general, entonces de su 
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adecuada identificación depende el grado de cientificidad que 
pueda alcanzar la materia. Históricamente cualquier 
planteamiento verificado antes de la determinación del objeto es 
precientífico. Teóricamente cualquier planteamiento verificado 
sin la determinación del objeto es acientífico. 


La identificación del objeto es tarea del jurista - intérprete. 
Nunca del legislador. Consiste en encontrar ese ius proprium, esa 
esencia, un común denominador, presente en los institutos y las 
normas iusagrarias. No se puede ubicar en el conjunto de 
normas pues ese es el contenido, el cual precisamente tiene sus 
límites en el objeto, encargado de definir sus fronteras. 


Si bien en los estudios preliminares se ha señalado la 
presencia de la agrariedad en el objeto, un análisis más 
profundo ha de entrañar necesariamente una respuesta más 
amplia, pues se partió de una concepción metodológica 
unidimensional, limitada, cuyo resultado fue visualizar tan solo 
una parte y no el todo. 


Esto es así porque cuando el teórico se acercó en un inicio al 
ordenamiento jurídico en busca de los institutos lo hizo en una 
dimensión lineal. Sólo podía observar una superficie. Pero corno 
el objeto se desdobla en tres partes, será necesario acercarse en 
tres dimensiones. De lo contrario se tendrá una óptica engañosa 
con una realidad parcial. 


Pero la identificación inicial de la agrariedad en el objeto no 
resultaba equivocada. En esa oportunidad se partió de los 
institutos y se llegó a la agrariedad: en un caso fue desde la 
empresa en Italia y en otro a partir de la competencia otorgada 
a la jurisdicción agraria en América Latina. Cuando ello 
aconteció quedó claro el método utilizado. Seguramente el 
resultado hubiera sido el mismo si se hubiera partido de otro 
instituto iusagrario como la propiedad, la posesión, el contrato, 
o cualquier otro. El recurso a un criterio metajurídico para dar 
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una respuesta acertada era lógico, por estar fuera del objeto 
formal. El legislador, obvianlente, es omiso respecto de esa 
solución. Epistemológicanlente esto no implica un error, pero la 
respuesta del teórico resultaba insuficiente. No se tuvo presente 
todo el panorama sino sólo una faceta. 


Para comprender mejor la dimensión de como acercarse en 
forma correcta al objeto, y lograr identificarlo eficientemente, 
resulta necesario establecer la vinculación entre objeto y 
método. Uno y otro son dos manifestaciones de un mismo 
fenómeno, conformadores de una única unidad coherente. El 
Derecho se descompone en tres aspectos: uno normativo en 
tanto ordenamiento, otro fáctico como actividad social e 
histórica, y un tercero axiológico como valor. De ahí la 
conveniencia de utilizar un método tridimensional susceptible 
de analizar el objeto desde el punto de vista normativo, fáctico y 
axiológico. 


En consecuencia el objeto del Derecho Agrario se desdobla en 
uno formal constituido por las normas, y en uno material a su 
vez dividido en hechos v valores. 


En cuando al objeto material- hechos en el Derecho Agrario 
se encuentran de la más diversa índole. En primer lugar hay 
una rica realidad agraria - susceptible de ser analizada con un 
método sociológico- pues ésta se presenta como un conjunto 
lleno de articulaciones. Es una. normalidad no normativizada. 
Presenta relaciones económicas y sociales muy complejas 
derivadas de la historicidad propia de cada sociedad agraria. 
También podrían ubicarse dentro de estos hecho~ los usos y 
costumbres, praeter leggelll, regionales o nacionales, pues son 
fácticos en tanto no han sido adoptados jurídicamente. 
Particular importancia reviste el hecho técnico porque 
constituye un instrumento idóneo para informar las normas 
jurídicas, e igualmente el hecho político en cuanto adquiere un 
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papel protagónico en la tonla de decisiones de política agraria. 
Estos deben ser analizados bajo una óptica técnica y política. 


Respecto del objeto material-valores el Derecho Agrario ha 
realizado importantes descubrimientos. El más reciente e 
importante es el de su vinculación con los derechos humanos. 
Ellos permiten ubicar su origen con la aparición de los 
económicos y sociales, pero también le pueden redimensionar 
con otros nuevos - de la tercera generación - como son el 
Derecho Humano al desarrollo, y el Derecho Humano a un 
ambiente sano y ecológicamente eq uiJibrado. Positivisados 
como valores fundamentales se encuentra el Derecho Agrario 
constitucional en los documentos fundamentales de cada 
ordenamiento. 


En consecuencia el Derecho Agrario no se agota en las 
normas. Su objeto va nlás allá. Este descubrimiento obliga a 
emprender una labor investigativa sobre la base de un 
replanteamiento metodológico. 


Como el objeto y el método constituyen un canal de doble vía 
la agrariedad ha de encontrarse tanto en el objeto material­
hechos como en el sustrato del objeto formal. Como los 
institutos se encuentran conformados por hechos, normas y 
valores, la conformación del sistema sólo podrá lograrse a 
través de un nlétodo tridimensional. 


7. El establecer las bases para la determinación metodológica 
del verdadero objeto del Derecho Agrario, siguiendo los 
criterios de una óptica tridimensional, permite darle un 
tratamiento más acabado a los institutos - y a la postre, como se 
verá, también a los principios generales -, pero ello en última 
instancia también debe conducir necesariamente él encontrar lél 
organicidad y completez del sistema, atributos ind ispensélbles 
-junto a la especialidad - para comenzar a plantear la 


11I 







28 


I I 


LOS PRINCIPIOS GENERALES 


existencia de fundamentos sólidos sobre los cuales se pueda 
construir la autonomía de la disciplina, ya no sólo como sistema 
sino tanlbién como ciencia. 


En los institutos ha de encontrarse la especialidad, pero serán 
las fuentes del Derecho Agrario las llamadas a conformar la 
organicidad y la completez del sistema, a través de los 
principios generales. 


Este nuevo capítulo también va a encontrar un claro 
paralelismo con el del objeto y el método. Igualmente las 
fuentes pueden desdoblarse en fuentes formales y fuentes 
materiales. Las formales se encuentran constituidas por el 
ordenanliento jurídico agrario; las materiales por las fácticas y 
las axiológicas. La explicación permite justificar, pero ya 
metodológicanlente, una afirmación reiterada del agrarista 
quien se niega a limitarse al ámbito estrictamente normativo, no 
sólo por las im plicaciones formalistas de esa concepción sino 
tanlbién por la pobreza del material producido por el 
legislador: omiso, contradictorio e ineficaz. 


En cuanto a las fuentes la labor del científico del Derecho 
Agrario debe orientarse a fortalecerlas. Se deben reestructurar 
los planteamientos ya elaborados. Urge ubicarlos correctamente 
dentro del nuevo esquema. En esta tarea se recuperarán muchas 
-com0 las denominadas extralegislativas: usos y costumbres 
agrarias y los mismos factores de especificación: el hecho 
técnico y el hecho político- para confornlar ese sistema 
orgánico, donde también han de ubicarse los valores y los 
principios generales. Papel clave ha de jugar la jurisprudencia 
(44) en cuanto su carácter informador del ordenamiento resulta 
indiscutible y de valor trascendental en cuanto a la aplicación 
de los principios generales. 
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Con este nuevo criterio podrá superarse una vieja y sentida 
preocupación del agrarista, en cuanto a la organicidad, porque 
ésta es el resultado del propio sistema de fuentes. 


8. La identificación de los principios generales del Derecho 
Agrario como condición para identificar internamente la 
disciplina y diferenciarla de las demás es un falso problema. 
Esa obligación no le ha sido impuesta a ninguna otra rama 
jurídica. Son nluchas las nuevas clasificaciones aparecidas en el 
campo del Derecho cuyo desarrollo se ha impulsado, en forma 
vertiginosa, sin necesidad de demostrar semejantes 
presupuestos para ser reconocida como tal. 


Conviene recordar, aún cuando sea brevenlente, cuál ha sido 
la función histórica asignada a estos principios. En efecto, si 
bien el tema parece ser patrimonio de la Filosofía del Derecho, 
en su más alto y comprensivo sentido, éstos también se 
encuentran a la base de los institutos jurídicos particulares. Es 
así porque los principios generales deben ser utilizados tanto 
por el científico como por el operador del Derecho. En este 
último caso principalnlente por el juez. La ciencia jurídica si 
bien es teórica tanlbién es práctica, y su misión básica es la de 
ofrecer una respuesta ordenada, coherente, sistemática, a la 
realidad. Si no se vincula a la realidad no tendría ninguna razón 
de existir: sería estéril. Por esto en todos los ordenamientos 
jurídicos se obliga al juez a recurrir a los principios generales 
del Derecho ante la ausencia de norma. La explicación está en 
los graves límites del legislador para encontrar solución a todos 
los problemas. Esta es la única forma de salvar la arbitrariedad 
o apartarse de la justicia. 


El tema no surgió para las nuevas ramas jurídicas. Fue para 
el Derecho Civil como influencia del Derecho Natural. 
Consecuentemente no se trata de un tema nuevo. Giorgio del 
Vecchio recuerda el Código Civil Austriaco donde se hacía 
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referencia expresa a los "principios del Derecho Natural", pero 
en el Código Civil Albertino ese problema se redujo a los 
"principios generales", no habiendo faltado propuestas -en esa 
época - como las de recurrir a "principios de razón", 
"principios de equidad", "principios de equidad natural", 
"principios de razón natural", y algunos otros. 


La referencia en todos los ordenamientos jurídicos de los 
principios generales obedece a la interpretación jurídica. A su 
uso en ausencia de norma. Y esto tiene una raigambre filosófica 
importante pues en la época de la codificación constitucional y 
civil algunos iusnaturalistas se opusieron a esta corriente, 
habiendo perdido, como se sabe, la guerra. Fue Gierke, maestro 
de la disciplina histórica, quien sostuvo, una victoria material 
cuando los codificadores debieron incorporar los principios 
como forma de interpretación. 


Esta remembranza histórica permite despejar la VIeja 
incógnita -impuesta por Ageo Arcangelli hace más de 60 
años - sobre la necesidad de los principios generales como 
condición para la autonomía de la disciplina. Sólo se debe 
aceptar la validez de los principios generales del Derecho 
Agrario como insb'umento de hermenéutica jurídica. Son una 
fuente del Derecho encargada de darle completez al sistema. 


Indiscutiblemente los principios generales del Derecho 
Agrario también pueden desdoblarse. Como también acontece 
con el objeto y las fuentes de la materia. Habrá principios 
generales formales, derivados de las normas o comprendidos 
dentro de los institutos pues los ordenamientos los introducen 
expresamente, e incluso habrá principios generales materiales, 
unos de orden axiológico ubicables en los valores de la 
sociedad, y principios generales provenientes de la realidad 
agraria (fáctica, técnica y política). 
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La aceptación de los prinCIpIOs generales permite afirmar, 
ahora con más claridad, la obligación del operador y del 
científico del Derecho Agrario de recurrir a sus propias fuentes. 
Esto inlplica la negativa a utilizar normas de otras ramas. La 
verdadera autonomía está ahí. Si en agrario existe norma de 
rango inferior incluso a las de otras ranlas se aplicará aquella y 
no ésta. Y si no hay norma se aplicarán sus principios generales, 
bien deriven éstos de las normas, los valores o los hechos. 


Por estas razones el método exegético también resulta 
insuficiente e ineficaz. Su aplicación sólo tendrá sentido cuando 
la ratio legis se ajuste expresamente al cuadro fáctico. En las 
vicisitudes agrarias por lo general la nornla no tiene la 
dimensión propia de la realidad a la cual se ha de aplicar. 
Entonces los principias derivados de los institutos, de los 
valores, de los hechos, con ese carácter de principios, permiten 
fortalecer, y no desnaturalizar, los fines de la disciplina jurídica 
agraria. 


Esta es la única forma de llegar a la completez del sistema. Si 
se sigue una hermenéutica jurídica equivocada, desprovista de 
principios generales, recurriendo a otras ramas jurídicas sólo se 
contribuyen a deformar, traicionar y degradar la disciplina. 


Uno de los casos más productivos en la aplicación de los 
principios generales del Derecho Agrario es cuando se recurre a 
las fuentes del Derecho Romano. No se trata de una aplicación 
pura y simple. Se recurre a las estructuras institucionales 
creadas por los romanos las cuales se nutren con los principios y 
fundamentos económicos y sociales de la disciplina. Por esto no 
resulta incompatible fundar institutos agrarios como la 
propiedad, el contrato, la posesión, las servidunlbres, en 
estructuras romanísticas. Ello es absolutamente válido a 
condición de nutrir conceptualmente las figuras con las 
orientaciones específicas y especiales de lo agrario. En igual 
forma, en nada se perjudica al Derecho Agrario cuando se 
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recurre a la lex generl1.lís del Código Civil si sus normas, en uso 
de los principios generales de la materia, son interpretadas con 
criterio a satisfacer las necesidades de la disciplina especial. 


Como se observa el recurso al método de los institutos no es 
negador del criterio clásico para la identificación de los 
principios. Por el contrario constituye un presupuesto necesario. 
En igual forma la estructuración de un criterio de agrariedad 
susceptible de determinar cuándo, y en qué momento, se está en 
presencia de un instituto o una situación jurídica agraria, 
también se convierte en un instrumento útil para la 
determinación de los principios. 


Pero es la deternlinación del objeto del Derecho Agrario - y 
por esa vía la del método, las fuentes y la interpretación­
donde va encontrar lógica la existencia de los principios 
generales. Estos constituyen una fuente de la disciplina. Quizá 
la más importante. Sobre todo cuando los ordenamientos 
jurídicos no han logrado su debido desarrollo pues por su 
medio se alcanzará una lógica coherente al sistema. 


9. El problema ahora es determinar si efectivamente existen 
principios universales e inmutables, susceptibles de ser 
utilizados y aplicables en cualquier tiempo y lugar. La 
universalidad implica una aplicación sin límites territoriales y la 
inmutabilidad la aceptación de haber existido desde antes de la 
aparición del Derecho Agrario, y de su innegable prolongación 
hacia el futuro. 


Aun cuando en el tema de principios generales no es dable 
aceptar como tajes sólo los de un determinado ordenamiento 
jurídico, o bien su relatividad histórica, la experiencia del 
desarrollo de la agricultura, de su normativa, y de sus 
vicisitudes obliga a relativizar estos atributos. 
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En efecto, resulta incuestionable la evolución vivida por el 
Derecho Agrario en los últimos años, merced no sólo a una 
evolución y metamorfosis de los mismos institutos iusagrarios, 
sino, también, de los avances científicos y conceptuales, 
orientados a crear un nuevo sistema orgánico, coherente, 
completo, y sobre todo con rasgos de especialidad, susceptible 
de producir incluso principios generales, como consecuencia de 
encontrar en la unidad del sistema grandes lineamientos 
informadores del mismo, cuyo conjunto, todo sumado, permita 
afirmar una cierta autonomía - relativa sí, pero nunca 
absoluta - de las otras ramas jurídicas. 


Ello significa, posiblemente, una respuesta más acabada a las 
preocupaciones de los cultores de todas las épocas de la 
disciplina, sin embargo sería dogmático, y en consecuencia 
acientífico, afirmar la terminación de la obra, o señalar el 
descubrimiento de esa respuesta absoluta. 


Esto es así porque si bien la simple constatación de novísimas 
orientaciones e interesantes exigencias impuestas por la 
realidad del proceso económico y social, y los mismos valores 
evolutivos y cambiantes de la sociedad, en las cuales se ve 
permanentemente involucrado el Derecho Agrario - pues no 
puede ser inmune a estas influencias: con la aparición de 
institutos otrora impensables, mutación de los existentes, y 
hasta la desagrarización de otros-, debe conducir a aceptar 
también la evolución permanente y la metamorfosis continua 
del entero sistema, cuya construcción se impulsa. 


Pero una cosa es ese sistema y otra es la ciencia del Derecho 
Agrario. El primero se encuentra en el contenido en las fuentes. 
La ciencia tiene como fundamento la reflexión constructiva y 
metodológica de ése, para corresponder a reglas y principios 
racionalmente ordenados. Por esto la relatividad del 
cumplimiento de sus objetivos resulta evidente, pues si bien se 
ha recorrido un largo camino (70 años de doctrina, 30 del 
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estudio por institutos, 20 de la agrariedad, 10 del objeto), 
apenas se está en el umbral de otro nuevo camino cuyo destino 
resulta impredecible. 


Conviene continuar en la difícil tarea de la construcción de la 
teoría general. Naturalmente intentando determinar los 
principios generales ubicables en el complejo conjunto de 
fuentes de la disciplina. Sometiéndolos a examen y 
comparándolos con los de ordenamiento jurídico distintos. 
Estarían limitados a ser "principios generales" -lo cual ya 
constituye, de por sí, una tarea harto compleja- y no incurrir 
en las mismas exigencias de alguna corriente iusnaturalista de 
construir a priori un conjunto de principios definitivos y eternos, 
para todos los tiempos y países. Ello sólo tendría razón si se 
busca restaurar el Derecho Natural, contrario a la ratio legis, 
negando el derecho histórico, provocando el enfrentamiento del 
ius condendu11l con ius danditum. 


10. El replanteamiento de la identificación de los principios 
generales, a pesar de las críticas esgrimidas, debería ser objeto 
de un nuevo análisis. Sobre todo ahora a la luz de los grandes 
avances del Derecho Agrario. Lo interesante sería clasificarlos, 
ordenarlos y completar lista, independientemente si se han 
identificado en diferentes países, incluso algunos ya 
identificados junto con otros cuya entrada en escena 
corresponden a períodos cercanos. 


Para dar tan sólo algunas pinceladas del fértil campo donde 
se podría trabajar conviene seguir el criterio del desdoblamiento 
de los principios generales como también acontece con el objeto. 


En el ámbito de los principios generales formales éstos se 
encuentran en toda la pirámide del ordenamiento. Desde la 
cúspide en la Carta Magna hasta en normas de rango inferior. 
En la mayoría de los sistemas la Constitución Política ha 
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incorporado verdaderos capítulos sobre disciplina, 
configurando el Derecho Agrario constitucional, donde se han 
fijado los grandes lineamientos informadores del entero 
sistema. Aquí existe una gran cantera. Dentro de éstos destacan 
los capítulos referidos a los derechos económicos y sociales, o 
bien al orden económico. Descendiendo en la pirámide se 
encuentra un número cada vez más creciente de principios 
derivados de los Convenios y Tratados internacionales. Hoy 
surgen con gran fertilidad en las normas de los Mercados 
Comunes donde la comercialización de productos agrícolas 
tienen una gran importancia, o en los tratados referidos a la 
venta internacional de productos agrícolas donde destacan las 


,normas de sanidad vegetal y animal, y en general en todos los 
instrumentos indispensables para regular las relaciones de la 
agricultura entre diferentes países. En cuanto a la ley específica 
es de donde más pueden extraerse principios generales del 
Derecho Agrario. Ellos derivan de los institutos. Tienen 
particularidades muy comunes cuando se trata de países con 
una misma tradición jurídica, o por pertenecer a un movimiento 
histórico donde el proceso legislativo tuvo una impronta similar 
en continentes o en regiones específicas (tal es el caso de la 
modernización de la agricultqra, del auge de los contratos 
agrarios, de los procesos de reforma agraria, de la 
institucionalización de la empresa agraria). 


Los principios generales materiales, provenientes de los 
valores ofrecen toda una proyección sumamente interesante. 
Dentro de éstos destacan los derechos humanos económicos y 
sociales (60). Hoy día este campo crece a pasos agigantados, 
sobre todo cuando a los de la segunda generación (económicos 
y sociales) se suman los derechos humanos de la tercera 
generación, dentro de los cuales se ubican el derecho al 
desarrollo, el derecho a un arrlbiente sano y ecológicamente 
equilibrado, el derecho a la paz así como los derechos 
agroalimentarios. Estos principios ya tienen una influencia 
decidida en el ámbito del Derecho Agrario pues le son 
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consustanciales. Lo interesante de este campo aXiológico es el 
cambio de interpretación jurídica. Antes un derecho humano 
era tal hasta tanto el ordenamiento jurídico lo admitiera, hoy un 
ordenamiento no es tal si no se ajusta a los derechos humanos. 
Si los ordenamientos jurídicos comienzan a positivizar los 
valores, como viene aconteciendo, ello no impide, más bien 
refuerza, la identificación de los principios generales del 
Derecho Agrario derivables de ellos. 


En el campo de los principios generales materiales derivados 
de los hechos es donde posiblemente habrá una mayor riqueza. 
Aquí el estudio debe verificarse con más cuidado. Para 
mencionar sólo la realidad agraria, en primer lugar, no puede 
dudarse de principios propios del sentir de la sociedad, 
vinculados, entre otros muchos, con la solidaridad humana para 
dar respuesta a los problemas agrarios en forma justa, 
tratándose de los problemas diarios más complejos atravesados 
por los diferentes países: para resolver la distribución de la 
riqueza, para respaldar a sectores de la producción, para dar 
dentro de la agricultura un papel protagónico a la mujer, para 
proteger a los grupos étnicos y a las minorías. Pero también 
dentro de los hechos hay algunos sobre los cuales ya el jurista 
ha trabajado, e incluso les ha dado rango de fuente normativa, 
tal es el caso del hecho técnico tan propio de la agricultura el 
cual no es susceptible de adquirir una rígida normativización, 
pero no puede por ello dejar de adquirir el carácter de 
principio, entre éstos estarían el doble riesgo de la agricultura 
(el mercado y la naturaleza), las técnicas y modernización de 
cultivo, y muchos otros más. Igualmente dentro de este campo 
está el hecho político, fundamental hoy día en los Mercados 
Comunes, y en las acciones de gobierno, donde es la política la 
encargada de definir - incluso sobre la voluntad unilateral de 
un Estado, o de un sector, en un momento determinado - la 
forma como se planifica, ejecuta y desarrolla la agricultura. 
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Pero todos estos principios, aun cuando identificables en un 
cierto momento - y particularmente por el juez, a la hora de 
resolver una controversia judicial, en ausencia de norma 
específica - ofrecen nuevos retos científicos al Derecho Agrario, 
es decir en la posible identificación no se agota el problema, 
más bien resurge, sobre todo para quien pueda tener una visión 
de futuro. Se trata de retos complejos. 


En este sentido se deben vislumbrar las perspectivas de la 
doctrina. Se trata de los nuevos retos científicos. Distintos en la 
orientación pero seguramente los mismos, en línea de máximas, 
de los formulados en -1922 por Giangastone Bolla en su 
programa de la Rivista di Diritto Agrario. 


Los retos son las grandes tareas a emprender. Van a estar 
vinculados con los -aún existentes, y ostensibles- límites de la 
labor constructiva y metodológica. 


Para enfrentarlos, en primer lugar, debe aceptarse la 
permanente evolución y metamorfosis del sistema. Ello implica, 
necesariamente, también admitir los cdmbios operados, y que 
seguirán operándose, en su propia especialidad: se trata de una 
especialidad sumamente cambiante merced d las profundas 
variaciones del ordenamiento - de contenido, de fi losofía, de 
exigencias-. Ello resulta fácil de constatdr con sólo lanzar una 
mirada retrospectiva a las diferentes etdpds vividas por la 
historia de la disciplina. Con mayor razón debe permitir 
sospechar movimientos similares hacia el futuro. 


Lo cardinal es el descubrimiento de los grdndes Cclpítulos 
donde deberá trabajar el científico del moderno Derecho 
Agrario. El primero de eJlos ha de ser el objeto, luego el 
método, para continuar con las fuentes y Id interpretdción de la 
disciplina. Estos temas tan sólo han sido serldlddos, no. 
profundizados, constituyendo los retos inmedidtos dondp SE.' 


habrá de redoblar esfuerzos. 
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Pero estos retos se complementan con dos más, 
fundamentales ambos, y directamente vinculados a los 
anteriores. 


En primer lugar quizá pueda aspirarse a lograr un 
acercamiento cierto a un sistema realmente orgánico y con 
posibilidades de ser completo. Para ello es absolutamente 
indispensable reelaborar un verdadero sistema de fuentes 
donde el agrario no se agote en el normativismo. Deberá 
tomarse en cuenta la tridimensionalidad de ellas. Tanto o más 
importante que lo normativo es, y en especial para esta 
disciplina tan vinculada con lo económico y lo social, los 
aspectos fácticos y axiológicos, motores de las realidades y los 
valores de la sociedad, de donde han de derivar los principios 
generales. 


Pero el reto más 
-, 


importante, en segundo lugar, y es 
posiblemente donde se resumen todos los otros, es el de la 
interiJretación jurídica del Derecho Agrario. Es necesario 
trabajar en un método moderno. Debe ser susceptible de 
comprender la disciplina desde una óptica en permanente 
evolución. El agrarista no puede ser más ni un historiador ni 
mucho menos -como decían los civilistas franceses c1ásicos­
"la bouche de la loi". Por el contrario debe ser -cualquiera sea 
la posición ocupada: como operador, como filósofo, pero 
especialmente como científico-, un agente de expansión de la 
estructura, función, contenido y filosofía de los institutos, 
jerarquizándolos y ordenándolos, un constructor permanente de 
la disciplina sobre bases científicas. La interpretación ha de ser 
un instrumento para retroalimentar el ordenamiento iusagrario 
a través de la determinación de principios generales (por ahora 
con ese carácter y sin pretender la universalidad), como única 
forma de acercarse a aquel "Derecho Agrario ideal": un sueño 
quizás no inalcanzable. 
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Posiblemente estos sean los senderos donde deberá transitar 
el científico del Derecho Agrario al atravesar el umbral. 
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EL PROCESO DE INTERNACIONALIZACIÓN DEL DERECHO 


DR. PIETRO ORLANDO ROMANO, 


UNIVERSIDAD DE PERUGIA (ITALIA) 


E l proceso de internacionalización del derecho agrario nace 
por la íntima exigencia, reflexionada desde hace mucho 


tiempo, por la necesidad de profundizar los caracteres 
peculiares de esta rama del derecho en consecuencia de sus más 
recientes tendencias evolutivas. 


No cabe duda que en el sector agropecuario y de la empresa 
agrícola moderna es preciso tomar en cuenta la multiplicidad de 
los fenómenos relacionados con la agricultura, que interesan 
cada día más esta materia; igualmente, así como la investigación 
científica en el campo del derecho agrario moderno, sin 
descuidar dichos fenómenos, debe tener un carácter 
interdisciplinario, en consideración de la interdependencia 
entre las diferentes ramas del derecho. 


En realidad la corn pleja fenomenología de la experiencia 
jurídica, en sus múltiples articulaciones sectoriales, induce a 
considerar como actual e imprescindible la experiencia de un 
conocimiento jurídico interdisciplinario, fortaleciendo el 
concepto que el derecho, como producto histórico, no puede 
sustraerse a los varios procesos de ósmosis y a las consecuencias 
de las numerosas transacciones sistemáticas que condicionan 
periódicamente su misma estructura. 
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Sin embargo el conocimiento jurídico interdisciplinario se 
puede alcanzar adhiriendo preponderantemente a la teoría 
sociológica del derecho, sin descuidar, de todos modos, la teoría 
normativa de Kelsen y la teoría relacional de Levi. 


En realidad, una síntesis de estas teorías referidas al derecho 
demuestra la relatividad y la insuficiencia de la teoría 
normativa a encerrar todos los fenómenos endógenos y 
exógenos del Derecho Agrario. 


EL ACERCAMIENTO METODOLóGICO AL TEMA DE LA lNVFSTIGACIÓN. 


LA IMpORTANCIA DEL ASOCIACIONISMO EN LA AGRICULTURA 


Consideraciones generales. 


Aunque el objeto del presente estudio pueda parecer 
suficientemente determinado - y de todos modos circunscrito en 
el ámbito de una investigación dirigida a ahondar la incidencia 
del "'factor internacional", en el Derecho Agrario moderno - , es 
sin ernbargo oportuno decir antes que la elaboración de los 
específicos argumentos se desarrolla sólo aparentemente a los 
largo de los límites del Derecho Agrario. En otros términos, si el 
desenvolvimiento de algunas temáticas y la misma metodología 
parecen desarrollarse a lo largo de la línea de confín del así 
llamado "'sistema" del Derecho Agrario, esto es con motivo de 
la necesaria consideración de la nueva fenomenología referida a 
la agricultura en su conjunto, que reclama, más bien impone 
una nueva y más apta dimensión jurídica del"sistema" mismo. 


La investigación y la consideración de estos nuevos 
elementos de hecho -lejos ~e colocar el jurista en posición 
antinómica o de destacada singularidad respecto al sistema 
vigente- deben más bien orientarlo hacia un proceso de 
integración del mismo sistema; tanto más esto se manifiesta 
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posible cuanto mayor es la elasticidad de la precipitada línea 
del sistema jurídico. 


Ahora, en el caso del Derecho Agrario, no parece posible 
limitar en esquemas más bien rígidos los perfiles emergentes de 
in derecho íl1 fieri, cuya constante evolución es necesaria 
consecuencia de los múltiples fenómenos relacionados con la 
agricultura. Se trata, a menudo, de fenómenos de vasto alcance, 
cuyas problemáticas no es posible descuidar, sea por su 
incidencia directa o indirecta en el sector propiamente 
agropecuario, sea por su interferencia con las relaciones 
económicamente relevantes y jurídicamente conexas con el 
sector del Derecho Agrario. 


Una tal ampliación del dato fenomenológico no significa, sin 
embargo, que en el ámbito del sistema del Derecho Agrario sea 
necesario encerrar cualquier situación para recibir una 
adecuada disciplina; pero sirve a sensibilizar al jurista agrario, 
estimulando su atención y su consideración hacia esos 
particulares fenómenos que en alguna manera se relacionan con 
el sector de la agricultura - también en sus proyecciones hacia 
los mercados internacionales-, de los cuales es necesario 
evaluar la incidencia sea espacial que temporal. 


A título meramente ejemplificativo, parece pertinente la 
referencia sea a las situaciones disciplinadas por normas 
nacionales, europeas o internacionales, concernientes a la 
materia ecológica -las cuales, aún perteneciendo al 
denominado Derecho Ambiental, tienen un relieve incisivo y 
condicionante para la agricultura - sea a las normas del 
comercio internacional, de un modo particular a aquellas 
concernientes a la fijación de los precios agropecuarios, las 
cuales -aunque pertenezcan a la disciplina propia de la 
economía internacional- tienen, sin embargo, una 
relevancia determinante para la agricultura de cada país. 
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En presencia de fenómenos de tan vasto alcance, el Derecho 
Agrario no sólo puede quedar insensible, sino tanlbién debe 
buscar de evaluar las causas y los efectos de su dinamismo y en 
una dimensión que ahora ya traspasa los angostos confines de 
cada Estado, relevando los momentos esenciales de la 
comparación y de la competencia entre las agriculturas de los 
varios países. 


El Derecho Agrario, en cuanto disciplina que estudia y 
reglamenta los fenómenos de la agricultura, no puede quedarse 
estático e inmutable, cerrado a la penetración de las normas de 
los diferentes sistemas jurídicos. El momento histórico actual, 
caracterizado por incisivas y profundas transformaciones en el 
tejido económico - social, postula más bien un dinamismo del 
derecho y frecuentes fenómenos de ósmosis de las normas 
jurídicas, en una dimensión de interdisciplinariedad y 
evolución de los 11 sistemas", a la cual del Derecho Agrario no 
puede sustraerse, arriesgando el auto - agotamiento lento y 
progresivo de sus normas. 


Ni con tal actitud de comportamiento se justificaría con la 
afirmación que en este momento histórico el Derecho Agrario 
mira todavía y sobre todo a la búsqueda de su integral 
identidad, considerando que para todo jurista, señaladamente el 
jurista agrario, es necesario, hoy más que nunca, tomar 
conciencia de la globalidad y de la unitariedad del Derecho. El 
Derecho Agrario, precisamente porque está fundado sobre la 
naturaleza de los hechos y de las relaciones comprometidas con 
la agricultura en sus diversas articulaciones, es por lo tanto una 
disciplina en movimiento; ~ debe mostrar su abertura hacia el 
futuro, prescindiendo de los esquemas jurídicos en los cuales no 
puede permanecer compelido. 


Por otra parte, sus mismos institutos están destinados a una 
metamórfosis, como consecuencia de transformaciones 
endógenas, relacionadas con la costumbre de la sociedad rural, 
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y de variables externas, conexas con el orden organizativo de la 
economía mundial. Por esto -aunque fuerte sea el interés de 
los juristas agrarios por los temas internos de la localización de 
las producciones, de sus transformaciones y limitaciones, de la 
calidad de los productos agropecuarios, de la tutela del 
consumidor y de las financiaciones publicas a la agricultura­
no hay duda que el mismo interés deba confluir también en las 
grandes problemáticas internacionales concernientes, en 
especial la protección y el mejoramiento del ambiente, y así 
también las decisiones adoptadas en la negociaciones 
multilaterales s~bre la fijación de los precios agropecuarios y la 
reducción de las exportaciones subvencionadas. 


Es un momento de gran fermento en el sector de la 
agricultura. El interés de dar un orden sistemático a una 
disciplina todavía en equilibrio entre el pasado y el futuro ahora 
tiene que ceder al categórico imperativo de evadir del recinto de 
los institutos clásicos, en parte obsoletos, y de construir una 
nueva experiencia jurídica, la cual -'aún salvaguardando el 
acquis agraire, pero considerando el movimiento rápido de los 
acontecimientos de las tecnologías de punta, de la mutación de 
la realidad social y de los nuevos órdenes económicos a nivel 
europeo e internacional- sea en grado de reproponer un 
Derecho Agrario modernizado, con fines flexibles, con su peso 
innovador y una capacidad de atraer en su interior entidades 
axiológicas relativas a otras disciplinas jurídicas. 


Esto no significa reprimir las reivindicaciones de un ius 
proprium, sino reconocer la oportunidad de reexaminar normas 
e institutos del Derecho Agrario a la luz de las nuevas 
orientaciones, con el consabimiento de una mediación constante 
con los intereses y los valores substanciales protegidos. 


Ni en el plan lógico jurídico puede justificarse la mal 
comprendida preocupación que todo esto sea ceder a la 
tentación de extender el interés del jurista agrario más allá de 
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los confines de la actividad interna o externa de la empresa, 
reduciendo así la especificidad de la materia. En efecto, es 
necesario considerar que ahora ya es imprescindible la 
existencia de obrar según las tendencias de la época, mirando 
más allá de la ndomestic law" combinando el dato técnico y el 
hecho político con una multiplicidad de factores heterogéneos, 
- comercial, agro-alimentario, ecológico, social- , todos 
oportunamente evaluados en la dimensión europea e 
internacional. Además, la consideración y la interacción de los 
factores mencionados y el mismo enlace interdisciplinario se 
manifiestan ciertamente útiles, en cuanto funcionales a una 
mayor comprensibilidad de los datos normativos y a un más 
elevado grado de organicidad y plenitud del Derecho Agrario: 
materia de los contenidos compuestos, sea por las conexiones 
con el Derecho interno (Civil, Comercial, Administrativo, 
Procesal, etc.), sea por los perfiles de interacción con el Derecho 
Comunitario europeo Y de armonización con las normas de la 
economía internacional. 


Obviamente, la adquisición de temas diferentes y de nuevos 
sectores de investigación debe desarrollarse en el sentido de 
una real especificidad, y de todos modos salvaguardando la 
compleja unidad de la materia. 


Tal nvisión pluralista y policéntrica del conjunto del Derecho 
Agrario" induce a profundas reflexiones sobre el presente y 
futuro orden científico-estructural de la materia, considerando 
que la práctica elaboración de una nueva experiencia jurídica 
debería necesariamente delinear un panorama más amplio, y 
articulado, en una coherente evaluación de los precitados 
fenómenos de ósmosis e interdisciplinariedad de las normas 
jurídicas. 
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*** 


Las precedentes consideraciones proponen la configuración 
de un cuadro de fisulas geométricas concéntricas, cuya 
realidades estratiformes alcanzan un punto de convergencia que 
coincide, en fin, con el punto más bajo de la entera construcción 
de la ciencia agraria: este punto es la tierra y la misma 
agricultura en sus formas primordiales, cuya disciplina jurídica 
se alimentaba de un derecho históricamente ligado al fundus 
instructus. 


A un nacimiento, digamos, ab imis del Derecho Agrario 
-originariamente relegado en el ámbito de "una concepción de 
la materia agrícola limitada a los aspectos meramente 
productivos, y por esto cerrado a las conexiones externas" - ha 
correspondido suya sucesiva evolución hacia dimensiones 
superiores, siempre más amplias y articuladas, en que la 
primera facies de la agricultura ha experimentado progresivas y. 
estructurales modificaciones, caracterizándose por ulteriores y 
más importantes aspectos, que legitiman la tendencia casi 
general hacia "una concepción panagrarística". 


y así la agricultura, no más reducible a una mera actividad 
productiva, está integrada cada día mas en el mercado, 
proyectándose entonces hacia el Mercado Unico Europeo y 
hacia los mercados internacionales. 


Por otra parte, considerando sus relevantes conexiones con la 
colectividad social y con el medio alnbiente en su conjunto, la 
agricultura es ahora también considerada desde el punto de 
vista de los sujetos en ella operantes y en función de la 
protección de la naturaleza y de los intereses de la comunidad a 
la calidad de los productos. 


El fenómeno evolutivo es evidente, además, en la misma 
sucesión temporal de las normas operantes "in subjecta materia". 
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En el ordenamiento italiano, por ejemplo, el traspaso de las 
normas de los códigos y de las sucesivas normas 
constitucionales (concernientes la actividad productiva que se 
desarrolla en el fundo o bien ligada con la actividad del cultivo 
mismo) a la disposición del arto del D.P.R. No 616/77, que 
coloca el fundo y la hacienda agrícola, como sede de la relativa 
actividad de empresa, en el más amplio contexto del "territorio" 
en substancia revela una evolución del iter legislativo, que se ha 
desarrollado a través de la "lenta pero constante erosión del 
sistema codificado"(6), y la lógica innovativa de una legislación 
especial dirigida al rescate de la dimensión social de la nueva 
agricultura. 


El cuadro normativo-institucional -sea en el ámbito de los 
ordenamientos regionales y nacionales, sea en el ámbito 
europeo- ahora ya se estructura sobre emergentes exigencias 
de una sociedad en continua transformación y persigue un 
modelo de persistente interacción del hombre y de su hábitat 
natural. 


Además, la misma política comunitaria -que por años ha 
puesto énfasis en la comercialización de los productos en una 
lógica prevalentemente mercantilista - ha ampliado los 
confines de la así llamada"agrariedad" y, al revisar el rol de la 
agricultura, ha impuesto una nueva definición de las tareas del 
Derecho Agrario, evidenciando la potencialidad y la 
multiplicidad de sus funciones. Obviamente , el Derecho 
Agrario moderno no constituye el punto de llegada del 
recorrido agrarístico, pero sólo una etapa intermedia de una 
serie de secuencias que - partiendo del fundus y en 
consecuencia del progresivo ensanchamiento del sector de la 
agricultura - han marcado los tiempos de la evoluci6n de la 
misma materia; la cual, por sus constantes referencias a la 
economía internacional y a las leyes del mercado, a la tutela del 
medio ambiente V 


"' 
de los derechos fundamentales del hombre, 
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ahora ya ha adquirido pleno título para proponerse nuevamente 
a la atención del jurista con todas sus potencialidades. 


Una tal configuración del Derecho Agrario -como ciencia en 
movimiento, de 11 estructura abierta" y de confines móviles(7),­
impone, sin embargo, la existencia de individuar puntos de 
referencia ciertos y casi uniformes en el sector primario de todo 
ordenamiento, tales de evidenciar, en una evolución 
comparativa de las diferentes agriculturas, algunos factores 
comunes capaces de condicionar su evolución. 


Ahora, no hay duda que por lo menos dos de estos factores 
-el medio ambiente y el comercio internacional- ejercen, más 
que otros, una influencia considerable en la agricultura de todos 
países; modulando ab initio sus procesos de desarrollo y las 
proyecciones hacia el mercado. En realidad, si por un lado el 
respeto y la tutela del medio ambiente condicionan 
constantemente las técnicas de cultivo y de cría - también en la 
perspectiva de un mejoramiento de la calidad de los 
productos- por otro lado, en vista de su comercialización en 
los mercados, son las reglas del comercio internacional a 
influenciar las misma organizaciones empresariales, sobre todo 
en cuanto a la disciplina de los precios. 


En un cuadro delineado, no sería posible analizar 
completamente los múltiples aspectos de la materia; tanto 
menos sería conciliable con la especificidad del tema escogido 
un examen general de la variada serie de los fenómenos y de las 
funciones peculiares de la agricultura. 


Por consecuencia, aún en el intento de evitar exposICIOnes 
laudatorias y redundantes respecto a la centralidad del tema, ha 
sido oportuno limitar los argumentos a tratar, seleccionando en 
particular el que se refiere a la organización y a las actividades 
de los productores agropecuarios. 
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Las motivaciones de tal decisión se relacionan, sobre todo, a 
la consideración que las estructuras asociativas son las que 
mejor reflejan y expresan las situaciones, los problemas, los 
intereses y la exigencias del sector agropecuario y que 
mayormente evidencian, en sí unitariedad, los principales 
aspectos del sector primario: desde el aspecto comercial ­
referido a una agricultura considerada como actividad 
productiva integrada en el mercado- al aspecto sociológico ­
relacionado con una agricultura concebida como usociedad 
ruralu, según las diferentes tareas desarrolladas por los 
operadores agropecuarios -, hasta el ulterior perfil ecológico, en 
consideración de su verdadera función protectiva de la 
naturaleza, pero también de sustancial tutela de los intereses 
primarios de la colectividad, señaladamente a la calidad de los 
productos agrícolas(8). 


Una ulterior consideración, referida a la importancia de las 
asociaciones de los prod uctores agropecuarios, pertenece a la 
influencia por ellos ejercitada en la dirección de la política 
comercial agrícola. En efecto, en el ámbito de sus peculiares 
funciones, el asociacionismo desarrolla un rol fundamental de 
unión entre los varios niveles organizativos del sector, actuando 
en los foros internos e internacionales en defensa de la 
agricultura 


Por lo demás, la moderna función empresarial sigue desde 
hace tiempo parámetros indicativos de una agricultura 
estructurada sobre la necesaria participación de organismos 
asociativos capaces de integrar con los procesos de 
racionalización y programación de la prod ucción, las ulteriores 
fases de la transformación y de la comercialización de los 
productos. 


Por último, sirve considerar la influencia ejercitada por las 
asociaciones de los productores agropecuarios en la elaboración 
de las normas referidas al sector 


~ I 







1 , 


REVISTA DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS 51 


Es esto un fenómeno de vasto alcance, a nivel interno, 
europeo e internacional, en consideración de la difusión general 
del asociacionismo en los varios países. Ello, aunque de manera 
diferente, interacciona con los factores antes citados en el 
proceso de internacionalización del Derecho Agrario. 


Como se notará después, el medio ambiente, el comercio 
mundial y los derechos humanos, aún conservando una 
importancia autónoma en el ámbito internacional y 
disponiendo, por otra parte, de una propia reglamentación 
jurídica, ejercitan de jacto una notable influencia en la 
agricultura y en la sociedad rural, condicionando sus procesos 
desde el externo, y esto también en vista de la predisposición de 
una conforme reglamentación del Derecho Agrario. 


El asociacionismo de los productores agropecuarios, al 
contrario, coopera desde el interno en el proceso de 
internacionalización del Derecho Agrario, resultando 
determinante la participación de las organizaciones agrícolas en 
la elaboración de las normas, en el ámbito europeo e 
internacional, la tutela de los intereses de la categoría y de la 
agricultura en general. 


De aquí la exigencia de privilegiar en la investigación el tema 
del asociacionismo profesional y económico, también por las 
reconocidas capacidades de expresar su fuerte poder 
contractual con respecto a la industria alimentaria, dentro de los 
acuerdos interprofesionales, pero sobre todo por su relevante 
función en el ámbito de la racionalización de mercados internos 
e internacionales. 


Consideradones conclusivas. 


El intento de tomar la esencialidad del fenómeno 
11 agricultura" en sus proyecciones más significativas hacia los 
mercados ha conferido un relieve primario al asociacionismo de 
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los productores agropecuarios, sobre todo en consideración de 
su capilar difusión en los ordenamientos estatales y de sus 
notables ramificaciones en los varios países. 


En su actual dimensión, ello constituye el instrumento más 
idóneo y representativo de la importancia de las situaciones que 
se verifican al interno y al externo del sector primario. En 
efecto, las relaciones de la agricultura con los fenómenos por 
fuera de su sector evidencian en su consistencia efectiva sólo si 
se consideran en una dimensión amplia y articulada, que no 
puede ser cierto aislado contacto del campesino con el ambiente 
natural, ni de su posición precaria y sin defensa en la tutela de 
sus derechos fundamentales, ni su lejana e invisible relación con 
el comercio mundial. 


El asociacionismo de los productores agropecuarios 
representa, pues, el momento electivo y la condición esencial 
sea para la percepción global de los fenómenos que se 
manifiestan al interno y al externo de la empresa agrícola sea, 
sobre, para aviar los difíciles procesos referente a la solución de 
las problemáticas económicas, sociales y ambientales a nivel 
nacional e internacional. 


La formación y la calificación profesional, para una adecuada 
cultura de empresa, el conocimiento del mundo de referencia 
-entendido como sensibilización de los otros sectores con el rol 
agropecuario -, la solución de problemas sociales concernientes 
a la tutela de los interese de los agricultores y a las exigencias 
de los consunlidores, que imponen vínculos exactos de 
producción cualitativa, la protección del patrimonio ambiental, 
la evaluación de los problemas del comercio mundial y la 
colaboración presta para sus idóneas soluciones constituyen, en 
definitiva, el núcleo fundamental de los programas y de los 
orientamientos de las asociaciones de los productores 
agropecuarios en todos los países. 
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La elección del tema, más allá de la multiplicidad de las 
razones precipitadas, se inserta en la perspectiva de las nuevas 
tareas de los empresarios agropecuarios, en vista de la 
repentinas transformaciones de la sociedad. Así como antes 
señalado, en la actual fase de transición de la sociedad 
industrial a la post-industrial -en la cual proliferan los 
contratos de integración vertical y horizontal, en confirmación 
de una economía caracterizada por la interdependencia 
sectorial-, el asociacionismo económico ya desarrolla una 
función importante de los mercados agropecuarios; la cual 
induce a considerar como dato adquirido, la progresiva 
inlportancia de los contratos de servicios, como instrumentos 
imprescindibles a disposición del agricultor con funciones de 
manager, para la futura organización de la actividad agrícola, 
también en la perspectiva del comercio internacional de los 
relativos prod uetos. 


En un mercado de vasta proporclOn, como en el mercado 
único europeo, y en todos los mercados internacionales, que no 
dejan espacios a la agricultura del pequeño agricultor asistido y 
de las pesadas gestiones marginales -en los cuales un rol 
principal y agotante desarrollan, en cambio, las empresas más 
eficientes y con válidas dimensiones-, son las mismas 
asociaciones de los productores y las múltiples relaciones con el 
"mercado" los elementos básicos de una economía siempre más 
caracterizada por el libre intercambio y por la competencia. 


Por cuanto concierne, en particular, las organizaciones 
agropecuarias de cada uno de los países de la Unión Europea, 
es importante señalar que una investigación conducida en 
términos comparativos ha evidenciado que en casi la totalidad 
de estos países la agricultura y el Derecho Agrario, a pesar de la 
tendencia a la uniformidad de la normativa comunitaria, 
quedan a nclados a cond iciones y costum bres locales, 
desarrollándose clutónomamente dentro de los confines del 
derecho naciol1clI, según las particulares exigencias geográficas 
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económicas y sociales y con escasos contactos con específicas 
exigencias agrarias de otros países. 


Las dificultades de un acercamiento global a la materia del 
Derecho AgrariO tienden, sin embargo, a reducirse ahora que la 
doctrina está orientada a valerse raramente del método 
científico tradicional, superando "los cierres normativos 
exegético o dogmático" y rindiendo siempre más posible "el 
coloquio con todos los países, en primer lugar con los 
anglosajones - en donde el Derecho Agrario no logra todavía a 
distinguirse de la economía agraria o de la sociología rural- o 
con aquéllos en los cuales - como en América Latina - la 
presión para las reformas agrarias no consiste completamente 
en distinguir un ius conditium de un ius condendum, 
caracterizado por relevantes impulsos políticos. 


Sin embargo, es importante subrayar que, en los países 
miembros de la Unión, de las diferentes estructuras asociativas 
casi siempre han confluido en dos máximas organizaciones 
agropecuarias, instituidas a nivel europeo, cuyas tareas se 
hayan notablemente desarrolladas en el campo internacional, 
sobre todo en la ocasión de la confrontación entre las 
organizaciones europeas y las de los Estados Unidos, en el 
ámbito de las últimas negociaciones del Uruguay Round, antes 
de la firma del Acuerdo final relativo a la agricultura. 


ACRICULTURA y COMERCIO INTERNACIONAL 


Examinamos los perfiles intrínsecos de una agricultura "in 
progress" a causa del dinamismo de los acontecimientos, y de un 
Derecho Agrario proyectado en el contexto europeo, listo a 
recibir los síntomas de las tendencias evolutivas determinadas 
por los fenómenos económico-sociales interiores, es ahora 
oportuno considerar el proceso de internacionalización del 
Derecho Agrario en una óptica ensanchada hacia lo externo, 
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prevalentemente vinculada a la incidencia que sobra tal proceso 
ejercen algunos factores de indudable importancia 
internacional, como el medio ambiente, los derechos humanos y 
el comercio m undiaf. 


Considerando que tales factores a menudo interaccionan en 
una dimensión de necesaria interdependencia respecto al 
fenómeno agrarístico, se podría asimilar la internacionalización 
del Derecho Agrario a una forma de adecuación del mismo a la 
disciplina que los factores antes mencionados reciben sobre 
todo en el ámbito internacional. 


No sería, por otra parte, de excluir una valuación del 
fenómeno bajo el perfil de la integración de las normas 
internacionales en aquéllas internas o más bien bajo el perfil de 
la coordinación, y de la armonización de los sistemas jurídicos 
nacionales, hasta una progresiva uniformidad de los mismos. 


Además, la internacionalización se podría entender como 
una introducción de normas internacionales en el ámbito de los 
ordenamientos internos, de modo que puedan incidir en la 
reglanlentación del Derecho Agrario, condicionando de tal 
manera sus procesos normativos. 


Más allá de los aspectos antes indicados, la 
internacionalización del Derecho Agrario queda, de todos 
modos, anclada a las múltiples relaciones de la agricultura 
moderna con los factores externos antes enunciados, que serán 
aquí examinados sobre todo en su dimensión internacional, 
comenzando desde el comercio mundial de los productos 
agropecuarIos. 


Es notorio como las peculiares características de la 
agricultura y del Derecho Agrario, así como derivan de los 
conceptos de "plllrijllllciollfllidfld" y "plllridil11cnsiollfllidfld", 
oportunamente elaborados por la doctrina agrarística, tienen 
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una gran importancia pragmática, puesto que es imposible 
separar las relaciones de conexión que necesariamente coligan 
el sector primario a otros sectores operativos, sobre todo en 
materia de transformación y comercialización de los productos 
agropecuarios. 


Por otra parte, sería inconcebible una agricultura aislada y 
cerrada en sí misma, o sea privada de las ulteriores 
articulaciones que la proyectan hacia los mercados, como sería 
anacrónico un Derecho Agrario estático e impenetrable, 
obligado a rodearse y contemplarse en el espejo de su historia, 
sin abrirse a las dimensiones del espacio y del tienlpo en el total 
desinterés del fluir de los acontecimientos y de los fenómenos 
que incumben, más allá de su sistema actual. 


La imprescindibilidad de tales fenómenos y de su dinamismo 
es pues un principio esencial para una constatación y una 
evaluación de las interrelaciones existentes entre la agricultura, 
en cuanto tal y la gama de relaciones referidas a la 
comercialización de sus productos en el ámbito de los mercados 
internacionales. 


Sin embargo, la investigación explorativa sobre la compleja 
fenomenología se ha limitado a un relevación de facto de los 
acontecimientos históricos, sin alguna pretensión de fundar 
contextualmente una nueva disciplina jurídica reguladora de las 
relativas relaciones. 


El conocimiento de la importancia y de las dificultades de los 
problemas que necesariamente se vinculan a una correcta 
aplicación del principio "ex facto oritllr ius" - sobre todo por 
cuanto concierne el enfoque metodológico y sistemático de una 
nueva disciplina del Derecho Agrario-, ha reducido el empeño 
inicial, guiándolo hacia una investigación exc1usivanlente 
dirigida a notar la realidad y el funcionamiento de las citadas 
interconexiones eval uando tam bién la incidencia concreta de 
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todas las situaciones efectivas de hecho que reclaman la 
elaboración de correspondientes situaciones de derecho, es 
decir de una autónoma disciplina reguladora de las mismas. 


Es en esta dirección que deberá medirse el cargo innovador 
del Derecho Agrario, naturalmente destinado a predisponer, de 
iure condendo, un nuevo sistema ordenante para todas aquellas 
situaciones de hecho que escapan todavía a una reglamentación 
jurídica cuya concreta elaboración es prácticamente destinada a 
integrar las normas que ya existen en materia de comercio 
internacional de lo productos agropecuarios. 


Es ahora ya urgente la exigencia de conferir una nueva y más 
amplia dimensión al sistema agrario, ampliando sus confines, 
más allá de la misma V nión Europea, en una general y 
oportuna reconsideración de esquemas, institutos y programas, 
a la luz de las realidades emergentes en el panorama 
internacional. 


En esta perspectiva, una importancia preeminente en la 
investigación ha sido conferida a las negociaciones dentro del 
GATT, concernientes al sector agrícola, como al mismo rol del 
GATT en el proceso de liberalización de los intercam bios, a las 
negociaciones referidas al contencioso agropecuario V.5.A. 
-Conlunidad Europea en el ánlbito del Uruguay Round y a las 
posiciones asunlidas, en dicho contexto, por las organizaciones 
agrícolas de los países mayormente interesados a las 
negociaciones multilaterales. 


AGRICULTURA y DERECHOS HUMANOS 


Al rigor científico del jurista - consciente de las dificultades 
que han caracterizado la investigación y de la precariedad de 
los resultados adquiridos- no podía pasar inobservada la 
abertura del Derecho Agrario hacia un a dimensión nueva y 
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dinámica: una abertura, sin embargo, condicionada no sólo por 
la incidencia de factores internacionales, sino también por la 
aceleración histórica de los acontecimientos que de ellos 
impulsan la evaluación. 


La agricultura vive un momento de profundas e incisivas 
transformaciones: ella se propone de nuevo a la atención del 
jurista agrario por medio de una pluralidad de funciones que, 
agotando su función meramente económico-productiva, 
trascienden en un constante proceso de renovación, el ámbito 
territorial del ordenamiento de pertenencia, abriéndose a la 
dimensión internacional. 


Los conceptos complejos y articulados, de 
"plurifuncionalidad" y de " p luridimensionalidad" de la 
agricultura no se agotan de seguro en la exposición de las 
naciones expuestas. Por otra parte, a veces, "la desviación" de 
estas naciones respecto a la toma central de la investigación es 
sólo aparente. 


Aunque extraño y singular, prima facie, cada tema tiene en el 
contexto de la investigación una ubicación teleológicamente 
orientada hacia la realización de dos objetivos fundamentales: 
a) demostrar las causas endógenas, referidas al concepto de 
"plurifuncionalidad" de la agricultura, evaluando su desarrollo 
progresivo y la multiplicidad de sus funciones respecto a la 
primigenia nación del "fil1ldus instrl/cfl/s"; b) demostrar las 
causas exógenas referidas al concepto de " pluridimesionalidad" 
de la agricultura, puesto que sus imprescindibles relaciones con 
el nledio ambiente y con el ,comercio internacional amplían su 
dinlensión territorial y conforma su incidencia en el espacio y 
en el tiempo, mediante una reconsideración de su rol y de sus 
funciones, también bajo un perfil axiológico. 


En relación al perfil de la plurifuncionalidalL el fenómeno 
acrecentador puede ser considerado también con exclusiva 
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referencia a una agricultura operante en la nlisma área de 
mercado, y entonces con referencia al ámbito territorial y 
geográfico de un denominado ordenamiento. 


En realidad, factores intrínsecos y peculiares del sector 
agrícola, o también conexos con él, son potencialmente idóneos 
a activar, el interior del nlismo sector, procesos regenerativos o 
de desarrollo, ampliado obviamente sus funciones. A ese 
propósito, la doctrina agrarista privilegia a terminologías más 
comprensivas, refiriéndose frecuentemente a un vasto "espacio 
rural", poblado de una comunidad rural, donde mas fácil es la 
reconstrucción del sector y donde es evidentemente imposible 
desasociar el aspecto económico-productivo de aquello de la 
socialidad. 


En este "espacio rural" se manifiestan los perfiles de la 
plurifuncionalidad de la agricultura, capaz de regenerarse y de 
reorganizarse por medio de estructuras y programas más 
articulados, capaces de instituir o volver a atar relaciones con 
otros sectores de la economía. 


Una agricultura plurifuncional con una sólida estructura 
organizativa económica y social, es además en grado de 
adquirir el ulterior perfil de la pluridimensionalidad, si causas 
exógenas concurren a proyectarla más allá de los confines de la 
propia área de mercado. Relaciones y proyecciones 
internacionales, adquisición de mercados externos, aceptación 
de nuevas reglas e implicaciones en el comercio mundial son 
factores externos que pueden conferir a la agricultura 
dimensiones intersectoriales e internacionales siempre más 
vastas y articuladas. 


En fin, los dos aspectos de la plurifuncionaJidad y de la 
pluridimensionalidad, ambos caracterizados por el perfil 
"social" de la agricultura moderna se unen entre ellos mediante 
el nuevo proceso de "humanización", que tiende a recuperar los 
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valores fundamentales del hombre, en todas las colectividades 
organizadas, y entonces tam bién en el sector agrícola-rural, 
tradicionalmente unido, además que por intereses económicos, 
por vínculos de humana solidariedad. 


En tal contexto se va siempre consolidando más una 
concepción "humanística" - referida a todos los sectores de 
acción teórica y práctica, de la filosofía a la política, de la 
sociología al derecho- según la cual el ser humano, referente 
primario de cada relación económica y social, sujeto principal 
de derechos y deberes, centro de imputación de intereses, 
fundamento de valores, indica y expresa un dato esencial de la 
realidad u de la vida de realización. 


Es una nueva cultura de la "socialidad", osaría decir 
i.lrenacimental", la cual se sobrepone a la fase histórica-cultural 
contemporánea a la ideología marxista, que ha marcado la 
separación de la realidad individual y social según un modelo 
cultural que ha condicionado todas las sociedades organizadas, 
predisponiéndolas a red ucidas concepciones del humano y a 
deformados versiones del social y del político. 


Es también el momento de un reconocimiento para nuevas 
propuestas conceptuales, para el conocimiento y la recuperación 
de los valores antológicos de una tradición que es continuidad 
de lo esencial en el desarrollo de las fases históricas: una 
tradición sobre todo fundada sobre las conquistas del hombre a 
través del trabajo, en el cual él cotidianamente realiza su 
dignidad y su libertad. Dignidad y seguridad que ahora ya 
todas las democracias proclaman con respecto a quien en el 
trabajo reconoce le propio patrimonio inalienable, conforme a 
su capacidad de afirmarse en la abierta competición en una 
libre sociedad. 


También y sobre todo el trabajo agrícola adquiere, por lo 
tanto, una dimensión humana y social, llega a ser conquista a 
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través de las asociaciones de los productores agropecuarios y de 
las organizaciones sindicales, proponiéndose y afirmándose 
como instrumento de progreso de bienestar para concurrir 
armónicamente al desarrollo de la sociedad. 


Considerando, por lo tanto, la relación profunda, así 
inmanente, de los derechos fundamentales del hombre con la 
agricultura - relación que profundiza sus raíces en las fases 
históricas que han acompañado las conquistas del hombre-, 
procede lógico concluir que, más allá de los tradicionales 
derechos referidos al hombre "natural" u hombre "libre", 
también y sobre todo al agricultor, como hombre "social" 
establemente inserto en una sociedad en evolución , sean 
debidos los derechos socio-económicas-culturales de la segunda 
generación, señaladamente aquéllos relacionados con el medio 
ambiente, el desarrollo y la solidaridad social. 


La agricultura-medio ambiente, agricultura-desarrollo 
sostenible, agricultura-seguridad alimentaria son binomios 
inecindibles, además que recurrentes en la experiencia cotidiana 
para que pueda negarse su coesencialidad natural. Una síntesis 
de tales expresiones se manifiesta, en conclusión, en el único 
binomio agricultura-derechos humanos, cuya fundamental 
verificación práctica está en la misma función primaria de la 
agricultura como actividad dirigida a satisfacer las más 
elementales exigencias de la vida del hombre. 


Esta relación, natural cuanto necesitaria se encuentra así 
radicada en la conciencia social de legitimar la convicción que 
los derechos a la seguridad alimentaria, al desarrollo y al medio 
ambiente, en cuanto derechos fundamentales del hombre, 
tengan una precisa y fundamental referencia también y sobre 
todo a la agricultura. Esta, por otra parte, en cuanto actividad 
plurifuncional, sería impracticable y desde luego inconcebible 
fuera de una coherente relación con el medio ambiente, el 
desarrollo y la seguridad alimentaria. 
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Además, de esta óptica no están fuera las mismas 
problemáticas referidas al"dumping-ambiental" y allldumping 
social", a la demostración ulterior de la tendencia general a la 
tutela máxima del medio ambiente y de los derechos 
fundamentales del hombre. 
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TRIBUNALES AGRARIOS MEXICANOS
 


LIc. ROOOLFO VELOZ BAÑUELOS, 


MAGISTRADO NUMERARIO 


D urante la Reforma Agraria Mexicana que se inicia en 1915, 
con los primeros repartos de los caudillos revolucionarios 


y culmina en 1992, con la reforma al artículo 27 constitucional, 
se realizó una redistribución de la propiedad de las tierras, 
bosques yaguas del territorio nacional, entregando a ejidos y 
comunidades más de 105 millones de ~ectáreas, permaneciendo 
65 millones en poder de los pequeños propietarios, en cifras 
redondas. Los núcleos agrarios no recibieron las mejores tierras 
de producción agropecuaria, pero sí el 80% de los recursos 
forestales, de los recursos renovables, de las superficies con 
yacimientos de recursos mineros concesibles y no concesibles y 
de las tierras colindantes con playas, lagos, mares y con bosques 
y selvas de vocación turística. 


Para el aprovechamiento de los recursos naturales incluidos 
en sus dotaciones, los más de 30 mil ejidos y comunidades han 
integrado aproximadamente 13 mil empresas y unidades de 
producción. Estas unidades productivas se dedican a 
actividades agropecuarias, forestales, turísticas, la explotación 
de recursos no renovables y a las agroindustrias en pequeña y 
mediana escala; en muchos casos además, el aprovechamiento 
de estos recursos se lleva a cabo por particulares extraños a los 
núcleos agrarios. En este intercambio de materias primas, 
alimentos y productos agroindustriales, surgen innumerables 


nI
 







64 


I I 


NUEV AS COMPETENCIAS 


conflictos que son sometidos a la jurisdicción civil o mercantil. 
cuyos procedimientos, por ser largos y costosos, constituyen un 
impedimento para que la clase campesina pueda acceder a ellos, 
y a los procedimientos administrativos previstos en las 
diferentes leyes que regulan la ecología, el agua, los bosques y 
selvas, la explotación de recursos minerales o petroleros, 
substanciados por las propias autoridades ordenadoras, que 
siguiendo líneas políticas o directrices económicas, desvían la 
justicia en contra de los intereses de los productores rurales y en 
favor de principios programáticos o presupuestales. 


La contaminación de las tierras, bosques yaguas, provocada 
por empresas industriales, mineras o petroleras, se encuentra 
sometida a procedimientos administrativos en los que los 
núcleos agrarios o los pequeños propietarios no cuentan con los 
mecanismos legales suficientes que les permitan recibir la 
justicia que merecen. La persistencia de conflictos sociales 
generados por estas razones, nos obliga a reflexionar sobre si las 
normas y las instituciones encargadas de atender y resolver este 
tipo de conflictos son las adecuadas o en su defecto, pensar en 
un posible replanteamiento de éstas, tendiente a dar soluciones 
justas e inmediatas a estos conflictos; pues si bien es cierto que 
la justicia administrativa tiene mucha semejanza con la justicia 
agraria por su simplicidad, un análisis detallado nos demuestra 
que ésta no se encuentra a la altura de las necesidades de los 
hombres del campo, que esperan obtener seguridad jurídica 
respecto de sus bienes y derechos, en forma más eficiente por 
parte del Estado. 


El procedinliento administrativo pretende ser un juicio 
sumario que utiliza la autoridad administrativa para imponer 
sanciones por el incumplimiento de determinadas leyes. En 
contra de tales resoluciones existen recursos administrativos 
para subsanar las deficiencias o excesos de los actos de las 
autoridades administrativas, los que son interpuestos ante el 
propio órgano emisor, un superior jerárquico o un órgano 
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administrativo especial. El recurso administrativo es la defensa 
legal que tiene el particular afectado para impugnar un acto de 
autoridad ante la propia administración pública, para que lo 
revoque, anule o reforme, según lo señala el maestro Andrés 
Serra Rojas. 


Ahora bien, existen diversas leyes que inciden sobre la 
producción agropecuaria y agroindustrial que contienen 
procedimientos administrativos para corregir las desviaciones o 
deficiencias en su aplicación. Estas son: la General del 
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente; la de Aguas 
Nacionales, la Forestal; la Minera y las relativas al petróleo, con 
todos sus reglamentos y ~isposiciones conexas. Dentro de las 
actividades que dichos ordenamientos regulan se generan 
conflictos sociales que impiden su correcta e integral 
explotación, afectan la economía nacional y alteran la 
tranquilidad social, y como ya se puso de manifiesto, los medios 
de defensa de los campesinos son escasos dentro de estos 
procedimientos. Un breve análisis de estas leyes nos indica que 
en términos generales los procedimientos administrativos se 
inician con el levantamiento de una acta circunstanciada frente 
a dos testigos; se requiere al interesado mediante notificación 
personal para que en un plazo de quince días presente pruebas 
y formule alegatos por escrito; en un término de treinta días se 
emite la resolución correspondiente que se deberá notificar al 
interesado personalmente. Dentro de los quince días siguientes 
se puede interponer el recurso de revisión o de inconformidad 
ante la propia autoridad emisora de la resolución impugnada o, 
en ocasiones, ante el superior jerárquico sin que de ello se 
desprenda la posibilidad de interponer recurso administrativo 
alguno ante un órgano jurisdiccional, excepto el juicio de 
garantías. 


Se advierte, desde luego, que tales procedimientos 
administrativos adolecen de una grave contradicción: El órgano 
encargado de impartir justicia es el propio órgano emisor del 
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acto que se impugna, esto convierte en juez y parte, adopta una 
doble personalidad que contamina la imparcialidad, suprema 
conducta que debe ser observada por el juzgador en todo 
momento. 


Existen, desde luego, muchas semejanzas entre el juicio 
agrario y el juicio administrativo, pero las diferencias destruyen 
toda posibilidad de justicia para los campesinos cuando se ven 
involucradas sus tierras en este último. 


La Ley Federal de Procedimiento Administrativo, publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 4 de agosto de 1994, 
aplicable a la actuación de los particulares frente a la 
Administración Pública Federal así como a los aetos a través de 
los cuales se desenvuelve la función administrativa, se sustenta 
en los principios procesales de economía, celeridad, eficacia, 
legalidad, publicidad y buena fe. 


El procedimiento administrativo que regula esta Ley se inicia 
de oficio o a petición de parte interesada. Las promociones 
deben hacerse por escrito, en el que se señale nombre o 
denominación social del promovente, domicilio para recibir 
notificaciones, la petición que formula, los hechos o razones que 
dan lugar a la petición, el órgano administrativo al que se dirige 
y lugar y fecha de su iniciación. El plazo para resolver la 
petición no debe exceder de cuatro meses; si transcurrido este 
plazo la autoridad adnlinistrativa no resolviere, se entenderá 
que su fallo es en sentido negativo al promovente. En caso de 
que se recurra la negativa fieta y no se resuelva dentro del 
mismo término, se entenderá confirmado el sentido negativo. 
Este es un caso raro en el que la ausencia de una resolución se 
convierte en una sentencia condenatoria para el promovente. 
Existe además la caducidad de la instancia, cuando el 
promovente deja de actuar durante tres meses. 
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En esta Ley de Procedimiento Administrativo se establecen 
las normas de actuación de la Administración Pública Federal 
en su relación con los particulares dentro del procedimiento; la 
forma en que pueden estar representados los interesados; los 
impedimentos, excusas y recusaciones de los servidores 
públicos; los términos y plazos; el derecho que tienen los 
interesados para conocer en cualquier momento el estado de 
tramitación de su solicitud; la forma de hacer las notificaciones. 


Asimismo, se regula la forma en que el interesado pued~ 


impugnar las resoluciones de las autoridades administrativas 
mediante el recurso de revisión o intentar las vías judiciales 
correspondientes. El plazo para interponer el recurso de 
revisión será de quince días a partir de la notificación de la 
resolución recurrida. 


Haciendo una comparaClon de los procedimientos 
administrativos y agrarios encontramos lo siguiente: 


Por lo que hace a la iniciativa, el procedimiento 
administrativo puede ser iniciado de oficio o a petición de 
parte; en el procedimiento agrario, sólo procede a iniciativa de 
parte. 


Respecto del principio de legalidad, ambos procedimientos 
se rigen por este principio. No puede el juzgador substanciar el 
procedimiento ni adjudicarse competencia que no estén 
previamente establecidos en la ley. Esto es respecto a las 
garantías constitucionales de los artículos 13 y 14. 


El principio de igualdad de las partes ante la ley y el proceso 
se rompe en el procedimiento administrativo, porque la 
autoridad ordenadora del acto que se impugna, juega el papel 
de juzgadora, aún en los casos de las impugnaciones ante el 
superior jerárquico, que debe observar si la autoridad emisora 
del acto obró en acatamiento a sus instrucciones o en el ejercicio 
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de sus propias atribuciones. Esta duplicidad de funciones en el 
proceso viola el principio constitucional del artículo 17, que 
impone la imparcialidad del juzgador. En el juicio agrario, el 
principio de igualdad de las partes en el proceso tiene una 
excepción en el artículo 164, que obliga a los tribunales a suplir 
la deficiencia de las partes en sus planteamientos de derecho, 
tratándose de núcleos agrarios o de ejidatarios o comuneros. La 
imparcialidad del juzgador, como lo señala el Dr. Sergio García 
Ramjrez, es una cualidad que está íntimamente ligada a la 
independencia. Los tribunales agrarios son autónomos por 
disposición constitucional; sin embargo, el juzgador 
administrativo tiene una dependencia estructural y 
presupuestal del Secretario de Estado o del Ejecutivo, de tal 
manera que sus resoluciones no pueden ir en contra de los 
planes, programas, directrices o lineamientos que señale la 
máxima autoridad administrativa. 


El principio de defensa existe en los dos procedimientos. Es 
un postulado constitucional impuesto al Estado en respeto al 
derecho de los gobernados, a oponerse a la acusación que se les 
impute; a informarse del procedimiento; a oponer las 
excepciones y defensas que establece la ley y, finalmente, a ser 
juzgado de manera imparcial. En teoría, en ambos 
procedimientos existe el principio de defensa, pero en el 
administrativo, como ya se ha visto, la imparcialidad del 
juzgador está comprometida por su posición dentro de la 
estructura administrativa. 


Por lo que hace a la oralidad, el juicio agrario es oral por 
principio, en contraposición del procedimiento administrativo 
que es escrito. El juicio agrario admite la demanda por escrito o 
por comparecencia; sin embargo, en este segundo supuesto, el 
magistrado del tribunal del conocimiento puede solicitar a la 
Procuraduría Agraria que coadyuve a la formulación de su 
demanda por escrito. También, tratándose de las resoluciones o 
sentencias, la Ley Agraria señala que éstas deben formularse 
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por escrito, en el que se expresan con claridad y precisión los 
puntos resolutivos, a efecto de que las partes, en su caso, 
puedan impugnarlas debidamente, pues una sentencia dictada 
de forma oral impediría determinar con precisión el acto 
reclamado. Por su parte, el procedimiento administrativo no 
admite excepciones de oralidad. 


Respecto de la verdad material, el Dr. Sergio GarCÍa Ramírez 
la califica como "el agente de la justicia". La verdad materi~l, la 
verdad plena, diríamos para ser más precisos, es la que debe 
conocer el magistrado agrario; no únicamente la verdad que se 
deja translucir a través del expediente, sino aquélla a la que 
llega el juzgador por su propia iniciativa. En el procedimiento 
administrativo, es la verdad del expediente la que sirve de base 
para emitir la resolución. 


En relación con los principios de celeridad y concentración, 
debemos -considerar que los procedimientos agrarios y 
administrativos son coincidentes; en teoría, el segundo tiene 
una duración mucho más corta que el juicio agrario; no obstante 
la obligación constitucional en el sentido de que la justicia 
agraria debe ser expedita y honesta, debido a que en la 
substanciación del juicio agrario deben desahogarse, entre otras 
probanzas: periciales topográficas, inspecciones oculares, 
petición de documentos probatorios, interrogatorio de testigos, 
etc., el procedimiento es más extenso, pero el juzgador tiene 
más elementos para dictar su sentencia debidamente fundada y 
motivada. 


Por lo que se refiere al prinCIpIO de publicidad, el juicio 
agrario es público, en cambio el procedimiento administrativo 
es privado. Con la publicidad existe, desde luego, la garantía de 
una justicia más honesta. 


Respecto del principio de inmediación, en el juicio agrario es 
característica consustancial a la oralidad. El magistrado agrario 


~ I 
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tiene la obligación de presidir las audiencias, en las que se 
desaJ'logan las pruebas, las cuales puede ampliar el magistrado 
con el objeto de llegar al conocimiento de la verdad. 


Por otra parte la justicia itinerante, impuesta en nuestro país 
por la nueva Legislación Agraria, es de vital importancia para 
los núcleos agrarios, porque otorga al juzgador la facultad de 
trasladar la sede del tribunal al lugar del conflicto, lo que le 
permite conocer directamente el problema, teniendo mayor 
posibilidad de entender y comprender el asunto que se le 
plantee. Además, la itinerancia representa para el justiciable un 
ahorro de tiempo y dinero, ya que le evita las consecuentes 
erogaciones que por concepto de traslado tendría que efectuar 
para pedir o recibir justicia en la residencia permanente del 
tribunal. En el procedimiento administrativo no existe la 
posibilidad de impartir justicia itinerante. 


La conciliación existe en ambos procedimientos y representa 
una forma de concluir el conflicto; sin embargo, mientras que en 
el juicio agrario existe la obligación del magistrado de procurar 
el avenimiento de las partes mediante la composición amigable, 
en cualquier etapa de la audiencia y hasta antes de pronunciar 
su fallo, a través de un convenio, que, en todo caso, se eleva a la 
ca tegoría de cosa juzgada, en el procedimiento administrativo 
no existe esta obligación. 


El sistema de notificaciones del juicio agrario hace más viable 
a las partes el conocimiento del emplazamiento y las instancias 
del proceso, especialmente las que se hacen por edictos, pues en 
tanto que en el procedimiento administrativo las publicaciones 
se hacen en el Diario Oficial de la Federación, en el 
procedimiento agrario se realizan en uno de los diarios de 
mayor circulación local y en el Periódico Oficial del Estado en 
donde se ubiquen las tierras. 
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En el procedimiento administrativo la autoridad es juez y 
parte, 10 que no garantiza la imparcialidad que debe tener la 
autoridad del conocimiento. Esto ocurre aún en los casos en que 
el recurso de revisión se interpone ante el superior jerárquico, 
en el que por razones obvias, se encuentra comprometida la 
actuación de su subordinado. 


Ahora bien, si existiera un sistema judicial adecuado que 
recibiera la inconformidad, la estudiara y resolviera de manera 
justa, contribuiría a solucionar con rapidez y eficiencia los 
conflictos generados en materia de equilibrio ecológico y 
protección al ambiente, a las aguas destinadas al riego y al uso 
potable en asentamientos humanos ejidales o comunales, a la 
explotación de los bosques y a la ocupación, deterioro o 
inutilización de las tierras agropecuarias. 


Recientemente, en el estado de Tabasco, se han suscitado 
conflictos 'sociales con la empresa Petróleos Mexicanos, por la 
contaminación de las tierras yaguas de los campesinos. Se 
buscaron soluciones políticas, porque no existían mecanismos 
jurisdiccionales para resolver este tipo de conflictos. 


Los Tribunales Agrarios tienen una función jurisdiccional 
para resolver conflictos entre particulares con motivo de la 
tenencia de la tierra perteneciente a los ejidos y comunidades, 
resolver sobre nulidades de actos de autoridades por medio de 
los cuales se afecten los derechos de los núcleos agrarios o se 
afecten los individ uales o colectivos de los ejidatarios o 
comuneros. 


El artículo 18 de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios 
que señala la competencia de los tribunales unitarios, en sus 
fracciones 1, 11, V, VI, VII, X, XI Y XIII se refiere a conflictos entre 
ejidatarios, conluneros, ejidos, comunidades, órganos internos, 
de gobierno, avecindados o jornaleros agrícolas entre sí; en 
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tanto que las fracciones 11, IV, VIII, IX Y XII se aplican a 
conflictos entre particulares y autoridades. 


Es a partir de esta división de competencias que se propone 
la ampliación de las facultades de los tribunales unitarios para 
conocer de los conflictos derivados de la aplicación de las leyes 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, de Aguas 
Nacionales, Forestal, Minera y la del Petróleo, que afecten las 
tierras, bosques o aguas de los ejidos, comunidades o pequeñas 
propiedades y determinan los resultados de la explotación de 
los recursos naturales. 


Para este efecto, se propone adicionar el artículo 18 de la Ley 
Orgánica de los Tribunales Agrarios para ampliar la 
competencia de los tribunales unitarios, de la siguiente manera: 


11 Artículo 18.- Los tribunales unitarios conocerán, por razón 
del territorio, de las controversias que se les planteen con 
relación a las tierras yaguas ubicadas dentro de su jurisdicción, 
conforme a la competencia que les confiere este artículo 


Los tribunales unitarios serán competentes para conocer: 


XIV.- De las controversias suscitadas con motivo de los 
daños ecológicos causados a las tierras, bosques yaguas 
propiedad de los núcleos agrarios ejidales o comunales o a los 
ejidatarios o comuneros en lo individual y de los pequeños 
propietarios, generados por actividades industriales, 
exploraciones o explotaciones petroleras o mineras o cualquier 
otra actividad pública o privada. 


XV.- De las controversias que se susciten con motivo de la 
aplicación de la Ley de Aguas y su Reglamento en ejidos, 
comunidades, zonas urbanas de los núcleos agrarios o pequeñas 
propiedades. 
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XVI.- De las controversias que se susciten con motivo de la 
aplicación de la Ley Forestal y su Reglamento, en las tierras 
ejidales o comunales o pequeñas propiedades". 


Para complementar dicha adición se requeriría reformar las 
leyes correspondientes. Las autoridades administrativas 
conservarían la facultad de imponer sanciones por las 
violaciones a las disposiciones, pero el particular tendría la 
oportunidad de impugnar la resolución que lo afecte, mediante 
un juicio agrario. Igualmente el particular conservaría el 
derecho a deducir sus acciones ante los tribunales unitarios para 
combatir cualquier determinación que lo afecte, conlO 
consecuencia de la aplicación de las leyes señaladas. 







-------- 11
 







DERECHO SOCIAL AGRARIO
 


BEATRIZ PAREDES RANGEL, 


SECRETARIA GENERAL DE LA CNC 


C omo profunda admiradora que soy de los abogados, con 
la plena convicción de que en la época contemporánea 


sigue siendo la profesión más universal, más completa y que el 
buen criterio jurídico es indispensable para que los gobernantes 
ejerzan de la mejor manera su función, me resulta sumamente 
honroso participar en este coloquio internacional en materia de 
Derecho Agrario. Felicito al comité organizador y para mí es un 
honor que participen en este evento destacados juristas de otras 
nacionalidades que visitan nuestro país. 


Entiendo la distinción de haberme invitado no para su 
servidora, para Beatriz Paredes, pues solamente he tenido el 
honroso privilegio de aprender y compartir con grandes 
abogados: el licenciado Emilio Sánchez Piedras y el doctor Jorge 
Carpizo, y también he tenido la fortuna de abrevar en el talento 
y el humanismo de un brillante compatriota al que le ratifico mi 
admiración, al doctor Sergio García Ramírez. 


Pero no estudié derecho, mi carrera universitaria fue la de 
sociología, por ello estoy muerta de miedo, ¿eh?, se los advierto. 
y como a confesión de parte relevo de prueba, ustedes 
perdonarán si caigo en algunas imprecisiones, por eso entiendo 
esta invitación más a la Secretaria General de la Confederación 
Nacional Campesina para compartir con ustedes algunos 
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puntos de vista de los campesinos, de mis correligionarios sobre 
la vertiente social del Derecho Agrario mexicano. 


Inicio mi presentación con una premisa que pretendo sirva 
como un marco de referencia a lo que voy a decir. Sostiene don 
Luis Recaséns en su Filosofía del Derecho, que el derecho es una 
obra humana, uno de los productos de la cultura, que brota en 
unos especiales hechos de la realidad humana social para 
apuntar necesariamente, esencialmente, hacia la realización de 
unos valores, por ejemplo la justicia; por ello define "el derecho 
es norma con especiales características elaborada por los 
hombres con el propósito de realizar unos valores; valor, norma 
y hecho indisolublemente unidos entre sí, en relaciones de 
esencial implicación". 


Aquí una primera definición: los campesinos queremos creer 
en un sistema de derecho que tenga como valor supremo la 
consecución de la justicia y cuyas normas se encaminen para 
que en su aplicación haya relaciones justas, equitativas, en las 
sociedades y pueblos que viven relaciones desiguales. No 
queremos creer en un sistema de derecho cuya norma existe 
para mantener el orden injusto de las cosas, para lograr que las 
relaciones de dominio y exacción se consoliden, para darle 
autoridad jurídica, que no legitimidad moral ni social a 
regímenes donde el derecho es instrumento de opresión y no 
estructura de aliento y desarrollo de relaciones sociales 
armoniosas. 


Por ello deseo reivindicar que el carácter social del derecho 
agrario mexicano fue resultapo de la gran aportación, de la gran 
batalla, de la larga marcha que durante siglos realizaron los 
indios que se asentaban en los entonces territorios de la 
Mesoamérica y de la Indoamérica; que lucharon para defender 
sus posesiones originarias durante siglos. Deseo afirmar que el 
carácter social del Derecho Agrario mexicano fue producto de la 
dramática gesta de millares de campesinos, de miles de peones 
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acasillados que acompañaron a Emiliano Zapata y que se 
aglutinaron en torno a los grandes caudillos agraristas de la 
revolución mexicana. 


De ahí, la naturaleza excepcional de nuestra Constitución 
como producto de un proceso revolucionario que en una 
eclosión de talento y de flexibilidad jurídica sintetiza 
aspiraciones sociales con garantías individuales; 
definitivamente la primera Constitución Social del siglo XX y en 
ella la trascendencia del artículo 27 constitucional. 


y esto me lleva a sumarme a lo expresado aquí por el doctor 
García Ramírez al entender la cuestión agraria, la esencia de la 
cuestión agraria, el sustrato profundo de la cuestión agraria 
como un asunto que tiene que ver con las relaciones de dominio 
y esto es un concepto. No entendemos la cuestión agraria en 
México como la normatividad sobre las relaciones de regulación 
mercantil sobre transacciones en el s~tor agropecuario o la 
normatividad propia del derecho civil o penal en materia de 
propiedad de predios rústicos; no corresponde a la tradición 
jurídica mexicana equipararla con esas normatividades . 


La vertiente social del Derecho Agrario mexicano por su 
fuerza, por su riqueza, no sólo fue el soporte de un proceso 
agrario intensísimo, el más intenso en toda América Latina que 
se inició en 1917 en su versión contemporánea, sino constituyó 
institución. La institución del ejido y restituyó instituciones, la 
institución de la comunidad. No sólo fue un instrumento para la 
distribución de la tierra, sino fue un instrumento que concibió 
un nuevo acomodo en el mundo rural donde el bien colectivo y 
la organización social tuviesen un espacio legitimado 
jurídicamente y este espacio iría perfilando las características de 
la sociedad rural de nuestro tiempo. 


Por ello, a nuestro juicio la evolución y el destino del derecho 
agrario en México en cuanto a su vertiente social puede 
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continuar y engrandecer esta tradición si el esfuerzo legislativo 
y de reglamentación procesal del derecho agrario tiende a 
consolidar y proteger a los ejidos y las comunidades. Eso 
representa la evolución social del Derecho Agrario mexicano. 
Caminar en otro sentido sería no corresponder a esta tradición 
pero sobre todo a la razón social que le dio perfil y caracterizó 
nuestra normatividad agraria en todo el siglo XX, caminar en 
otro sentido sería simplemente ir adecuando y transformando 
normas de relevancia social para que obedezcan las 
regulaciones modernas de derecho privado o de transacciones 
en un mundo de mercado abierto. 


De allí otra afirmación: los derechos que son reflejo de 
reformas agrarias, de profunda raigambre social y que se gestan 
en procesos revolucionarios como el caso del Derecho Agrario 
Mexicano, como el caso del Derecho Agrario chino, como el 
caso del Derecho Agrario vietnamita, no son comparables. Lo 
que es comparable es la aplicación de normas vinculadas con la 
tradición civil de las garantías sobre la propiedad individual o 
de normas vinculadas al derecho mercantil. No son ni 
comparables ni tampoco generalizables. Cada realidad 
histórica, cada formación social, cada regulación vinculada a 
conquistas sociales obedecen a espacios regionales y espacios 
históricos específicos. 


Quisiera finalmente referirme de manera muy breve a el 
horizonte del Derecho Social vinculado al campo, no 
necesariamente el horizonte del Derecho Agrario. Me parece 
que aquí ha quedado en el ambiente y seguramente será 
producto de este coloquio o de posteriores reflexiones de 
especialistas en la materia, deslindar si lo agrario tiene que ver 
específicamente con asuntos de tenencia de la tierra o si lo 
agrario tiene que ver con todas las materias que se relacionan 
con las actividades agropecuarias y que se dan en el medio 
rural; un deslinde conceptual resultaría indispensable para 
poder definir el horizonte y los alcances de lo que es la materia 
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agraria o de lo que vendría siendo una nueva especialidad de 
derecho civil o de derecho mercantil, incluso de derecho 
financiero en el ámbito de las actividades productivas y de las 
transacciones comerciales y en materia de propiedad en el 
mundo rural. 


Creo que es un tema en donde valdrá la pena reflexionar y 
compartir con los expertos. Pero en el ámbito de la evolución 
del derecho social en materias vinculadas con el campo y 
siguiendo la tradición de elevar a rango constitucional aquella~ 


expectativas colectivas de la sociedad mexicana que puedan 
garantizar y consolidar su desarrollo armonioso, me parece que 
además de surgir el gran horizonte del derecho especializado en 
materia ecológica que de alguna manera redunda en cuanto a la 
materia de tenencia de la tierra o de modalidades a imponer al 
uso de la tierra, me gustaría dejar en el ambiente la posibilidad 
de pensar sobre el derecho del abasto alimentario. 


Para nosotros, en nuestro tiempo, conocedores de la realidad, 
la desnutrición de millones de niños mexicanos; conocedores de 
la problemática de insuficiencia de alimentos en algunas 
regiones del mundo, preocupados por las características de los 
últimos ciclos agrícolas caracterizados por sequías muy severas 
que han llevado a pensar a la Organización Mundial de 
Alimentos, la FAO, que los inventarios existentes en el mundo 
sobre alimentos están en los niveles mas bajos de muchos años, 
nos parece sustantivo convocar a una reflexión sobre el esfuerzo 
que tiene que hacer el Estado mexicano y la sociedad en su 
conjunto para garantizar que el pueblo de México tenga niveles 
básicos de abasto alimentario. 


Como todos los constitucionalistas saben y saben mucho 
mejor que yo, un derecho que no tenga el modo de su ejercicio, 
resulta un derecho nugatorio, por ello creemos que trasciende el 
concepto del derecho a la alimentación para precisar la 
obligatoriedad al Estado mexicano de garantizar el derecho al 







80 DERECHO SOCIAL AGRARIO 


abasto alimentario lo que supondría una regulación en materia 
de orientación productiva en algunas zonas del país y una 
regulación en materia de relaciones comerciales que nos 
garanticen inventarios básicos de productos esenciales para el 
desarrollo de nuestra población. 


Esto se explica por catástrofes en la planta productiva que 
hemos tenido por la aplicación de políticas incorrectas como 
sucedió por ejemplo con la planta lechera, que padeció durante 
10 años políticas equívocas, erráticas, que afectaron la capacidad 
de nuestro aparato productivo y que ahora nos llevan a una 
reconsideración. Esto se explica también por la necesidad de 
prever por ejemplo que la expansión de los asentamientos 
humanos no se dé sobre las zonas que tienen mayor 
potencialidad de producción de alimentos; entonces hay un con 
junto de derivaciones posibles en una regulación profunda en 
esta materia. 


Creo que en materia de distribución como bien señalaba el 
doctor García Ramírez estamos en una etapa diversa; hay 
materias que corresponden a un compromiso social con el 
campo; otras se refieren a la regulación madura y moderna en 
materia de jornaleros agrícolas. La legislación laboral que 
atiende a los jornaleros agrícolas es verdaderamente atrasada; 
los considera más dentro de una perspectiva de servidumbre 
que dentro de una perspectiva de organización moderna de los 
trabajadores. 


Muchas gracias por su atención. 







LAs SOCIEDADES CIVILES y MERCANTILES
 


EN EL CAMPo MEXICANO
 


Lrc. RICAROO GARCIA VILLALOBOS, 


VICEPRESIDENTE DE LA ACADEMIA NACIONAL 


DE LA VOCACION DE LA TIERRA EN LAS CULTURAS PREHISPANICAS. 


L a vocación de la tierra en las culturas prehispánicas fue 
colectiva entre los aztecas y los mayas ya que no tuvieron 


concepto de propiedad privada al estilo del Derecho Romano. 


Tal vez la única forma semejante a la propiedad privada eran 
los tlatocallis, tierra de los señores que admitía inclusive 
transmisión hereditaria. También se les otorgaban a alguno,; 
nobles pipiltzin. 


Esta tierra recibía el nombre de pillalli. Es importante destacar 
que estas tierras se perdían por el abandono. El pillalli se impone él 


los pueblos conquistados, pues estos seguían cultivando su tierra y 
pagaban un tributo de 2/3 de producción al pueblo conquistador 
(una especie de aparcería). Esta es la razón por la que a la llegada 
de los españoles el pueblo azteca era repudiado por los pueblos 
sojuzgados. 


Las tierras de teotlapan eran para el mantenimiento de la casta 
sacerdotal.. El mitlimalli que se utilizaba para la manutención de la 
clase militar, aunque no podían transmitirla a tercero. 
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El tepetlalli, consistía en tierras explotadas en común para la 
manutención de los pueblos y ciudades. (Esta forma la vamos a 
encontrar en el Derecho Colonial en los propios). 


El calpullif desde luego la forma más importante de explotación 
agrícola, era tierra para el pueblo y se daba en los barrios (calputec). 
También constituían una forma de hegemonía políticaf pues los 
jefes de cada una formaban el tIatocan, Tribunal Supremo d.e los 
aztecas, presidido por el cihuacoatl. Tal vez sea éste el antecedente 
más antiguo del ejido. Era tierra común (no particular), y si en un 
ciclo agrícola no se cultivaba se les llamaba la atención y al 
segundo, perdían la posesión de la tierra. Para acceder a ella se 
requería en un principio del parentesco y más adelante de la 
residencia yel cultivo efectivo. 


Igualmente sucedió en la cultura maya, pues inclusive ahí se 
cultivabaf cambiando d~ territorio, según el agotamiento de la 
tierra, por lo que se llamaron milpas ambulantes. 


EpOCA COLONIAL 


La primera manifestación fueron las mercedes reales. Consistían 
en un reparto de tierra y hombres. Posteriormente se convirtieron 
en confirmaciones reales a favor de los conquistadores. 
Originalmente sólo se daba por el rey. A partir de 1754 se permite 
que las expidan los virreyes. Se dividían en caballerías (32 hectáreas 
para unos, 300 para otros) y peonías (6 hectáreas para unos y 60 
para otros). Hernán Cortés entregó mercedes incluso a quienes no 
habían participado en la conquista. 


Las suertes fueron tierras para ImClar las colonizaciones en 
donde no había asentamientos indígenas. Se entregaban junto con 
hombres y consistían en aproximadamente 10.5 hectáreas por 
español. 
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En el siglo xvrn existían tres formas de adquirir la tierra: 


Las confirmaciones, la compraventa y la prescripción. 


Llaman la atención las reducciones de indios. La idea era 
concentrar a la población dispersa en ciudades permitiéndoles 
continuar con el cultivo de tierra. Se inicia la coexistencia de la 
propiedad privada de los españoles y de la tierra comunal de la 
población indígena (que continúa con la tradición de la explotación 
colectiva de la tierra, de acuerdo a sus costumbres). 


Los fundos reales eran los cascos de las poblaciones y por 
consecuencia no constituían propiedad privada. Originalmente 500 
varas a partir de la plaza de las armas haciendo los cuatro puntos 
cardinales y posteriormente se elevó a 600. Ahí se establecían 
servicios municipales. 


El ejido y la dehesa. A partir de las 600 varas se establecen dos 
formas. Ejido proviene del latín 11exitur" que significa a la salida y 
equivale a la concepción del calpulli azteca, con rasgos del Derecho 
Romano, vía el Derecho Español. La dehesa se utilizó para 
mantenimiento de ganado, pero con el tiempo desapareció a favor 
de la propiedad privada. 


Se dijo que los propios semejante al tepetlalli fueron tierras de 
explotación común para el mantenimiento de las ciudades. 


Al final de la Colonia se dieron las tierras de común repartimiento, 
también antecedente de las comunidades (explotación colectiva) 
aunque posteriormente los indígenas fueron víctimas de despojo y 
se inició el ciclo de acaparamiento de tierras de mano muerta, 
preludio de la Revolución. 


Extraordinaria aportación de la Constitución de 1917 fue el 
reconocimiento de las tres formas de propiedad, con idéntica 
intención que fue repartir equitativamente la tierra para hacerla 
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producir, bien en lo individual o fundamentalmente de manera 
colectiva: ejido y comunidad. 


En 1910 éramos 10 millones de habitantes; hoy somos 90 y 
seguimos viviendo de la misma tierra; el juicio crítico no debe ser 
injusto, a pesar de los avances técnicos. 


Las razones del fracaso en el campo han sido la falta de 
orientación de cultivos siguiendo la vocación de la tierra y el 
desconocimiento en la utilización de los créditos orientados a la 
creación de empresas agrícolas (conlleva tecnificación, programas 
de inversión, adecuada comercialización). Actualmente se recoge 
en el Título Sexto de la Ley Agraria. Otro problema son las tierras 
temporaleras. 


Tan importante como la regulación del reparto agrario ha sido 
la reforma que Permite al hombre del campo seleccionar la forma 
de tenencia de la tierra que mejor se acomode a sus necesidades 
esto no niega el proceso revolucionario sino que lo reafirma. 


SIMILITUD ENTRE EL EJ[OO y LA COMUNIDAD CON LAS SCX:IEDADES EN 


GENERAL 


Subyacen en los negocIOs societarios ciertos elementos 
distintivos: Fin común, carácter de permanentes, aportaciones de los 
integrantes, igualdad en el trato. En el caso particular de las 
sociedades mercantiles la vocación a las pérdidas y ganancias, que 
se puede identificar con el propósito de especulación. 


Podríamos considerar que en la reglamentación legal, el Código 
Civil en sus Arts. 25 frac. ID; 2670 Y 2688, señala a las sociedades 
civiles y mercantiles como personas morales, dotándolos de 
personalidad jurídica y patrimonio. La Ley de Sociedades 
Mercantiles (Art. 20.), también reconoce la personalidad jurídica a 
los seis tipos sociales del Derecho Mercantil. El Art. 90 de la Ley 
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Agraria reconoce la personalidad de los ejidos y el 99 frac. 1, el de 
las comunidades con los efectos consecuentes. 


Diversas disposiciones entre ellas los Arts.: 10, 11, 23 frac. VI, 45, 
46, 50, 75, 79, 100, 107 Y los referentes al Título Cuarto, permiten 
que el ejido tenga fines que podríamos considerar como 
especulativos. 


Concretamente los Arts. 10 y 11 señalan la posibilidad de que el 
ejido opere económicamente en forma colectiva y se alude al 
Reglamento Interno como el que se marcará la forma de operación 
y que deberá ser inscrito en el Registro Agrario Nacional y se habla 
de la organización del trabajo, la explotación de recursos, el reparto 
equitativo de beneficios, las reservas de capital, la previsión social 
y de fondos comunes. Sus órganos tienen semejanza con los de las 
sociedades. 


La asamblea (Orgrl1lo supremo), que sesionará por lo menos una 
vez cada seis meses. Existen tres tipos de asambleas: 


Ordinarias, que son las encargadas de atender los asuntos que 
marca el Art. 23, Fracs. la V. 


Extraordinarias, que se encargan de los asuntos comprendidos 
en las Fracs. VII a la XV, que por la naturaleza de sus asuntos 
requieren de mayor quórum de asistencia y de votación. 


De blance, que son aq uéllas que regularmente se celebran al 
finalizar el ciclo agrícola para revisar el resultado de los trabqjos 
realizados y para planear los que hayan de celebrarse en el ciclo 
subsecuente (Fracs. N, V YVI del citado Art. 23). 


El segundo órgano sllpremo de representación recae en el 
comisariado ejidal, antiguamente órgano semipúblico integrado 
tripartitamente (presidente, secretario y tesorero) y, 
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El tercer árgano, el consejo de vigilancia, que además de ejercer 
actividad de supervisión y remisión, puede también convocar a 
Asamblea; tiene características de tripartito (constituido por un 
presidente y dos secretarios). 


Resulta obvia la similitud de esa estructura con el de una 
sociedad de naturaleza primordialmente mercantil. Cuestión 
semejante sucede con las comunidades, variando simplemente el 
origen de la tierra que proviene de las restituciones a las 
comunidades indígenas. Mediante jurisdicción voluntaria se puede 
acreditar la característica de comunal, igualmente a través de un 
litigio que así lo decida y actualmente con el novedoso 
procedimiento de la conversión que permite que tierras de 
propiedad privada o ejidos adopten el régimen de comunidad. 


Desde la anterior Ley Federal de la Reforma Agraria existían 
formas de sociedades productivas en el campo y que actualmente 
se perfeccionan en la Ley Agraria, en su Título Cuarto habla de las 
sociedades rurales, dividiéndolas en: 


Uniones de Ejidos y de Comunidades, Asociaciones Rurales de 
Interés Colectivo (ARIC) y Sociedades de Producción Rural. 


LA UNION DE E]IOOS y COMUNIDADFS 


Pretenden una forma de producción colectiva, asociativa y con 
características iguales a una sociedad mercantil. Se busca 
desarrollar proyectos en común para actividades productivas, de 
asistencia mutua, comercialización y otras no prohibidas por la ley. 
Tienen personalidad jurídica y en consecuencia patrimonio propio, 
domicilio (diferente al ejidal), duración, denominación y objetivo. 
(Así señala la ley, y no objeto). 


Se rigen por estatutos, pueden formar empresas especializadas 
(aquí el legislador acertó al separar a esta persona moral de la 
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organizaclOn empresarial). Deben organizarse ante fedatario 
público y el acto culminante de su formación, o sea el que le dota 
de personalidad jurídica es el de la inscripción en el RAN. 


Funcionan en asamblea integrada por dos representantes de 
cada uno de los ejidos o comunidades y dos designados de entre 
los miembros del Comisariado y el consejo de vigilancia de cada 
ejido. 


Hay un consejo de administración tripartita (presidente, 
secretario y tesorero) más los vocales propietarios y suplentes 
previstos en los estatutos. Tiene la firma social. 


Finalmente, hay un órgano de vigilancia, nombrado por la 
asamblea general, también tripartita (presidente, secretario y 
vocal). 


LAS ASOCIACIONES RURALES DE lNTERES COLECTIVO (ARIC) 


Pueden agrupar ejidos, comunidades, uniones de ejidatarios o 
comunidades, sociedades de producción rural o uniones de ese 
tipo de sociedades. 


Su objeto consiste en la integración de recursos humanos, 
naturales, técnicos y financieros para establecer industrias 
(empresas), aprovechamientos, sistemas de comercialización y 
cualesquiera otras actividades económicas. 


Su personalidad deriva del acto registral en el RAN. Su régimen 
social es igual al de la unión en el de ejidos, consecuentemente es 
un negocio societario. 
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SocIEDADES DE PRODUCCION RURAL 


Las sociedades de producción rural se aproximan todavía más al 
concepto de sociedad mercantil, aunque su denominación es 
cuestionable. Tiene razón social, que debe de ir seguida de las 
pal.abras sociedad de producción rural o su abreviatura S.P.R. (este 
requisito solamente se exige a las sociedades mercantiles o a la 
sociedades civiles). 


¿Cuál será la sanción si no cumplen ese requisito? 


Por la responsabilidad, son de tres tipos: 


1.- ilimitada, en la que cada socio responde de todas las 
obligaciones sociales en forma solidaria; 


2.- Limitada, en la que se responde solamente por el monto de 
las aportaciones, y 


3.- Suplementada, en la que además de las aportaciones se 
responde subsidiariamente hasta por cantidad determinada, que 
nunca será menor de dos tantos de la aportación original. 


Respecto del capital social, la ilimitada no requiere aportación 
inicial; la limitada, del equivalente a 700 veces el salario mínimo 
diario en el D.F., y la suplementada requiere de 350 veces el salario 
mínimo diario en la misma entidad. 


El objeto social será desarrollar proyectos de naturaleza 
empresarial, conlercial e industrial y la propia ley prevé que el acta 
constitutiva se puede inscribir, bien en el Registro Público de Crédito 
Rural o en el de Comercio, lo que destaca su naturaleza virtualmente 
mercantil. 


., Estas pueden ser formadas por cualquier productor rural, 10 que 
significa que pueden participar aun los pequeños propietarios. 
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Si nos preguntáramos si se deben de sustituir estas formas de 
organización, lo único que justificaría sería la calidad de los socios 
que las integran. 


Sin embargo, el legislador consideró que era importante para efectos del 
desarrollo del campo mexicano, reglamentar la partidpadón de sociedades 
mercantiles o dviles que pudieran primordialmente apartar recursos 
económicos, tecnología, estrategias modernas y experienda empresarial 
actuando conjuntamente con ejidatarios, comuneros y pequeños 
propietarios. 


Desde luego que hubo necesidad de reformar el texto del 
artículo 27 constitucional y en el párrafo tercero del mismo se 
establece que habrán de dictarse medidas para disponer en los 
términos de la ley reglamentaria, la explotación colectiva de los 
ejidos y comunidades; para el desarrollo de la pequeña propiedad 
rural; para el fomento de la agricultura, de la ganadería de la 
silvicultura y de las demás actividades económicas en el medio 
rural. 


Más adelante, la fracción IV se refiere a las sociedades 
mercantiles par acdones, indicando que podrán tener en propiedad 
tierras dedicadas a actividades agrícolas, ganaderas o forestales 
nunca en mayor extensión a veinticinco veces el límite de la 
pequeña propiedad; señala que el número de socios deberá ser 
proporcional a la extensión e indica que la ley reglamentaria 
regulará lo referente a la estructura del capital y el mínimo de 
SOCIOS. 


La fracción VII, párrafo cuarto, determina que la ley establecerá 
los procedimientos por los cuales los ejidatarios y comuneros 
podrán asociarse entre sí, con el Estado o con terceros y otorgar el 
uso de sus tierras. 


Finalmente, la fracción XX obliga al Estado a promover el 
desarrollo rural integral, fomentar la actividad agropecuaria y 







90 LAS SOCIEDADES MERCANTILES 1 


forestal, implementando los mecanismos para lograrlo y expedir la 
legislación reglamentaria para planear y organizar la mencionada 
producción agropecuaria, su industrialización y comercialización, 
considerándola de interés público. 


Por su cuenta la Ley Agraria promulgada el 23 de febrero de 
1992, señala en su artículo 20., previendo la actuación de entes 
colectivos del Derecho Civil y Mercantil, que las legislaciones de 
ambas ramas se aplicarán supletoriamente en todo lo no previsto 
por la propia Ley, señalando con dudosa técnica legislativa, a la 
legislación civil federal, lo cual hace que el Código del Distrito 
Federal prevalezca en toda la República en petjuicio de las 
legislaciones estatales (estimo que se hizo por darle uniformidad). 


Desde luego que a fin de reglamentar el texto constitucional, se 
incluyó un Título denominado De las sociedades propietarias de tierras 
agrícolas, ganaderas oforestales. 


En los artículos del 125 al 133, inclusive, se establecen los 
perfiles que deberán tener esos entes colectivos. 


Por otro lado, hubo necesidad de reglamentar en diversos 
artículos, como el caso del 23, fracción IX, 25, párrafos segundo y 
tercero, 27, párrafo segundo, 28, 31, párrafo tercero, 50, 75 Y100, la 
manera en que los ejidos y las comunidades pueden aportar las 
tierras de uso común a sociedades civiles o mercantiles y en el caso 
concreto del artículo 50, se menciona en forma genérica que los 
ejidatarios y los ejidos podrán formar uniones de ejidos 
asociaciones rurales de interés colectivo y cualquier tipo de 
sociedades mercantiles o civiles o de cualquier otra naturaleza (me 
resulta muy difícil imaginar cuáles) para el mejor aprovechamiento 
de sus tierras, la comercialización y transformación de productos, 
la prestación de servicios y de cualesquiera otros objetos que 
permitan a los ejidatarios el mejor desarrollo de sus actividades. Se 
va de esta nlanera más allá del objeto social que permite el artículo 
126, fracción It Jo que podría llegar a crear un conflicto de 
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interpretación, adelantando mi oplruon deberá prevalecer el 
último artículo citado, toda vez que por ser específico y que por ser 
de numeración superior fue legislado con posterioridad. 


Antes de pasar al análisis del Título referido, quiero manifestar 
mi preocupación por que estimo que se plantea un problema de 
origen en el caso de las sociedades civiles. 


Es de explorado derecho que el objeto de estas sociedades, de 
conformidad con lo que establece el artículo 2688 del Código Civil 
del Distrito Federal (en todo caso supletorio), es la realización de 
actividades de carácter preponderantemente económico, pero que 
no constituyan especulación comercial y precisamente el artículo 126, 
fracción TI, de la Ley Agraria indica que el objeto social de las 
sociedades mercantiles o civiles que tengan propiedad de tierras 
agrícolas, ganaderas o forestales debe ser el de la producción, 
transformación o comercialización de productos agrícolas, 
ganaderos o forestales especulativos..., con lo cual 
automáticamente se hace caer a la sociedad civil en una 
prohibición de su propia ley de origen. 


Conclusión: Las sociedades civiles no podrán actuar lícitamente 
en el campo, pues contravendrían la limitación que les inlpone el 
citado artículo 2688 del Código Civil. 


El propio legislador constitucional en la fracción N del artículo 
27, parece centrar su atención en forma exclusiva en las sociedades 
mercantiles por acciones, corno concretamente lo señala. 


Volviendo al Capítulo Sexto de la Ley Agraria, habrá que 
reflexionar sobre el asunto inherente a las sociedades mercantiles 
propietarias de tierras agrícolas, ganaderas y forestales. 


La Ley Mercantil no fija corno condición para las sociedades que 
el objeto social tenga finalidad especulativa, sino que formalmente 
se constituyen de acuerdo a los tipos que marca el artículo 10. del 
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Código de Comercio y se les dota de personalidad jurídica, siendo 
perfectas una vez que se encuentran registradas, o irregulares si no 
lo están. 


De acuerdo con la Ley Agraria, existen dos posibilidades: 


1.- Que los ejidos o comunidades aporten tierras de uso común a 
esas sociedades mercantiles o civiles (Arts. 23, fracción IX, y 100). 


2.- Que los ejidatarios, ejidos y los comuneros, constituyan 
cualquier tipo de sociedad civil o mercantil (artículos 50 y 100). 


Al parecer no podría darse el caso de que las uniones de ejidos, las 
asociaciones rurales de in terés colectivo y las sociedades de producción 
rural que están dotadas de personalidad propia, formen parte de 
las sociedades mercantiles que actúan en el campo, por no 
establecerlo de manera expresa la Ley Agraria aunque su artículo 
129 señala que ilningún individuo, ya sea directamente o a través 
de una sociedad, podrá detentar más acciones o partes sociales de 
la serie T...", y ya hemos dejado establecido que esas 
organizaciones agrarias son negocios societarios, que dan 
nacimiento a una persona moral y en el caso de las últimas 
inclusive se les denomina ilsociedades". 


Estamos en presencia de dos hipótesis: 


1.- Que para hacer producir al campo lo hagan los ejidatarios 
comuneros y en el caso de los pequeños propietarios, a través de 
sociedac , de productores rurales, autorizadas para constituir 
emprf".ds (artículo 108). 


2.- Que sociedades mercantiles ¿o civiles? adquieren tierras 
agrícolas, ganaderas o forestales, de uso común de los ejidos y 
comunidades, para hacerlas producir también en forma 
empresarial. En este último caso se admite inclusive que se haga a 
través de sociedades mexicandS con capital extranjero, siempre que 
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esta inversión no exceda del 49% de las acciones serie T (artículo 
130). 


Vale la pena reflexionar sobre un asunto general en relación con 
la capacidad que la ley les fija a estas sociedades y que marca el 
artículo 126, fracción n, pues las limita a la producción, 
transformación o comercialización de productos agrícolas, 
ganaderos o forestales y a los demás actos accesorios necesarios para el 
cumplimiento de dicho objeto. Es de explorado derecho que la 
capacidad de las sociedades está limitada por su objeto, tal como lo 
señala el artículo 26 del Código Civil. A igual conclusión se podría 
llegar en materia mercantil conforme a lo establecido por los 
artículos 6, fracción IL y 10 de la Ley de Asociedades Mercantiles, 
aunque se admiten sociedades irregulares que ni siquiera constan 
en escrito privado, que hará que no exista un objeto social definido 
o bien que exceda una sociedad los límites de su objeto y que el 
administrador actúe con consentimiento de la junta de socios o asamblea 
de accionistas, en cuyo caso se entiende que esa sociedad pasa de regular a 
irregular con las consecuencias que esto tenga. Si no hay 
consentimiento de la sociedad el acto podrá ser nulo y entonces el 
1/administrador transgresor' será responsable directo. 


Como la ley habla de 1/ ...demás actos accesorios..." estos podrían 
llegar a distorsionar el objeto social y se va a plantear el problema 
de los efectos jurídicos de sus actos, pues por disposición del 
artículo 128 de la Ley Agraria en los estatutos sociales de las 
sociedades que van a actuar en el campo se ordena transcribir el 
artículo 126, del mismo ordenamiento; con lo que convierte esas 
disposiciones (referentes al objeto), en de orden público y entonces 
el acto será nulo, y si los actos se reiteran podrían tener como 
consecuencia la nulidad de la sociedad y su inmediata liquidación, 
con los efectos de responsabilidad penal que establece el artículo 
30. de la Ley General de Sociedades Mercantiles, que de esa 
manera sanciona a las sociedades que ejecuten habitualmente actos 
ilícitos. 
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También vale la pena comentar que la limitación del objeto 
social puede llegar a ser un impedimento para que sociedades ya 
existentes con objeto social más amplio inviertan en el campo, y se 
antoja que casi tendrán que ser sociedades creadas exprofeso. 


En relación al patrimonio de estas sociedades, la Ley Agraria 
pretendió preservar un núcleo que es la aportación de tierras 
agrícolas, ganaderas o forestales o los recursos destinados a la 
adquisición de ellos, ordenando la emisión de acciones o partes 
sociales serie "T" (y se olvidó de las apartadones, si es que fueran 
sociedades dviles, pues los otros instrumentos sólo siroen para las 
mercantiles), y no indicó si deberían tener una representación 
porcentual mínima en el capital social. Podemos suponer que se 
trata de títulos no negociables, dado que obliga a registrarlos en el 
Registro Agrario Nacional (y debería ordenar que también se 
hiciera la anotación en el registro público de la propiedad (registro 
de sociedad civil) o del comercio, según la sociedad fuera civil o 
mercantil); se supone que esas acciones o partes sociales forman el 
núcleo del capital. 


Tal como está la Ley, las acciones o partes sociales serie liT" se 
podrían dar en garantía de créditos y consecuentemente ser 
embargadas con el resto del capital (como parte del patrimonio 
social). Por otra parte, al reducirse el capital social, en caso de que 
esto suceda, se estará a las reglas generales del Derecho Mercantil, 
lo que puede plantear un problema. 


Atención con la fidelidad del balance por razones de los 
repartos indebidos de utilidades y también habrá que preservar de 
las utilidades las reservas legales. 


Dentro de los temas generales vale la pena comentar que la Ley 
Agraria admite en el artículo 130 que existan sOCiedades de capital 
extranjero en el campo, limitando la aportación de extranjeros al 
49% no del capital social, sino de las acciones o partes serie liT" (la 
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Ley de Inversión Extranjera Art 7, fracción m, inciso "1" sólo habla de 
acciones no de partes sociales. ¿Y del resto del capital? 


Desde luego que esas sociedades no podrán adquirir en las 
zonas prohibidas la propiedad de tierras. 


Por otro lado, talnbién se considera que una sociedad es de 
inversión extranjera, no solamente cuando hay capital extranjero, 
sino también cuando los órganos de decisión están en manos de 
extranjeros o éstos dependen del extranjero (Art 60, in fine, de la 
Ley de Inversión Extranjera). 


Por ser supletoria la Ley Mercantil y aunque el asunto no lo 
resuelve expresamente la Ley General de Sociedades Mercantiles, 
habrá que estar a la misma conclusión; de otra suerte, sería muy 
delicado. 


A una sociedad civil o mercantil se pu~de aportar trabajo propio 
y crear la figura del socio industrial, que puede darse en el campo, 
pues habrá quienes aporten conocimientos técnicos y en ese caso, 
por disposición de ley, sus utilidades tendrán que ser del orden del 
SO% del total. 


Así pueden darse otros asuntos de semejante naturaleza que 
habría que analizar casuísticamente y que exceden el propósito de 
esta plática. 


Finalmente, una sociedad mercantil es en derecho un 
comerciante, por lo que está sujeto a las obligaciones inherentes a 
éstos, tanto mercantiles como fiscales, luego entonces, esto puede 
crear un problema de competencia en los Tribunales, al igual que lo 
puede crear el conflicto que surja entre los socios y la sociedad. 
¿Quién va a conocer del asunto, los tribunales agrarios o los del orden 
común? 







96 LASSOCIEDADJ5 MERCANrILJ5 


PARTICULARIDADES DE LAS SOCIEDADES CIVILES O MERCANTILES 


PROPIETARIAS DE TIERRAS AGRICOLAS, GANADERAS O FORESTALES 


Ya se indicó que las sociedades civiles no pueden actuar 
lícitamente en el campo, toda vez que el objeto social que les marca 
la propia Ley Agraria en el artículo 126-ll se traduce en actividades 
con fines de especulación. 


El párrafo segundo del artículo 125 señala que ese mismo título se 
aplicará a las sociedades a que se refieren los artículos 75 y lOO, que no 
son otras que las civiles o mercantiles, salvo que se trate de las 
asociaciones con terceros a que se refiere el último numeral. 


En cuanto al nombre de las sociedades, éste dependerá del tipo de 
que se trate para dotarlas de razón social (nombre colectivo y 
comandita simple), que se constituye con el nombre de los socios, o 
bien de denominación social (anónimas y cooperativas) que se forma 
libremente; también pueden tener razón o denominación 
indistintamente (responsabilidad limitada y comandita por 
acciones). 


También tendrán un domicilio social, que es donde se establezca 
la administración que regularmente sólo es en alguna plaza 
importante y que será diferente al domicilio del ejido o la 
comunidad, lo que puede plantear un problema de competencia 
jurisdiccional y territorial o de inconvenientes para los ejidatarios y 
comuneros. 


Desde luego que las sociedades de inversión extranjera deben 
contener la Cláusula Calvo (renuncia a la protección diplomática), 
o bien la de exclusión absoluta. 


El artículo 126 reglamenta al artículo 27 constitucional, fracción 
N, con la salvedad de que este último se refiere solamente a 
"sociedades mercantiles por acciones", y la ley secundaria amplía a 
todo tipo de sociedades mercantiles e incluso civiles, señalando el 
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límite en extensión de las tierras a veinticinco veces el tamaño de la 
pequeña propiedad individual. Aquí se pueden establecer dos 
hipótesis: 


A) El legislador constitucional sólo quiso referirse 
taxativamente a las sociedades por acciones, o 


B) Se debe concluir que la limitación de extensión territorial 
sólo reza para esas sociedades por acciones (S. A. Y S. C. A.), y no 
para las demás, lo cual es incongruente con lo que establece la ley 
reglamentaria que habla de que las sociedades civiles o mercantiles 
(en general) no podrán tener extensión mayor a veinticinco veces la 
pequeña propiedad, lo cual constituye un exceso de la Ley 
Reglamentaria aunque esto está plenamente justificado. 


Esta disposición es plausible, toda vez que se quiso evitar el 
acaparamiento que pudiera llegar a constituir latifundios 
disfrazados, lo que se confirma con lo siguiente: 


A) Debe haber por lo menos tantos individuos como veces 
rebasen las tierras de las sociedad los límites de la pequeña 
propiedad, y al efecto se tomará en cuenta la participación de cada 
individuo, sea directamente o a través de otra sociedad, lo que se 
reafirma en el artículo 129 que atinadamente en el segundo párrafo 
no se refiere ya, a individuos sino a sociedades que podrán. detentar 
acciones o partes sociales serie "T", aunque en este caso dice que 
éstas no podrán tener más instrumentos de serie "T" que las 
equivalentes a veinticinco veces la pequeña propiedad. 


B) El objeto social se limita a la producción, transformación o 
comercialización de los produetos agrícolas, ganaderos o forestales, 
con lo que se evita la especulación con la compra y venta de tierras, 
aunque ya comentamos que no especifica en que consisten los 
"demás aetos accesorios necesarios para el cumplimiento de dicho 
objeto". 
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C) Dentro del capital social (que no todo), hay que emitir 
acciones o partes sociales (y se olvidó de las aportaciones en las 
sociedades civiles), de la letra liT", equivalentes a las aportaciones 
en tierras o al numerario destinado a las adquisiciones de las 
mismas, tasado al valor de la tierra al momento de su aportación o 
adquisición, lo que es contradictorio, pues de acuerdo con la Ley 
Mercantil la exhibición en numerario integra al capital en forma 
definitiva y en cambio la aportación en especie no, pues en ese caso 
habrá que estar a dos supuestos: 


El que marca el artículo 11 de la Ley General de Sociedades 
Mercantiles, que señala que en las aportaciones de bienes el riesgo 
no se da a cargo de la sociedad, sino hasta que efectivamente reciba 
la cosa, en este caso, la tierra; o el 141 de la misma Ley (en la S.A.), 
que se refiere a las acciones pagadas en todo o en parte mediante 
aportación en especie que deben quedar depositadas durante dos 
años en la sociedad para que si el valor de los bienes se reduce en 
un 25%, el accionista deberá de cubrir la diferencia; luego entonces, 
el supuesto es muy distinto porque el valor de la tierra al momento 
de la aportación del capital puede ser diferente al de aquél en que 
se haga la adquisición; este valor en los términos del artículo 75 
fracción N, de la ley agraria cuando las tierras pertenezcan al ejido 
o a la comunidad, debe ser cuando menos igual al precio de 
referencia de la Comisión de Avalúos de Bienes Nacionales o cualquier 
institución de crédito (esta última parte la considero impropia, pues 
no se debió de haber dado alternativa). 


Por otro lado aunque se aporten tierras y" se trate de sociedades 
anónimas (aunque creo que deberá regir para todos los casos), las 
acciones serie liT" deberían quedar en depósito. 


Considero que estos instrumentos serie liT" deberían de circular 
restringidamente, en cuyo caso serán transmisibles sólo por 
acuerdo de asarrlblea, en todo caso extraordinaria, máxime que el 
artículo 127, del ordenamiento invocado al señalar que no gozan 
de derechos especiales patrimoniales ni corporativos, determina 
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que sólo tienen el derecho del tanto al liquidarse la sociedad, a fin 
de que los titulares de ésta, puedan recibir, tierra, lo que es 
congruente con la parte final del artículo 75 que da participación a 
la Procuraduría Agraria para vigilar este proceso. Tal vez el 
artículo 127 debió hacer mención a la restricción propuesta. 


Ya se mencionó que el artículo 128 convierte al 126 en un 
ordenamiento de carácter público, al ordenar su transcripción en los 
estatutos sociales. Independientemente de que estos (y las 
sociedades) deberán ser inscritos en sus registros públicos naturales, 
según el caso, el artículo 131 ordena su inscripción también en el 
Registro Agrario Nacional. Igualmente se inscribirán las superficies, 
linderos y colindancias de las tierras, con indicación de su clase y 
uso, a los individuos tenedores de acciones o partes sociales serie 
"'T", y a las sociedades tenedoras de esos mismos instrumentos. 
Los demás actos documentales o información necesaria para 
vigilar que se cumpla con la Ley. 


Son responsables de la inscripción, tanto los administradores 
como los socios tenedores de instrumentos serie "'T", así como de 
proporcionar al Registro toda la demás información. 


Conviene, antes de continuar el análisis de este Título Sexto, 
reseñar brevemente como se acuerda la aportación de tierras de uso 
común, ejidales o comunales, para que se transmitan a las sociedades 
civiles o mercantiles. 


El acuerdo debe ser tomado por la asamblea (Art. 23, Frac. IX, y 
100). El requisito que marca el artículo 75 es que se trate de casos 
de manifiesta utilidad para el ejido o la comunidad, lo que se 
calificará conforme al proyecto de desarrollo. Este y la escritura 
social deberá contener la opinión de la Procuraduría Agraria, a la 
que se le concede un término de 30 días hábiles para emitirlo. Se 
trata de una opinión no vinculatoria, tan es así que se autoriza al 
ejido o a la comunidad a recurrir a otros profesionales. ¿Qué 
sucede si la Procuraduría Agraria no emite la opinión? Estimo que 
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es bajo su responsabilidad y que en todo caso la asamblea habrá de 
decidir. 


La asamblea en los términos de los artículos 24 a 28 y 31 debe 
seguir el procedimiento de convocatoria, vía el comisariado o en su 
defecto, el consejo de vigilancia; si no lo hacen en cinco días 
hábiles, el 20% por lo menos de ejidatarios o comuneros podrá 
pedirle a la Procuraduría Agraria que expida dicha convocatoria. 


Se celebrará dentro del ejido o en el lugar habitual, y en este 
caso se hará con anticipación de un mes a la fecha que se indique. 
Se deben fijar las cédulas con la orden del día. 


Se trata de una asamblea. especial (o extraordinaria) que 
requiere en primera convocatoria de la asistencia de las %partes de 
los ejidatarios o comuneros. En segunda convocatoria al menos 
estará presente la mitad más uno. Si no se da este quórum no 
puede acordarse la transmisión y habrá que reponer el 
procedimiento hasta que se reúna el mínimo fijado por la Ley. 


Si hay quórum, se requiere que las 2/3 partes de los presentes 
voten por la aportación de las tierras de uso común a la sociedad 
civil o mercantil. 


Deberá estar presente un representante de la Procuraduría 
Agraria y un fedetario público, por lo que quien emitió la 
convocatoria debe notificarles por lo menos con un mes de 
anticipación. Si no se actúa así la asamblea será nula. 


Al concluir la asamblea se levanta el acta en la que firmarán 
todos, tanto el comisariado ejidal, el órgano de vigilancia, los 
ejidatarios o comuneros presentes que deseen hacerlo y desde 
luego el fedatario público y el representante de la Procuraduría 
Agraria. 
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Finalmente, el-acuerdo deberá inscribirse en el Registro Agrario 
Nacional para que tenga plena validez. 


En esta asamblea se decidirá si las acciones o partes sociales 
(serie liT") corresponderán al núcleo de población, o a los 
ejidatarios ocomuneros individualmente considerados. 


Ya se dijo que el valor de la tierra será al menos del precio de 
referencia que marque la Comisión de Avalúos de Bienes 
Nacionales, o cualquier institución de cr~dito. 


En la fracción V del artículo 75 se señala que cuando participen 
socios ajenos al ejido, ~ste o los ejidatarios puedan nombrar un 
comisario para que informe a la asamblea ejidal o comunal de la 
marcha de la sociedad. Si no lo nom bran ellos, lo hace la 
Procuraduría Agraria. Sus facultades son las de comisario 
mercantil. 


Ya se habló del derecho del tanto para recibir tierras en caso de 
liquidación por los ejidatarios o comuneros o los núcleos de 
población, con preferencia a los demás. 


Como podrá apreciarse, la Ley Agraria establece una serie de 
controles tanto al interior de los ejidos y com unidades como de las 
propias sociedades que vayan a actuar en el campo para procurar 
cumplir con el propósito de fomentar la producción, la 
transformación o la comercialización de prod uetos agrícolas, 
ganaderos o forestales, sin romper con las estructuras básicas, ni 
con los línlib~s de la legítima tenencia de la tierra y menos aun con 
los derechos de recuperación de las tierras por quienes las 
aportaron. Sin eOlbargo, tal C0010 se ha comentado, no en todos los 
casos es afortunado el texto legal. 


Por último, el Título Sexto establece las sanciones para el caso de 
incumplimiento, fundamentalmente en cuanto a la extensión de la 
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tierra o por lo que respecta a los instrumentos serie "'T", de la 
siguiente manera: 


Si las tierras de la sociedad rebasan en extensión de veinticinco 
veces la pequeña propiedad, la Secretaría de la Reforma Agraria, 
previa audiencia, ordenará que en un plazo de un año fraccione, en 
su caso, y enajene los excedentes o regularice su situación. Si no lo 
hace, la dependencia seleccionará discrecionalmente las tierras que 
deban ser enajenadas y notificará a la autoridad estatal para que 
esos excedentes se subasten en pública almoneda (Arts. 124 Y 132). 
Vale la pena comentar que el procedimiento administrativo puede 
alargarse. Por otro lado, no se indica para que será la audiencia, 
pero se presume que a fin de cumplir con las garantías 
constitucionales de los artículos 14 y 16, para recibir pruebas o 
elementos que desvirtúen la imputación, esto dará lugar a un 
procedimiento contencioso administrativo y a una resolución 
contra la cual pudiera inclusive interponerse un Juicio de Amparo, lo 
que alargaría el proceso. 


Cuando se trate de los instrumentos serie liT" que un individuo 
o sociedad tengan en exceso de la extensión de la pequeña 
propiedad o veinticinco veces ésta, el artículo 133 habla de que 
deberá ser enajenado por sus respectivo propietario (lo que supone 
que lo haría voluntariamen~ o bien dice que se ordenará su 
enajenación en caso de no aceptación voluntaria en los mismos 
términos que para enajenación de tierras se establece, esto es con 
intervención de la Secretaría de la Reforma Agraria y previa 
audiencia, lo que parece un poco confuso, pues se trata no sólo de 
un asunto de mandamiento legal, sino también de violación estatutaria 
que debería dar lugar a que la propia sociedad (la asamblea) ordenará la 
venta. Estimo que la Procuraduría Agraria debe tener participación 
en este procedimiento, haciendo del conocimiento de la Secretaría 
de la Reforma Agraria, ya que artículo 136 le otorga facultades a 
esa Procuraduría para investigar y denunciar los casos en que se 
presuma la existencia de prácticas de acaparamiento o 
concentración de tierras, lo que se hará siempre y cuando sea en 
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defensa de los ejidatarios y comuneros, cuando así lo soliciten o 
bien de oficio, en los términos legales. 


El párrafo último del artículo 133 indica que son nulos los actos 
o contratos que pretenden simular la tenencia de acciones serie 
"T", lo que me parece ocioso, pues siendo ordenamiento de orden 
público se dijera o no, será el mismo efecto jurídico. 







I ' 


NUEVA CULTURA AGRARIA 


LIc. LUIS ANGEL LÓPEZ EscunA, 
MAGISTRADO SUPERNUMERARIO DEL 


TRIBUNAL SUPERIOR AGRARIO 


E l Derecho es una obra humana, uno de los productos de la 
cultura, por consiguiente, el Derecho surge de la realidad 


social, como obra humana o producto de cultura, trasciende los 
límites de una realidad doméstica momentánea para apuntar 
esencialmente hacia la realización de valores. Los hombres hacen el 
Derecho, porque tienen necesidades lo hacen al estímulo de unas 
necesidades y hacia la consecución de propósitos con cuyo 
cumplimiento satisfacen sus urgencias, como por ejemplo, la de 
justicia y el bien común. 


El reino de la vida humana objetivada es lo que algunos 
filósofos registraron en el siglo XIX, con la denominación de: 
"Espíritu Objetivo", y otros, bajo el nombre de cultura. Esta cultura 
es algo que el hOInbre hace en su vida y que lo hace 
no por accidente ni por casualidad, sino porque le viene impuesto 
por las necesidades de su vida. Con el lenguaje, el conocimiento, el 
Derecho, etcétera, los hombres satisfacen o tratan de satisfacer las 
urgencias que experimentan en su vida, pero las actividades y 
obras que se producen para tal fin, son históricas, por tanto, dichos 
productos culturales, aunque orientados hacia valores objetivos, 
están condicionados por la situación histórica singular de la cual 
surgieron ya la cual se dedican o aplican, así, responden a un por 
qué o motivo y se orientan hacia un para qué o finalidad. Pero 
también, al vivir una institución jurídica de antaño, se perciben los 
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efectos que la aquejan, ahora porque siempre las tuvo, ahora 
porque el cambio de las circunstancias la hacen inadecuada para 
una época posterior a la de su creación. Y así el Derecho 
evoluciona, pero evoluciona por virtud de nuevos actos creadores. 


Así pues, el Derecho, al igual que otras obras culturales, tuviere 
siempre una vinculación circunstancial, es decir, tiene un sentido 
referido a las realidades concretas en las que se presentó la 
necesidad de estimulante, en las que se concibió la conveniencia 
del fin, y en las que se apreció la adecuación y la eficacia de los 
medios empleos. 


Esta dimensión circunstancial no excluye que en el sentido del 
Derecho haya una referencia a valores, cuya validez trascienda los 
fines de la situación concreta. Esto es, cuya validez sea necesaria, 
pero al Derecho, análogamente a otras obras culturales, no 
consisten valores puros, sino en acción humana o en el producto 
del actuar humano que intentan inspirarse en esos valores. 


Por eso, el Derecho debe de ser considerado como un producto 
histórico, intencionalmente referido a determinados valores y debe 
de ser visto como obra humana. 


Cuando contemplamos las normas humanas desde el punto de 
vista histórico, las vemos como objetivaciones inertes de la vida 
humana pretérita, y entonces tratamos exclusivamente de 
descubrir el sentido inserto en tales objetivaciones. Por el contrario, 
cuando analizamos unas normas jurídicas como parte del orden 
jurídico positivo vigente, en lugar de verlas como productos 
cristalizados, las enfocamps como fuentes para nuevas 
consecuencias concretas que la vida impuso, como fuentes para 
nuevas aplicaciones a nuevas circunstancias de la realidad social 
presente. Desde esta perspectiva, las normas jurídicas conjugadas 
con las realidades sociales, siempre en renovación, tienen una 
dimensión dinánlica, son criterios para la acción ulterior, renovada 
una y otra vez, constantemente a lo largo del tiempo. De esta 
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manera, el contenido del Derecho de hoy en una nación, quisiera 
que tuviere los ordenamientos de otras épocas y pueblos, pero la 
función que el Derecho de aquí y de hoy desempeña en la vida 
humana de esta situación histórica, es pareja a la que desempeñó el 
Derecho de ayer y de otras situaciones históricas. 


En suma, el Derecho positivo es algo normativo, pero su 
contenido, aunque orientado hacia valores, no es valor puro, sino 
que es obra" humana histórica individual y colectiva que se va 
haciendo, construyendo, renovando a sí misma, al hilo de la razón 
vital en cada época y de la razón histórica. 


A partir de estas consideraciones, acerca del significado, razón 
de ser y esencia del Derecho como expresión cultural objetivada de 
la vida colectiva de una nación, en seguida intentamos 
una explicación bajo esta perspectiva, del escenario social y 
económico en que se produjeron las reformas constitucionales 
y reglamentarias a la licitación agraria. El marco de principios o 
valores históricos en que se inscribe su renovación, así como las 
perspectivas y oportunidad que ello representa para el 
establecimiento y arraigo de una nueva cultura agraria en el país. 


En los últimos años, el país ha registrado profundas 
transformaciones que han movilizado las bases sobre las cuales se 
había sustentado el pacto social establecido al término del 
levantamiento armado de 1910. Bajo el mando de la 
modernización, se han impulsado los cambios más importantes de 
las últimas décadas. Las reformas promovidas han traído consigo 
una redefinición del papel rector del Estado en la vida económica y 
social del país. Se sometieron a juicio mitos y tabúes, se 
desmembraron intocables postulados post-revolucionarios y se 


'-'abrió a la mayor integración de nuestro país a los mercados 
internacionales. 


En el medio rural, ello ha sucedido en combinación con una 
crisis que perdura desde hace cerca de tres décadas, lo que ha 
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repercutido severamente en el deterioro económico y social de una 
amplia faja de productores, así como de sus distintas regiones y 
actividades productivas. 


Durante los últimos años, el campo mexicano ha atravesado por 
una de las más profundas transformaciones de las pasadas 
décadas. Los cambios efectuados y la rapidez con que se han 
realizado, llegan a empañar de repente, el propó~ito de los 
mismos. Nos perdemos en la coyuntura, los problemas cotidianos, 
lo apremiante de algunos acontecimientos y nos olvidamos de la 
razón intrínseca y objetivos trascendentes de los cambios. 


¿Hacia dónde va el agro mexicano? ¿Hacia dónde debe 
dirigirse? ¿Cuál es la visión que debemos tener del campo de cara 
al siglo XXI? No tener claridad de lo que se espera del campo, 
puede representar un alto costo para la sociedad y para el país. 


La comprensión y claridad sobre el cambio que el agro requiere 
y la nación demanda, debe sustentarse en el diagnóstico y 
conocimiento de los efectos negativos derivados de una visión que 
tradicionalmente se ha tenido en México sobre el papel del sector 
agropecuario en el desarrollo económico del país, basada en 
concepciones del desarrollo formuladas en los años 50', en que se 
ve al campo como una fuente de mano de obra ilimitada, para el 
naciente sector industrial, proveedor de alimentos para la creciente 
población obrera y fuente de divisas para el proceso de 
industrialización, confiriéndole un papel subordinado que niega al 
sector agropecuario la función de un importante eje del desarrollo 
económico del país, del bienestar y la paz social. 


La crisis del agro mexicano es el resultado del fracasó y/o 
agotamiento de los distintos modelos modernizadores de la 
agricultura mexicana, impulsados durante las últimas décadas. Si 
bien es cierto que estos posibilitaron el crecimiento de ciertos 
productos rentables y de algunas regiones agrícolas y pecuarias del 
país, esto fue a costa de abandonar el cultivo de granos básicos, 
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ahondar los desequilibrios regionales del campo y engendrar una 
estructura social altamente polarizada que fue generando las bases 
del agotamiento estructural y la descapitalización del campo; la 
profundización de la miseria de la mayoría de los productores 
minifundistas, temporaleros, y la paulatina pérdida de la soberanía 
y autosuficiencia alimentaria de México. 


De ahí qu~ el campo mexicano, como parte del desarrollo 
nacional, significa algo más que una simple expresión de la vida 
económica y social de México, representa una condición nacional, 
quizás la más importante, que deba ser comprendida y atendida 
prioritariamente, en tanto que es la crisis agraria donde se 
sustancia la crisis nacional que hoy nos cimbra. El agro nacional 
demanda cambios. La transformación de México, con la superación 
de sus problemas, pasa necesariamente por la del sector rural. Este 
cambio puede adoptar variadas formas y sea adjetiva en cuanto se 
definen claramente sus beneficiarios directos. En tanto que ello 
define los mecanismos sociales para la creación y distribución de , 
los beneficiarios que esa iniciativa arroja. Por ende, el punto de 
definición está en los mecanismos legales y sociales que deben 
accionarse en el Estado y fuera de él, para el logro de los altos fines 
económicos y sociales establecidos en el marco normativo agrario 
del país. 


Decía Norberto Gómez en su obra: "Sociedad y Estado en la 
Filosofía Moderna", que el acto específico mediante el cual se 
realiza la racionalidad del Estado, es la ley, entendida como norma 
general y abstracta producida por una voluntad racional. 


Atentos a este concepto, formularemos algunas reflexiones sobre 
el tema que nos ocupa, desde la perspectiva de las 
transformaciones jurídicas operadas respecto al campo mexicano. 


Analizando el contenido jurídico de las reformas 
constitucionales realizadas, no sólo se ponen de relieve las formas 
de aplicación y sus consecuencias sociales, de conformidad con el 
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impacto sobre los sujetos destinatarios por esa política, sino 
también la fortaleza y limitaciones de esa nueva normatividad 
jurídica vigente. 


Es en el marco de esa crisis prolongada del agro, caracterizada 
por la obsolescencia de la legislación agraria, el predigitamiento en 
las formas de representación política corporativa de los grupos 
campesinos; la apertura comercial y la conveniente competencia 
externa, la descapitalización, la falta de seguridad en la tenencia de 
la tierra, la poca movilidad de los factores productivos en el campo 
y la extensiva regulación, lo que motiva y justifica los contenidos 
de las reformas al Artículo 27 Constitucional y a su legislación 
reglamentaria, ante la necesidad, se dijo, de impulsar la 
reactivación del sector y frenar su descapitalización a partir de 
bases renovadas para un nuevo modelo de crecimiento 
agropecuario que impulse y potencie un proceso de transición de 
una agricultura cerrada e intervenida, a una abierta y sustentada 
en la autonomía y capacidad autogestionaria de los productores. 
Para ello, en lo jurídico se promueven cambios sustanciales, en los 
cimientos de la teoría jurídica y los fundamentos filosófico políticos 
que regularon la vida institucional del campo desde 1917. Los 
principios jurídico-políticos que han sido redimensionados en la 
nueva visión normativa agraria del país, son: La protección jurídica 
de los intereses históricos de los grupos sociales mayoritarios, el 
carácter inalienable, imprescriptible e inembargable de los bienes 
de propiedad social, la responsabilidad del Estado de invertir 
fondos públicos para el financiamiento de proyectos productivos 
del sector rural, la limitación al ejercicio del Derecho de propiedad 
a través de la asignación a la propiedad de una función social por 
encima del lucro inmoderado, el Derecho de la nación a afectar a la 
propiedad privada por causas de s9guridad pública e interés 
social, la subordinación de los principios del Derecho Civil y 
mercantil a los del Derecho Social Agrarió. Del conjunto de 
modificaciones a la licitación agraria, puede ser examinado y 
evaluado desde tres distintas perspectivas: 
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Primera.- Se vincula a las cuestiones referentes a la propiedad de la 
tierra, la impartición de justicia y la seguridad jurídica. 


Segunda.- Los cambios legislativos pueden analizarse a la luz de su 
impacto en el ámbito político, tanto al interior de los núcleos 
agrarios, como respecto a la recomposición del movimiento 
campesino y sus relaciones con el Estado. 


Tercera.- Las reformas pueden ser enfocadas desde el ángulo 
técnico-productivo, o sea, en cuanto a sus implicaciones en el 
terreno económico. 


En seguida haremos algunas consideraciones desde la primera 
perspectiva de análisis, es decir, en su aspecto jurídico. 


La reforma constitucional es la columna vertebral de la nueva 
reforma agraria y representa un complejo proceso cuyo germen se 
gesta desde hace casi dos décadas, con e~ surgimiento de corrientes 
en el movimiento campesino, que reclamaba en la autonomía la 
conducción de sus actividades económicas y en el ejercicio de sus 
Derechos e insubordinaciones al pacto corporativo. 


Sobre las modificaciones al marco jurídico de mayor 
trascendencia en la historia agraria del país, desde la Constitución 
de 1917, pues con ella se finiquita el tabú post-revolucionario 
intocado, de concebir a la reforma agraria como mero reparto de 
tierras. Se deja en libertad al campesino para elegir la forma de 
producir, organizarse y asociarse que más le convenga, 
fortaleciendo su capacidad de decisión; se establecen condiciones 
para que el núcleo otorgue al ejidatario el pleno dominio sobre su 
parcela y a éste se garantiza su libertad de disposición de la tierra 
para darla en uso o transmitirla a terceros. Se eleva a rango 
constitucional las formas de propiedad ejidal y comunal de la 
tierra, se protege la integridad de las comunidades indígenas, 
se crean las condiciones para la compactación, de tierras, 
la conformación y las sociedades mercantiles y civiles, y la 
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incorporación de la propiedad social a la dinámica del mercado, 
así como para brindar facilidades y garantías de seguridad a las 
inversiones en el campo y en un parteaguas en el ámbito de la 
justicia agraria, se establece un régimen ordinario de impartición y 
procuración de justicia agraria, a través de la generación de los 
Tribunales Agrarios y de la Procuraduría Agraria. 


La historia y la propiedad están estrechamente unidas. No se 
puede hablar de la propiedad si no se hace referencia de la 
historia. La historia sin la propiedad, no existe, como tampoco 
puede haber la propiedad sin la historia. En cada época histórica, 
la propiedad se ha desarrollado de modo distinto y bajo una tesis 
de relaciones sociales diferentes. Por cuanto a la vertiente relativa 
al régimen de la propiedad o tenencia de la tierra, c~mo sabemos, 
desde 1917, el patrón general estaba compuesto por tres tipos: 


Pública: Bienes de la nación. 


Social: Ejidal y comunal. 


La privada: Individual y mancomunada, que le conferían un 
carácter sui géneris en el ámbito internacional. 


Además de la propiedad de la nación, dos son los modelos 
básicos de propiedad que con diferentes variaciones habían 
logrado mantenerse a través de los siglos. La propiedad privada 
individual y la propiedad colectiva de los pueblos. La primera 
transfería el Viejo Continente con ancestrales raíces en el Derecho 
Romano. La segunda, resultado de la fusión de dos culturas, pero 
con antiquísimos precedentes autóctonos. 


La propiedad rústica de la nación, en otro tiempo de la Corona 
Española, declarada como originaria, era transferible únicamente a 
los grupos campesinos solicitantes de tierra, mediante el ejercicio 
de las acciones jurídicas de dotación, restitución, ampliación y 
nuevos centros de población, para la creación de ejidos y 
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comunidades. La propiedad colectiva de los pueblos y 
de los grupos campesinos, configuraba un modelo de índole social 
en virtud de los rasgos tutelares clasistas, reivinicatorios que la 
caracterizaban. Su hermético estatuto jurídico, impedía la 
circulación de las tierras en el mercado, así como su fragmentación 
y segregación del régimen ejidal. 


Por su parte, la propiedad privada individual representada por 
las propiedades que antecedieron a la Constitución del 17, y las 
derivadas del fraccionamiento de los latifundios, a las cuales deben 
añadirse los adjudicatarios de terrenos nacionales y los 
beneficiarios de las colonias agropecuarias. Estaban sujetas a un 
régimen especial de propiedad privada, matizado por limitaciones 
de interés público vinculados a sus dimensiones, explotación y 
formas de aprovechamiento. Así, durante tres cuartos de siglo el 
referido patrón de la propiedad rústica en México, se mantuvo 
intocable. A partir de 1992, dicho esquema cambia tanto en la 
forma como en la sustancia, dando paso a una nueva etapa en la 
historia de la reforma agraria en México, que marca la culminación 
de una cuya finalidad primordial consistía en redistribuir la tierra 
y corrLbatir el latifundio en cualquiera de sus modalidades, y el 
inicio de otra, en la que se pas~ a dar prioridad, a la seguridad 
jurídica en la tenencia de lo ya repartido, y de la propiedad rústica 
en general, así como certidumbre legal a la inversión y a la 
organización económica del campo, teniendo como eje el aumento 
y la eficiencia y de la producción agropecuaria. 


Con la nueva legislación agraria, la nación reconoce a los ejidos 
y a las comunidades la propiedad en pleno dominio de las tierras 
que venían poseyendo, bajo el estatuto de la propiedad social. 


Conforme a la fracción VII del Artículo 27 Constitucional, éstos 
a su vez pueden transmitirla en propiedad por conducto de la 
asamblea respectiva, tanto a sus miembros como a terceros ajenos 
al grupo. Dicha transmisión, puede darse en tres modalidades 
distintas: Bajo el régimen de propiedad privada en pleno dominio; 
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como propiedad privada ejidal; y en calidad de propiedad 
mancomunada o copropiedad. 


Con este cambio, se pasa de un modelo hermético que confería a 
los núcleos agrarios un estatuto jurídico sumamente cerrado que 
impedía la movilidad de la tierra y la aislaba del resto de los 
factores de la producción, y que sin embargo, conservaba 
integrados todos los elementos y derechos que constituían la 
propiedad social, manteniéndola como una sola unidad, lo que 
la hacía una clase especial de propiedad social y no una propiedad 
privada, restringida o un simple derecho de usufructo. 


Por otro lado, la nueva legislación autoriza a las sociedades 
mercantiles a tener una extensión no mayor de veinticinco veces el 
tamaño de la propiedad individua1. La privatización de las áreas 
parceladas, así como la cesión a terceros del usufructo de las áreas 
comunes, por un lapso máximo de treinta años prorrogables. Cabe 
destacar que estas medidas se han justifica.do arguyendo que la 
antigua legislación era ya inoperante en la nueva realidad 
económica y demográfica mexicana. La promesa del reparto de 
nueva tierra, además demagógica, fomentaba falsas expectativas 
entre los agricultores sin tierra e inseguridad entre los pequeños 
propietarios. Y en una de las consecuencias negativas de las 
anteriores políticas agrarias de carácter paternalistas, fue el 
fomento a la ineficiencia de los productores y la generalización del 
minifundismo. Según datos oficiales, en la Secretaría de 
Agricultura y Desarrollo Rural, en la actualidad 49% de las 
parcelas ejidales tienen una superficie inferior a cinco hectáreas, 
mientras que el 32% de los predios de propiedad privada, son 
inferiores a dicha superficie. En ese sentido, se ha dicho que con la 
nueva normatividad agraria, al llegar el régimen de propiedad de 
la tierra, se busca desarrollar un mercado de tierras, dinámico que 
permita la afluencia masiva de capitales privados. 


Esta nueva legislación, representa un marco mucho más amplio 
y flexible para desarrollar la producción agropecuaria. Asimismo, 
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ofrece . la posibilidad de romper con la qUlzas principal 
contradicción del ejido, del ser simultáneamente una unidad de 
producción y una forma de control político, sin embargo, se abre 
una nueva disyuntiva para sus miembros, frente al fin del ejido 
como una forma de control político, existe la opción de 
transformarlo en el principio de una organización autónoma y 
suficiente, o se le deja caer en las peligrosas redes de un 
neocorporativismo o tal vez peor, en el tutelaje en la explotación de 
capital privado. 


En otro plano, la eliminación de las normas jurídicas que 
sustentaban las facultades discrecionales del Ejecutivo en materia 
agraria, y las atribuciones de la burocracia para intervenir en los 
núcleos agrarios, así como las nuevas facultades de que goza la 
asamblea ejidal, perfilan la necesidad de desplegar un nuevo trato 
en el campo mexicano que reconstituya el soporte social de la 
reforma y permita su profundización en un sentido incluyente, 
fortaleciendo a la sociedad rural mediante el pleno reconocimiento 
a los derechos de la gente del campo. Así el campesino ya no 
tendrá por qué estar esclavizado a la burocracia a través de la 
tierra. Su parcela está para servirle y para hacer un mejor uso de 
ella, al tener más opciones po~ la supresión de prohibiciones, 
puede contratar trabajo asalariado, rentar, asociarse con terceros, 
dejar en garantía el usufructo sobre sus derechos o transmitirlos 
con más libertad al interior del ejido. Si la voluntad mayoritaria de 
la Asamblea Ejidal lo aprueba, también puede pasar a tener 
dominio pleno sobre su parcela. De esta manera el nuevo marco 
normativo resulta favorable para romper con el tradicional 
contrasentido de aplicar reglas y políticas comunes a un universo 
ejidal que se caracteriza por su heterogeneidad de recursos 
naturales, condiciones productivas, estrategias económicas y 
cultivos. Precisamente la nueva legislación reconoce esta 
heterogeneidad al transferir una serie de facultades que estaban en 
manos de la burocracia, a la Asamblea Ejidal, lo que le quita poder 
a la burocracia y a las activas autoridades ejidales; el comisariado 
ejidal ya no es la autoridad que comúnmente jugaba el papel de 
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eslabón de la cadena corporativa, pues se le ha cortado su papel a 
representante de la Asamblea, y es en el seno de ésta donde se 
podrá discutir y comenzar nuevas estrategias económicas que 
permitan aprovechar oportunidades y enfrentar los nuevos 
factores del riesgo. 


Es indudable que la nueva legislación representa una 
oportunidad para fomentar y arraigar una nueva cultura legal, 
económica y política de participación social en el campo, al 
considerar a los ejidatarios ciudadanos mayores de edad, 
terminando con la tutela y el intervencionismo estatal. El ejido, por 
más problemas que tenga, presenta un importante elemento que 
debe ser tomado en cuenta. La experiencia de organización de sus 
miembros. En el peor de los ejidos, desde el punto de vista 
organizativo, la asamblea se reúne rara vez, pero se reúne. Pocas 
veces se completa el quórum, pero hay una cierta asistencia. La 
organización, aunque con una serie de deficiencias, es el elemento 
central a rescatar, de la experiencia ejidal, pues se ha abierto en la 
posibilidad de la liberación de los ejidatarios de la tutela estatal, 
pero habrá que establecer las condiciones objetivas para que los 
ejidos se transformen en asociaciones líderes de productores. 


Aún teniendo la formalidad legal, se reconocen realidades, 
derechos y obligaciones y contando con nuevas instituciones, la 
reforma del campo plantea para su consolidación y permanencia, 
una prueba a la sociedad rural en su conjunto que no se resume en 
la simple promulgación de la ley. En efecto, las modificaciones 
legislativas son insuficientes en sí mismas para lograr objetivos de 
reactivar la producción y llevar a los campesinos justicia, bienestar, 
libertad. 


La reactivación del campo requiere también de un profundo 
cambio en actitudes, conductas y en las políticas que modifique la 
porción principal que el sector ha cumplido de ser uno de los 
soportes del proceso de industrialización mexicana. Ahora se 
requiere de una política de desarrollo y crecimiento, que 
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modifique los términos del intercambio entre el campo y la ciudad 
y que impulse aquellas acciones, tendientes a aumentar 
la eficiencia, la productividad, pero también y primordialmente, el 
bienestar efectivo de los hombres del campo. 


Aplicar la ley, no puede entenderse como una realidad externa 
que funciona en virtud de la facilidad de los sujetos que rige, ni 
como un lejano e inalcanzable deber ser. Corresponderá a los 
hombres del agro adquirir una conciencia de lo importante que es 
transformar esta formalidad legal y práctica, basada en la 
prescripción legal al uso de la ley. Esto es, adquirir una visión 
instrumental del marco jurídico, como el de una herramienta que 
sirve para algo, para defender Derechos y progresar. Apropiarse 
del uso de la ley, es la tarea cotidiana que tanto productores como 
pobladores rurales tiene por delante. 


El uso de la ley, ya no como un atributo de la autoridad, sino 
como un derecho cotidianamente ejercido por cada uno de los 
habitantes del campo. Se trata de que los derechos formales se 
conviertan en derechos reales, real y responsablemente ejercidos, 
como la mejor garantía y seguridad de su ejercicio, de la libertad y 
de la conformación de una nueva cultura agraria para el campo 
mexicano. 


Estrechamente vinculados al régimen de propiedad y tenencia 
de la tierra, antes analizados, se encuentran las reformas a la 
legislación que determinan la culminación del reparto agrario, 
como garantía social del Derecho a la tierra, en pro de las mismas, 
el legislador adujo razones en términos de población y superficie 
que' patentizaban la imposibilidad de prolongar indefinidamente 
el reparto. La tierra, se argumentó, es un bien material físicamente 
finito, y hoy, al igual que en 1910, el i'aís sólo cuenta con una 
superficie de ciento noventa y dos millones de hectáreas. La 
diferencia reside en que a principios del siglo predominaba una 
estructura latifundista en la que menos de diez mil grandes 
propietarios concentraban más de la mitad del territorio nacional, 
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mientras que en la actualidad, alrededor de treinta mil ejidos y 
comunidades ubicados en casi ciento tres millones de hectáreas, así 
como cerca de dos millones de propietarios particulares 
distribuidos en poco más de setenta millones de hectáreas, hablan 
de una estructura agraria totalmente pulverizada en la que impera 
justamente el fenómeno contrario, esto es, el minifundismo. 


Desde esta perspectiva, puede afirmarse que en 10 inmediato, el 
reparto agrario y el fraccionamiento de los latifundios, perseguían 
un mismo fin, en cuanto a que ambos buscaban contrarrestar la 
desigualdad social, pero en 10 inmediato, ambos tenían objetivos 
diferentes. En efecto, el reparto agrario tendía a entregar a los 
campesinos un pedazo de tierra, como un medio para 
proporcionarles una fuente de ingresos y mediante esta vía, apoyar 
la economía de la familia rural. Por su parte, el fraccionamiento de 
los latifundios, tiene por finalidad combatir el monopolio de la 
tierra, impedir su concentración en unas cuantas manos, misma 
que hacia 1917, había ya demostrado que era una de las causas 
principales de la injusticia social y de la enorme acumulación de la 
riqueza. 


También la referida reglamentación prohibía a los ejidatarios la 
contratación de trabajo asalariado, cuando para muchos cultivos y 
en diversos renglones, era imposible desarrollar la producción sin 
el concurso de este tipo de trabajadores. 


La parcela no podía darse como garantía para la obtención de 
un crédito, lo que provocó que prácticamente el gobierno fuera el 
único que prestara a los ejidatarios, con todas las consecuencias de 
ineficacia y corrupción que esto acarreó. 


Los latifundios de antaño, estaban constituidos en gran parte, 
por sociedades anónimas. De ahí que para evitar su reconstitución, 
la ley prohibía a las sociedades por acciones invertir en el campo, 
pero lo que en su tiempo tuvo una justificación, ahora se convertía 
en un obstáculo para la capitalización del campo. La injerencia del 
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gobierno en prácticamente todas las actividades del ejido, 
organizativas, crediticias, productivas, comerciales, etcétera, 
estaban materialmente ahogadas. 


Si por el lado de los usos y costumbres se daban amplias 
prácticas contrarias a la ley, en otros había una serie de 
restricciones para el desarrollo de la actividad agropecuaria, o 
simplemente la norma era letra muerta. 


Por otro lado, los cambios en el conjunto de la economía, en 
especial en el agro, hacían urgente la modificación de la legislación 
para adecuarla a las nuevas condiciones. Quizá en la actualidad 
todavía es prematuro evaluar si la reforma jurídica al régimen de 
tenencia de la tierra coloca al campo en las vísperas de su 
reorganización productiva y recuperación económica, o a las 
fuerzas de un cataclismo económico y social, o en algún escenario 
intermedio entre estas posibilidades extremas. 


El futuro del campo y del país dependerá de nuestra capacidad 
para conciliar los valores y principios de una tradición histórica, 
con los imperativos reales del presente y futuro, mediante una 
adecuada y objetiva armonización de am bos aspectos, con el 
objetivo último de revitalizar los valores intrínsecos del Derecho 
históri~o, social, agrario mexicano. 


En el presente y en los próximos años, la cuestión a la que 
tendremos que dar respuesta, es a la interrogante de cómo siendo 
fieles a los principios y aspiraciones de justicia social, libertad 
econónlica y bienestar para los hombres del campo, vamos a 
conciliar la necesidad de dar fin al reparto agrario, con el 
imperativo de seguridad jurídica a la tenencia de la tierra y su 
flexibilización para garantizar procesos sanos de organización y 
productividad en el campo. La respuesta constructiva a esta 
interrogante, sin duda, se halla vinculada a aspectos tales como la 
conclusión del rezago agrario, a la forma y procedimientos para 
facilitar la creación de nuevos ejidos y su fortalecimiento, al igual 
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que los que ya existen; a la eficacia de los mecanismos normativos 
para evitar un neolatifundismo o la concentración de los beneficios 
derivados del acaparamiento de tierras, y principalmente, de las 
formas y contenidos a través de los cuales el Estado asuma la 
rectoría y conducción de los procesos económicos en el agro, así 
como de los instrumentos sustantivos y de control para garantizar 
que la propiedad rústica cumpla con la función social y productiva 
que es consubstancial al interés público. 


La nueva legislación deja abierta la posibilidad de integrar 
nuevos ejidos y comunidades. Las comunidades pueden 
constituirse de acuerdo a la nueva legislación. Es claro que los 
nuevos ejidos emanarán de acciones de naturaleza distinta a las 
anteriores acciones agrarias sustantivas, puesto que no provienen 
de una acción justicialista del reparto agrario, no son acciones 
jurídicas constitutivas o declarativas de la propiedad; se trata de 
actos unilaterales tramitados mediante procedimientos 
administrativos que no gozan como acto de reivindicación social. 
En cambio, conforman auténticos mecanismos para la organización 
económica rural, bajo la mirada de contemplar al ejido y a la 
comunidad, ya no como un régimen de propiedad especial, sino 
como una figura asociativa de organización para la producción. 


En consecuencia, el futuro de la formación de nuevos ejidos, 
dependerá de factores tales como la agilidad y simplicidad con que 
se lleven a cabo los trámites de constitución y registro; de las 
posibles ventajas que los productores pueden aprovechar de este 
tipo de figuras, y de los apoyos y facilidades que las instituciones 
financieras les proporcionen para hacerlos sujetos de crédito. 


Los principios innovadores y las perspectivas que se contienen 
en el nuevo marco normativo agrario, así como las propias 
iniciaciones y deficiencias perfectibles que se aprecien, hacen 
evidente el imperativo de que el Estado asuma en forma decidida, 
la rectoría del proceso agrario del país, orientado, por un lado, 
a la reactivación y recuperación de la capacidad organizativa y 
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productiva del agro, para garantizar, prioritariamente, la soberanía 
alimentaria nacional, y por otro, a crear las condiciones e 
instrumentos de medidas necesarias, para asegurar que la 
propiedad rústica cualesquiera que sea su régimen de propiedad, 
cumpla con la función social productiva que la nación y el 
bienestar colectivo exige. Que no se diga que el Estado debe 
reducir sus funciones indiscriminadamente, p';les en la medida en 
que la economía se globaliza como actividad humana, deja de ser 
cosa privada, para convertirse en cosa pública, y en ella, debe 
asumirse como eje central la necesidad de establecer nuevas 
formas de relación entre la sociedad y el Estado. 


La rectoría económica, no puede anular las leyes del mercado, 
ni se trata simplemente de protegerlo cerrando las fronteras. Pero 
la rectoría económica estatal, tampoco se reduce en hacer un 
guardián de que nadie viole la sacrosanta ley de la competencia y 
el mercado. El Estado debe orientar la dinámica económica global, 
según los intereses y prioridades de cada nación, incluyendo una 
más justa distribución del ingreso. De ahí surge la necesidad de 
que el Estado juegue un papel regulador y promotor y no 
abandone a la economía en manos de la suprema voluntad del 
mercado. 


En los últimos años, en todos los países desarrollados y en 
desarrollo, el gobierno interviene sus sectores agropecuarios de 
diferentes maneras y con muy distintos resultados. Este imperativo 
responde a las distorsiones de los mercados internacionales 
agropecuarios, a objetivos de seguridad alimentaria, de 
distribución del ingreso, de conservación del medio ambiente y de 
salud de la población. El problema no reside entonces en que 
participe o no en el agro, sino cómo participa. 


No obstante que el acceso a la tierra está ya limitado, no 
significa que el Estado deba abandonar sus compromisos de 
justicia social con los pobladores rurales, sin patrimonio y sin 
opciones. El Artículo 27 en su fracción XX, dice: "El Estado 
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promoverá las condiciones para el desarrollo rural integral, con el 
propósito de generar empleo y garantizar a la población campesina 
el bienestar y su participación e incorporación en el desarrollo 
nacional". Por ende, ahora el debate debía girar en torno al diseño 
de los instrumentos institucionales y de política rural, que 
permitan concretar y cristalizar este compromiso estatal, lo que 
significará, iniciar una segunda etapa de reforma institucional, más 
orientada a la reconstrucción de instituciones flexibles y con alta 
participación de los productores, y una dinámica que no vulnere 
libertad económica y competencia. 


Por cuanto a la rectoría de la función social que la propiedad 
tiene, si bien las reformas legales dan curso a una sociedad plena 
sobre la tierra, no obstante es necesario regular y asegurar que la 
propiedad también confiere una responsabilidad social sobre su 
uso. 


Este deber jurídico que todo propietario tiene para con la 
sociedad, de mantener la tierra en permanente explotación, es el 
principio de la función social de la propiedad. Esta concepción de 
la propiedad, retomada desde sus orígenes por los impulsores del 
liberalismo social mexicano y explicada con una claridad por 
Ponciano Arriaga, en su voto particular emitido el 23 de junio de 
1856 ante el Congreso, que había de aprobar la Constitución al año 
siguiente. En él expresa: 


"El derecho a la propiedad consiste en la posesión u ocupación, 
teniendo los requisitos legales; pero no se declara, confirma y 
perfecciona sino por medio del trabajo y la producción. La 
acumulación en poder de 1 una o pocas personas de grandes 
posesiones territoriales, sin trabajo, sin cultivo ni producción, 
perjudica el bien com ún y es contraria a la ídole del gobierno 
republicano y denlocrático" 


Nuestra Legislación apuntaló definitivamente esta concepción 
plasmándola en la Constitución de 1917, al grado que se le 
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invocaba en cinco ocasiones en el anterior texto del Articulo 27. 
Este principio histórico y decisión política-social de la nación, por 
ser fundamento para el establecimiento de las modalidades al 
ejercicio del derecho de propiedad y fuente para las acciones de 
regulación y redistribución de la riqueza nacional por parte del 
Estado, consideramos que debe ser retomado y revitalizado en 
consonancia con las nuevas realidades del país, ya que sólo el 
mejoramiento del ingreso, empleo y nivel de vida de los 
trabajadores del campo y la ciudad, podrá generar una sólida 
cultura económica agraria y en base a ella una dinámica de 
crecimiento, con justicia, soberanía, democracia y respeto a los 
derechos humanos. Realizar esta tarea, es el reto de nuestro 
tiempo. 


Finalmente, en el ámbito de la impartición de justicia; esta ha 
sido explicada de diversas maneras. Los antiguos griegos y 
medievales hablaban de ella como de una virtud que consiste en 
dar a cada uno lo suyo. En esta línea se inscribe la célebre 
definición de Ulpiano. "Justicia es la voluntad firme y continuada 
de dar a cada uno lo suyo". De allí se pasó a ver en la justicia una 
regla, criterio o pauta ordenadora de las relaciones sociales. Y, en 
nuestros días Perelman escribe: "la justicia formal se reduce 
simplemente a la aplicación correcta de una regla". Además se ha 
hablado de la justicia como un ideal y, sobre todo a partir de la 
Lotze, como un valor. 


Respecto a la evolución de la administración de su justicia 
agraria en México, el gran jurista y Presidente fundador de los 
Tribunales Agrarios, Dr. Sergio García Ramírez dice, que en cada 
etapa histórica, la justicia ha jugado el papel que le corresponde; es 
el agente institucional que acude a garantizar el éxito de ciertas 
ideas contenidas en las normas; ejerce una misión política, pero 
debe ennoblecerla ajustando su conducta a la estipulación de las 
leyes. 
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Hasta al Revolución, señala, la justicia agraria había recaído en 
los bibunales comunes; la justicia civil regía, sin especialización 
alguna, en los asuntos de campesinos y obreros; ejercía el oficio 
que AnatoleFrance reconoció, con sarcasmo, en los Tribunales del 
antiguo régimen: dar a cada quien lo suyo; a los ricos su riqueza y . 
a los pobres su pobreza. Pero la Revolución quiso otra cosa y 
también la justicia agraria buscó nuevos caminos y determinó, en 
la Carta de 1917, el establecimiento de una justicia "clasista", por lo 
que su organización y procedimientos quedaron fuera de las leyes 
comunes y de los bibunales ordinarios. 


El Presidente sería "La Suprema Autoridad Agraria"; en él se 
reunirían, por voluntad de una historia imperiosa, los poderes que 
regularmente se hayan separados; ahí coincidirían la 
administración y la jurisdicción agrarias, y las sentencias serían 
"Resoluciones Presidenciales". 


Así se desarrolló el trecho de historia política, social y 
económica agraria que va del 6 de enero de 1915 al 6 de enero de 
1992. Durante ese lapso, con importantes modalidades, cambios y 
rectificaciones sobre la marcha, la administración de justicia 
agraria, estuvo a cargo de órganos político-administrativos, 
dependientes del ejecutivo federal. 


El nuevo marco normativo agrario ha generado sus propias 
instituciones; dentro de éstas destacan los previstos en la fracción 
XIX del Artículo 27 Constitucional y en su legislación 
reglamentaria, esto es, las de justicia que tiene a su cargo el 
imperativo impostergable de dar seguridad jurídica en la tenencia 
y el aprovechanliento de la .tierra, y justicia a los hombres del 
campo. 


Así surgen los Tribunales Agrarios, que por primera vez existen 
con otra visión y enfoq ue de la justicia agraria, como órganos de 
legalidad estricta, con sentido justiciero y vinculados a la ley 
rigurosamente. 
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Sin embargo los Tribunales Agrarios al igual que cualquier 
institución que nace, su justificación y viabilidad en el tiempo, 
depende del adecuado cumplimiento y realización de varias 
etapas que van desde su concepción institucional de origen, hasta 
su consolidación y prestigiamiento social en la realidad en que se 
desenvuelven; en el caso de los Tribunales Agrarios, su concepción 
y responsabilidad primordial para de la idea-fuerza de replantear 
y dar a viejas demandas de justicia, diferidas en el tiempo, nuevos 
cauces institucionales de solución, con profundo contenido social y 
equidad. 


Para la efectividad de esta nueva jurisdicción, los Tribunales 
cuentan con las potestades que integran la atribución' 
jurisdiccional: conocen de las controversias, llaman ante sí a los 
contendientes, se valen de la fuerza del Estado para hacer cumplir 
sus determinaciones, resuelven el litigio con la autoridad del 
Estado mismo. 


Por cuanto a su competencia jurisdiccional, además de la 
ordinaria o permanente que se determina en los artículos 9, para el 
Tribunal Superior Agrario y 18 para los Tribunales Unitarios, de la 
Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios, se ha mantenido por 
disposición y compromiso histórico del Constituyente Permanente, 
una competencia transitoria relativa al denominado rezago agrario, 
definida en los preceptos transitorios del decreto de reformas al 
Artículo 27 Constitucional, así como en los correlativos de los 
ordenamientos reglamentarios, en bases a los cuales, los Tribunales 
Agrarios deberá resolver en definitiva, los expedientes en trámite 
hasta antes de la reforma legislativa. 


La seguridad jurídica en la tenencia de la tierra es condición de 
paz y progreso en el campo; para ello abatir el rezago es 
fundamental para culminar un proceso histórico de justicia, así 
como para lograr la consolidación de dicha seguridad y dar certeza 
a los esfuerzos dirigidos a fortalecer la integración social y 
productiva de los campesinos. 
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En la nueva jurisdicción agraria, la legalidad, como columna 
vertebral de la justicia agraria, se sustenta en el estudio de la ley, la 
conciencia sobre el medios en que ésta se aplica, la búsqueda de las 
mejores formas de interpretación para poner en práctica la justicia 
y la igualdad en la solución de las controversias, en base a la 
observancia puntual de los principios del proceso social agrario 
mexicano. En esta dirección, se inscriben: el principio de oralidad; 
lo breve del procedimiento agrario; el respeto irrestricto a la 
garantía de audiencia; el equilibrio procesal de las partes; 
la suplencia en la deficiencias de la demanda, tratándose de 
núcleos o ejidatarios; el respeto a las etnias; la caducidad de la 
instancia; la búsqueda de la conciliación; las características de 
la emisión de la sentencia; la itinerancia que acerca la solución al 
lugar mismo donde surge el problema, etc., son garantías y 
principios rectores, que guían la función pública de los tribunales, 
y propician la modernidad en la aplicación e la ley. 


En este contexto, la jurisdicción agraria, ha procurado la 
integración armónica de las normas agrarias, bajo criterios de 
interpretación racionales y justos, ·con un énfasis social claro en su 
aplicación y en sus objetivos, buscando hacer realidad una 
jurisdicción especializada agraria, que preserve el sentido moral de 
las decisiones políticas fundamentales contenidas en la Ley 
Fundamental. 


De esta manera como lo señaló atinadamente el Magistrado­
Presidente del Tribunal Superior Agrario, Lic. Luis O. Porte Petit, 
con motivo del tercer informe anual de labores de los Tribunales 
AgrariOS: la nueva jurisdicción agraria está asumiendo su 
responsabilidad y su compromiso histórico para acreditar que las 
nuevas forma de resolver las controversias en el campo, son 
viables, practicables y eficaces, con apego a los principios y 
garantías que rigen su desempeño jurisdiccional, el cual es 
complementado y fortalecido con otras acciones tales como los 
foros de justicia agraria anuales que organizan en sus 
jurisdicciones los Tribunales Unitarios, los programas de justicia 
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itinerante, la permanente acción de atención y orientación que se 
da a los justiciables, a través de las unidades de atención 
campesinas en cada tribunal del país, etc.; con la convicción y la 
voluntad de coadyuvar, en el árrLbito de comPetencia de los 
Tribunales y en base a sus posibilidades, a la formación de una 
necesaria Nueva Cultura Jurídica Agraria de Tribunales en el País. 


También es preciso tener claro, que no obstante que el país 
cuenta con nuevos principios e instituciones jurídicas para el 
campo, y con avances en los hechos, es evidente que falta mucho 
camino por recorrer, ya que su perfeccionamiento, eficacia 
normativa y consolidación, requieren igualmente de la adecuación, 
modernización en todo el marco legal reglamentario que incide en 
las actividades del agro así como de propuestas y programas más 
amplios e integrados a partir de convocatorias abiertas a la 
participación del consenso de los hombres del campo y de su 
organización, que hagan posible el concurso de esfuerzos y 
voluntades para un cambio de fondo con el alto propósito de 
lograr una reforma agraria para nuestro 'tiempo y para las futuras 
generaciones, sustentada en nuevo pacto entre el Estado y los 
campesinos con la participación de la sociedad civil. 


En este proceso de aplicación de la nueva Legislación Agraria, 
pero sobre todo el reconocimiento de la nueva realidad del campo, 
es preciso, lo será más en el futuro, repensar el papel de las 
organizaciones campesinas concluido el reparto agrario y centuada 
la orientación económica del campo, esas organizaciones pueden y 
deben interesarse en la gestión de la economía agrícola. A esta 
etapa de la Reforma Agraria en marcha le aguarda su 
consolidación, sería fatal conformarnos con una reforma a medias 
o tratar de revertirla como algunos proponen, la inestabilidad 
social, el declive de la producción y el freno a la democratización 
en el campo son los riesgos de una reforma inconclusa; en la 
actualidad el desarrollo sin exclusiones del campo requiere el 
compromiso de la transformación que en la práctica significa el 
impulso de la producción, el empleo y la tranquilidad. 
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Lo que hace viable hoy una política económica es el régimen de 
gobierno en el que se sustenta su fracaso o su éxito, por ello la 
democracia y un estado de Derecho pleno son los cauces que 
permiten a una nación adoptar políticas de desarrollo aptas para 
enfrentar los abataris y peligros de la creciente globalización. 


Pero también, como suma de justicia y libertad para todos, la 
democracia es garantía de la conversión sea de desarrollo con 
soberanía e identidad nacionales. La realidad social nos convoca, 
hay que volver a la tierra. 


Quisiera concluir parafraseando algunas ideas de profunda 
restricción histórica, del escritor Carlos Fuentes, quien dice en su 
obra: "Nuevo tiempo mexicano", el pasado y el porvenir nunca se 
divorcian totalmente sino que alguno y otro coexisten en nuestro 
tiempo. Tensión entre presente y pasado, entre tradición y 
renovación: tal es el latido del corazón histórico de México. 


En el estado la fatalidad sólo se supera mediante la voluntad 
jurídica, la acción política y la procuración de justicia, la grandeza 
de México es que el pasado siempre está vivo, la memoria sabe que 
no hay presente vivo con pasado muerto, ni habrá futuro sin 
ambos. México existe en el presente, su aurora es ahora porque no 
olvida la riqueza de un pasado vivo, una memoria insepulta, 
sabremos que nada tiene principio ni fin absolutos, ésta es la 
grandeza mexicana, una grandeza renacentista permanente que 
celebra la continuidad de la vida múltiple, portadora del pasado 
que nosotros creamos inventora y porvenir que nosotros 
imaginamos. 


Sólo así todos los días seremos capaces de fundar una nueva 
cultura jurídica agraria y un nuevo tiempo mexicano. 







LA PRODUCTIVIDAD DEL CAMPO COMO BASE DE LA
 


SOLUCIÓN ECONÓMICA DEL PAÍS
 


JAIME FERNÁNDEZ ARMENDARIZ, 


SENADOR SUPLENTE POR EL 


ESTADa DE CHIAPAS 


P rimeramente, quiero agradecer a los organizadores de este 
importante Coloquio Internacional de Derecho Agrario, el 


que me hayan invitado a participar. 


Soy un empresario en el ramo agrícola, ganadero, comercial e 
industrial y por consecuencia conozco el campo, lo vivo y 
convivo con la problemática de los campesinos, y con los efectos 
económicos que tiene la productividad del campo sobre los 
demás sectores de la población. 


Entiendo por Derecho Agrario, el derecho de un campesino 
para que dentro de la ley fuera poseedor de una fracción de 
tierra, pero también le debemos agregar: 


Derecho a la más alta tecnología agrícola o ganadera. 
Derecho al financiamiento. 
Derecho a la comercialización. 


Porque de lo contrario, jamás podremos lograr el desarrollo 
económico de un país que siendo eminentemente agrícola, tenga 
tierras ociosas, o las cultive en forma primitiva. 
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México es un país que tiene todo tipo de climas, altitudes y 
suelos, para producir intensivamente granos, frutas, hortalizas, 
carne, leche, aves, flores, café, cacao, etc., para poder abastecer 
nuestro mercado interno y exportar los excedentes que generen 
divisas para fortalecer nuestra economía. 


Sin embargo tenemos para este año un déficit de quince 
millones de toneladas de granos y de una cantidad de leche 
bastante considerable. Este faltante lo compraremos a otros 
países, con los precios y condiciones que nos pongan, porque de 
lo contrario no nos van a vender. 


En México el 60% de sus habitantes trabajan y viven en el 
campo, de ese 60%, el 70% es ejido. El reparto de tierra, 
producto de la revolución, en su momento tal vez fue necesario, 
pero ahora vamos a lo más importante, cómo hacer altamente 
productiva toda esa tierra de ejidos y pequeñas propiedades. 


- El ejidatario no tiene los conocimientos de la más alta 
tecnología, porque nadie se la ha enseñado. 


- No tiene crédito, porque no es el dueño de la tierra para 
darla como garantía. 


Si en alguna ocasión, un banco le da un crédito, no se lo dan 
suficiente, oportuno y completo. Si su proyecto de inversión 
vale IDO, el banco le da 60% y le pide al campesino que ponga 
40% de su bolsa. 


Si el campesino no tiene dinero ni para comer, no puede 
poner ese 40%, y el 60% que la mayor parte se la dan en especie, 
como fertilizantes, bombas, insumos, etc, los vende para poder 
alimentarse él y su familia. 
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Al no invertir lo que el cultivo necesita, éste se hace 
improductivo, lo que le reduce considerablenlente sus ingresos 
y por consecuencia ya no le puede pagar el crédito al banco. 


Al no pagar, ya no tiene financiamiento para la siguiente 
temporada, por estar en cartera vencida y su tierra se queda 
OCIOsa. 


Una parcela productiva se vuelve una buena fuente de 
trabajo y puede sostener económicamente a varias familias, 
evitando así el que por necesidad, se dejen inquietar, para ir a 
invadir tierras de pequeñas propiedades en producción. 


Es increíble que en muchas partes del sureste de México, se 
siembre todavía maíz con macana. Es una vara con punta, que 
después de la limpia, llamada rasadura, a la cual se le prendió 
fuego, la clavan en la tierra dura, en el agujero colocan tres 
granos de maíz, semilla obtenida del maíz común y corriente 
que usan para su consumo y únicamente con la esperanza de la 
lluvia de temporat llegan a cosechar 250 kgs, por hectárea. Para 
tener una idea, el promedio nacional en Estados Unidos es de 
nueve toneladas por hectárea. 


México tiene más de cien años que cultivar café. Es un 
producto que le ha generado altas divisas al país, que le da 
trabajo a mucha gente por la mano de obra que requiere. No es 
posible que se tenga un promedio nacional de tres a seis 
quintales por hectárea, cuando Costa Rica llega a obtener hasta 
cien quintales por hectárea. 


Cuando el país no produce se le echa la culpa a la sequía o al 
exceso de lluvia. 


En parte a veces es cierto. Pero, principalmente se usa para 
justificar la falta de capacidad tecnológica y de apoyo 
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financiero, que es lo que realmente tiene frenada la 
productividad en el campo desde hace muchos años. 


Con prod uctividad en el campo, la sequía o el exceso de 
lluvias no sería problema importante para el país. 


Para ayudar a resolver la economía de México a través de la 
productividad del campo, considero que se debe hacer lo 
siguiente: 


1.	 Un estudio técnico a nivel nacional, para determinar las 
zonas más adecuadas para cada cultivo, buscando calidad, 
productividad y comercialización. Evitando el uso de suelo 
para cultivos que no sean los adecuados, como por ejemplo: 
café, abajo de 700 metros sobre el nivel del mar, o maíz en 
terrenos donde no puede entrar el arado con tractor. 
Sugiriéndole al agricultor, el cultivo más apropiado a su 
terreno. 


2.	 Utilizar la más alta tecnología que tengamos en México o 
importar las mejores del mundo, que ya estén reconocidas, 
como la de Costa Rica en café; la de Estados Unidos en maíz; 
la de Japón en arroz, etc, para que sea aplicada por nuestros 
técnicos, agricultores y ganaderos, y obtener la más alta 
productividad en los diferentes cultivos. 


3.	 No entregar más tierra, si antes, no se tiene la seguridad de 
que el que la va a recibir cuenta con los ~ecursos tecnológicos 
y financieros suficientes para hacerla productiva y 
considerar: 


- que la tierra debe de ser del que la trabaja, pero, con la más 
alta productividad. 


4.	 Hacer de inmediato un programa de financiamiento para la 
recuperación de todo el equipo agrícola que existe en el 
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campo y que no funciona, porque le falta un tornillo o una 
llanta al tractor, o porque el disco del arado ya se gastó, o 
porque le falta un fusible o una tuerca a la bomba del pozo 
profundo. Estos "pequeños-grandes" detalles hacen que este 
equipo parado tenga miles de hectáreas improductivas en 
ejidos y pequeñas propiedades. 


Se debe, iniciar cuanto antes, un programa de producción de 
granos, en todo el país, en las zonas temporaleras o de riego que 
sean apropiadas para cada cultivo y se logre hacer la siembra en 
mayo-junio, para cosechar en septiembre-octubre y así abatir el 
déficit de granos que tenemos en este momento. 


5.	 Que el gobierno subsidie la tasa de interés a los créditos 
destinados al campo y agroind ustrias que de él se deriven, 
para que no sean tasas mayores all0% anual. 


Con este único subsidio el agricultor no necesitará de otros, 
ni de descuentos en el capital otorgado. 


Hay que tomar en cuenta que, la alta productividad en el 
campo, baja el costo al producto cosechado, pudiéndose abatir 
los precios, en beneficio de los consumidores. 


6.	 Es de suma importancia arrancar los proyectos que en varias 
partes del país están parados y que son detonadores del 
desarrollo productivo del campo, por citar algunos: en 
Chiapas, existen 10,000 hectáreas de palma africana, 
en producción, que no se aprovechan porque no se instaló la 
planta extractora del aceite. 


Están en producción 5,000 hectáreas de marañón, que no se 
les saca la nuez de la India, porque tampoco se ha instalado la 
Industria para el proceso. 
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Está terminado, un rastro frigorífico para bovinos, detonador 
tecnológico de 250,000 hectáreac:;; dedicadas actualmente a la 
ganadería en la Costa de Chiapas, con un programa lateral 
clgrícola de: 


10,000 hectáreas de algodón,
 
30,000 hectáreas de soya,
 
30,000 hectáreas de maíz,
 
10,000 hectáreas de sorgo.
 


Beneficiando en forma directa a 150,000 personas y está 
parado este programa desde septiembre de 1994 porque el 
banco de prinler piso, fue intervenido y es el que tiene todas las 
garantías. 


Así también, la planta de pescado de Chiapas; una fábrica de 
clceite comestible de palma africana; dos fábricas para hacer 
queso tipo holandés; y muchas más, que sería muy largo 
mencionar, que benefician la economía estatal y nacional, y lo 
lInico que les falta es el capital de trabajo, para que de 
Inmediato puedan enlpezar a caminar. 


7.	 Para apoyar todos estos programas y tener los recursos 
económicos necesarios se puede en este momento: suspender 
las obras nuevas de infraestructura y volcar todos los 
recursos disponibles a reactivar de inmediato la 
productividad, en todo el campo mexicano. 


8.	 Pedirle a todos los bancos oficiales y privados, que de cada 
peso que capten, un porcentaje se destine a programas 
productivos del campo. Otorgando el 100% de la necesidad 
del proyecto de inversión, más la cantidad que se requiera 
para el sostenimiento de la familia del campesino. 


9.	 Que los bancos apoyen los proyectos agroindustriales, que le 
den el valor agregado él los productos ai!rícolas, para lograr 
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mejor comercialización y hacer más rentables los diferentes 
cultivos. 


Si se reactiva, con' la más alta productividad el campo 
mexicano, crearemos la mayor fuente de trabajo que exista en el 
país, y que tanto se requiere. 


El campo mexicano es rico por naturaleza. Desgraciadamente 
en este momento, es un campo miserable. Si logramos entre 
todos hacerlo productivo, la derrama económica que generará, 
beneficiará en forma directa a todas las familias que participan 
en la agricultura y la ganadería, y por consecuencia beneficiará 
también al comerciante, al industrial, al profesionista, etc, etc. 


Todos tendremos mayores ingresos; las empresas tendrán 
utilidades; el fisco logrará más número de causantes, obtendrá 
más ingresos y no tendrá necesidad de aumentar los impuestos. 


México será un país rico; tendrenlOS una moneda fuerte y 
estable; nuestro gobierno estará más seguro y más firme; 
y principalmente todos, absolutamente todos, viviremos en paz. 
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DESARROLLO RURAL y NUEVAS FUNCIONES DEL AGRO 


DRA. P AOLA ERCOLI, 


UNIVERSIDAD DE PISA, ITALIA. 


L a propiedad de la tierra por sí misma ha dejado de ser un 
factor determinante en Europa en la estructura 


socioeconómica del agro. Modernización y sobre todo 
desarrollo del medio rural son los problemas que hoy se 
presentan entre otras diversas, son varias las razones que han 
incidido en que poco a poco se vaya experinlentando una 
tendencia a utilizar, tal término para reemplazar lo histórico de 
reforma agraria. El alto grado de generalización alcanzado por 
el vocablo "desarrollo rural" en la actualidad hace que hoy se 
torne especialmente necesario reflexionar acerca de los diversos 
significados y planteamientos socioeconómicos del mismo. 


Desde el punto de vista económico y social, que es lo mío, el 
desarrollo conlleva la puesta en práctica de una política de 
generación de nuevos factores productivos o de expansión 
de los ya existentes. El fin es la elevación de la renta nacional, el 
mejoramiento del nivel general de vida de la población, así 
como el favorecimiento del bienestar general. 


Con frecuencia el desarrollo ha sido entendido como 
sinónimo de modernización. Desarrollarse es una de las 
variables económico-sociales y una forma de vida equiparable a 
las de los países industriales avanzados que son considerados 
como paradigma de la modernidad. Así pues, tradicionalmente 
para .muchos el concepto de desarrollo ha remitido a los de 







138 DFSARROLLO RURAL 


crecimiento y modernización. Estos son entendidos como~ 
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expresiones o formas de cambios sociales que han sido 
$ 
j, interpretadas de manera diferente. 
l' 


! 
I 
¡ 


En este sentido, en las tipificadas teorías liberales europeas y 
de la Unión Europea, el desarrollo es concebido sobre todo 
como crecimiento y modernización. Crecimiento y 
modernización como objetivos comunes a los procesos de 
desarrollo rural del mundo agrario tradicional. Básicamente se 
pretende la introducción de nuevas tecnologías, métodos de 
cultivo y formas de organización del trabajo agrícola tendentes 
a propiciar un relanzamiento de la producción que acabe con 
los crónicos y ciclos de escasez, típicos de la economía de 
subsistencia. 


Las naciones desarrolladas son encaminadas a hacer posible 
una progresiva inserción del campesino en las pautas 
económico-~ociales, políticas y modos de vida del mundo 
industrial moderno. En este sentido, mientras que las reformas 
efectuadas en el sector agrario durante el siglo XIX supusieron 
que los incrementos de la producción de ellas derivados 
procedieran sobre todo de la incorporación de nuevas tierras al 
cultivo. En nuestros días, como consecuencia de la introducción 
de los adelantos tecnológicos en el medio agrario y de la 
subsiguiente modernización del mismo, se ha logrado que sea 
posible incrementar la producción a base de aumentar los 
rendimientos, es decir, la productividad. De este modo, el 
desarrollo rural en el marco de las sociedades de los países 
industriales avanzados, como es el caso de los europeos, 
conlleva una necesidad de jr apartando gradualmente recursos 
materiales y humanos de las tareas de labranza de la tierra 
efectuada a la agricultura. 


Como se ha visto, se derivan consecuencias distintas del 
desarrollo rural en función de que éste tenga lugar en unas 
circunstancias de pobreza y de escasez endémica, es decir, en 
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una economía de subsistencia, o por contra, en una situación de 
superproducción y de stock de excedentes. Así, mientras que en 
el primer caso 10 que básicamente se pretende es efectuar 
transformaciones socioeconómicas tendentes a propiciar el 
afianzamiento de unas estrategias de desarrollo encaminadas a 
incrementar la productividad y el crecimiento económico, en el 
segundo caso, el objetivo, por contra, el objetivo buscado es, 
sobre todo, afianzar una mentalidad social y una lógica 
productiva y comercial capaz de tratar el problema de la 
superproducción. Se explica así que en este segundo contexto se 
experimente un proceso de gradual retirada de recursos 
materiales y humanos de la producción con la consiguiente 
problemática social que ello conlleva. En concreto, en las 
actuales circunstancias ~uropeas más que aumentar una 
producción cuyos elevados excedentes están planteando serios 
problemas a la política agraria comunitaria, se ha de tender 
hacia una competitividad basada fundamentalmente en los 
nuevos criterios de sostenidad del desarrollo. 


Criterios que se centran, sobre todo, en las eficiencias 
inherentes a la nueva cultura de calidad que progresivamente se 
está implantando en el mundo actual. En la actual época de 
superproducción el concepto de calidad se manifiesta como una 
noción más rica y adecuada para afrontar la compleja 
problemática que se plantea a las sociedades actuales. 


Así, el término calidad hace referencia a cuestiones tan 
diversas como la calidad de vida que se deriva del no deterioro 
de los recursos no renovables y de la conservación del entorno 
medioambiental. Por ejemplo, en el caso de los productos 
agroalimentarios cuando se habla de calidad, se alude a 
cuestiones como calidad gustativa, calidad nutricional, calidad 
sanitaria, calidad de la presentación, etcétera. 


En consonancia con las exigencias de calidad en ellas 
imperantes, en las sociedades avanzadas actuales la agricultura 
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biológica e integrada resulta una alternativa que aparte de no 
abusar de los pesticidas y otros compuestos químicos altamente 
contaminantes del entorno, la agricultura biológica satisface la 
exigencia de productos naturales y de calidad. También en 
relación con los nuevos modelos alimentarios, en las sociedades 
actuales cada vez es mayor la demanda de productos agrarios 
con un alto valor añadido. Se trata de productos elaborados con 
denominación de origen, sujetos a diversos procesos de 
envasado y conservación, etcétera, en cuyos procesos 
de transformación, comercialización y distribución se ofrecen 
distintas posibilidades de un desarrollo de la sociedad rural no 
basado únicamente en la tarea del cultivo e incremento de los 
niveles de producción de la tierra. 


Calidad no sólo pedida para los productos del medio rural, 
sino tanlbién para un entorno agrario en el que es preciso darle 
un nuevo impulso a la política forestal. Un entorno que cada 
vez es más requerido corno espacio de esparcimiento y de ocio 
por parte de una población establecida en su mayoría en el 
asfixiante ambiente y forma de vida del mundo urbano. Una 
parte de esa demanda puede tener traducción en el mercado de 
forma que la sociedad está dispuesta a pagar más por prod llCtoS 
de agricultura ecológica o por servicios de esparcimiento y ocio 
en entornos bien conservados. En la medida que por parte de 
los poderes públicos se tiende hoya fomentar la calidad tal y 
como se la ha definido antes. Se está propiciando el 
afianzamiento progresivo de una nueva forma de concebir y de 
organizar dicho espacio como lugar fundamentalmente 
dedicado, sea a la producción, sea gradualmente también para 
unas funciones nuevas. 


De entre tales funciones pueden destacarse las siguientes: 


10. Equilibrio territorial contrarrestando los efectos de 
despoblamiento inducidos por el fenómeno de la concentración 
en áreas urbanas. Sumidero de contaminaciones del aire y 
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del agua y del suelo. Equilibrio ecológico en tanto que 
conservador de ecosistemas y procesos esenciales. Producción 
de un paisaje de calidad abierto y natural en oposición al 
cerrado, artificial y enervante paisaje de las ciudades. 
Producción de recursos tales como agua limpia que cada vez 
escasea más. Soporte de actividades de esparcimiento de 
turismo rural y en definitiva de recreo al aire libre. Actividades 
éstas, ampliamente demandadas por una población en su 
mayoría urbana, cuyos agrarios no alimentarios encaminados 
por ejemplo a la elaboración de fibras textiles o a la elaboración 
de productos energéticos. 


Esta nueva manera de entender el desarrollo y las funciones 
del medio rural, está propiciando la adopción de políticas 
agrarias que implican profundas transformaciones en la 
conducción y en la organización de dicho medio. 
Consecuentemente se están experimentando importantes 
modificaciones socioeconómicas. Necesariamente por toda 
alternativa de desarrollo y por elevar la calidad de vida del 
agro, debemos contar, para ello, con los habitantes del mismo. 


En los países industriales avanzados se están 
experimentando importantes transformaciones que plantean la 
exigencia de una reformulación de las conceptualizaciones 
teóricas clásicas acerca de lo rural y de lo agrario, frente al usual 
énfasis en la modernización y especialmente en el mero 
incremento de la cantidad de bienes y de recursos. En la 
actualidad tienden a implantarse nuevos modelos de desarrollo 
rural. Esta nueva orientación del desarrollo rural tiene lugar en 
el contexto de los problemas de superproducción y de 
excedentes existentes. En este marco se experimenta un 
planteamiento del desarrollo rural que pretende también ser 
equitativo y sostenible. 


La doctrina socioeconómica diferencia los criterios de 
sostenibilidad del desarrollo agrícola que actualmente se 
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precisan de la concesión productivista del mismo. El desarrollo 
era sostenible siempre y cuando fuera capaz de proporcionar 
alimentos en cantidades suficientes como para satisfacer 
la demanda mundial. Se trataba, sobre todo, de fomentar la 
capacidad de producir. 


En la actual política de la Unión Europea, un agrosistema 
será sostenible siempre y cuando sea capaz de satisfacer 
demandas futuras de alimentos sin imponer a la sociedad 


1 
! 


aumentos reales en los costos sociales de producción y sin dar 
lugar a un empeoramiento. Es ésta una concesión del desarrollo! diferenciada de la consideración del mismo como un mero 


l' 
!	 crecimiento. Tampoco se trata únicamente de un desarrollo 


económico, sino que se habla en un sentido más amplio, en el 
que se involucran muchos aspectos, sobre todo los relacionados 
con la necesidad de que el desarrollo no sea un proceso 
descontrolado que atente contra el equilibrio ambiental y social 
del mundo rural. 


Cada vez son más los que consideran que el medio rural y 
preferentemente el sector agrícola están sufriendo las 
consecuencias de un modelo de desarrollo altamente 
contaminante basado sólo en un crecimiento económico 
cuantitativo,' intensivo y productivista, sin pensar en las 
generaciones futuras. Se entiende, por lo tanto, que la 
preocupación por el entorno ecológico se haya generalizado en 
nuestros días por todo el planeta. La preocupación por el 
entorno comienza a estar presente sobre todo en las políticas 
agrarias de los países industriales avanzados. En el ámbito 
agrícola de estos países las tecnologías y métodos productivos 
existentes propician unos niveles de productividad tales que los 
excedentes generados conllevan que se plantee la ocasión de 
retirar tierras del cultivo, de reforestales o en definitiva de que 
no continúe siendo necesario someter el medio rural a una 
explotación intensiva y degradante de sus limitadas 
capacidades productivas y recursos naturales. En los casos 
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italiano y español las nuevas líneas de la política agraria se 
orientan a dictar disposiciones legislativas tendentes a insertar 
el país en los nuevos modelos de desarrollo sostenible en vigor 
actualmente así como aplicar las políticas medioambientales y 
de espacios protegidos de la comunidad europea. Al aplicar las 
normativas referentes a las áreas de agricultura menos 
favorecida o de montaña, a la vez que otras disposiciones de la 
política agrícola comunitaria relativas a las cuotas de 
produCción fjjadas para distintos productos de origen animal o 
vegetal, a la mejoría de los métodos de producción, a! 
incremento de los niveles de profesionalización de los 
agricultores, etcétera. 


La sociedad agraria de países europeos se encuentra inmersa 
en un proceso de modernización y desarticulación en el que se 
patentiza la tendencia al incremento de los contrastes entre la 
agricultura de tipo familiar, la marginal y escasamente rentable, 
la minifundista y la plenamente integrada en la dinámica 
competitiva e industrializante. 


La política agraria intenta contemplar en sus planes de 
desarrollo rural estos contrastes, así como la consiguiente 
diversidad de objetivos a lograr y a armonizar. Realmente tales 
planes aunque hacen referencia a una serie de líneas de acción a 
seguir, no se presentan en la forma de objetos programáticos 
claramente estructurados y con estrategias planificadas de 
actuación. La exigencia de una diversificación productiva del 
medio rural es necesaria. 


Los planes de desarrollo rural hacen referencia a objetivos 
tan dispersos como el fomento de actividades de carácter 
artesanal, la incentivación del turismo rural, la intensificación 
de determinados cultivos, la modernización de las 
explotaciones agrarias y el estímulo a una agricultura 
competitiva orientada hacia el mercado. 







144 DESARROLLO RURAL 


Además, se hace referencia al favorecimiento de una mayor 
participación de los agricultores en las industrias de 
transformación y de comercialización de sus productos, la 
dotación de más y mayores equipamientos a los habitantes del 
entorno rural o también el establecimiento de industrias en el 
medio agrario, especialmente en el sector agroalimentario. En 
definitiva se pretende propiciar una diversificación sectorial de 
las actividades agrarias de la economía rural. 


Esto, como forma de hacer frente al hecho de que las 
actividades agrarias se muestran cada vez menos capaces para 
sostener a la población existente en las áreas rurales. 


Ahora bien, toda opción de desarrollo rural conlleva un 
proyecto de cambio social. En el marco global de 
superproducción de la estandarización productiva y de las 
rutinas laborales, así como del alto nivel de burocratización 
imperantes en las sociedades avanzadas, se experimenta una 
tendencia a la implantación gradual de un nuevo modelo 
productivo más flexible. En vez de centrarse en el mero 
incremento de productos homogeneos y despersonalizados se 
encamina hacia la adopción de un sistema que genere productos 
especializados de calidad y diseño. Los actuales planes 
de desarrollo rural se encaminan a fomentar el aumento de 
competitividad productiva a través de la teoría de la calidad; 
pero no se trata sólo de mejorar la calidad de los productos 
agrarios, sino también de las condiciones ambientales y vitales 
del medio ru~al. Por ello, resulta que la búsqueda de la mejoría 
de la calidad, entendida de esta forma global, se está 
traduciendo en realidad en una especie de reafirmación de lo 
rural, cuyo entorno y tradicionales modos de vida, sistemas de 
organización del trabajo y maneras naturales de cultivar 
tienden a revalorizarse. 


Las consecuencias del desarrollo rural y del proceso de 
cambio social dependerán de la modalidad de vinculación que 
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adopte el mundo rural con respecto a la sociedad. Dicha 
modalidad va a decidir quienes son los verdaderos sujetos 
activos del desarrollo y cambio. Los habitantes del medio rural 
o por contra determinadas élites, grupos o personas o instancias 
de procedencia o mentalidad urbano-industrial. 


Estos grupos o clases sociales se repartirán los beneficios del 
cambio y del desarrollo. De la misma forma que los campesinos 
tradicionales no fueron los que rentabilizaran las tradicionales 
reformas agrarias y procesos del desarrollo y cambio del medio 
rural conducentes a la modernización e instauración de una 
economía de producción industrial, conviene tener presente que 
también hoy existe el riesgo de que pueda suceder algo análogo 
con los actuales planes de desarrollo rural, en la agricultura 
europea yen particular la italiana y la española. 


Se trata, en definitiva de articular fórmulas de comunicación 
y de participación colectiva que posibiliten tener en cuenta la 
actuación y la opinión de los habitantes del mundo rural pues 
de no optarse así lo único que se lograría sería ciar un paso más 
en el proceso de colonización del mundo rural por parte del 
sistema burocrático industrial. Esto, se ha venido un poco 
produciendo desde que el medio agrario en tanto que integrado 
en la sociedad global, ha iniciado su tránsito hacia el desarrollo 
modernizador. Por ejemplo, en los contratos agroindustriales, 
los agricultores normalmente no son protegidos en la 
contratación con la parte más poderosa económicamente. 


En los Estados de la Comunidad Enropea las 
recomendaciones y otras normas actuales de las políticas 
agrarias se caracterizan por un intento de combinar las medidas 
tendentes a avanzar en la modernización y profesionalización 
de la agricultura, con las endémicas a la conservación del 
entorno ambiental y las dirigidas a fomentar el desarrollo de las 
regiones o zonas rurales desfavorecidas, tales como las áreas de 
montaña, la que se encuentra en riesgo de despoblación y, 
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asimismo, todos aquellos territorios con limitaciones específicas, 
por ejemplo, por tratarse de superficies pequeñas en las que 
independientemente de su rentabilidad econá.mica se hace 
necesario el mantenimiento de la población rural. 


Uno de los grandes retos que se les plantean a los artífices de 
las actuales políticas europeas del desarrollo del medio rural es 
cómo lograr que las exclusiones de recursos materiales y 
humanos que de ello se derivan, no reviertan en un 
agravamiento del ya fuerte proceso de éxodo poblacional y de 
desertificación de dicho medio. Ello, porque tal desertificación 
junto con la regresión demográfica en gran parte del territorio 
constituye una de las causas fundamentales de la 
desarticulación especial del mundo agrario. 


En consonancia con este reto, tareas urgentes en el ámbito 
rural son el incremento de los niveles de información pública y 
el perfeccionamiento de formación profesional y empresarial. 
Además, son la mayor efectividad en la organización y en la 
coordinación de la prod ucción, comercialización y defensa 
de los intereses de los agricultores, así corno en la defensa de 
todos los aspectos de vida rural, educativo, cultural, económico 
social. 


El objetivo es crear las condiciones para evitar el 
despoblamiento y la desarticulación del espacio rural. Para ello, 
es preciso que dicho espacio sea compensado económica y 
socialmente, se trata de dotarlo de las infraestructuras 
educativas, culturales y sanitarias que posibiliten una mejoría 
de la calidad de vida, por las nuevas funciones que de ellas 
emanan. Asimismo, hay que procurar que tales funciones 
reviertan en la creación de em pleos alternativos. 


En Europa, en una primera fase la introducción del 
desarrollo tecnológico en el entorno agrícola, implicó un gran 
éxodo rural que planteó graves conflictos. A la larga fue 
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absorbido en gran medida por la industria. Hoy, en plena crisis 
industrial y destrucción de empleo en este sector, se hace más 
necesario que nunca antes, idear planes económicos, sociales, 
políticos, y en lo que se refiere a la comunidad europea, por 
parte de las directrices conjuntas de su política económica y que 
creen condiciones para una reacomodación gradual de los 
recursos humanos expulsados, tanto del sector industrial como 
rural. 


En este sentido, es imprescindible en lo que concierne al 
ámbito rural, una continua recalificación y formación de sus 
activos. En el marco de unas sociedades como las de los países 
industriales avanzados, cualquier proyecto de desarrollo rural 
no puede olvidarse de una ineludible necesidad de que las 
organizaciones se inserten en el proceso de creciente, 
compensación y modernización experimental en dichas 
sociedades por todas las formas organizativas; especialmente 
una vez que las sociedades agrícolas han logrado mediante la 
incorporación de más eficaces y adelantados métodos y técnica 
de cultivo, así como a través de la ordenación eficiente de la 
producción, resolver el problema de la escasez crónica de 
alimentos, ahora en un marco de creciente vinculación de tales 
sociedades a la dinámica del sistema económico mundial, la 
atención prioritaria por parte de ellas a dividirse hacia una 
mayor diversificación de sus tareas en consonancia con las 
nuevas funciones que se demandan del espacio rural, y en 
especial hacia la búsqueda de un mayor protagonismo en la 
organización de los procesos de elaboración, comercialización y 
distribución de los productos. 


La situación actual es uno de los efectos de las políticas de 
desarrollo rural adoptadas en las décadas de los 50s y 60s. en 
las que preponderaron unos planteamientos del desarrollo 
cuyos objetivos tanto para el medio ind ustrial como el rural se 
centraban básicamente al simple crecimiento económico y en el 
fomento de la elevación del nivel de consumo. Como uno de los 
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efectos de ello, en Europa encontramos en plena CflSIS 


medioalnbiental y en un contexto de superproducción que 
conlleva la destrucción de los recursos materiales excedentes. 
Una de las mejores formas de tomar en cuenta la problemática, 
los desequilibrios y las potenciales fuentes de conflicto que 
pueden derivarse de esta situación y, en consecuencia, de 
encaminarse hacia la prevención o solución de estas cuestiones 
es propiciar un mejor protagonismo y participación de los 
habitantes del medio rural en los proyectos de desarrollo. Nada 
nlás. 







TRIBUNALES UNITARIOS
 


DR. GUILLERMO GABINO V ÁZQUEZ ALFARa. 


PRESIDENTE DE LA ACADEMIA MEXICANA DE DERECHO AGRARIO 


E n primer término, el reconocimiento no sólo personal, sino 
el institucional de la Academia Mexicana de Derecho 


Agrario, heredera legítima de Lucio Mendieta y N uñez, única 
gloria hasta ahora de nuestra materia que será pronto, sin 
embargo, superada por estas tareas jurisdiccionales y 
académicas. El reconocimiento al Tribunal Superior Agrario por 
haber entendido y requerido, actuado infatigablemente en la 
realización de este Coloquio; es de justicia hacer una enfática 
declaración al respecto sobre el entusiasmo y la preocupación 
del Magistrado Presidente Luis Octavio Porte Petit, así también 
de la Magistrada Numeraria, licenciada Arely Madrid Tovilla y 
del Oficial Mayor, Magistrado y licenciado Everardo Moreno 
Cruz. 


El justo agradecimiento también, a la Unión Mundial de 
Agraristas Universitarios, ya hecho por el Presidente del Tribunal 
Superior Agrario, a través de sus destacados representantes, 
algunos de ellos fundadores de la institución, quienes no han 
tenido limitación alguna ni han escatimado esfuerzos de 
cualquier especie para venir hasta tierras lejanas a impa¡'tir su 
experiencia y comunicar su entusiasmo, siempre jovial, siempre 
renovado para orientarnos. En alguna ocasión pensábamos 
haber descubierto el Derecho Agrario y hoy encontramos que 
no tenemos más que una obligación y un camino: estudiar y 
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estudiar permanentemente y buscar y redescubrir en el 
pensamiento de toda la humanidad los Principios Generales del 
Derecho Agrario y de la justicia en la materia que hoy honra 
considerablemente a estos Tribunales Agrarios mexicanos. 


Tanlbién una nlención especial a la Universidad del Estado 
de Guerrero, que a través de su honorable rector y varios de sus 
catedráticos, presentes, han sabido guiar a una buena parte de 
su juventud, no solamente a los alumnos de la cátedra de 
Derecho Agrario de esa entidad suriana, sino alumnos de 
Derecho Constitucional también, para acercarse a lo que hemos 
podido los organizadores entregarles, lo que tal vez pudiera 
considerarse como lo más selecto de la disciplina a nivel 
mundial, esto ya es decir algo, y tres o cuatro muestras de ello y 
las exposiciones que ustedes han podido evaluar en ese sentido; 
así lo determinan. 


2° En ese ánlbito tan gratificante, su servidor trae un trabajo 
de tipo exegético fundamentalmente, tan sólo un instrumento 
que pretende ser útil en las tareas cotidianas de los tribunales 
unitarios; pero no pueden soslayarse algunas reflexiones 
previas a la exposición de tipo formal. Evidentemente no hay 
desarrollo sin justicia; ni en IIna relación dialéctica, justicia sin 
desarrollo. Por ello la exposición docta de la maestra Paula 
Ercoli, finísima esposa de Alfredo Massart, ha analizado la 
teoría del desarrollo integral o como le apelan algunos, la del 
desarrollo sustentable. En esta tesis, que es poco conocida en 
nuestro medio ambiente, ya que hasta los últimos años el 
reformismo agrario había constituido la nota fundamental, se 
encuentra en ella actualmente la médula de todo el Derecho 
Agrario y no sólo de él, sino de la política agraria y agrícola 
general de los últimos gobiernos postrevolucionarios. Pero 
considerar que en la época se desarrolla' un proceso de 
globalización y de universalización del Derecho Agrario, en el 
análisis de este concepto del dcsarrollo Sllstt.'1l t(1/7le, hace necesario 
relacionarlo en torno a la última fracción del artículo 27 
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constitucional que se refiere al desarrollo rural integral y que en 
materia de justicia agraria constituye la premisa mayor en 
definida precisión de la ley constitucional. Un ejemplo: se 
pretende la decisión teórica en la controversia del Derecho 
Ecológico y Derecho Agrario, así como las pretendidas 
divisiones del Derecho que es uno sólo y así, si seguimos en 
cambio la citada premisa se encuentra que no podría llevarse a 
cabo o cumplirse eficientemente el postulado constitucional de 
desarrollo rural o desarrollo sustentable ~e manera integral, sin 
la relación dinámica permanente entre el Derecho Ecológico y el 
Derecho Agrario, precisamente en referencia a la premisa 
mayor o fundante que constituye la norma constitucional 
comprendida en la citada fracción del párrafo noveno del 
artículo 27. 


¿Cómo hacer Derecho Agrario sin considerar el marco 
ecológico del desarrollo? Así, es evidente esta relación 
fundamental y constante de ello. Un ejemplo histórico que no 
debemos olvidar, aunque en gran parte de la ciudad de México 
pudieran algunos haberla enterrado: El glorioso ejemplo de la 
antigua Tenochtitlan donde las normas ecológicas y las agrarias 
mantenían una relación dinámica inescindible en el sistema 
jurídico azteca, constituyendo una admirable realidad. Ahí 
había Derecho Ecológico y Derecho Agrario, podría agregarse el 
Derecho Político en el sistema de estado azteca, en una 
profunda e inescindible relación de la sociedad antigua. Esta 
pudiera resultar de las exposiciones anteriores y de gran parte 
de las memorables enseñanzas de todo este Coloquio. 


3° Un tema fundamental de esta exposición se encuentra en la 
cuestión: ¿Qué es un Tribunal Unitario Agrario? No como 
definición, sino simplemente una idea a discusión, puede 
decirse que el TUA es un órgano de plena jurisdicción y autonomía 
en el marco legal de algunas de sus atribuciones, con fundamento en su 
origen constitucional. En casos determinados, sus decisiones están 
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sujetas a través del recurso de revisión al Pleno del T5A, con base en el 
artículo 198 de la Ley Agraria. 


En segundo lugar, puede afirmarse que la institución en cita 
es un órgano unipersonal que forma parte de un sistema 
especializado de administración de justicia agraria que se 
integra por un Tribunal Superior Agrario y tribunales unitarios 
agrarios, en cada uno de los distritos que la legislación interna 
establece. Todo esto en una coordinación eficiente y permanente 
en la que el Tribunal Superior Agrario, respetando la autonomía 
del marco de atribuciones de la exclusiva materia de los 
tribunales unitarios, es una eficiente coordinación, a través de 
los magistrados supervisores o inspectores del circuito 
correspondiente y de las visitas que se realizan en ocasiones 
también, con el apoyo de los magistrados supernumerarios. De 
esto, los que estamos en servicio, constatamos una plena 
experiencia; pero lo dicho pudiera parecer insuficiente para las 
gentes que se inician en la materia o para quienes sin el 
conocimiento directo en la experiencia cotidiana pudieran tratar 
de obtener una información más amplia. 


Ahora bien, por su origen en el texto constitucional y en el 
marco de la legislación reglamentaria, se desprende la 
competencia de los TUA para resolver las controversias que 
tienen lugar en relación a los derechos agrarios, es decir 
referentes a determinadas conductas que se realizan en torno a 
la producción agropecuaria. Esto corresponde a la definición 
del Derecho Agrario que este autor expone desde 1973, en la 
División de Estudios Superiores de la Facultad de Derecho y 
que actualmente en México se ha generalizado. 


Por otra parte, la ley sustantiva y la Ley Orgánica de la 
Administración • de Justicia Agraria asigna' atribuciones a los 
TUA que son conocidas prácticamente por quienes desarrollan 
honrosamente funciones en ellos, pero podríamos decir que 
entre las que destacan se encuentran la resolución de conflictos 
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en materia de límites entre núcleos de población ejidal y 
comunal y pequeñas propiedades, así como sociedades de las 
que hace referencia Ricardo García Villalobos, y sería correcto el 
límite del precepto a sociedades comerciales y asociaciones 
previstas en la Ley Agraria, restringiendo definitivamente a las 
asociaciones civiles, en el caso de que éstas intervengan en 
actividades productivas y rentables, situación en que se estaría 
actuando fuera de la ley; sería una cuestión distinta a la 
competencia a que alude una de las fracciones del artículo 18 de 
la Ley Orgánica. A nivel social y colectivo la acción restitutoria 
que a pesar de la reforma de 1992 todavía se confunde con la 
reivindicatoria civil, constituye otro importantísimo renglón de 
actuaciones de los TUA, si bien ambas vías están controladas 
por la revisión a nivel del TSA. 


4° La jurisdicción en los distritos se establece o se modifica de 
acuerdo con la determinación del H. Pleno del Tribunal 
Superior Agrario. Hoy existe un TUA generalmente en las 
capitales de los Estados; en algunos, Puebla, Puebla, 
Guadalajara, Jalisco y Morelia, Michoacán, también operan 
varios. Así se ha considerado necesario. También en algunas 
regiones de excepcional importancia por los problemas legales 
agrarios como Tuxpan o Cd. Obregón, Veracruz y Sonora, 
respectivamente, funcionan órganos de esta especie, además del 
que opera en la capital correspondiente. 


Por otra parte, donde se ha estimado hasta ahora que no se 
requirió Tribunal Unitario Agrario en alguna Entidad 
Federativa, se atribuyó jurisdicción a un solo Tribunal para dos 
o más entidades, éste fue el caso de Mérida, Yucatán y el de 
Zacatecas. Sin embargo, la experiencia con la situación reciente 
de Colima ha determinado establecer un TUA en la capital de 
esta entidad, donde antes no existía; es decir, el sistema está en 
permanente revisión, la experiencia, la estadística judicial 
agraria que tanto controla no solamente números sino en 
estimativas a través de auditoría, fundamentalmente, que la 
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Secretaría General de Acuerdos del Tribunal Superior va 
demostrando, más las inspecciones de los Magistrados del TSA, 
van enseñando donde reducir, donde afinar, donde movilizar, 
donde cambiar, donde adscribir nuevo personal o donde 
readscribir cuando pudieran no ser necesarios de manera tan 
inmediata, los recursos humanos que hoy son tan difíciles de 
obtener por las razones generales de crisis económica. 


5° Esto es lo que pudiera decirse en general de los Tribunales 
Unitarios Agrarios y convocar a una reflexión. ¿Qué 
responsabilidad corresponde al Tribunal Unitario Agrario en 
esta difícil etapa de crisis que a la nación mexicana afecta? En 
una reflexión mucho muy personal, individual, el exponente 
sostiene que nuestra función y todos lo saben, y evoco a su vocación y 
experiencia, es tratar de crear y mantener la seguridad jurídica y la paz 
en un sistema razonable de convivencia. Esta tarea, empero, no es 
propia de los tribunales agrarios, nada más, corresponde a 
cualquier órgano jurisdiccional, pero si en algún sector de la 
sociedad mexicana hoy resalta más, se requiere con mayor 
urgencia esa función, es precisamente en el sector agrario. 


¿Por qué?: evidentemente y si atendemos a los principales 
brotes de violencia racional o irracional, esto no corresponde 
determinarlo en esta exposición; en el interior del país, estos 
hechos han tenido lugar fundamentalmente en entidades donde 
la situación problemática rural prevalece, y han tenido su 
origen y desarrollo en regiones de graves desajustes y antigua 
problemática agraria: Chiapas, Oaxaca y Guerrero, sólo como 
una elemental demostración. 


No se tiene noticia de una insurrección agraria en entidades 
como Querétaro, digamos, en entidades como Sonora, donde 
hay un desarrollo extraordinario o en Baja California; mucho 
menos en la zona del Valle de Mexicali, donde los derechos 
agrarios fueron definidos desde 1937 y 1938 de manera 
individual, como ahora pretende y lo está realizando el sistema 
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PROCEDE en algunas regiones ejidales. 


A nlayor inseguridad, mayor violencia, y frente a ello una de 
las tareas fundamentales a la que estamos avocados quienes 
integramos los tribunales unitarios agrarios. Cuyo personal 
todo, en términos seudolitera rios, pud iera decirse q Uf' 


constituye la primera trinchera en la lucha por la justicia 
agraria. Y esto es cierto, porque nos tocan los primeros golpes y 
sufrimos las primeras bajas. Pero l'Sto nos da una grandísima, 
exhoaordinaria experiencia, y muchos no cambiaríamos esta 
experiencia por alguna otra en el rdmo de justicia, ni en ningún 
otro de la administración pública. ¿Por qué?, porque estamos 
cerca de la gente o.. y porque somos todos los protagonistas de 
una nueva forma de aplicar el sistema jurídico que trata de 
ajustar al marco legal la compleja y problemática realidad de la 
estructura agraria, en un esfuerzo cool ún, de equipo, con la 
dirección adecuada y con la exigencia de' ajustar el ejercicio de 
una verdadera función jurisdicdoncll que se traduzca en 
decisiones en que se compaginen v se I"l'alicen el Derecho y la 
Justicia. 


6° Respecto de la informática /urídi(ll y /115 lluevas técnicas 
topográficas. A pesar de que algunos di) id tercera o cuarta edad, 
no sabemos manejar las computadO! as, cerca hay muchos 
jóvenes en los Tribunales Unitarios y en el Superior Agrario que 
están manejando sistemas y subsi~,temas para la jurisprudencia 
y qué decir de la técnica, de la estación PENTAX integral que es 
algo sensacional para terminar, para conL'1uir con los conflictos 
relativos a topografía. Los viejos problemas se derrumban 
porque a una computadora no se le puede sobornar, ni se l..~ 


puede amenazar, ni se le puede amedrentar, ni se le puede 
presionar con una recomendación política. El problema se 
enfrenta por nuestros muchachos que son gente muy capaz, 
muy eficiente, muy arriesgada, denodclda en más de un caso y 
están aprendiendo rápidamente, con una gran responsabilidad; 
además, se han combinado generaciones anteriores, por ejemplo 







156 TRIBUN ALES UNITARIOS 


en las brigadas que están hasta Guerrero, los servidores de 
reciente ingreso y algunos otros son suficiente experiencia, 
marchan juntos a las comisiones más difíciles y lo que no puede 
hacer uno, lo puede hacer el otro; LaüiÍnando, investigando en 
los expedientes y en el lugar de los hechos; esta 
complementación que es racional, está funcionando 
definitivamente, no sólo en la ejecución de sentencias del 
Tribunal Superior Agrario, sino como se anunciaba ya por 
nuestro Presidente, en la adscripción para trabajos propios de 
los TDA que espero que sea permanente, de las brigadas de 
apoyo a los propios órganos jurisdiccionales con gran 
flexibilidad y gran eficiencia. 


7° En seguida, un breve eJlsayo de consideraciones 
constitucioJlales respecto de la administración de la justicia agraria. En 
el ámbito constitucional, antes y posterior a la reforma de 1992, 
existe una severa deficiencia en la bibliografía mexicana; sin 
embargo, afortunadamente ya se cuenta con una obra muy 
respetable y reciente de nuestro anterior Presidente, el doctor 
García Ramírez, sobre el proceso agrario. Lo que no tenemos 
todavía y su servidor está tratando de presentar alguna primicia 
hoy, -es una explicación teórica, general actual, que sustente no 
sólo la actividad de los tribunales agrarios, sino la actividad 
general de creación legislativa, de interpretación y de litigio que 
sirva por igual al jurisdicente agrario, al litigante y al estudiante 
agrario en todos sus términos. Eso es a lo que el Tribunal 
Superior Agrario tam bién está contribuyendo en este tipo de 
foros a integrar, aunque con recursos modestos. 


Paso el origen constitucional del actual sistema, en la fracción 
constitucional de sobra conocida, no voy a releer preceptos 
legislativos, el tiempo no nos lo permitiría. Hay que manejar 
toda la ley, interpretarla y poder acomodarla en nuestra 
memoria, en nuestra inteligencia, en el caso concreto que 
corresponda resolver. 
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En el análisis que pudiera iniciarse en el artículo Tercero 
Transitorio de la reforma de 1992 que impuso sobre los asuntos 
de tierras, considerando que las acciones dotatorias de tierras 
de la misnla materia que constituían el rezago agrario y las 
restitutorias y de reconocimiento de bienes comunales, pasarían 
a la resolución definitiva al entrar en funciones los tribunales 
agranos. 


8° Esto ha sido una tarea inmensa. El citado Transitorio dice 
de los expedientes de manera optimista: que se turnarán 
"...debidamente sustanciados" y habría que ver la coordinación 
que fue necesario establecer, con dignidad, con respeto 
recíproco entre los órganos del Cuerpo Consultivo Agrario y la 
Secretaría y los Tribunales; llegaban algunos expedientes 
"integrados en carpetas dispersas", sin numeración. Muchos 
tuvimos que hacerlo: numerar, registrar y enseñar a algunos 
empleados a foliar y a coser expedientes; es una de las primeras 
etapas que un buen pasante o un buen empleado de Derecho 
debe aprender; considerando además los req uisitos que al 
respecto establece el Código Federal de Procedimientos Civiles, 
supletorio en la materia y tomando en cuenta, también, que en 
este rubro, de conformidad con el mencionado instrumento 
normativo, el Reglamento Interior de los Tribunales Agrarios es 
determinante al respecto y esta es una de las materias en las qUE­
las visitas y auditorías a los TUA son especialmente rigurosas. 


Ahora tenemos verdaderos expedientes. Como se sabe, en 
Derecho Procesal el expediente es un instrumento fundamental, 
con la plenitud que los códigos procesales de todos los tiempos 
así 10 requieren, para constituir un instrumento de seguridad 
jurídica. 


En este im portante ru bro es necesario llamar la atención de 
los compañeros de los tribunales unitarios para que tengamos 
todos un excepcional cuidado. Es incuestionablemente forzoso 
que el Magistrado unitario revise periódicamente cada uno de 
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los expedientes; procedamos a hacerlo. No podemos pensar sólo 
en los jóvenes; no podemos descansar absolutamente en quienes 
inician su experiencia, debemos respaldarlos a ellos, para que 
cumplan adecuadamente sus funciones, es decir, revisar, 
corregir, complementar y regularizar cada uno de los 
expedientes. Se dice fácil cuando son cuarenta o cincuenta, pero 
cuando tenemos trescientos, ochocientos y demás, es un poco 
difícil; sin embargo, es obligatorio trabajar algunas horas más, 
las madrugadas son muy fértiles en esto, sobre todo cuando 
estamos alejados de la familia o de cualquier preocupación de 
esa naturaleza; la soledad de las cinco o seis de la mañana, se 
llena maravillosamente con una revisión de esta especie, y es 
saludable además. De cualquier manera, puede actualmente 
afirmarse que el expediente en el juicio agrario constituye ya 
una garantía procesal para el justiciable, considerando 
especialmente que su exhaustiva revisión en el amparo directo e 
indirecto y en el recurso de revisión ante el TSA, son medios 
adecuados para una mayor seguridad jurídica. 


'T De los fllllígllOS e:rpedíclltes de restítuCÍÓIl y confirmación, con 
fundamento en la competencia de los IDA, se transfirieron, se 
les lra nsm i tieron estas dos antiguas instituciones procesales 
agLlrias, cuyos expedientes carecían de resolución definitiva a 
Id fechcl de la reforma de 1992. 


La coJlj!rlJlt7cióll que es tradicioJlal, que es una especie de 
jurisdicCIón voluntaria aún en la ley actual, en la que se 
confirma la lituldriciad histórica de bienes conlunales. Sin 
em hdrgo, Ycl en (!\ Illarco de atribuciones del TUA, aparece en 
prinwr lugclf lel problemática relativa a diversos trabajos de 
campo, tclnto t(·cnicos como administrativos. Claro, aparecen los 
planos, los c,)lculos, hasta carteras de campo y podría aparecer 
ti ut::' no h(1)' nada q Uf' agregar, pero cuando el TDA pudiera 
confirI1lclr mill's de hvct.'ireas de bienes comunales, a la hora de 
la ejpcución rp~ldt(1 en algún caso que algunas áreas están 
hetbil.td.ls por aldedc, cllltiguas o asentamientos humanos 
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recientes, ajenos al núcleo. Si bien, ya había actas de 
conformidad en el expediente, pero ¿por qué no cerciorarnos si 
las conformidades que aparecen formalmente establecidas de 
acuerdo con la legislación anterior, afectadas posiblemente por 
algunas deficiencias en las notificaciones y todas las demás 
deficiencias que podríamos estar toda la noche aquí 
señalándolas, pero creo que las conocen más de uno de los que 
aquí estamos. 


Sin embargo, si actualmente los tribunales agrarios 
constituyen una etapa superior que está dando forma procesal, 
entrando en el Estado de Derecho en una plena función 
jurisdiccional dentro del marco jurídico, si debemos darle toda 
la atención a la regularización de los juicios agrarios como lo 
establece supletoriamente el artículo 58 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, no es fácil leer un expediente con 
montones de legajos y montones de cosas. Atribuciones que 
comprenden los artículos 164 y 186 de la Ley de la materia, así 
por ello la importancia de las brigadas del TSA para que nos 
ayuden a descifrar la veracidad y realidad de un expediente de 
confirmación cool unal. 


10° Existen problemas en la ejecllClon real !J legal de algunas 
sentencias de esta especie porque los trabajos técnicos no habrían 
correspondido a la realidad y que la supuesta posesión que se 
confirma, no existe en su plenitud. Es un riesgo que los 
tribunales unitarios agrarios no deben correr. 


¿Cómo ejecutar una sentencia de confirmación de los bienes 
comunales? "Yo te confirmo lo que dices que estás poseyendo o 
se desprende de trabajos deficientes pero me encuentro al 
ejecutar que están poseyendo algunas áreas dentro del 
perímetro un sin número de núcleos de población antiguos, 
pero diversos al núcleo beneficiado, con antecedentes 
ancestrales en más de un caso", ¿Cómo voy a confirmar lo que 
nunca realmente se ha poseído? Este es uno de los aspectos en 
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los que debe llamarse la atención de manera muy especial. 


Estas situaciones lo mismo se encuentran en Guerrero, 
Veracruz, seguramente en Jalisco, en Oaxaca y ni qué decir 
Michoacán, Nayarit o cualquier entidad que tenga bienes 
comunales. No dejarse llevar por las deficiencias del 
procedimiento administrativo, con el posible error de que el 
bien está determinado, que hay trabajos técnicos, que hay un 
plano aprobado. 


Probablemente en una época y considérese que los 
expedientes comunales transferidos a los TDA tienen muchos 
años de tramitación y en su tiempo no se contó con los 
elementos técnicos suficientes, para establecer que el terreno 
estaba determinado absoluta y eficientemente, el trabajo 
topográfico y la expresión que debería llevarse en una 
resolución presidencial. Esto va también compañeros de los 
Tribunales y compañeros estudiantes, va también en relación al 
conflicto de límites. En conflicto de límites, los justiciables, el 
actor y demandante, presentan su carpeta básica, a veces 
tricolor, muy bonita, muy respetable, pero el contenido de estas 
carpetas es en más de un caso dubitable y puede dar lugar a 
cuestiones complejísimas de carácter topográfico, en el caso, por 
ejemplo, de la llamada superposición o empalme de planos 
"definitivos". 


11° Por otra parte, ¿cómo establecer la veracidad legal a nivel 
judicial, de jurisdicción, a nivel de dictado de justicia, de un acta 
de ejecución, en la que en ocasiones sólo se reproduce parte de la 
resolución presidencial y se dice que se recorrieron y 
deslindaron las tierras dotadas, confirmadas, restituidas, etc., y 
se cierra el acta tal vez con alguna protesta política y ya queda 
así establecido en el procedimiento administrativo que se 
entregó la "posesión", aunque muchas veces ésta sólo fuera 
"virtual", esa mágica palabra que en alguna época cerró el 
expediente administrativo. 
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Por cierto, algunas de estas actas dan principio a las 8 de la 
mañana y se cierran a las 2 de la tarde del mismo día. ¿Cómo 
explicarnos que alguien recorrió y deslindó miles de hectáreas 
en ese lapso? 


12° Retornando a la relación Ecología y Derecho Agrario, en 
el marco constitucional del postulado del desarrollo rural 
integral o sustentable, en esta exposición se propone que los 
Tribunales Agrarios Unitarios desarrollen nuevas áreas de 
competencia en las de confrontación que hoy tienen lugar en la 
problemática agraria nacional. El Tribunal Unitario es la 
primera frontera que está directamente relacionada con los 
justiciables. El magistrado está obligado a conocer sus 
territorios y su gente cotidianamente, entonces ¿por qué no 
adscribir al unitario las funciones de conservación, las funciones 
de relación entre Ecología y Derecho en sus distintas áreas? Es 
esta una de las cuestiones de inmediata atención que desde 
luego no es preocupación exclusiva de quien les habla. 


De este coloquio resultará la conciencia unánime de 
presentar, a través de su Presidencia, la proposición 
correspondiente para que se enriquezca el trabajo, pues sería 
muy honroso que los tribunales unitarios tengan este cuidado 
de la naturaleza, esta responsabilidad enorme, pero fructífera 
también. 


Por supuesto, todos en los TDA debemos estudiar Ecología y 
desarrollo rural. No se enseña esto en las facultades de Derecho 
todavía, pero sí vamos a seguir acudiendo a conocimientos 
universales en esta materia, aún con el apoyo de otras 
profesiones directamente relacionadas. 


13° Revisando nuevamente el párrafo noveno del artículo 27 
constitucional que indica en su fracción N que la ley establecerá 
los medios de registro y control relativos al cumplimiento en lo 
dispuesto en la propia norma acerca de la capacidad agraria de las 
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sociedades mercantiles por acciones y las limitaciones que en el 
propio precepto se establecen. 


Ricardo García Villalobos, un experto, un magistrado 
también agrario, hace referencia a la problemática de las 
sociedades mercantiles; a su exposición podría agregarse la 
necesidad también urgente de que se faculte a los tribunales 
agrarios unitarios para realizar algunas tareas de control y 
jurisdicción en las relaciones jurídicas correspondientes. 


Se dio una reforma de la ley original, la reforma de 1992 y en 
la que se dio competencia en algún aspecto de las sociedades 
mercantiles. Esto fue inlportante. Debe seguirse en ese camino. 


En los tribunales en que le ha tocado actuar, quien expone no 
ha tenido ninguna experiencia, no se ha presentado ninguna 
demanda en esta nlateria, pero sería muy interesante que en la 
intervención que probablemente se les asigne a ustedes en 
relación a esta exposición se presentara alguna experiencia 
concreta de los tribunales unitarios agrarios en relación a 
sociedades mercantiles. Eso sería de útil enseñanza que hay que 
compartir entre todos. 


14° En la fracción Vil del párrafo noveno del artículo 27 
constitucional se encuentra una cotidiana operatividad en los 
tribunales agrarios. La fracción citada como se sabe se refiere a 
la persoJlalidad jlln'dim de los l1úcleos de polJlncióJl agraria ejidllles y 
cOlll1l11flles, y en las fracciones 1 y II, III Y V del artículo 18 de la 
Ley Orgánica de los Tri bu nales Agrarios se encuentra en directcl 
relación. 


El párrafo quinto de lel fracción VlI del repetido párrafo 
noveno no encuentra atribución correspondiente hacia el 
Tribunal Unitario Agrario. 


Ahorel biell, el p<ÍlT<llo se:\lo que se refiere el la naturalezd 
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jurídica de la asamblea general de ejidatarios nos remite al 
artículo 23 de la Ley reglamentaria. Ahí se encuentra una 
extraordinaria relación entre el artículo 23 de la Ley con las 
atribuciones de los IDA. Para señalar nada más uno de los 
puntos de relación, corresponde a los unitarios analizar los 
diversos casos de nulidad en torno a la actuación de las 
asambleas generales citadas, y en torno tal vez a un indebido 
manejo de alguna asamblea, de la convocatoria, de su acta, del 
contenido y alcance de la misma, etc. 


Este es uno de los campos más complejos, más frecuentes en 
la práctica judicial. Es posible que este es de los conflictos que 
se van a seguir acrecentando en la demanda que se hace en los 
tribunales unitarios, por ello la preparación del personal en 
materia procesal, civil, jurisprudencial y teórica debe ser cada 
día mejor y sieolpre actualizada. 


15° El exponente sugeriría que si se le permite debe hacerlo a 
nivel moral; se sugeriría a todos los compañeros, especialmente 
a los secretarios de estudio y cuenta, se preocupen por seguir 
los amparos en contra de nuestras sentencias, así como el control 
que corresponde a las Unidades Jurídicas de los IUA. Además 
de la teoría general de garantías y amparo y la jurisprudencia 
actualizada correspondiente, debe analizarse sistemáticamente 
la sentencia de la que S0010S corresponsales, por lo Olenos a 
nivel elemental, de la que es responsable fundamentalmente el 
magistrado del tribunal unitario, pero si el titular y el secretario 
de estudio y cuenta mantienen su atención permanentemente en 
las ejecutorias de amparo, en el cumplimiento de éstas, aunque 
no exista experiellcil1 eX/l{lustiva, por ser cuestiones novedosas a partir 
de la reforma del 92, el tiempo, la responsabilidad y la vocación 
nos va a ir dotando, nos va a ir proporcionando cada vez un 
mejor personal. Si se sabe manejar adecuadamente la 
informática, seguramente se va a lograr una más rápida y 
eficiente información. Así qUl' a servirnos de la computadora y 
revisar la ej<:'Cutoria qu<' no" l"orriJa y a tratcH de lOJllarla ~n 
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cuenta siempre y permanentemente, enmendando las posibles 
deficiencias en el acto reclamado. 


16° El marco normativo agrario fundamental no se agota en 
el 27 constitucional. Esto lo hemos dicho en muchas ocasiones. 
Solo moderadamente procede hacer referencia sumaria al 
artículo cuarto constitucional y remitirlo a su específica palabra, 
a la específica referencia también que hace a la composición 
pluricultural de la nación mexicana y la garantía que la ley está 
obligada a dar a los mienlbros de los pueblos el efectivo acceso 
a la jurisdicción del Estado. 


Como es sabido, el primer párrafo del cuarto constitucional 
concluye diciendo, disponiendo más bien, que en los juicios y 
procedinlientos agrarios entre los pueblos y los indígenas, los 
hermanos indígenas, se tomarán en cuenta sus prácticas y 
costurrlbres jurídicas en los términos que establezca la ley. 


Aquí se ha planteado la discusión de costumbre contra la ley, 
si ésta debe prevalecer de acuerdo con algún instrumento 
internacional; algunos sostienen eso, otros sostenemos lo 
contrario. Considérese que es difícil expresar o establecer cuál 
es la costumbre jurídica en un núcleo de población; se requeriría 
de antropólogos sociales, sociólogos, verdaderamente 
especializados y un tribunal pasaría algunas dificultades para 
obtener ese apoyo. Y aún obteniéndolo, ¿cómo demostrarle a la 
parte que le afecta esa costumbre contra la ley? Que esa 
costumbre, de acuerdo con un instrumento internacional, debe 
prevalecer por encima de la ley agraria. Sería difícil convencer 
al justiciable posiblemente p~rdidoso, de cuestión semejante. 


Entonces permítase al exponente señalar la opción personal 
de mantenernos estrictamente en el marco legal. Bueno, claro, 
tratar de establecer la costumbre que no esté en contra de la 
legislación; que la com plemente; que la entienda; que la 
explique; que la desarrolle. Ahí debemos estar atentos, 







prudentemente atentos. 


Existe una tendencia hoy de hacer una especie de reservación 
indígena por el asunto de las autonomías de las regiones, etc. El 
exponente no estima que sea ese el camino y aquí una opinión 
personal: el tribunal agrario no podría estar aplicando una 
legislación autónoma en cada región; ¿que tal si nos tocan dos o 
tres tipos de "autonomías" indígenas en nuestra jurisdicción? 
¿cuántas podría tener Guerrero? pues dos o tres, la montaña, la 
costa chica, tierra caliente, etc. 


¿Cuántas autonomías tendría Oaxaca? imposible precisarlas 
definitivamente. Chiapas es un ejemplo de este contrasentido. 


Entonces, por algo no se ha legislado en esta materia de la ley 
reglamentaria; sin embargo, al respecto me permito también 
comunicarles una modestísima opinión de su servidor: 


Aunque el 4° constitucional no esté todavía reglamentado, 
tenemos un dispositivo en la ley de la materia que nos permite 
tratar de aplicarlo, tratar de llevarlo a la práctica, sobre todo 
cuando se trata de grupos indígenas; todo esto a través de una 
adecuada interpretación jurídica que en la materia agraria es tan 
amplia como su carácter social. 


El Tribunal Superior ha sido especialmente cuidadoso en las 
inspecciones respecto de un rubro específico a grupos 
indígenas. En los juicios relacionados con el tratamiento de 
grupos indígenas está el TUA obligado a explicar, a tener un 
seguimiento detallado de los conflictos en que intervienen este 
tipo de justiciables. 


Al efecto, se propone tratar de aplicar el 4° constitucional con 
base en los preceptos amplísimos que en el proceso agrario nos 
permiten por ejemplo los artículos 164, 185 Y186, por lo menos. 
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Compaginando estos preceptos con el 4°, podría decirse que 
ahí encuentra el jurisdiciente la posibilidad de desarrollo del 
postulado constitucional del mantenimiento del respeto a usos y 
costumbres de los pueblos indígenas. Esto es una hipótesis. 


Nada más es algo sujeto, como todo lo que se ha dicho, a 
discusión. Puede gustar o puede no gustar; puede interesar o 
no, es otra cuestión. 


17° Debe hacerse referencia a los artículos 14 y 16 que 
constituyen la médula de las garantías constitucionales de todo 
el derecho adjetivo. Es evidente que la cuestión toca 
directamente a los tribunales unitarios agrarios, y esto hay que 
señalarlo en todo el procedimiento y en su momento, en los 
informes justificados, en los juicios de amparo, el acatamiento a 
los artículos 14 y 16 es de tremenda importancia; el principio de 
no retroactividad en la parte inicial del precepto primeramente 
citado, las garantías de legalidad, la no menos importante de 
audiencia, son cuestiones torales también en el procedimiento 
agrario que no sólo el magistrado titular, sino todo el personal 
técnico jurídico singularmente el magistrado, el secretario de 
estudio y cuenta, el secretario de acuerdos, deben tener en 
cuenta en toda su actuación, pues no hacerlo da lugar a 
interminables amparos y cumplimientos de ejecutorias y luego 
pueden darse amparos contra la sentencia con la que se habría 
pretendido cumplir con la ejecutoria del Poder Judicial de la 
Federación. Y los artículos 14 y 16 son de los que uno se 
aprende de memoria, anda repitiendo por las calles cuando 
estudiante. Ahora en la función jurisdiccional, vamos a 
analizarlos y desarrollarlos también, revisando la aplicación que 
el Poder Judicial Federal hace de estas garantías en las diversas 
ejecutorias de amparo sobre la sentencia de los tribunales 
agrarios. 


Esto es un entrenamiento permanente; es eso lo que los 
abogados debemos hacer siempre. 
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18° Por último, este exponente debe dejar aquí constancia de 
que por carecer del tiempo previsto para agotar el estudio y 
ponencia que se presentó en este coloquio en forma escrita 
conforme a la normatividad del evento, en este acto se hace 
entrega formal del texto impreso en cuestión a la Dirección del 
Centro de Estudios de Justicia Agraria "Dr. Sergio García 
Ramírez", institución en la que estará a disposición para 
consulta o reproducción como se estime necesario. Por otra 
parte, el autor incluye ya en la impresión de sus Lecciones de 
Derecho Agrario que edita la UNAM, el acervo de 
jurisprudencia agraria que constituye el apéndice del propio 
trabajo que con el título de "Los Tribunales Unitarios en el 
nuevo Derecho Agrario Mexicano; Legislación y 
Jurisprudencia", constituye un capítulo de las "Lecciones" de 
este autor. 


La Academia Mexicana de Derecho Agrario hará una 
impresión especial de estos document,os, también dedicada al 
Magistrado Presidente Lic. Luis Octavio Porte Petit Moreno. 


Queda así cumplida esta sumaria exposición que se propuso 
contribuir a esclarecer nuestra actividad y apoyar con alguna 
información a quienes vendrán y realizarán los estudios, 
tratados y textos jurídicos de la nueva justicia agraria. Para ellos 
la entrega total de nuestra experiencia con los mejores augurios 
y el último aliento de los antiguos luchadores agraristas. 





